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 trece de julio de dos mil veintiuno
S E N T E N C I A

VISTO para resolver el juicio de amparo indirecto 

146/2021-III, promovido por ELÍAS ZAGA HANONO, 

contra actos del Juez de Distrito Especializado en el 
Sistema Penal Acusatorio del Centro de Justicia 
Penal Federal en el Estado de México, con residencia 
en Almoloya de Juárez y otras autoridades.

R E S U L T A N D O:

Presentación de la demanda: El ocho de marzo 

de dos mil veintiuno (fojas 2 a 177).

Admisión: El nueve de marzo de dos mil veintiuno 

(fojas 344 a 353).

Intervención al agente de Ministerio Público 
adscrito: El diez de marzo de dos mil veintiuno (fojas 

359).

Ampliación de la demanda por conceptos de 
violación: El veintitrés de abril de dos mil veintiuno.

Audiencia constitucional: La cual se celebró el 

veintiocho de mayo de dos mil veintiuno, al tenor del 

acta que antecede.

C O N S I D E R A N D O:
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PRIMERO. COMPETENCIA. Este Juzgado de 

Distrito, es legalmente competente para conocer del 

presente juicio de amparo, con fundamento en los 

artículos 107, fracción VII de la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos, 33 fracción IV, 35 y 37 

de la Ley de Amparo, 48, con relación en el 51, fracción 

I, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, 

y el Acuerdo General 03/2013, relativo a la 

determinación del número y límites territoriales de los 

Circuitos Judiciales en que se divide la República 

Mexicana, y al número, a la jurisdicción territorial y 

especialización por materia de los Tribunales de Circuito 

y de los juzgados de Distrito; ya que los actos 
reclamados se refieren a materia penal y dos de ellos 
tienen ejecución dentro del territorio donde ejerce 
jurisdicción este juzgado.

SEGUNDO. FIJACIÓN DE LOS ACTOS 
RECLAMADOS. De conformidad con el artículo 74, 

fracción I, de la Ley de Amparo, los actos reclamados se 

hacen consistir en:

A) Del Juez Especializado en el Sistema Penal 
Acusatorio adscrito al Centro de Justicia Penal 
Federal en el Estado de México, con residencia en el 
municipio de Almoloya de Juárez (Altiplano):

1) La radicación e incoación de la causa penal 
469/2020,  fuera de todo cause constitucional, 
ya que dicha autoridad no es legalmente 
competente, en función de que los hechos del 
asunto no ameritan ser procesados bajo el 
régimen de excepción previsto por la Ley 
Federal Contra la Delincuencia Organizada.
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2) La orden de aprehensión, de veinticinco de 
diciembre de dos mil veinte, emitida contra el 
quejoso, dentro de la causa penal 469/2020, 
derivada de la carpeta de investigación 
FED/SEIDO/UEOIRPIFAM-CDMX/0000395/2020 y sus 
efectos.

La ejecución de dicha orden de captura al:

 Fiscal General de la Republica.  

 Titular de la Policía Federal Ministerial de la 
Fiscalía General de la República.

 Director General de Investigación Policial en 
Apoyo a Mandamientos de la Fiscalía General 
de la República.

 Director General de Asuntos Policiales 
Internacionales e INTERPOL. 

B) Del agente del Ministerio Público de la 
Federación, de la Unidad Especializada en 
Investigación de Operaciones con Recursos  de 
Procedencia Ilícita y de Falsificación o Alteración de 
Moneda, de la Subprocuraduría Especializada en 
Investigación de Delincuencia Organizada, de la 
Fiscalía General de la Republica: 

b.1) La persecución ilegal y arbitraria que 
existe contra del quejoso con motivo de las 
instrucciones emitidas por el Fiscal General de 
la República y que se traducen en una falta de 
imparcialidad dentro de la carpeta de 
investigación FED/SEIDO/UEIORPIFAM-
CDMX/0000395/2020.

b.2) Las actuaciones y la judicialización de la 
carpeta de investigación FED/SEIDO/UEOIRPIFAM-
CDMX/0000395/2020 ante el Juez Federal de Control 
adscrito a un penal de máxima seguridad.

C) Del Fiscal General de la Republica: 
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Las amenazas al quejoso fuera del 
procedimiento con el ánimo de confiscar su 
patrimonio de manera ilegal.

TERCERO. INEXISTENCIA DE ACTOS 
RECLAMADOS. No son ciertos lo actos reclamados al 

Fiscal General de la Republica y al agente del 
Ministerio Público de la Federación, de la Unidad 
Especializada en Investigación de Operaciones con 
Recursos de Procedencia Ilícita y de Falsificación o 
Alteración de Moneda, de la Subprocuraduría 
Especializada en Investigación de Delincuencia 
Organizada, de la Fiscalía General de la República 

(señalados como b.1 e inciso c), consistente en: 

La persecución ilegal y arbitraria que existe 
contra el quejoso con motivo de las 
instrucciones emitidas por el Fiscal General de 
la República y que se traducen en una falta de 
imparcialidad dentro de la carpeta de 
investigación FED/SEIDO/UEIORPIFAM-
CDMX/0000395/2020.

Las amenazas al quejoso fuera del 
procedimiento con el ánimo de confiscar su 
patrimonio de manera ilegal.

Lo anterior es así, en virtud de que el Director de 
Amparo de Autoridad responsable (sic) en 
representación de la Fiscalía General de la República 
y el agente del Ministerio Público de la Federación, 
de la Unidad Especializada en Investigación de 
Operaciones con Recursos  de Procedencia Ilícita y 
de Falsificación o Alteración de Moneda, de la 
Subprocuraduría Especializada en Investigación de 
Delincuencia Organizada, de la Fiscalía General de la 
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Republica, al momento de rendir su informe justificado 

negaron la existencia de dichos actos que les atribuyen, 

sin que exista prueba idónea que permita desvirtuar 

dicha afirmación.

Al respecto, la parte quejosa durante el trámite del 

presente asunto, ofreció la documental consistente en la 

bitácora de entrada de diez de octubre de dos mil 

diecinueve, a la Fiscalía General de la República, con 

sede en la Ciudad de México, la cual fue remitida por el 

Director General Adjunto de Desarrollo Tecnológico de 

Seguridad de tal dependencia, de la que únicamente se 

puede advertir que en esa data, Rafael Zaga Tawil 

(persona diversa al quejoso), asistió a las oficinas 

centrales de la Fiscalía General de la República, empero 

no se advierte que tal comparecencia fue para que se 

perpetraran en su contra actos como los indicados; 

máxime que se trata de diversa persona y no del 
quejoso.

Asimismo, se puede advertir que la parte quejosa en 

la audiencia constitucional, ofreció algunas documentales 

en copia simple para acreditar la existencia de estos 

actos, las cuales fueron admitidas, a saber:

“copias de la carpeta de investigación 
FED/SEIDF/UNAI-CDMX/000010154/2019 y 
FED/CDMX/SPE/0001745/2018.”

“TRIGÉSIMO: La documental consistente tanto en la 
videograbación como en la transcripción de la 
conferencia matutina de fecha diez de febrero de dos 
mil veinte convocada por el Presidente de la 
República.

TRIGÉSIMO PRIMERO: La documental consistente 
en el citatorio de fecha diez de febrero de dos mil 
veinte emitido por la Fiscalía General de la República 
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para efecto de que el señor RAFAEL ZAGA TAWIL se 
presentara el día jueves doce de febrero (en realidad 
era jueves trece de febrero), y éste rindiera.
 
TRIGÉSIMO SEGUNDO: La documental consistente 
tanto en la videograbación como en la transcripción de 
la conferencia matutina de fecha cuatro de marzo de 
dos mil veinte en la que, el Titular de la Unidad de 
Inteligencia Financiera, el Dr. SANTIAGO NIETO 
CASTILLO, informó a la opinión pública que existía 
una investigación vigente por el "Caso Infonavit". 

TRIGÉSIMO TERCERO: La documental consistente 
en la comparecencia del señor RAFAEL ZAGA TAWIL 
en la carpeta de investigación FED/SEIDF/UNAI-
CDMX/0001015/2019, de fecha trece de febrero de 
dos mil veinte.

TRIGÉSIMO QUINTO: La documental consistente en 
el acuerdo de fecha cinco de julio de dos mil veinte, 
mediante el cual la Agente del Ministerio Público de la 
Federación acumuló a la carpeta de investigación 
FED/SEIDF/UNAI-CDMX/0001015/2019, la diversa 
FED/SEIDF/UNAI-CDMX/0000374/2020.

TRIGÉSIMO SEXTO: Las documentales consistentes 
en: 
a. El acuerdo de fecha veintidós de junio de dos mil 
veinte, emitido por la licenciada EMMA VÁSQUEZ 
MARTÍNEZ, Agente del Ministerio Público de la 
Federación, Titular de la Mesa Décima Primera de la 
Unidad de Investigación de Delitos Cometidos por 
Servidores Públicos y Contra la Administración de 
Justicia, mediante el cual ordena girar oficio al Mtro. 
ANSELMO MAURO JIMÉNEZ CRUZ, Titular de la 
Unidad Especializada en Investigación de 
Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita y 
Falsificación o Alteración de Moneda, pues a su 
parecer, ciertos hechos de la carpeta de investigación 
FED/SEIDF/UNAI-CDMX/0001015/2019 y su 
acumulada FED/SEIDF/UNAI-CDMX/0000374/2020 
tienen investigación acumulada FED/SEIDF/UNAI-
CDMX/0001015/2019 FED/SEIDF/UNAI-
CDMX/0000374/2020 y su tienen apariencia del delito 
de Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita.
b. El oficio número A-XI-103/2020, de fecha veintidós 
de junio de dos mil veinte, mediante el cual el 
licenciado ANTONIO DOMÍNGUEZ ZAVALETA, Fiscal 
de Delitos Cometidos por Servidores Públicos en 
suplencia por ausencia del Titular de la Unidad 
Especializada en Investigación de Delitos Cometidos 
por Servidores Públicos y Contra la Administración de 
Justicia, envía desglose para conocimiento e 
intervención de la carpeta de investigación 
FED/SEIDF/UNAI-CDMX/0001015/2019 y su 
acumulada FED/SEIDF/UNAI-CDMX/0000374/2020, 
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al Mtro. ANSELMO MAURO JIMÉNEZ CRUZ, Titular 
de la Unidad Especializada en Investigación de 
Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita y 
Falsificación o Alteración de Moneda.

TRIGÉSIMO SÉPTIMO: La documental consistente en 
el escrito de fecha veintiocho de julio de dos mil 
veinte, suscrito por los señores RAFAEL y TEÓFILO 
ZAGA TAWIL en la que se describió cada operación 
cuestionada por la Unidad de Inteligencia Financiera 
en su denuncia de cinco de marzo de dos mil veinte y 
se ofrecieron diversos documentos que acreditan la 
certeza del origen lícito y legítimo de los recursos.

TRIGÉSIMO OCTAVO: La documental consistente en 
el USB5 que contiene la videograbación de la 
audiencia de impugnación 86/2020 celebrada el día 
nueve de noviembre de dos mil veinte, emitida por el 
Mtro. GANTHER ALEJANDRO VILLAR CEBALLOS, 
Juez de Distrito Especializado en el Sistema Penal 
Acusatorio del Centro de Justicia Penal Federal en la 
Ciudad de México, con Sede en el Reclusorio Sur, en 
el que se reconoció, entre otros, que la Fiscalía 
General de la República le había ocultado ciertas 
documentales a la defensa y que, para la fecha: no se 
había esclarecido cuáles eran los hechos con 
apariencia de delito que se les imputaba a los señores 
RAFAEL y TEÓFILO ZAGA TAWIL.

TRIGÉSIMO NOVENO: Las documentales 
consistentes en las siguientes cinco solicitudes de 
técnicas de investigación de información bancaria y 
sus respectivas resoluciones:
a. El expediente judicial 63/2020 del Índice del Juez 
de Distrito Especializado en el Sistema Penal 
Acusatorio del Centro de Justicia Penal Federal en la 
Ciudad de México, con sede en el Reclusorio Norte 
incluyendo copia de la solicitud y de la resolución 
dictada el veinticinco de marzo de dos mil veinte en la 
que el Juez de Control se declaró incompetente para 
conocer de la orden de autorización para información 
relativa al secreto bancario o financiero, que fue 
requerida directa y personalmente por el 
Subprocurador Especializado en Investigación de 
Delitos Federales de esa Fiscalía General de la 
República.

b. Expediente judicial 582/2020 del Índice del Juez 
Séptimo de Control del Centro   Nacional de Justicia 
Especializado en Control de Técnicas de 
Investigación, Arraigo e Intervención de 
Comunicaciones, con residencia en la Ciudad de 
México incluyendo copia  de la solicitud y de la 
resolución dictada el veinte siete de marzo de dos 
mil veinte en la que se desechó la solicitud de 
información relativa al secreto bancario o financiero 
de los señores RAFAEL y TEÓFILO ZAGA TAWIL, 

G
uillerm

o G
onzález T

orres
70.6a.66.20.63.6a.66.00.00.00.00.00.00.00.00.00.00.00.dd.6c
30/01/23 13:47:31



Juicio de Amparo 146/2021-III.
8

así como de las empresas TELRA REALTY, S.A.P.I. 
de C.V., ZATYS, S.A. de C.V., EAIS GROUP, S.A.P.I. 
de C.V. y GRUPO INMOBILIARIO TELRA, S.A.P.I. de 
C.V., que fue requerida directa y personalmente por el 
Subprocurador Especializado en Investigación de 
Delitos Federales de esa Fiscalía General de la 
República.
c. Expediente judicial 633/2020 del Índice del Juez 
Primero de Control del Centro Nacional de Justicia 
Especializado en Control de Técnicas de 
Investigación, Arraigo e Intervención de 
Comunicaciones, con residencia en la Ciudad de 
México incluyendo copia de la solicitud y de la 
resolución dictada el dos de abril de dos mil veinte en 
el que se negó la solicitud de información relativa al 
secreto bancario o financiero de los señores RAFAEL 
y TEÓFILO ZAGA TAWIL, así como de las empresas 
TELRA REALTY,S.A.P.I. de C.V., ZATYS, S.A de 
C.V., EAIS GROUP, S.A.P.I. de C.V. y GRUPO 
INMOBILIARIO TELRA, S.A.P.I. de C.V., que fue 
requerida por el Titular de la Unidad Especializada 
en Investigación de Delitos contra los Derechos de 
Autor y la Propiedad Industrial.
d. Expediente judicial 297/2020 del índice del Juez 
Cuarto de Control del Centro Nacional de Justicia 
Especializado en Control de Técnicas de 
Investigación, Arraigo e Intervención de 
Comunicaciones, con residencia en la Ciudad de 
México incluyendo copia de la resolución dictada el 
tres de abril de dos mil veinte en el que se negó la 
solicitud de información relativa al secreto bancario o 
financiero de los señores RAFAEL y TEÓFILO ZAGA 
TAWIL, así como de las empresas TELRA REALTY, 
S.A.P.I. de C.V., ZATYS, S.A. de C.V., EAIS GROUP, 
S.A.P.I. de C.V. y GRUPO INMOBILIARIO TELRA, 
S.A.P.I. de C.V., que fue requerida por el Titular de la 
Unidad Especializada en Investigación de Delitos 
contra los Derechos de Autor y la Propiedad 
Industrial.
e. Expediente judicial 917/2020 del índice del Juez 
Quinto de Control del Centro Nacional de Justicia 
Especializado en Control de Técnicas de 
Investigación, Arraigo e Intervención de 
Comunicaciones, con residencia en la Ciudad de 
México incluyendo copia de la resolución dictada el 
veintiocho de abril de dos mil veinte en el que se negó 
la solicitud de información relativa al secreto bancario 
o financiero de los señores RAFAEL y TEÓFILO 
ZAGA TAWIL, así como de las empresas TELRA 
REALTY, S.A.P.I. de C.V.,ZATYS,S.A. de C.V.,EAIS 
GROUP, S.A.P.I. de C.V. y GRUPO 
INMOBILIARIOTELRA, S.A.P.I. de C.V., que fue 
requerida por el Titular de la Unidad Especializada 
en Investigación de Operaciones con Recursos de 
Procedencia Ilícita y Falsificación o Alteración de 
Moneda, de esa Fiscalía General de la República.
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CUADRAGÉSIMO: La documental consistente en el 
escrito de fecha treinta de abril de dos mil veinte, 
promovido ante la Unidad Especializada en 
Investigación de Delitos Fiscales y Financieros de la 
Fiscalía General de la República, dentro de la carpeta 
de investigación FED/SEIDF/UEIDFF-
CDMX/0000474/2020.

CUADRAGÉSIMOCUARTO: Las documentales 
consistentes en los oficios de fecha quince de mayo 
de dos mil veinte, mediante el cual los Agentes del 
Ministerio Público de la Federación titulares de las 
carpetas de investigación FED/SEIDF/UEIDFF-
CDMX/0000473/2020 y FED/SEIDF/UEIDFF-
CDMX/0000474/2020 solicitaron al Juez de Control 
del Centro de Justicia Penal Federal en la Ciudad de 
México, con sede en el Reclusorio Norte, librara 
ordenes de aprehensión en contra de los señores 
RAFAEL y TEÓFILO ZAGA TAWIL.

CUADRAGÉSIMOQUINTO: Las documentales 
consistentes en los autos de fecha dieciséis de mayo 
de dos mil veinte, emitido por el licenciado JUAN 
CARLOS RAMÍREZ BENÍTEZ, Juez de Distrito 
Especializado en el Sistema Penal Acusatorio, 
integrante del Centro de Justicia Penal Federal en la 
Ciudad de México, con sede en el Reclusorio Norte, 
mediante los cual negó las solicitudes de orden de 
aprehensión.

CUADRAGÉSIMOSEXTO: La documental consistente 
en el USB6 que contiene la videograbación de la 
Audiencia Inicial de fecha cuatro de septiembre de dos 
mil veinte, presidida por el licenciado JUAN CARLOS 
RAMÍREZ BENÍTEZ, Juez de Distrito Especializado en 
el Sistema Penal Acusatorio, del Centro de Justicia 
Penal Federal en la Ciudad de México, con sede en el 
Reclusorio Norte, dentro de la causa penal 96/2020 en 
contra del señor RAFAEL ZAGA TAWIL en la que se 
determinó no vincular a proceso en función de que los 
hechos puestos en su conocimiento no eran 
constitutivos de delito.

CUADRAGÉSIMO SÉPTIMO: La documental 
consistente en el acuerdo de fecha cuatro de 
septiembre de dos mil veinte mediante el cual la 
Fiscalía General de la República se desistió de la 
audiencia señalada para fijarse dentro de la causa 
penal 98/2020 relacionada con el señor TEÓFILO 
ZAGA TAWIL.

CUADRAGÉSIMO OCTAVO: La documental 
consistente en la constancia de fecha nueve de 
septiembre de dos mil veinte, emitida por el licenciado 
ALAN RAFAEL GARCÍA GALEANA, dentro de la 
carpeta de investigación FED/SEIDFIUEIDFF-
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CDMXl0000474/2020 en la que señaló que a pesar de 
que en contra de la resolución de no vinculación a 
proceso emitida en favor del señor RAFAEL ZAGA 
TAWIL procedía el recurso de apelación "por 
instrucciones de (sus) superiores jerárquicos no se 
realizará el recurso […] debido a la relevancia del 
asunto ya que la apelación generaría mayor dilación y 
retraso en la procuración de justicia y el subsanar la 
investigación acortaría los tiempos para una próxima 
judicialización".

CUADRAGÉSIMO NOVENO: Las documentales 
consistentes en los acuerdos de fechas tres de agosto 
y diez de septiembre, ambas de dos mil veinte, la 
última siendo notificada a través del oficio 
UEIORPIFAM-AV-109/2020 de fecha dieciocho de 
septiembre de dos mil veinte, emitidos por la Agente 
del Ministerio Público de la Federación en donde 
niega el acceso a la carpeta de investigación 
FED/SEIDO/UEIORPIFAM-CDMX/0000395/2020.

QUINCUAGÉSIMO PRIMERO: La documental 
consistente en el USB que contiene la videograbación 
de la audiencia de impugnación, celebrada el día 
treinta de octubre de dos mil veinte, dentro de la 
impugnación 118/2020 en donde el Juez de Control 
determinó que el señor RAFAEL ZAGA TAWIL no 
podría tener acceso a la carpeta de investigación 
FED/SEIDO/UEIORPIFAM-CDMX/0000395/2020, por 
no tener acreditada el carácter de imputado. De la que 
se desprende además, que los Agentes del Ministerio 
Público de SEIDO señalaron que a la fecha no existía 
imputado y no habían realizado acto de molestia 
alguno en contra del señor RAFAEL ZAGA TAWIL 
(contrario a lo señalado en la orden de aprehensión).

QUINCUAGÉSIMO SEGUNDO: La documental 
consistente en el oficio UEIORPIFAM-AV-039/2021 de 
fecha dos de febrero de dos mil veintiuno, remitido por 
la licenciada ANTEL MARIVERA PEDRAZA, Agente 
del Ministerio Público de la Federación, Titular de la 
Agencia Quinta Investigadora de la Unidad 
Especializada en Investigación de Operaciones con 
Recursos de Procedencia Ilícita y de Falsificación o 
Alteración de Moneda, en el que sin la menor reserva 
señala que existe una orden de aprehensión en contra 
del hoy quejoso.

QUINCUAGÉSIMO TERCERO: La documental 
consistente en la Conferencia Matutina convocada por 
el Presidente Constitucional de los Estados Unidos 
Mexicanos de fecha veintitrés de junio de dos mil 
veinte, mediante la cual el licenciado CARLOS 
ROMERO ARANDA, Procurador Fiscal de la 
Federación da una explicación de las empresas 
denominadas "fachada" o "fantasma".
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SEPTUAGÉSIMO TERCERO: La documental 
consistente tanto en la videograbación como en la 
transcripción en la conferencia matutina de fecha 
veinticinco de septiembre de dos mil veinte del 
Presidente de la República, en la que aseguró que la 
Fiscalía General de la República se había constituido 
como aval del cheque entregado al Instituto para 
Devolver al Pueblo lo Robado.

SEPTUAGÉSIMO CUARTO: La documental 
consistente en el oficio de fecha veinte de marzo de 
dos mil diecinueve a través del cual el Titular de la 
Unidad Especializada en Investigación de Delitos 
Cometidos por Servidores Públicos, el licenciado 
ALBERTO RAMOS RAMOS, afirmó que el asunto no 
podía ser atraído por la Unidad a su cargo ya que el 
mismo no reunía las características previstas en el 
acuerdo AJ070103.

SEPTUAGÉSIMO QUINTO: La documental 
consistente en el Acuerdo de Reasignación del 
Expediente de fecha catorce de febrero de dos mil
veinte (un día después de la comparecencia del señor 
RAFAEL ZAGA TAWIL en la Fiscalía General de la 
República) en el que se estableció que "el Licenciado 
SERGIO DANIEL CALLEJAS SANTOS, Agente del 
Ministerio Público Federal, procedió a hacer entrega 
física de la indagatoria radicada en la Unidad de 
Investigación y Litigación "D", de la Fiscalía de Delitos 
Cometidos por Servidores Públicos adscrita a la 
Unidad Especializada en Investigación de Delitos 
Cometidos por Servidores Públicos y Contra la 
Administración de Justicia, de la Subprocuraduría de 
(sic) Especializada en Investigación de Delitos 
Federales de la Fiscalía General de la República, y en 
cumplimiento a instrucciones emitida (sic) de manera 
verbal por la superioridad, estando constituidos en el 
cubículo que ocupa dicha mesa [...] por lo que se 
procede a hacer la Entrega-Recepción".

SEPTUAGÉSIMO SEXTO: La documental consistente 
en el oficio de fecha veinticinco de marzo de dos mil 
veinte a través del cual el titular de la Unidad 
Especializada en Investigación de Delitos Cometidos 
por Servidores Públicos y Contra la Administración de 
Justicia, ALBERTO RAMOS RAMOS, solicitó a la 
licenciada CELIA ALMAGUER HERNÁNDEZ, 
encargada de la Unidad Especializada en Análisis 
Financiero de la Fiscalía General de la República que 
"en apoyo a las funciones propias de esta autoridad 
federal, a través de su conducto requiera a la Unidad 
de Inteligencia Financiera" información bancaria 
relacionada con las personas físicas y morales 
denunciadas.
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SEPTUAGÉSIMO SÉPTIMO: La documental 
consistente en el criterio de oportunidad otorgado a 
los hermanos EL-MANN ARAZI el día veinte
de mayo de dos mil veinte.

SEPTUAGÉSIMO OCTAVO: La documental 
consistente en el desistimiento del INFONAVIT a la 
audiencia de impugnación en contra del criterio de 
oportunidad otorgado a los señores EL-MANN ARAZI, 
tan solo un día hábil antes de su celebración.

SEPTUAGÉSIMO NOVENO: Las documentales 
consistentes en las promociones en las que se solicitó 
que se acreditara la manera en la que la Fiscalía 
General de la República se había constituido como 
aval del cheque por $2,000,000,000,000.00 (Dos mil 
millones de pesos 00/100 M.N.) tal como había sido 
referido por el Presidente de la República el 
veinticinco de septiembre de dos mil veinte y su 
respectiva respuesta.

OCTAGÉSIMO: La documental consistente en los dos 
oficios emitidos por la Fiscalía General de la 
República en los que se afirmó que los dos
mil millones de pesos entregados al Instituto para 
Devolver al Pueblo lo Robado, fueron en custodia, 
"haciéndole de su conocimiento que una vez que se 
determine la carpeta de investigación, se determinará 
el destino de los recursos conforme a derecho 
corresponda".

OCTAGÉSIMO PRIMERO: La documental consistente 
en cuatro oficios del Instituto para Devolver al Pueblo 
lo Robado en donde solicitó a la Fiscalía General de la 
República le enviara el acuerdo de aseguramiento de 
los dos mil millones de pesos recibirlos y, al no 
recibirlo, la solicitud formal de regresar los recursos a 
la Fiscalía General de la República”.

Documentales que a criterio de este Juzgador 

resultan insuficientes, para acreditar los extremos que 

pretende la parte quejosa, esto es, que fue objeto de 
amenazas y persecución ilegal o arbitraria por parte 
de autoridades ministeriales.

Se explica:

De las pruebas antes reseñadas, es cierto, como lo 

refiere la parte quejosa, se advierten diversas 

actuaciones y diligencias ministeriales en las carpetas de 
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investigación FED/SEIDF/UNAI-CDMX/000010154/2019 

y FED/CDMX/SPE/0001745/2018, las cuales se 

acumularon a la diversa FED/SEIDO/UEIORPIFAM-

CDMX/0000395/2020; entre otras actuaciones se puede 

destacar la comparecencia de RAFAEL ZAGA TAWIL  

(persona diversa al quejoso) en la carpeta de 

investigación reseñada en primer término; cinco 

solicitudes de técnicas de investigación de información 

bancaria y sus respectivas resoluciones por parte de 

autoridades ministeriales a Jueces Federales; los oficios 

de fecha quince de mayo de dos mil veinte, mediante los 

cuales los agentes del Ministerio Público de la 

Federación titulares de las carpetas de investigación 

FED/SEIDF/UEIDFF-CDMX/0000473/2020 y 

FED/SEIDF/UEIDFF-CDMX/0000474/2020 solicitaron al 

Juez de Control del Centro de Justicia Penal Federal 

en la Ciudad de México, con sede en el Reclusorio 

Norte, librara orden de aprehensión en contra de los 

señores RAFAEL y TEÓFILO ZAGA TAWIL; el auto de 

dieciséis de mayo de dos mil veinte, emitido por el Juez 

de Distrito Especializado en el Sistema Penal Acusatorio, 

integrante del Centro de Justicia Penal Federal en la 

Ciudad de México, con sede en el Reclusorio Norte, 

mediante el cual negó las solicitudes de orden de 

aprehensión; la videograbación de la audiencia inicial 

de fecha cuatro de septiembre de dos mil veinte, que 

llevó a cabo por el Juez de Distrito Especializado en el 

Sistema Penal Acusatorio, del Centro de Justicia Penal 

Federal en la Ciudad de México, con sede en el 

Reclusorio Norte, dentro de la causa penal 96/2020, en 

la que determinó no vincular a proceso a RAFAEL ZAGA 

TAWIL (persona diversa al quejoso) en función de que 
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los hechos puestos en su conocimiento no eran 

constitutivos de delito.

De lo anterior, se puede advertir, que existen actos 

y diligencias, a fin de investigar hechos, que pueden ser 

constitutivos de delitos (bajo la óptica del órgano 
investigador), las cuales se llevan a cabo de acuerdo a 

sus facultades de investigación, sin embargo, no es 

viable ahondar en estas actuaciones, pues no son 

materia de inconformidad en esta vía constitucional.

Se reitera, que si bien existen diversas actuaciones 

ministeriales, también lo es que no se advierte que exista 

una persecución arbitraria por parte del agente del 
Ministerio Público de la Federación, de la Unidad 
Especializada en Investigación de Operaciones con 
Recursos  de Procedencia Ilícita y de Falsificación o 
Alteración de Moneda, de la Subprocuraduría 
Especializada en Investigación de Delincuencia 
Organizada, de la Fiscalía General de la Republica, 
contra la parte quejosa, pues incluso ha existido 

intervención por parte de Jueces Federales, tanto de 

control como de instancia, a fin de dotar o no legalidad a 

las diversas actuaciones dentro de las carpetas de 

investigación de mérito; tampoco de tales actuaciones se 

advierte que exista algún tipo de amenaza o 
persecución por parte del fiscal de la nación, como lo 

aduce la parte quejosa, pues el hecho de que el asunto 

haya sido materia de un reporte informativo por parte del 

ejecutivo federal, en las conferencias matutinas, no 

significa que se hubiese ordenado algún tipo de acto de 
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molestia, persecución o amenaza contra el quejoso, 

pues por el contrario, tal eventualidad tiene su origen en 

la trascendencia del asunto en el que se ve involucrado 

el INFONAVIT, empero, se reitera con tales probanzas 

no se pueden acreditar los actos que aquí se pretenden 

combatir.

Se suma que la Fiscalía General de la 
Republica, goza de autonomía en su actuar, para la 
persecución e investigación delictiva, luego, las 
conferencias matutinas emitidas por el ejecutivo 
Federal, no tienen vínculo directo o mandato para el 
órgano investigador de la nación, y por 
consecuencia, el que tales hechos hayan sido 
materia de tema dentro de las conferencias 
matutinas, no significa que se pueda considerar que 
exista persecución contra el quejoso o de su familia.

La misma suerte acontece con los criterios de 

oportunidad otorgados a los hermanos El-Mann Arazi el 

día veinte de mayo de dos mil veinte, pues se reitera son 

actuaciones ministeriales, con las cuales no se logra 

acreditar los actos que aquí se combaten.

Entonces, se tiene que la parte quejosa no logró 

desvirtuar con prueba idónea y suficiente la negativa de 

los actos reclamados de que se trata, ya sea dentro de 

la secuela del procedimiento, o en la propia audiencia 

constitucional prevista en el artículo 124 de la Ley de 

Amparo y el artículo 81 del Código Federal de 
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Procedimientos Civiles, aplicado supletoriamente a la 

Ley de Amparo, establece la obligación del actor de 

probar los hechos constitutivos de su acción; por tanto, 
es innegable que la carga de la prueba tendente a 
acreditar la existencia de los actos reclamados de 
carácter positivo a las autoridades en cita, 
corresponde al solicitante del amparo.

Sirve de sustento la tesis asilada VI.2º.A.4 K, 

consultable en la página 903, del Semanario Judicial de la 

Federación y su Gaceta, febrero 2002, Tomo XV, Novena 

Época, Materia Común, número de registro 187728, 

cuyos rubro y texto son:

“PRUEBA, CARGA DE LA. RECAE EN EL QUEJOSO 
ANTE LA NEGATIVA QUE DE LOS ACTOS 
RECLAMADOS HAGAN LAS AUTORIDADES 
RESPONSABLES AL RENDIR SU INFORME 
JUSTIFICADO. La obligación que impone el artículo 149 
de la Ley de Amparo, en el sentido de que las 
autoridades responsables, al rendir sus informes 
justificados, deben explicar las razones y fundamentos 
legales que estimen pertinentes para sostener la 
constitucionalidad del acto reclamado o la improcedencia 
en el juicio y acompañar, en su caso, copia certificada de 
las constancias necesarias para apoyarlo, sólo cobra 
vigencia cuando tales documentales sean “necesarias 
para apoyar dicho informe”, en el que las autoridades 
admiten su existencia y aducen su legalidad, mas no 
cuando esas autoridades negaron, categóricamente, el 
acto que se les imputa, pues en tal supuesto, el Juez de 
Distrito no está en aptitud de analizar la 
constitucionalidad o inconstitucionalidad de este último, 
quedando a cargo del quejoso aportar al juicio de 
garantías, en primer lugar, los medios de prueba 
tendientes a demostrar la certeza del acto de que se 
trata y luego aquellas encaminadas a justificar los datos, 
motivos y fundamentos en que se basa para decir que 
es ilegal; de ahí que si la autoridad responsable deja de 
remitir con su informe justificado las constancias 
respectivas, ello sólo da pauta a que se haga 
merecedora de una multa, pero de ninguna manera 
releva al quejoso de la carga de desvirtuar la negativa 
que del acto reclamado hagan las autoridades 
responsables y, en esa hipótesis, de demostrar la 
inconstitucionalidad del mismo.”
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Luego, ante la negativa expresa de los actos 

reclamados por parte de las autoridades ministeriales 

antes mencionadas, sin prueba idónea en contrario, con 

fundamento en la fracción IV del artículo 63 de la Ley de 

Amparo, procede sobreseer en el presente juicio de 

amparo por lo que respecta a los actos que les fueron 

atribuidos y que quedaron señalados en el presente 

considerando.

Sirve de apoyo, el criterio jurisprudencial, con el 

registro digital 804176, del Pleno de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, Sexta Época, Semanario Judicial de 

la Federación. Volumen XLIII, Primera Parte, página 181, 

que al rubro y texto refiere lo siguiente:

“INFORME JUSTIFICADO NEGATIVA DE LOS 
ACTOS ATRIBUIDOS A LAS AUTORIDADES. Si las 
responsables niegan los actos que se les atribuyen, y 
los quejosos no desvirtúan esta negativa, procede el 
sobreseimiento, en los términos de la fracción IV del 
artículo 74 de la Ley de Amparo.

De igual manera, en lo conducente es aplicable,  la 

jurisprudencia PC.I.P. J/54 K (10a.) emitida por el Pleno 

en Materia Penal del Primer Circuito, con el registro digital 

2019326, Décima Época, Gaceta del Semanario Judicial 

de la Federación. Libro 63, Febrero de 2019, Tomo II, 

página 1967, que al rubro y texto refiere lo siguiente:

“SOBRESEIMIENTO EN EL JUICIO DE AMPARO. 
PROCEDE EN TÉRMINOS DE LA FRACCIÓN IV DEL 
ARTÍCULO 63 DE LA LEY DE AMPARO, CUANDO 
LAS AUTORIDADES RESPONSABLES NIEGAN LA 
EXISTENCIA DEL ACTO RECLAMADO, CON 
INDEPENDENCIA DE QUE OTRAS TAMBIÉN 
SEÑALADAS COMO RESPONSABLES LO 
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ACEPTEN. La causal de sobreseimiento en el juicio de 
amparo por inexistencia del acto reclamado, en 
términos del precepto y fracción citados, se actualiza 
cuando las autoridades responsables, al rendir su 
informe justificado, lo niegan o cuando el quejoso no 
prueba su existencia en la audiencia constitucional, con 
independencia de que otras autoridades también 
señaladas como responsables lo admitan, pues la 
aceptación del acto reclamado por estas últimas, salvo 
casos de excepción, no desvirtúa la negativa de las 
autoridades a quienes de manera independiente y 
autónoma se les atribuyó por el quejoso, por lo que 
dicha causal de sobreseimiento es de estudio 
preferente a la diversa de la fracción V del artículo 63 
de la Ley de Amparo, relacionada con la actualización 
de alguna causal de improcedencia.

CUARTO. EXISTENCIA DE ACTOS 
RECLAMADOS. Las siguientes autoridades 

responsables al rendir su informe justificado aceptaron 

la existencia de los actos reclamados consistente en la 

orden de aprehensión y su ejecución: 

Juez Especializado en el Sistema Penal 
Acusatorio adscrito al Centro de Justicia Penal 
Federal en el Estado de México, con residencia en el 
municipio de Almoloya de Juárez (Altiplano). 

Titular de la Policía Federal Ministerial de la 
Fiscalía General de la República.

Director General de Investigación Policial en 
Apoyo a Mandamientos de la Fiscalía General de la 
República.

Tal afirmación, se corrobora con las constancias 

que remitió el Juez Especializado en el Sistema Penal 
Acusatorio adscrito al Centro de Justicia Penal 
Federal en el Estado de México, con residencia en el 
municipio de Almoloya de Juárez (Altiplano), 
deducidas de la causa penal 469/2020, en copia 

certificada, a las cuales se concede valor probatorio 
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pleno en términos de los artículos 128, 129 y 202 del 

Código Federal de Procedimientos Civiles de aplicación 

supletoria a la ley de la materia y entre las que obra 

integrado por escrito el mandato de captura reclamado, 

de ahí que se tenga por cierto y probado dicho acto de 

autoridad y su inminente ejecución material 

encomendada a las autoridades ministeriales que fueron 

señaladas como ejecutoras.

Sobre el particular se cita la jurisprudencia 

doscientos veintiséis, publicada en la página 153, del 

Apéndice al Semanario Judicial de la Federación de 

1917 a 1995, Tomo VI, Materia Común, sustentada por 

el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 

número de registro 394182, que establece: 

“DOCUMENTOS PÚBLICOS, CONCEPTO DE, Y 
VALOR PROBATORIO. Tienen ese carácter los 
testimonios y certificaciones expedidos por funcionarios 
públicos, en el ejercicio de sus funciones y, por 
consiguiente, hacen prueba plena.”

   Por su parte, el Director de Amparo de Autoridad 
responsable en representación de la Fiscalía General 
de la República y del Director General de Asuntos 
Policiales Internacionales e INTERPOL, al rendir sus 

informes justificados negaron la existencia de los actos 

reclamados; sin embargo, dichas negativas se desvirtúan 

pues en su calidad de autoridades ejecutoras, con 

injerencia legal para el cumplimiento del mandato de 

captura, en cualquier momento podrían materializar su 

ejecución, en el ámbito de sus facultades legales, y por 

haberlo ordenado la autoridad judicial responsable.
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    Asimismo, el agente del Ministerio Público de la 
Federación, de la Unidad Especializada en 
Investigación de Operaciones con Recursos  de 
Procedencia Ilícita y de Falsificación o Alteración de 
Moneda, de la Subprocuraduría Especializada en 
Investigación de Delincuencia Organizada, de la 
Fiscalía General de la Republica al rendir su informe 

justificado aceptó la existencia del acto reclamado 
consistente en las actuaciones desahogadas y la 

judicialización de la carpeta de investigación 

FED/SEIDO/UEOIRPIFAM-CDMX/0000395/2020 ante el 

Juez Federal de Control adscrito a un penal de máxima 

seguridad; afirmación que se corrobora con las 

constancias que remitió la autoridad judicial responsable 

donde obra la solicitud de orden de aprehensión como 

medio de conducción dentro de la citada carpeta de 

investigación y donde se hace referencia a diversos 

datos se prueba recabados por la autoridad ministerial; 

de ahí que se tenga por cierto y probado dicho acto 

reclamado.

Finalmente, el Juez responsable fue omiso en 

pronunciarse en su informe respecto del acto reclamado 

consistente en: 

La radicación e incoación de la causa penal 
469/2020,  fuera de todo cause constitucional, 
ya que dicha autoridad no es legalmente 
competente, en función de que los hechos del 
asunto no ameritan ser procesados bajo el 
régimen de excepción previsto por la Ley 
Federal Contra la Delincuencia Organizada.
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En tal virtud, además de operar la presunción de 

certeza del mismo, ésta se corrobora porque de las 

constancias que integran la misma causa penal 

469/2020, se advierte que el veintiséis de diciembre de 

dos mil veinte, se radicó la solicitud de orden de 

aprehensión y el Juez responsable previno al Fiscal para 

que realizará algunas aclaraciones a su solicitud, por lo 
que dicho auto de radicación también se tiene por 
cierto y plenamente probado al tenor de las citadas 
actuaciones cuyo valor probatorio ha quedado 
precisado y al que me remito en obvio repeticiones 
innecesarias.

QUINTO. IMPROCEDENCIA DEL JUICIO POR EL 
ACTO SEÑALADO COMO b.2). Previo al estudio del 

fondo del asunto, procede analizar las causales de 

improcedencia que propongan las partes o que este 

juzgador advierta de oficio, por ser una cuestión de 

orden público y de estudio preferente, como lo establece 

el artículo 62 de la Ley de Amparo.

 Luego, este juzgador considera que se actualiza 

una causa de improcedencia por lo que refiere al acto 

reclamado reprochado al agente del Ministerio Público 
de la Federación, de la Unidad Especializada en 
Investigación de Operaciones con Recursos de 
Procedencia Ilícita y de Falsificación o Alteración de 
Moneda, de la Subprocuraduría Especializada en 
Investigación de Delincuencia Organizada, de la 
Fiscalía General de la Republica, consistente en las 

actuaciones desahogadas y la judicialización de la 

carpeta de investigación FED/SEIDO/UEOIRPIFAM-
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CDMX/0000395/2020 ante el Juez Federal de Control adscrito 

a un penal de máxima seguridad.

En efecto, por este acto se actualiza la causa de 

improcedencia prevista en el numeral, 61, fracción XII, 
de la Ley de Amparo, que literalmente establece:

“Artículo 61. El juicio de amparo es improcedente: 

[…]

XII. Contra actos que no afecten los intereses jurídicos 
o legítimos del quejoso, en los términos establecidos en 
la fracción I del artículo 5° de la Presente Ley, y contra 
normas generales que requieran de un acto de 
aplicación posterior al inicio de su vigencia.

[…]”

Dicha disposición hace referencia a la fracción 
I del precepto 5°, también de esa legislación, que 

es del tenor literal siguiente:

“Artículo 5°. Son partes en el juicio de amparo:

 

I.El quejoso, teniendo tal carácter quien aduce ser titular 
de un derecho subjetivo o de un interés legítimo 
individual o colectivo, siempre que alegue que la norma, 
acto u omisión reclamados violan los derechos previstos 
en el artículo 1o de la presente Ley y con ello se 
produzca una afectación real y actual a su esfera 
jurídica, ya sea de manera directa o en virtud de su 
especial situación frente al orden jurídico.

El interés simple, en ningún caso, podrá invocarse 
como interés legítimo. La autoridad pública no podrá 
invocar interés legítimo.

El juicio de amparo podrá promoverse conjuntamente 
por dos o más quejosos cuando resientan una 
afectación común en sus derechos o intereses, aun en 
el supuesto de que dicha afectación derive de actos 
distintos, si éstos les causan un perjuicio análogo y 
provienen de las mismas autoridades.
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Tratándose de actos o resoluciones provenientes de 
tribunales judiciales, administrativos, agrarios o del 
trabajo, el quejoso deberá aducir ser titular de un 
derecho subjetivo que se afecte de manera personal y 
directa;

La víctima u ofendido del delito podrán tener el carácter 
de quejosos en los términos de esta Ley.”

De lo anterior, se advierte que el juicio de amparo 

es improcedente contra actos que no afecten los 

intereses jurídicos o legítimos de la parte quejosa; en el 

entendido de que el quejoso es el titular, en el caso, de 

un derecho subjetivo o bien, en otros casos, de un 

interés legítimo individual o colectivo, siempre que 

alegue que la norma, acto u omisión reclamados violan 

los derechos a que se hace referencia en el artículo 1° 
de la legislación de amparo y con ello se produzca una 

afectación real y actual a su esfera jurídica, ya sea de 

manera directa o en virtud de su especial situación 

frente al orden jurídico. 

Cabe precisar, además, que los elementos 

constitutivos del interés jurídico, el cual en el caso 

interesa, consisten en demostrar:

a) La existencia del derecho subjetivo que se 
dice vulnerado; y, 

b) Que el acto de autoridad afecta ese derecho, 
de donde deriva el agravio correspondiente. 

Requisitos anteriores, que en caso de no 
satisfacerse alguno de ellos, el juicio de amparo 
será improcedente, por lo que quien lo promueve 
debe acreditarlos a cabalidad. 
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Sirve de apoyo a lo anterior, en lo conducente, la 

tesis aislada 2a. LXXX/2013 (10a.), emitida por la 

Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, publicada en el Semanario Judicial de la 

Federación y su Gaceta, Libro XXIV, septiembre de 

2013 Tomo 3, página 1854, materia común, Décima 

Época, que establece:

“INTERÉS LEGÍTIMO E INTERÉS JURÍDICO. SUS 
ELEMENTOS CONSTITUTIVOS COMO REQUISITOS 
PARA PROMOVER EL JUICIO DE AMPARO 
INDIRECTO, CONFORME AL ARTÍCULO 107, 
FRACCIÓN I, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE 
LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. El citado 
precepto establece que el juicio de amparo indirecto se 
seguirá siempre a instancia de parte agraviada, 
“teniendo tal carácter quien aduce ser titular de un 
derecho o de un interés legítimo individual o colectivo”, 
con lo que atribuye consecuencias de derecho, desde el 
punto de vista de la legitimación del promovente, tanto 
al interés jurídico en sentido estricto, como al legítimo, 
pues en ambos supuestos a la persona que se ubique 
dentro de ellos se le otorga legitimación para instar la 
acción de amparo. En tal virtud, atento a la naturaleza 
del acto reclamado y a la de la autoridad que lo emite, 
el quejoso en el juicio de amparo debe acreditar 
fehacientemente el interés, jurídico o legítimo, que le 
asiste para ello y no inferirse con base en presunciones. 
Así, los elementos constitutivos del interés jurídico 
consisten en demostrar: a) la existencia del derecho 
subjetivo que se dice vulnerado; y, b) que el acto de 
autoridad afecta ese derecho, de donde deriva el 
agravio correspondiente. Por su parte, para probar el 
interés legítimo, deberá acreditarse que: a) exista una 
norma constitucional en la que se establezca o tutele 
algún interés difuso en beneficio de una colectividad 
determinada; b) el acto reclamado transgreda ese 
interés difuso, ya sea de manera individual o colectiva; 
y, c) el promovente pertenezca a esa colectividad. Lo 
anterior, porque si el interés legítimo supone una 
afectación jurídica al quejoso, éste debe demostrar su 
pertenencia al grupo que en específico sufrió o sufre el 
agravio que se aduce en la demanda de amparo. Sobre 
el particular es dable indicar que los elementos 
constitutivos destacados son concurrentes, por tanto, 
basta la ausencia de alguno de ellos para que el 
medio de defensa intentado sea improcedente.”

En el presente asunto, la parte quejosa se duele 

de las actuaciones desahogadas y la judicialización de 
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la carpeta de investigación FED/SEIDO/UEOIRPIFAM-

CDMX/0000395/2020 ante el Juez Federal de Control 

adscrito a un penal de máxima seguridad, sin embargo, 

debe decirse que el Ministerio Público Federal tiene 
encomendadas labores de persecución de los 
delitos con potestad para dictar trámites y 
providencias necesarias para la pronta y eficaz 
procuración de justicia, como lo prevé el artículo 21 
del pacto federal1, que implica la apertura de la 
carpeta de investigación correspondiente; así como 
los arábigos 130 y 131, fracciones II, V, VII, IX, y XIII, 
del Código Nacional de Procedimientos Penales.2

1 “Artículo 21. La investigación de los delitos corresponde al Ministerio Público 
y a las policías, las cuales actuarán bajo la conducción y mando de aquél en el 
ejercicio de esta función.

El ejercicio de la acción penal ante los tribunales corresponde al Ministerio 
Público. La ley determinará los casos en que los particulares podrán ejercer la 
acción penal ante la autoridad judicial.”

2“Artículo 130. Carga de la prueba La carga de la prueba para demostrar la 
culpabilidad corresponde a la parte acusadora, conforme lo establezca el tipo 
penal.”
“Artículo 131. Obligaciones del Ministerio Público Para los efectos del presente 
Código, el Ministerio Público tendrá las siguientes obligaciones: I. Vigilar que en 
toda investigación de los delitos se cumpla estrictamente con los derechos 
humanos reconocidos en la Constitución y en los Tratados; II. Recibir las 
denuncias o querellas que le presenten en forma oral, por escrito, o a través de 
medios digitales, incluso mediante denuncias anónimas en términos de las 
disposiciones legales aplicables, sobre hechos que puedan constituir algún 
delito; 
[…]
V. Iniciar la investigación correspondiente cuando así proceda y, en su caso, 
ordenar la recolección de indicios y medios de prueba que deberán servir para 
sus respectivas resoluciones y las del Órgano jurisdiccional, así como recabar 
los elementos necesarios que determinen el daño causado por el delito y la 
cuantificación del mismo para los efectos de su reparación; 
[…]
VII. Ordenar a la Policía y a sus auxiliares, en el ámbito de su competencia, la 
práctica de actos de investigación conducentes para el esclarecimiento del 
hecho delictivo, así como analizar las que dichas autoridades hubieren 
practicado; 
VIII. Instruir a las Policías sobre la legalidad, pertinencia, suficiencia y 
contundencia de los indicios recolectados o por recolectar, así como las demás 
actividades y diligencias que deben ser llevadas a cabo dentro de la 
investigación; 
IX. Requerir informes o documentación a otras autoridades y a particulares, así 
como solicitar la práctica de peritajes y diligencias para la obtención de otros 
medios de prueba; 
[…] 

XIII. Determinar el archivo temporal y el no ejercicio de la acción penal, así 
como ejercer la facultad de no investigar en los casos autorizados por este 
Código; 
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Luego, por disposición constitucional y legal debe 

desarrollar la investigación inicial a partir de que 

comienza la presentación de la denuncia, querella u otro 

requisito equivalente, lo cual acontece en el presente 

caso, pues se advierta la existencia de la denuncia 

formulada por  Lennin Escudero Irra, Jesús Vázquez 

Bibían y Armando Pérez Rugerio, apoderados generales 

para pleitos y cobranzas del Instituto del Fondo Nacional 

de la Vivienda para los Trabajadores (INFONAVIT) y 

diversa denuncia formulada Santiago Nieto Castillo, 

Titular de la Unidad de Inteligencia Financiera, de la 

Secretaría de Hacienda y Crédito Público, como 

establece el artículo 211, fracción I, inciso a), del Código 

Nacional de Procedimientos Penales3, y se ve cumplida 

tal formalidad, pues como ha quedado expuesto 
median denuncias sobre posibles hechos 
constitutivos de delitos.

Entonces, si la parte quejosa pretende mediante 

esta vía constitucional impugnar las actuaciones 

desahogadas y la judicialización de la carpeta de 

investigación FED/SEIDO/UEOIRPIFAM-

CDMX/0000395/2020 ante el Juez Federal de Control 

adscrito a un penal de máxima seguridad, tales 

actuaciones ministeriales; no afectan los derechos 
subjetivos del quejoso protegidos por la 
Constitución, sino que se realizan en el marco 

[…]”

3 “Artículo 211. Etapas del procedimiento penal El procedimiento penal 
comprende las siguientes etapas: I. La de investigación, que comprende las 
siguientes fases: a) Investigación inicial, que comienza con la presentación de 
la denuncia, querella u otro requisito equivalente y concluye cuando el 
imputado queda a disposición del Juez de control para que se le formule 
imputación, e
[…]”
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constitucional y legal que faculta a la autoridad para ello, 

en un aspecto de orden público que per se no trastoca 

un interés de tipo jurídico que posibilite al quejoso 

solicitar amparo. 

Además, el promovente reclama de manera 

genérica las actuaciones desahogadas y la 

judicialización de la carpeta de investigación 

FED/SEIDO/UEOIRPIFAM-CDMX/0000395/2020 ante el 

Juez Federal de Control adscrito a un penal de máxima 

seguridad, aspecto que no encuadra en el caso de 

excepción para poder estudiar actos que se emitan 

dentro de la etapa de investigación, habida cuenta que 

la parte quejosa no alega una violación a los derechos 

humanos por un acto concreto dentro de esta etapa, 

pues realiza motivos de inconformidad contra la 

investigación en sí. 

Sirve de apoyo a lo anterior, el criterio 

jurisprudencial XIII.P.A.32 P (10a.), con número de 

registro 2017560, por Tribunal Colegiado en Materias 

Penal y Administrativa del Décimo Tercer Circuito, visible 

en Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 

57, Agosto de 2018, Tomo III, Decima Época,  Página: 

2987, de rubro y texto siguiente: 

“MINISTERIO PÚBLICO. CONTRA LOS ACTOS QUE 
EMITA EN LA ETAPA DE INVESTIGACIÓN INICIAL 
DEL PROCEDIMIENTO PENAL ACUSATORIO 
ADVERSARIAL, ES IMPROCEDENTE EL JUICIO DE 
AMPARO INDIRECTO, SALVO QUE VIOLEN 
DERECHOS FUNDAMENTALES DE LOS 
GOBERNADOS. Conforme a los artículos 21, párrafo 
tercero, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, 211, fracción I, inciso a), 212, 213, 
214, 216, 217, 218 y 251 del Código Nacional de 
Procedimientos Penales, la etapa de investigación 
inicial en el procedimiento penal acusatorio adversarial, 
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tiene por objeto que el Ministerio Público reúna los 
datos de prueba necesarios para el ejercicio de la 
acción penal; por lo que, dada su naturaleza jurídica, no 
puede suspenderse, interrumpirse o cesar en su curso, 
incluso, mediante la promoción del juicio de amparo 
indirecto, ya que los actos verificados durante esta 
etapa, por ejemplo, la integración de la carpeta 
respectiva, el acuerdo de acumulación de diversas 
carpetas o el señalamiento de quién tiene el carácter de 
indiciado, no irrogan perjuicio al gobernado, al no 
trascender irreparablemente en su esfera jurídica, 
debido a que son susceptibles de anularse o 
contrarrestarse cuando la representación social formule 
la imputación ante el Juez de control, y se inicie la etapa 
de investigación complementaria, o bien, en caso de 
que se determine el no ejercicio de la acción penal. Por 
esta razón, contra los actos del Ministerio Público 
emitidos en dicha etapa, es improcedente el juicio de 
amparo indirecto, de conformidad con el artículo 61, 
fracción XII, en relación con el diverso 5o., fracción I, 
ambos de la Ley de Amparo, salvo que violen derechos 
fundamentales de los gobernados, supuestos que 
deben examinarse en lo particular.”

Asimismo, sirve de referencia a la consideración 

anterior, la tesis II.2o.P.51 P (10a.), con número de 

registro 2015368, sustentada por el Segundo Tribunal 

Colegiado en Materia Penal del Segundo Circuito, 

visible en la Gaceta del Semanario Judicial de la 

Federación, Libro 47, Octubre de 2017, Tomo IV, página 

2601, Décima Época, Materias Penal, de rubro y texto 

siguiente: 

“SISTEMA PENAL ACUSATORIO. LOS ACTOS DEL 
MINISTERIO PÚBLICO TENDENTES Y 
PROCESALMENTE INDISPENSABLES EN LA 
SECUENCIA DE LA ETAPA DE INVESTIGACIÓN, YA 
SEA INFORMAL O JUDICIALIZADA, AL SER DE 
ORDEN PÚBLICO E INTERÉS SOCIAL, NO PUEDEN 
CONSIDERARSE COMO GENERADORES DE 
AFECCIÓN AL INTERÉS JURÍDICO DEL QUEJOSO, 
POR LO QUE EN SU CONTRA ES IMPROCEDENTE 
EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. Si bien es cierto 
que el Ministerio Público, al integrar una averiguación 
previa o una carpeta de investigación en su fase inicial, 
actúa como autoridad, pues el artículo 21 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
en lo atinente, dispone que está facultado para llevar a 
cabo aquellas diligencias necesarias para esclarecer 
posibles hechos delictuosos, también lo es que el 
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desahogo de diligencias para tal fin, per se, no causa un 
daño o perjuicio al gobernado contra el cual se iniciaron 
las investigaciones correspondientes, a menos que en 
ellas, como lo han sostenido los tribunales federales 
desde otras épocas, se ordenara por la autoridad 
ministerial que se le privara ilegalmente de la libertad, 
de sus posesiones o derechos. Por lo anterior, también 
resulta improcedente el amparo cuando se reclama el 
hecho de que el Ministerio Público acuerda sobre la 
consignación de la averiguación y ejercita la acción 
penal, pues es al Juez de Control a quien le 
corresponderá resolver sobre el pedimento del 
representante social, cuya determinación, en todo caso, 
sería la que vendría a afectar la esfera jurídica del 
quejoso; porque el Ministerio Público, al consignar y 
pedir la orden de captura o solicitar audiencia para la 
formulación de la imputación, no hace sino cumplir con 
una función de su cargo y carácter inicial de autoridad, 
lo cual es de orden público e interés social y que 
consiste en la práctica de las diligencias necesarias 
para la investigación y esclarecimiento de los hechos 
presuntamente constitutivos de delito; de manera que 
en el actual sistema procesal de corte acusatorio en el 
que la investigación además se divide en fases, la 
solicitud de la representación social para la celebración 
de la audiencia de imputación (ya sea por orden de 
captura o de citación), así como la pretensión o 
concretización de la formulación de la imputación 
misma, por el Ministerio Público, no son sino actos 
tendentes y procesalmente indispensables en la 
secuencia de las fases de investigación respectivas y, 
por ello, se revisten del carácter de actos de autoridad 
pero de interés público, como parte de la función 
indagatoria y de persecución de los delitos que es 
obligación del representante social y, por lo mismo, 
dado el interés social que subyace en ello, no pueden 
considerarse como generadores de afección al interés 
jurídico del quejoso, pues no existe ningún derecho 
particular oponible al interés general, relativo a la 
investigación de los delitos en un auténtico Estado 
democrático de derecho. Ello, aunado a que, a partir de 
la judicialización de la investigación, en relación con los 
actos que ameritan control judicial, es claro que 
respecto de éstos, dicha institución ministerial carece 
del carácter de autoridad respecto de la decisión que 
recaiga a lo solicitado, y sólo funge como parte de una 
fase de sustitución secuenciada de lo que se entiende 
como proceso penal para los efectos del amparo, en 
términos de la parte final de la fracción I del artículo 170 
de la Ley de Amparo. Luego, si no existe perjuicio a 
dicho interés, ni agravio personal y directo a la esfera 
jurídica del indiciado o persona sujeta a investigación, el 
juicio de amparo indirecto es improcedente.”

G
uillerm

o G
onzález T

orres
70.6a.66.20.63.6a.66.00.00.00.00.00.00.00.00.00.00.00.dd.6c
30/01/23 13:47:31



Juicio de Amparo 146/2021-III.
30

De igual forma, es aplicable la tesis II.2o.P.50 P 

(10a.), con número de registro 2015350, sustentada por 

el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del 

Segundo Circuito, visible en la Gaceta del Semanario 

Judicial de la Federación, Libro 47, Octubre de 2017, 

Tomo IV, página 2497, Décima Época, Materias Penal, 

de rubro y texto siguiente: 

“MINISTERIO PÚBLICO. SI EN EL AMPARO 
INDIRECTO SE RECLAMA EL HECHO DE QUE ESA 
REPRESENTACIÓN SOCIAL ACUERDE SOBRE LA 
CONSIGNACIÓN DE LA AVERIGUACIÓN PREVIA O 
CARPETA DE INVESTIGACIÓN, EJERCITA LA 
ACCIÓN PENAL Y SOLICITA LA ORDEN DE 
APREHENSIÓN O AUDIENCIA PARA 
FORMULACIÓN DE LA IMPUTACIÓN, EL JUICIO 
CONSTITUCIONAL ES IMPROCEDENTE. La 
representación social puede solicitar la orden de 
aprehensión o citación, pero contra tal acto, el amparo 
es improcedente, porque si bien el Ministerio Público, al 
integrar una averiguación previa o, en su caso, una 
carpeta de investigación en su fase inicial, actúa como 
autoridad, pues el artículo 21 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos dispone que está 
facultado para realizar aquellas diligencias necesarias 
para esclarecer posibles hechos delictuosos, lo cierto es 
que el desahogo de diligencias para ese fin, per se, no 
causa un daño o perjuicio al gobernado contra el cual 
se iniciaron las investigaciones correspondientes, a 
menos que en ellas, como lo han sostenido los 
tribunales federales desde la Octava Época, se 
ordenara por la autoridad ministerial que se le privara 
de la libertad, de sus posesiones o derechos, lo que no 
acontece al tratarse de solicitudes ante el órgano 
judicial respectivo. Por tanto, resulta igualmente 
improcedente el amparo cuando se reclama el hecho de 
que el Ministerio Público acuerda sobre la consignación 
de la averiguación previa o carpeta de investigación, y 
ejercita la acción penal, pues es al Juez del proceso a 
quien le corresponderá resolver sobre el pedimento del 
representante social, cuya determinación, en todo caso, 
sería la que vendría a afectar la esfera jurídica del 
quejoso, porque el Ministerio Público, al consignar y 
pedir la orden de captura o solicitar audiencia para 
formulación de la imputación, no hace sino cumplir con 
una función a su cargo, lo cual es de orden público e 
interés social, y consiste en la práctica de diligencias 
necesarias para la investigación y esclarecimiento de 
los hechos presuntamente constitutivos de delito, como 
la consignación en sí y solicitar la orden de aprehensión 
o petición correspondiente; todo lo cual no son sino 
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actos tendentes y procesalmente indispensables en la 
secuencia de las fases de investigación respectivas y, 
por ello, revisten el carácter de actos de interés público 
como parte de la función indagatoria y de persecución 
de los delitos que es obligación del representante social 
y, por lo mismo, dado el interés social que subyace en 
ello, no pueden considerarse, por sí mismos, como 
generadores de afectar el interés jurídico del quejoso, 
pues no existe algún derecho particular oponible al 
interés general relativo a la investigación de los 
delitos en un auténtico Estado democrático de 
derecho. Luego, si no existe perjuicio a dicho 
interés, ni agravio personal y directo a la esfera 
jurídica del indiciado o persona sujeta a una 
investigación judicializada, máxime que en este 
último caso, conforme al sistema acusatorio, el 
Ministerio Público, en cuanto a dicha solicitud, 
pierde, incluso, el carácter de autoridad, el juicio de 
amparo es improcedente.”

En las relatadas circunstancias, al actualizarse la 

causa de improcedencia prevista en el artículo 61, 

fracción XII, en relación con el diverso 5º, fracción I, 
ambos de la Ley de Amparo, con fundamento en el 

diverso numeral 63, fracción V, se sobresee en el 
presente juicio por los actos destacados en el presente 

considerando, atribuidos al Agente del Ministerio 
Público de la Federación, de la Unidad Especializada 
en Investigación de Operaciones con Recursos de 
Procedencia Ilícita y de Falsificación o Alteración de 
Moneda, de la Subprocuraduría Especializada en 
Investigación de Delincuencia Organizada, de la 
Fiscalía General de la Republica.

SEXTO. DIVERSA CAUSA DE IMPROCEDENCIA. 
Entre otras cuestiones, la parte quejosa, combate del 

Juez Especializado en el Sistema Penal Acusatorio 
adscrito al Centro de Justicia Penal Federal en el 
Estado de México, con residencia en el municipio de 
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Almoloya de Juárez (Altiplano), la radicación e 

incoación de la causa penal 469/2020.

Sin embargo, este Juzgador considera que se 

actualiza la causa de improcedencia prevista en la 
fracción XVII del numeral 61 de la Ley de Amparo, 

que es del contenido siguiente: 

“Artículo 61. El juicio de amparo es improcedente:
(...)
XVII. Contra actos emanados de un procedimiento 
judicial o de un procedimiento administrativo seguido en 
forma de juicio, cuando por virtud del cambio de 
situación jurídica en el mismo deban considerarse 
consumadas irreparablemente las violaciones 
reclamadas en el procedimiento respectivo, por no 
poder decidirse en tal procedimiento sin afectar la 
nueva situación jurídica.
Cuando en amparo indirecto se reclamen violaciones a 
los artículos 19 ó 20 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, solamente la sentencia de 
primera instancia hará que se consideren 
irreparablemente consumadas las violaciones para los 
efectos de la improcedencia prevista en este precepto. 
La autoridad judicial que conozca del proceso penal, 
suspenderá en estos casos el procedimiento en lo que 
corresponda al quejoso, una vez concluida la etapa 
intermedia y hasta que sea notificada de la resolución 
que recaiga en el juicio de amparo pendiente;(…)”. 

De la cita del numeral que antecede se aprecia que 

para la actualización de esta causa de improcedencia 

comúnmente denominada “cambio de situación 
jurídica”, se requieren los requisitos siguientes: 

a) Que el acto reclamado en el juicio de 
amparo emane de un procedimiento judicial 
o de uno administrativo seguido en forma de 
juicio;

b) Que con posterioridad a la emisión de ese 
acto, se pronuncie una resolución que 
cambie la situación jurídica en que se 
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encontraba el quejoso por virtud del acto 
que inicialmente reclamó en el amparo; y,

c) Que no pueda decidirse sobre la 
constitucionalidad del acto reclamado sin 
afectar la nueva situación jurídica creada 
por el nuevo acto de autoridad, y por ende, 
que deban considerarse consumadas 
irreparablemente las violaciones reclamadas 
en el juicio de amparo.

En ese orden, se considera que en el caso sí se 

cumplen los supuestos para la actualización de la causal 

de improcedencia en estudio, por las siguientes 

consideraciones:

En primer término, se tiene que el auto de radicación 

reclamado proviene de un procedimiento judicial, esto es, 

derivan o tienen su origen precisamente en la incoación 

de la causa penal 469/2020, ante el Juzgado 
Especializado en el Sistema Penal Acusatorio del 
Centro de Justicia Penal Federal en el Estado de 
México, con residencia en el municipio de Almoloya 
de Juárez (Altiplano), luego de haberse judicializado la 

investigación para solicitar la orden de aprehensión contra 

el quejoso.

No obstante, con posterioridad a su emisión se 

pronunció el mandato de captura al considerarse 

cumplidos los requerimientos realizados al Fiscal en ese 

auto inicial, lo que constituye una nueva resolución que 

cambió la situación jurídica del quejoso, ya que de las 
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constancias que remitió el Juez Federal responsable4 se 

advierte lo siguiente:

a) Dentro de los autos de la causa penal 
469/2020, el Agente del Ministerio Público de la 
Federación, de la Unidad Especializada en 
Investigación de Operaciones con Recursos de 
Procedencia Ilícita y de Falsificación o Alteración de 
Moneda, de la Subprocuraduría Especializada en 
Investigación de Delincuencia Organizada, de la 
Fiscalía General de la Republica, mediante oficio 
remitido vía electrónica con terminación 406/2020, el 
veintidós de diciembre de dos mil veinte, solicitó al Juez 
Especializado en el Sistema Penal Acusatorio 
adscrito al Centro de Justicia Penal Federal en el 
Estado de México, con residencia en el municipio de 
Almoloya de Juárez (Altiplano), orden de aprehensión 
de entre otros, del quejoso ELÍAS ZAGA HANONO.

.
b) Recibido tal oficio el Juez Especializado en 

el Sistema Penal Acusatorio adscrito al Centro de 
Justicia Penal Federal en el Estado de México, con 
residencia en el municipio de Almoloya de Juárez 
(Altiplano), mediante auto de veintitrés de diciembre de 
dos mil veinte (acto que constituye reclamado), al 
advertir diversas deficiencias por parte del fiscal, previno 
al mismo, para que en un plazo de veinticuatro horas 
hábiles, contadas a partir de que tuviera conocimiento de 
tal determinación, realizará diversas aclaraciones en 
torno a los hechos consignados.

4 Constancias a las que se les concede valor probatorio por haberse expedido 
por funcionario público en ejercicio de sus funciones y en términos de los 
artículos 128, 129 y 202 del Código Federal de Procedimientos Civiles de 
aplicación supletoria a la ley de la materia.
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Auto que no constituyó un mero trámite de registro, 
sino que contiene un requerimiento expreso relacionado 
con la solicitud del fiscal que tuvo impacto en la posterior 
orden de aprehensión, librada contra el quejoso.

c) Mediante oficio con terminación 412/2020, 
signado por el Agente del Ministerio Público de la 
Federación, de la Unidad Especializada en 
Investigación de Operaciones con Recursos de 
Procedencia Ilícita y de Falsificación o Alteración de 
Moneda, de la Subprocuraduría Especializada en 
Investigación de Delincuencia Organizada, de la 
Fiscalía General de la Republica, dio cumplimiento a 
los requerimientos formulados por el juez responsable, 
por lo que el veinticinco de diciembre de dos mil 
veinte, emitió orden de aprehensión de entre otros el 
quejoso ELÍAS ZAGA HANONO, por el delito de:

DELINCUENCIA ORGANIZADA CON EL FIN DE 
COMETER UN DELITO DE OPERACIONES CON 
RECURSOS DE PROCEDENCIA ILÍCITA, previsto en 
el artículo 2°, párrafo primero, fracción I y sancionado 
en el 4° fracción I, inciso b), hipótesis, quien no tenga 
las funciones administrativas, directivas o de 
supervisión, de la Ley Federal Contra la Delincuencia 
Organizada

       

       Entonces, a criterio de este Juzgador, en caso de  

que se analizará la constitucionalidad del acto reclamado 

(auto de radicación de la causa penal), de manera 

autónoma, se afectaría la nueva situación jurídica del 

quejoso, creada con la resolución por la que se giró orden 

de aprehensión en su contra; por tanto, las violaciones 

reclamadas en el juicio de amparo respecto del auto 

inicial deben considerarse consumadas irreparablemente.
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      No obstante, toda vez que la parte quejosa también 

impugnó como acto destacado la orden de aprehensión 

dictada en su contra el veinticinco de diciembre de dos mil 

veinte, ello permite analizar la legalidad del auto de 

incoación como una violación procesal al momento de 

verificar la constitucionalidad de la citada orden de 

captura, siempre y cuando el juicio de amparo sea 

procedente respecto de este acto de autoridad, lo cual se 

verá más adelante.

Al caso es aplicable la el criterio jurisprudencial 
I.11o.C.28 K (10a.), emitida por el Décimo Primer Tribunal 

Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, con el 

registro digital 2018570, de la Décima Época, publicada 

en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. 

Libro 61, Diciembre de 2018, Tomo II, página 1065, que al 

texto y rubro dice:

“CAMBIO DE SITUACIÓN JURÍDICA. EL ARTÍCULO 
61, FRACCIÓN XVII, DE LA LEY DE AMPARO QUE 
PREVÉ ESA CAUSA DE IMPROCEDENCIA, NO 
CONTRAVIENE LOS ARTÍCULOS 1o., PÁRRAFO 
TERCERO, DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL, NI 25 
DE LA CONVENCIÓN AMERICANA SOBRE 
DERECHOS HUMANOS. La causal de improcedencia 
consiste en que cuando el acto emane de un 
procedimiento, de surgir una situación jurídica 
nueva, el juicio de amparo será improcedente si de 
concederlo se afectara esa nueva situación y, por 
ello, deben reputarse consumadas 
irreparablemente las violaciones alegadas, por la 
posible afectación al nuevo status jurídico. Así, la 
finalidad del artículo 61, fracción XVII, señalado es 
evitar la inutilidad o ineficacia de la acción 
constitucional por causas ajenas que hacen 
irreparable el acto reclamado y que, de no existir 
dicha causa de improcedencia, perdería 
fundamento el juicio constitucional, pues no podría 
restituirse al agraviado en el goce o respeto del 
derecho violado en términos del artículo 77 de la 
Ley de Amparo. Las causas ajenas consisten en: a) 
Un acto posterior al que se reclama; y, b) Haya 
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autonomía o independencia entre ambos, de modo 
que la última resolución pueda subsistir, con 
independencia de que el acto materia del amparo 
resulte o no inconstitucional; dichos aspectos son 
ajenos, pues la nueva situación jurídica y su 
autónomía no son materia de impugnación en el juicio 
constitucional que puedan analizarse en términos de 
los artículos 103, fracción I y 107, fracciones I y II, 
primer párrafo,  de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos y 1o., fracción I, de la ley 
citada; ello en atención a los principios de instancia de 
parte agraviada y relatividad de las sentencias que 
rigen al juicio pues, de lo contrario, se estaría 
transgrediendo el principio de seguridad jurídica 
previsto en los artículos 14 y 16 constitucionales, al 
trastocar los efectos de diversa resolución judicial que 
no fue previamente impugnada por la parte agraviada. 
Ante esa finalidad normativa, el artículo 61, fracción 
XVII, invocado no contraviene el derecho a contar con 
un recurso eficaz a que se refiere el artículo 25 de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos, 
pues aquél pretende evitar que, precisamente, el juicio 
de amparo sea inútil por causa de una nueva situación 
jurídica y, por ende, la norma no tiene como propósito 
limitar la posibilidad de ejercer un derecho 
fundamental, sino establecer un caso de 
inadmisibilidad, atento a razones de seguridad jurídica, 
cuando existen causas externas que hacen irreparable 
las violaciones alegadas por el quejoso, máxime que la 
causal de improcedencia de mérito no impide que esa 
nueva situación jurídica pueda ser impugnada 
mediante diverso juicio de amparo. La circunstancia de 
que dicha causal de improcedencia dé lugar a que no 
se analicen de fondo los conceptos de violación, no 
resulta violatoria del derecho fundamental de acceso a 
la justicia, toda vez que ello no implica imponer costos 
o dificultar el acceso del quejoso a un tribunal 
previamente establecido, aunado a que las causales 
de improcedencia son presupuestos procesales que 
deben cumplirse previo a una decisión de fondo. En 
efecto, los presupuestos procesales, como son las 
causales de improcedencia, encuentran su justificación 
en el artículo 17, segundo párrafo, constitucional, que 
dispone que toda persona tiene derecho a que se le 
administre justicia por tribunales que estarán expeditos 
para impartirla en los plazos y términos que fijen las 
leyes, por lo que es constitucionalmente correcto que 
la Ley de Amparo vigente establezca los términos y 
condiciones que deban cumplirse para la procedencia 
del juicio de amparo, acorde con la jurisprudencia P./J. 
113/2001, del Pleno de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación, de rubro: "JUSTICIA, ACCESO A LA. LA 
POTESTAD QUE SE OTORGA AL LEGISLADOR EN 
EL ARTÍCULO 17 DE LA CONSTITUCIÓN GENERAL 
DE LA REPÚBLICA, PARA FIJAR LOS PLAZOS Y 
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TÉRMINOS CONFORME A LOS CUALES AQUÉLLA 
SE ADMINISTRARÁ NO ES ILIMITADA, POR LO QUE 
LOS PRESUPUESTOS O REQUISITOS LEGALES 
QUE SE ESTABLEZCAN PARA OBTENER ANTE UN 
TRIBUNAL UNA RESOLUCIÓN SOBRE EL FONDO 
DE LO PEDIDO DEBEN ENCONTRAR 
JUSTIFICACIÓN CONSTITUCIONAL.". Asimismo, el 
artículo 61, fracción XVII, referido no contraviene el 
artículo 1o., segundo párrafo, constitucional, en cuanto 
al principio de interpretación pro persona, pues ello 
encuentra su propia limitación a lo que prevé la propia 
Constitución Federal, en este caso, en el numeral 107, 
párrafo primero, que dispone que las controversias a 
que se refiere el artículo 103 constitucional se 
sujetarán a los procedimientos que determine su ley 
reglamentaria; lo que significa que el legislador 
ordinario se encuentra facultado constitucionalmente 
para emitir leyes en donde se establezcan las 
formalidades que estime deban cumplirse y llevar a 
cabo dicho fin, máxime que por razones de seguridad 
jurídica, para la correcta y funcional administración de 
justicia y para la efectiva protección de los derechos de 
las personas, los Estados, mediante sus órganos 
legislativos, pueden y deben establecer en las leyes 
que emitan, presupuestos y criterios de admisibilidad, 
de carácter judicial o de cualquier otra índole, para 
cumplir con los propias formalidades que establece la 
Constitución Federal en sus artículos 1o., 14 y 17. 
Además, lo previsto en el artículo 1o. constitucional, en 
cuanto a interpretar las normas en favor de las 
personas, no implica que el legislador ordinario se 
encuentre obligado a establecer que el juicio de 
amparo sea procedente contra todo acto de autoridad, 
pues también debe emitir sus leyes para hacer posible 
la aplicación de los principios que establecen los 
artículos constitucionales de referencia.” (lo 
destacado es nuestro)

En consecuencia, al actualizarse la causa de 

improcedencia prevista en la fracción XVII del artículo 61 

de la Ley de Amparo, lo que procede es sobreseer en el 
presente juicio al tenor del diverso numeral 63, fracción 

V, de la propia ley, respecto del acto consistente en la 
radicación e incoación de la causa penal 469/2020, 
atribuido al Juez Especializado en el Sistema Penal 
Acusatorio adscrito al Centro de Justicia Penal 
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Federal en el Estado de México, con residencia en el 
municipio de Almoloya de Juárez (Altiplano).

SÉPTIMO. ANÁLISIS DE PRESUPUESTOS DE 
PROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO, 
RESPECTO DE LA ORDEN DE APREHENSIÓN.

I. Oportunidad de la demanda. La demanda fue 

presentada dentro del término de quince días 

establecidos en el numeral 17 de la Ley de Amparo, en 

virtud de que el quejoso bajo protesta de decir verdad, 

manifestó que el dos de febrero de dos mil veintiuno 

tuvo conocimiento del acto reclamado; luego, si no 
existe prueba en contrario que desvirtúe esas 
afirmaciones se toma esa fecha.

Por lo anterior, este Juzgador estima aplicable para 

saber si es oportuna o no la demanda, la última hipótesis 

del numeral 18 de la Ley de amparo, a saber:

“Artículo 18. Los plazos a que se refiere el artículo 
anterior se computarán a partir del día siguiente a 
aquél en que surta efectos, conforme a la ley del 
acto, la notificación al quejoso del acto o resolución 
que reclame o a aquél en que haya tenido 
conocimiento o se ostente sabedor del acto 
reclamado o de su ejecución, salvo el caso de la 
fracción I del artículo anterior en el que se 
computará a partir del día de su entrada en vigor.”

 
Luego, si el quejoso manifestó que tuvo 

conocimiento del acto reclamado el dos de febrero del 

año en curso, el plazo para impugnarla transcurrió del 
diecinueve de ese mismo mes al diez de marzo del 
año en curso, con exclusión de los sábados y 
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domingos, por ser inhábiles conforme al artículo 19 de la 

Ley de Amparo, y de los días establecidos por los 
acuerdos emitidos por el Pleno del Consejo de la 
Judicatura Federal, en los cuales se declaró la 
suspensión de labores con motivo del fenómeno de 
Salud Pública derivado del virus COVID-19.

Lo anterior es así, ya que mediante diversos 

acuerdos se decretó la suspensión de labores a causa 

del fenómeno que vive actualmente el mundo entero 

derivado del virus COVID-19, a partir del dieciocho de 
diciembre de dos mil veinte, sin embargo, por 
Acuerdo General 1/2021, del Pleno del Consejo de la 
Judicatura Federal, que reforma el similar 21/2020, 
del Pleno del citado Consejo, relativo a la “reanudación 

de plazos y al regreso escalonado en los órganos 

jurisdiccionales ante la contingencia por el virus Covid-

19”, se levantó la suspensión de los plazos y 
términos a partir del dieciocho de febrero de dos mil 
veintiuno. 

Por tal motivo se toma como punto de referencia 

el dieciocho de febrero de dos mil veintiuno, pues es 

el momento en el que formalmente se reanudaron los 

plazos legales, con independencia del tratamiento que 

durante esa temporalidad los órganos jurisdiccionales 

dieron a los asuntos de naturaleza urgente, con motivo 

de los acuerdos regulatorios emitidos por el Consejo de 

la Judicatura Federal.

Luego, si la demanda del quejoso se recibió 
por este Juzgado de Distrito, el ocho de marzo de 
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dos mil veintiuno, resulta incuestionable que la 
misma está promovida en tiempo.

II. Legitimación. ELÍAS ZAGA HANONO está 

legitimado para promover la demanda, en términos de 

los artículos 5°, fracción I y 6° de la Ley de Amparo, pues 

es titular de los derechos subjetivos que se ven 

afectados con el acto reclamado, consistente en una 

orden de aprehensión, con lo que evidentemente se le 
produce una afectación real, actual y directa a su 
esfera jurídica, pues dicho acto de molestia 
repercute en su libertad deambulatoria; y, por ende, 
lo faculta para intentar la acción de amparo en la vía 
indirecta.

III. Verificación de diversas causales de 
improcedencia. No obstante que el análisis de las 

causas de improcedencia es de estudio preferente sea 

que las partes las hagan valer o se adviertan de oficio en 

torno a la orden de captura reclamada, por ser una 

cuestión de orden público de acuerdo con el artículo 62 

de la Ley de Amparo, en el presente caso las partes no 

las hicieron valer ni este juzgado advierte la existencia 

de alguna que deba analizarse de oficio, por lo que se 

procede al estudio de su legalidad, sin que sea necesario 

analizar cada una de las hipótesis que prevé el artículo 

61 de la Ley de Amparo, pues no existe precepto en 

dicha legislación que obliga a realizarlo.
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OCTAVO. ANÁLISIS DE LA 
CONSTITUCIONALIDAD DE LA ORDEN DE 
APREHENSIÓN RECLAMADA.

A. CONCEPTOS DE VIOLACIÓN FORMULADOS 
EN TORNO A LA ORDEN DE CAPTURA. 

No se transcriben los conceptos de violación 

formulados en la demanda ni en la ampliación 

respectiva, por ser innecesario, sin embargo, resulta 

oportuno destacar cuáles son los aspectos medulares 

por los que la parte quejosa aduce que se transgreden 

sus derechos fundamentales, a saber:

Del análisis sistemático de la demanda y de su 

ampliación de demanda se advierte que el quejoso 

plantea diversos argumentos que hacen patente que el 

acto reclamando tiene deficiencia en cuanto a la 

motivación y fundamentación. 

El quejoso considera también que la orden de 

aprehensión viola en su perjuicio el derecho humano a 

una debida fundamentación y motivación que debe tener 

todo acto de autoridad, previsto en el numeral 14, 16 y 

20 Apartado "B", fracción I de la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos.

Asimismo, refiere que la autoridad jurisdiccional 

emisora del acto reclamado carece de competencia 

legal, en función de que los hechos del asunto no 

ameritan ser procesados bajo el régimen de excepción 
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previsto por la Ley Federal Contra la Delincuencia 

Organizada.

Por esa misma razón, aduce que la radicación e 

incoación de la causa penal 469/2020, se encuentra 

fuera de todo cause constitucional.

De igual manera, refiere que la orden de 

aprehensión reclamada es violatoria de los artículos 14 y 

16 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, toda vez que el pago de daños y perjuicios 

realizado por el INFONAVIT a TELRA REALTY deriva 

de una relación contractual completamente legal y real, 

por lo tanto, cualquier operación realizada con dichos 

recursos no puede constituir el delito de operaciones con 

recursos de procedencia ilícita, previsto y sancionado por 

el artículo 400 bis del Código Penal Federal, toda vez 

que no se puede tener por acreditado el elemento 

normativo consistente en la procedencia ilícita de los 

recursos necesario para su actualización.

Que el Juez responsable afirma dogmática y 

subjetivamente que TELRA REALTY, no contaba con el 

capital, experiencia profesional ni infraestructura para 

prestar los servicios contratados por el INFONAVIT, pues 

dentro del listado de datos de prueba a los que hace 

mención en la orden de aprehensión, no existe elemento 

alguno que permita llegar a dicha conclusión de que tal 

empresa, haya utilizado prestanombres, que carezca de 

domicilio y demás formalidades de ley, violando en su 

perjuicio los principios "pro personae" y de presunción 

de inocencia previstos por los artículos 10 y 20, Apartado 
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"B", fracción I de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, lo anterior se afirma pues refiere que 

cuenta con todas las formalidades legales, pero además, 

el fiscal omitió dar cumplimiento a lo que establece el 

numeral 9 de la Ley Federal Contra la Delincuencia 

Organizada, en donde tiene que realizar una 

investigación en coordinación con la Secretaría de 

Hacienda y Crédito Público. 

Que el acto reclamado viola en su perjuicio lo 

dispuesto por el artículo 14 de la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos, en relación con el 

artículo 40 de la Ley Federal contra la Delincuencia 

Organizada, toda vez que no se puede tener por 

acreditada la existencia del elemento subjetivo 

consistente en que las operaciones materia de la orden 

de aprehensión se realizaron a sabiendas de que los 

recursos utilizados en las mismas son el producto de una 

actividad ilícita.

Que la orden de aprehensión tiene una clara 

contradicción, ya que mientras el delito de Delincuencia 

Organizada se le atribuye a cinco individuos, el delito 

de Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita se 

le imputa únicamente al señor TEÓFILO ZAGA TAWIL y 

al quejoso. Si bien, se podría alegar que el delito de 

Delincuencia Organizada es autónomo, lo cierto es que 

su estructura exige que la organización tenga como fin 

cometer alguno de los delitos previstos por las diversas 

fracciones contenidas en el artículo 2° de la ley de la 

materia, en este caso, Operaciones con Recursos de 
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Procedencia Ilícita, siendo que, en el caso, no existen 

elementos que vinculen al resto de los imputados con los 

recursos, ya que no hay elementos para poder 

determinar que Elías Zaga Hanono, Omar Cedillo 

Villavicencio ni Alejandro Gabriel Cerda Erdmann 

tuvieron algún grado de participación en la ejecución del 

supuesto delito de Operaciones con recursos de 

procedencia ilícita, entonces tampoco los hay para 

sostener que fueron miembros de una organización cuyo 

objeto era cometer el referido ilícito de manera 

permanente y reiterada.

Que el juez responsable en la resolución 

reclamada no solo omitió establecer la permanencia o la 

reiteración como elementos característicos del tipo, sino 

que, además reconoció que, en todo caso, lo que se 

habría cometido es una conducta, misma que a su 

parecer es constitutiva de un delito, en violación al 

artículo 16 constitucional.

Que no es correcta la apreciación respecto de este 

punto y es importante señalar la manifestación del Juez 

de Control en el sentido de que los funcionarios del 

INFONAVIT optaron por aceptar tácitamente desde el 

inicio una valuación de daños y perjuicios notoriamente 

excesiva e incluso con un valor superior al nivel general 

al proyecto que habían hecho algunos de los imputados, 

ya que tanto la valuación realizada por el INFONAVIT 

como la de TELRA EALTY mostraban un valor de 

mercado superior a los $4,800,000,000.00 (Cuatro mil 

ochocientos millones de pesos 00/100 M.N.) pactados.
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La parte quejosa refiere que se emitió orden de 

captura, sin que estuviere satisfecho el requisito de 
procedibilidad consistente en la denuncia previa de 
la Secretaría de Hacienda y Crédito Público que 
exige el penúltimo párrafo del artículo 400 bis del 
Código Penal Federal, pues el Titular de la Unidad 
de Inteligencia Financiera, de la Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público, no es el ente facultado 

para ello, sino el Procurador Fiscal de la Federación, 

en términos del reglamento Interior de la Secretaría de 

Hacienda y Crédito Público, en el artículo 10, fracciones 

XXVI y XXIX, ello por cuanto refiere al delito de 

Operaciones con recursos de procedencia ilícita, 
previsto y sancionado por el artículo 400 bis, 
fracción I, del Código Penal Federal.

Al respecto, refiere la parte quejosa que como lo 

establece en numeral 400 bis del Código Penal Federal, 

cuando la Unidad de Inteligencia Financiera en sus 

funciones de fiscalización (prevención), encuentre 

elementos que permitan presumir la existencia de 

conductas que pudieran constituir el delito de 

Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita, 

deberá solicitar al Servicio de Administración Tributaria 

que inicie las facultades de comprobación que le confiere 

el artículo 42 del Código Fiscal de la Federación y 

denunciar, por conducto de la Procuraduría Fiscal de la 

Federación los hechos que probablemente puedan 

constituir dicho ilícito (motivo de inconformidad que 
formuló en la ampliación de demanda).
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B. CALIFICACIÓN PRELIMINAR DE LOS 
CONCEPTOS DE VIOLACIÓN.

A criterio de este Juzgador, resultan infundados e 

inoperantes por inatendibles por una parte, en tanto 

que en otra, esencialmente fundados los conceptos de 

violación, lo que conduce a conceder el amparo y la 

protección de la justicia federal solicitados, aunque para 

establecer los motivos específicos de esa afirmación 

resulta necesario abordar aspectos en suplencia de la 

deficiencia de la queja en términos del artículo 79, 

fracción III, inciso a) de la Ley de Amparo, al tener el 

quejoso la calidad de persona imputada en la causa 

penal de la que deriva el acto reclamado.

Aplica al caso la jurisprudencia de la Segunda 

Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 

publicada en la página 242, Tomo XXVII, marzo de 2008, 

Novena Época del Semanario Judicial de la Federación y 

su Gaceta, que dice:

“SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE. 
CONSISTE EN EXAMINAR CUESTIONES NO 
PROPUESTAS, INDEPENDIENTEMENTE DE QUE 
RESULTEN FAVORABLES A QUIEN SE SUPLE. La 
figura de la suplencia de la queja prevista en el artículo 
76 Bis de la Ley de Amparo, tanto en relación con el 
juicio de garantías como con los recursos en ella 
establecidos consiste, en esencia, en examinar 
cuestiones no propuestas por el quejoso o recurrente, 
en sus conceptos de violación o en sus agravios, 
respectivamente, que podrían resultar favorables, 
independientemente de que finalmente lo sean. Así, es 
incorrecto entender que sólo debe suplirse cuando ello 
favorezca a quien se le suple, pues para determinar si 
procede dicha figura tendría que examinarse 
previamente la cuestión relativa, lo que implicaría 
necesariamente haber realizado la suplencia. Por 
consiguiente, es suficiente que el análisis de un 
problema no propuesto pudiera resultar benéfico para 
que se deba suplir, realizando el estudio 
correspondiente.”
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C. ANÁLISIS DE VIOLACIONES DE ÍNDOLE 
PROCESAL ALEGADAS POR EL QUEJOSO.

En este apartado, recordemos que la parte quejosa 

señaló como acto destacado y violatorio del artículo 16 

constitucional, el auto de radicación e incoación de la 

causa penal 469/2020, emitido por el Juez responsable, 

fuera de todo cause constitucional, ya que considera que 

dicha autoridad no es legalmente competente, en función 

de que los hechos del asunto no ameritan ser 

procesados bajo el régimen de excepción previsto por la 

Ley Federal Contra la Delincuencia Organizada; auto 

que este Juzgador dado el contexto del asunto, 

consideró que no podía analizarse como acto destacado  

autónomo, al actualizarse una causa de improcedencia 

que imposibilitó su estudio de manera aislada, sin 

embargo, resulta factible analizar tal cuestión como una 

violación procesal previa al dictado del mandato de 

captura contra el que sí resultó procedente el amparo, 

dado que el auto de radicación no se limitó a dar número 

de registro a la causa y a el cumplimiento de cuestiones 

de mero trámite, sino que en dicho proveído se 

analizaron deficiencias de la solicitud del Fiscal que 

luego de ser atendidas permitieron el libramiento de la 

orden de aprehensión reclamada.

Dicho lo anterior, es cierto que el juez responsable, 

una vez recibida la petición de orden de aprehensión por 

el agente del Ministerio Público de la Federación, de 
la Unidad Especializada en Investigación de 
Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita y 
de Falsificación o Alteración de Moneda, de la 
Subprocuraduría Especializada en Investigación de 
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Delincuencia Organizada, de la Fiscalía General de la 
Republica, mediante auto de veintitrés de diciembre de 

dos mil veinte (auto de radicación), al advertir diversas 

deficiencias por parte del fiscal, previno al mismo, para 

que en un plazo de veinticuatro horas hábiles, 

contadas a partir de que tuviera conocimiento de tal 

determinación, realizará diversas aclaraciones en torno a 

los hechos consignados.

Sin embargo, este juzgador considera que dicha 

actuación del Juez responsable no transgrede los 

derechos humanos del quejoso y por ello, su motivo de 

inconformidad resulta infundado, habida cuenta que la 

autoridad responsable atendió al numeral 143 del Código 

Nacional de Procedimientos Penales, en su párrafo 

cuarto que prevé entre otras cosas, que en caso de que 

la solicitud de orden de aprehensión o comparecencia no 

reúna alguno de los requisitos exigibles, el Juez de 

control prevendrá en la misma audiencia o por el sistema 

informático al ministerio público para que se hagan las 

precisiones o aclaraciones correspondientes, entonces, 

dicha actuación fue en cumplimiento a lo que establece 

la legislación aplicable, lo cual no transgrede ningún 

derecho de la parte quejosa.

Tampoco le asiste razón al aducir que el Juez 

Federal responsable, no es legalmente competente para 

emitir tal actuación y la premisa consistente en que los 

hechos del asunto no ameritan ser procesados bajo el 

régimen de excepción previsto por la Ley Federal Contra 

la Delincuencia Organizada, no puede justificar 

válidamente la incompetencia del Juez en el estadio en 

que emitió el auto de radicación. 
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Lo anterior es así, pues en el auto en el que la 

autoridad responsable radicó el asunto y requirió a la 

representación de la federación para que realizará 

diversas aclaraciones sobre su solicitud, no podía ni 

meridianamente verificar sobre su competencia 

atendiendo a la actualización o no del hecho delictuoso, 

ya que tal pronunciamiento es propio de la resolución de 

fondo que tuviera a bien emitir, en la que se atendieran a 

las características o hechos sometidos a su 

conocimiento, pues por el momento, actuó conforme a 

sus atribuciones previstas en la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos, en sus artículos 104, 

fracción I, 20, fracción II, 133, fracción I, y 141, fracción 

III y séptimo párrafo, del Código Nacional de 

Procedimientos Penales; así como 50, fracción I, de la 

Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación.

En efecto, no podría ser de otra forma si el Fiscal 

federal planteó una solicitud de orden de aprehensión, 

por hechos con apariencia de delitos que se prevén 
y sancionan, en dos legislaciones federales, esto 
es, la Ley Federal Contra la Delincuencia 
Organizada y el Código Penal Federal, por lo que 

para atender dicha solicitud debía a priori basarse en la 

clasificación jurídica propuesta por el Fiscal que le da 

competencia por materia y fuero para actuar como lo 

hizo; circunstancia que además se analizará con mayor 

detenimiento en el apartado correspondiente, donde el 

Juez Federal fundó y motivo su competencia para librar 

finalmente la orden de aprehensión.
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D. ESTUDIO DE ASPECTOS FORMALES 
(FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN).

En cuanto a los aspectos formales se refiere, la 

parte quejosa señala que la orden de aprehensión 

reclamada tiene una deficiente fundamentación y 

motivación, entre otras cosas, porque omitió 

pronunciarse sobre la permanencia o reiteración 

correspondiente al delito de delincuencia organizada; 

motivo de inconformidad que resulta esencialmente 
fundado y suficiente para conceder el amparo y la 

protección de la justicia federal solicitado, aunque para 

especificar todos los aspectos donde se incurrió en 

violación formal por carecer de fundamentos y motivos, 

es necesario suplir la deficiencia de la queja como se 

verá.

Contexto jurídico sobre fundamentación y 

motivación:

El párrafo primero del artículo 16 de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos establece: 

“Articulo 16. Nadie puede ser molestado en su persona, 
familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud 
de mandamiento escrito de la autoridad competente, 
que funde y motive la causa legal del procedimiento.

[…]”

El precepto constitucional citado consagra la 

garantía de legalidad, relacionada con la 

fundamentación y motivación que las autoridades 

están obligadas a expresar en sus actos, para afectar 

válidamente la esfera jurídica de los gobernados.
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Para cumplir con el imperativo constitucional de 

fundamentación y motivación, los actos de la autoridad 

deben cumplir los siguientes requisitos:

- Expresar con exactitud el precepto legal aplicable al caso 
(fundamentación).

- Señalar con precisión las circunstancias especiales, 
razones particulares o causas inmediatas tomadas en 
consideración para la emisión del acto (motivación).

- Existir adecuación entre los motivos aducidos y las 
normas aplicables (relación entre la fundamentación y la 
motivación).

Así la garantía de legalidad consagrada en la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 

establece como uno de los elementos esenciales, que todo 

acto de molestia dirigido a los gobernados esté fundado y 
motivado, y además que se realice de manera adecuada 
y suficiente. 

Lo primero se cumple al expresar con exactitud el 

precepto legal aplicable al caso y lo segundo al señalar, 

con precisión, las circunstancias especiales, razones 

particulares o causas inmediatas consideradas para la 

emisión del acto; pero, además, para que se cumpla con 

los requisitos constitucionales de la debida 

fundamentación y motivación debe existir adecuación 

entre los motivos aducidos en el acto de autoridad y las 

normas aplicadas, es decir, que en el caso concreto se 

configuran las hipótesis normativas en los cuales se 

apoya el acto de autoridad.
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Lo que tiene apoyo en la jurisprudencia 260 de la 

Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, publicada en la página 175, del Semanario 

Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo VI, Materia 

Común, publicada en el Apéndice al Semanario Judicial 

de la Federación de 1995, Materia Común, Séptima 

Época, del registro 394216, la cual establece: 

“FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. De acuerdo 
con el artículo 16 de la Constitución Federal todo acto 
de autoridad debe estar adecuada y suficientemente 
fundado y motivado, entendiéndose por lo primero 
que ha de expresarse con precisión el precepto legal 
aplicable al caso y, por lo segundo, que deben 
señalarse, con precisión, las circunstancias 
especiales, razones particulares o causas inmediatas 
que se hayan tenido en consideración para la emisión 
del acto; siendo necesario, además, que exista 
adecuación entre los motivos aducidos y las normas 
aplicables, es decir, que en el caso concreto se 
configuren las hipótesis normativas.”

Así como la tesis I.3o.C.52 K, publicada en la página 

1050, del Semanario Judicial de la Federación y su 

Gaceta, del Tomo XVII, abril de 2003, Novena Época, 

emitida por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil 

del Primer Circuito, del registro 184546, cuyos rubro y 

texto son:

“ACTOS DE MOLESTIA. REQUISITOS MÍNIMOS 
QUE DEBEN REVESTIR PARA QUE SEAN 
CONSTITUCIONALES. De lo dispuesto en el artículo 
16 de la Constitución Federal se desprende que la 
emisión de todo acto de molestia precisa de la 
concurrencia indispensable de tres requisitos mínimos, 
a saber: 1) que se exprese por escrito y contenga la 
firma original o autógrafa del respectivo funcionario; 2) 
que provenga de autoridad competente; y, 3) que en 
los documentos escritos en los que se exprese, se 
funde y motive la causa legal del procedimiento. Cabe 
señalar que la primera de estas exigencias tiene como 
propósito evidente que pueda haber certeza sobre la 
existencia del acto de molestia y para que el afectado 
pueda conocer con precisión de cuál autoridad 
proviene, así como su contenido y sus consecuencias. 
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Asimismo, que el acto de autoridad provenga de una 
autoridad competente significa que la emisora esté 
habilitada constitucional o legalmente y tenga dentro 
de sus atribuciones la facultad de emitirlo. Y la 
exigencia de fundamentación es entendida como el 
deber que tiene la autoridad de expresar, en el 
mandamiento escrito, los preceptos legales que 
regulen el hecho y las consecuencias jurídicas que 
pretenda imponer el acto de autoridad, presupuesto 
que tiene su origen en el principio de legalidad que en 
su aspecto imperativo consiste en que las autoridades 
sólo pueden hacer lo que la ley les permite; mientras 
que la exigencia de motivación se traduce en la 
expresión de las razones por las cuales la autoridad 
considera que los hechos en que basa su proceder se 
encuentran probados y son precisamente los previstos 
en la disposición legal que afirma aplicar. 
Presupuestos, el de la fundamentación y el de la 
motivación, que deben coexistir y se suponen 
mutuamente, pues no es posible citar disposiciones 
legales sin relacionarlas con los hechos de que se 
trate, ni exponer razones sobre hechos que carezcan 
de relevancia para dichas disposiciones. Esta 
correlación entre los fundamentos jurídicos y los 
motivos de hecho supone necesariamente un 
razonamiento de la autoridad para demostrar la 
aplicabilidad de los preceptos legales invocados a los 
hechos de que se trate, lo que en realidad implica la 
fundamentación y motivación de la causa legal del 
procedimiento.”

Asimismo, debe distinguirse entre la falta y la 

indebida fundamentación y motivación.

Por lo primero se entiende la ausencia total de la 

cita de la norma donde se apoye la resolución y de las 

circunstancias especiales o razones particulares 

tomadas en cuenta para la emisión del acto reclamado, 

y lo segundo se actualiza, cuando en el acto reclamado 

sí se citan preceptos legales, pero no son aplicables al 

caso concreto y sí se exponen las razones que la 

autoridad tuvo para dictar el acto, pero no corresponden 

al caso concreto objeto de decisión, o bien, al no existir 
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adecuación entre los motivos invocados en el acto de 

autoridad y las normas aplicadas en el propio acto.

La diferencia entre ambos aspectos trasciende 

incluso al orden en que se deben analizar los conceptos 

de violación.

A la consideración precedente es aplicable la 

jurisprudencia I.6o.C. J/52, publicada en la página 2127, 

del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, del 

Tomo XXV, enero de 2007, Novena Época, con el 

registro 173565, del contenido siguiente:

“FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. SU 
DISTINCIÓN ENTRE SU FALTA Y CUANDO ES 
INDEBIDA. Debe distinguirse entre la falta y la indebida 
fundamentación y motivación; toda vez que por lo 
primero se entiende la ausencia total de la cita de la 
norma en que se apoya una resolución y de las 
circunstancias especiales o razones particulares que se 
tuvieron en cuenta para su emisión; mientras que la 
diversa hipótesis se actualiza cuando en la sentencia o 
acto se citan preceptos legales, pero no son aplicables 
al caso concreto y se exponen las razones que la 
autoridad tuvo para dictar la resolución, pero no 
corresponden al caso específico, objeto de decisión, o 
bien, cuando no existe adecuación entre los motivos 
invocados en el acto de autoridad y las normas 
aplicables a éste.”

Así como la diversa jurisprudencia l.3o.C. J/47 

publicada en la página 1964, del Semanario Judicial de 

la Federación y su Gaceta, del Tomo XXVII, febrero de 

2008, Novena Época, del registro 170307, que dispone:

“FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. LA 
DIFERENCIA ENTRE LA FALTA Y LA INDEBIDA 
SATISFACCIÓN DE AMBOS REQUISITOS 
CONSTITUCIONALES TRASCIENDE AL ORDEN EN 
QUE DEBEN ESTUDIARSE LOS CONCEPTOS DE 
VIOLACIÓN Y A LOS EFECTOS DEL FALLO 
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PROTECTOR. La falta de fundamentación y motivación 
es una violación formal diversa a la indebida o 
incorrecta fundamentación y motivación, que es una 
violación material o de fondo, siendo distintos los 
efectos que genera la existencia de una u otra, por lo 
que el estudio de aquella omisión debe hacerse de 
manera previa. En efecto, el artículo 16 constitucional 
establece, en su primer párrafo, el imperativo para las 
autoridades de fundar y motivar sus actos que incidan 
en la esfera de los gobernados, pero la contravención 
al mandato constitucional que exige la expresión de 
ambas en los actos de autoridad puede revestir dos 
formas distintas, a saber: la derivada de su falta, y la 
correspondiente a su incorrección. Se produce la falta 
de fundamentación y motivación, cuando se omite 
expresar el dispositivo legal aplicable al asunto y las 
razones que se hayan considerado para estimar que el 
caso puede subsumirse en la hipótesis prevista en esa 
norma jurídica. En cambio, hay una indebida 
fundamentación cuando en el acto de autoridad sí se 
invoca el precepto legal, sin embargo, resulta 
inaplicable al asunto por las características específicas 
de éste que impiden su adecuación o encuadre en la 
hipótesis normativa; y una incorrecta motivación, en el 
supuesto en que sí se indican las razones que tiene en 
consideración la autoridad para emitir el acto, pero 
aquéllas están en disonancia con el contenido de la 
norma legal que se aplica en el caso. De manera que la 
falta de fundamentación y motivación significa la 
carencia o ausencia de tales requisitos, mientras que la 
indebida o incorrecta fundamentación y motivación 
entraña la presencia de ambos requisitos 
constitucionales, pero con un desajuste entre la 
aplicación de normas y los razonamientos formulados 
por la autoridad con el caso concreto. La diferencia 
apuntada permite advertir que en el primer supuesto se 
trata de una violación formal dado que el acto de 
autoridad carece de elementos ínsitos, connaturales, al 
mismo por virtud de un imperativo constitucional, por lo 
que, advertida su ausencia mediante la simple lectura 
del acto reclamado, procederá conceder el amparo 
solicitado; y en el segundo caso consiste en una 
violación material o de fondo porque se ha cumplido 
con la forma mediante la expresión de fundamentos y 
motivos, pero unos y otros son incorrectos, lo cual, por 
regla general, también dará lugar a un fallo protector, 
sin embargo, será menester un previo análisis del 
contenido del asunto para llegar a concluir la 
mencionada incorrección. Por virtud de esa nota 
distintiva, los efectos de la concesión del amparo, 
tratándose de una resolución jurisdiccional, son 
igualmente diversos en uno y otro caso, pues aunque 
existe un elemento común, o sea, que la autoridad deje 
insubsistente el acto inconstitucional, en el primer 
supuesto será para que subsane la irregularidad 
expresando la fundamentación y motivación antes 
ausente, y en el segundo para que aporte fundamentos 
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y motivos diferentes a los que formuló previamente. La 
apuntada diferencia trasciende, igualmente, al orden en 
que se deberán estudiar los argumentos que hagan 
valer los quejosos, ya que si en un caso se advierte la 
carencia de los requisitos constitucionales de que se 
trata, es decir, una violación formal, se concederá el 
amparo para los efectos indicados, con exclusión del 
análisis de los motivos de disenso que, concurriendo 
con los atinentes al defecto, versen sobre la 
incorrección de ambos elementos inherentes al acto de 
autoridad; empero, si han sido satisfechos aquéllos, 
será factible el estudio de la indebida fundamentación y 
motivación, esto es, de la violación material o de 
fondo.”

Importancia y obligación de la autoridad 
responsable de fundar y motivar tratándose de una 
orden de aprehensión:

En materia penal, una orden de captura como todo 

acto de autoridad es emitida por un órgano del Estado 
con facultades de imperio, consistente en una 
decisión, ejecución, o ambas, que produce una 
afectación en la esfera jurídica del gobernado al cual 
se dirige, específicamente con impacto en su libertad 
deambulatoria.

        Para que tal afectación pueda considerarse válida, 

debe estar debidamente fundada y motivada, de acuerdo 

con los requisitos constitucionales y legales aplicables al 

caso.

     Así las cosas, si bien el artículo 16 constitucional no 

establece que en su libramiento se exprese el lugar, 

tiempo y circunstancias de ejecución del delito, lo cierto 

es que respecto a la garantía de motivación, la autoridad 

que la emite debe señalar dichos datos, ya que son los 

que permitirán comprender la forma en que se llevó a 

cabo la conducta delictiva en el mundo fáctico.
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A la consideración precedente es aplicable el 

criterio jurisprudencial III.2o.P.199 P, publicada en la 

página 2279, del Semanario Judicial de la Federación y 

su Gaceta, del Tomo XXIV, enero de 2006, Novena 

Época, con el registro 174408, del contenido siguiente:

“ORDEN DE APREHENSIÓN. EN CUMPLIMIENTO DE 
LOS REQUISITOS DE FUNDAMENTACIÓN Y 
MOTIVACIÓN QUE EXIGE EL ARTÍCULO 16 
CONSTITUCIONAL, DEBEN PRECISARSE LAS 
CIRCUNSTANCIAS DE TIEMPO, LUGAR Y FORMA 
EN QUE SE COMETIÓ EL DELITO. Si bien es cierto 
que la orden de aprehensión no se rige por las 
disposiciones contenidas en el artículo 19 de la Carta 
Fundamental, también lo es que, para cumplir los 
requisitos de fundamentación y motivación que exige el 
artículo 16 constitucional para el dictado de todo acto de 
molestia, es necesario satisfacer los requisitos de 
forma, como son el lugar, tiempo y circunstancias de 
ejecución del delito, pues de lo contrario se dejaría al 
inculpado en estado de indefensión al desconocer los 
hechos y circunstancias que determinaron la emisión de 
la orden de captura reclamada.”

Ahora, para saber sobre qué aspectos se requiere 

que exista fundamentación y motivación en la orden de 

aprehensión resulta necesario establecer sus requisitos. 

Requisitos para la emisión de una orden de 
aprehensión:

Sobre este tópico, el artículo 16 de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos vigente, en su 

párrafo tercero, establece:
“[…]

 No podrá librarse orden de aprehensión sino por la 
autoridad judicial y sin que preceda denuncia o 
querella de un hecho que la ley señale como delito, 
sancionado con pena privativa de libertad y obren 
datos que establezcan que se ha cometido ese hecho 
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y que exista la probabilidad de que el indiciado lo 
cometió o participó en su comisión

[…]”
Lo destacado no es de origen.

Por tanto, el análisis del acto reclamado en el 
presente asunto, se realizará a la luz del párrafo 
tercero del citado artículo 16 constitucional, pero 

además, debe tomarse en cuenta lo que estatuyen los 

artículos 141 a 143 del Código Nacional de 

Procedimientos Penales, que a la letra dicen:

“Artículo 141. Citatorio, orden de comparecencia y 
aprehensión

Cuando se haya presentado denuncia o querella de un 
hecho que la ley señale como delito, el Ministerio 
Público anuncie que obran en la carpeta de 
investigación datos que establezcan que se ha cometido 
ese hecho y exista la probabilidad de que el imputado lo 
haya cometido o participado en su comisión, el Juez de 
control, a solicitud del Ministerio Público, podrá ordenar:

I. Citatorio al imputado para la audiencia inicial;

II. Orden de comparecencia, a través de la fuerza 
pública, en contra del imputado que habiendo sido 
citado previamente a una audiencia no haya 
comparecido, sin justificación alguna, y

III. Orden de aprehensión en contra de una persona 
cuando el Ministerio Público advierta que existe la 
necesidad de cautela.

En la clasificación jurídica que realice el Ministerio 
Público se especificará el tipo penal que se atribuye, el 
grado de ejecución del hecho, la forma de intervención y 
la naturaleza dolosa o culposa de la conducta, sin 
perjuicio de que con posterioridad proceda la 
reclasificación correspondiente.

También podrá ordenarse la aprehensión de una 
persona cuando resista o evada la orden de 
comparecencia judicial y el delito que se le impute 
merezca pena privativa de la libertad.

La autoridad judicial declarará sustraído a la acción de la 
justicia al imputado que, sin causa justificada, no 
comparezca a una citación judicial, se fugue del 
establecimiento o lugar donde esté detenido o se 
ausente de su domicilio sin aviso, teniendo la obligación 
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de darlo. En cualquier caso, la declaración dará lugar a 
la emisión de una orden de aprehensión en contra del 
imputado que se haya sustraído de la acción de la 
justicia.

El Juez podrá dictar orden de reaprehensión en caso de 
que el Ministerio Público lo solicite para detener a un 
imputado cuya extradición a otro país hubiera dado lugar 
a la suspensión de un procedimiento penal, cuando en 
el Estado requirente el procedimiento para el cual fue 
extraditado haya concluido.

El Ministerio Público podrá solicitar una orden de 
aprehensión en el caso de que se incumpla una medida 
cautelar, en los términos del artículo 174, y el Juez de 
control la podrá dictar en el caso de que lo estime 
estrictamente necesario.

Artículo 142. Solicitud de las órdenes de 
comparecencia o de aprehensión

En la solicitud de orden de comparecencia o de 
aprehensión se hará una relación de los hechos 
atribuidos al imputado, sustentada en forma precisa en 
los registros correspondientes y se expondrán las 
razones por las que considera que se actualizaron las 
exigencias señaladas en el artículo anterior.

Las solicitudes se formularán por cualquier medio que 
garantice su autenticidad, o en audiencia privada con el 
Juez de control.

Artículo 143. Resolución sobre solicitud de orden de 
aprehensión o comparecencia

El Juez de control resolverá la solicitud de orden de 
aprehensión o comparecencia en audiencia, o a 
través del sistema informático; en ambos casos con 
la debida secrecía, y se pronunciará sobre cada uno 
de los elementos planteados en la solicitud.

En el primer supuesto, la solicitud deberá ser resuelta en 
la misma audiencia, que se fijará dentro de las 
veinticuatro horas a partir de la solicitud, exclusivamente 
con la presencia del Ministerio Público.

En el segundo supuesto, dentro de un plazo máximo de 
veinticuatro horas, siguientes al momento en que se 
haya recibido la solicitud.

En caso de que la solicitud de orden de aprehensión o 
comparecencia no reúna alguno de los requisitos 
exigibles, el Juez de control prevendrá en la misma 
audiencia o por el sistema informático al Ministerio 
Público para que haga las precisiones o aclaraciones 
correspondientes, ante lo cual el Juez de control podrá 
dar una clasificación jurídica distinta a los hechos que se 
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planteen o a la participación que tuvo el imputado en los 
mismos. No se concederá la orden de aprehensión 
cuando el Juez de control considere que los hechos que 
señale el Ministerio Público en su solicitud resulten no 
constitutivos de delito.

Si la resolución se registra por medios diversos al 
escrito, los puntos resolutivos de la orden de 
aprehensión deberán transcribirse y entregarse al 
Ministerio Público.”.

 Lo destacado no es de origen.

Aunado a ello, no debe perderse de vista lo que 

estableció la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en 

la tesis jurisprudencial 1a./J. 49/2010, en el que la 

Primera Sala al interpretar el artículo 16 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 

señaló que la orden de aprehensión es un acto que 

afecta a la persona, al restringir provisionalmente su 

libertad personal o ambulatoria, por lo que el juzgador 

que la emita debe ser legalmente competente para 

conocer del proceso penal que llegue a instruirse con 

motivo de los delitos por los que la libra; tesis que puede 

visualizarse con el registro digital 164290, publicada en 

el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. 

Tomo XXXII, Julio de 2010, página 186, cuyo rubo y 

texto refieren lo siguiente:

“ORDEN DE APREHENSIÓN. CUANDO LA 
AVERIGUACIÓN PREVIA SE CONSIGNE POR 
DELITOS GRAVES SIN DETENIDO, DEBE SER 
LIBRADA POR AUTORIDAD COMPETENTE, PUES 
NO SE ESTÁ EN PRESENCIA DE UNA DILIGENCIA 
URGENTE DE LAS QUE NO ADMITEN DEMORA. La 
Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, al interpretar el artículo 16 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, estableció 
que la orden de aprehensión es un acto que afecta a la 
persona, al restringir provisionalmente su libertad 
personal o ambulatoria, por lo que el juzgador que la 
emita debe ser legalmente competente para conocer del 
proceso penal que llegue a instruirse con motivo de los 
delitos por los que la libra. Asimismo, el artículo 432 del 
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Código Federal de Procedimientos Penales obliga al 
juez a que, tratándose de consignaciones con detenido, 
practique las diligencias que no admitan demora o, en 
su caso, dicte el auto de formal prisión o el de libertad 
por falta de elementos para procesar, antes de que se 
resuelva la competencia por declinatoria, para que se 
respeten irrestrictamente los términos previstos en la 
Constitución, como son los de cuarenta y ocho y 
setenta y dos horas que se fijan para la declaración 
preparatoria y para resolver la situación jurídica del 
imputado, respectivamente. Sin embargo, el 
mencionado precepto no reconoce competencia 
extraordinaria al juez para que actúe en lo relativo a la 
solicitud de libramiento de una orden de aprehensión 
proveniente de la consignación de una averiguación 
previa por cualquier clase de delito sin detenido, bajo el 
argumento de que se trata de una diligencia urgente 
que no admite demora, pues no subyace dicha 
necesidad. Por tanto, conforme al artículo 142 del 
Código citado, la solicitud antes descrita no constituye 
una diligencia urgente que no admite demora, porque el 
órgano jurisdiccional no tiene que inadvertir un aspecto 
de previo y especial pronunciamiento, que por su 
naturaleza constituya un presupuesto procesal, como lo 
es determinar si es legalmente competente para librar la 
orden de aprehensión solicitada por el agente del 
Ministerio Público y para conocer del proceso penal que 
llegue a instaurarse. Esto es así, porque los términos 
establecidos en la consignación para su radicación y la 
orden o negativa de la aprehensión inciden y son 
aplicables al juez que sea competente de acuerdo con 
los órdenes jurídicos que regulan sus atribuciones, mas 
no pueden constituir un criterio para fijar dicha 
competencia.

Asimismo, para cumplir con las exigencias formales 

que aquí se analizan, es necesario traer a colación lo 

dispuesto por el numeral 67, fracción II, del Código 

Nacional de Procedimientos Penales que establece:
“Artículo 67. Resoluciones judiciales 
La autoridad judicial pronunciará sus resoluciones en 
forma de sentencias y autos. Dictará sentencia para 
decidir en definitiva y poner término al procedimiento y 
autos en todos los demás casos. Las resoluciones 
judiciales deberán mencionar a la autoridad que 
resuelve, el lugar y la fecha en que se dictaron y demás 
requisitos que este Código prevea para cada caso.
Los autos y resoluciones del Órgano jurisdiccional serán 
emitidos oralmente y surtirán sus efectos a más tardar 
al día siguiente. Deberán constar por escrito, después 
de su emisión oral, los siguientes: […]
II. Las órdenes de aprehensión y comparecencia;
[…]”.
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El numeral citado prevé, en lo que interesa, que la 

autoridad judicial pronunciará sus resoluciones en forma 

de sentencia y autos. Dictará sentencia para decidir en 

definitiva y poner término al procedimiento y autos en 

todos los demás casos. Las resoluciones judiciales 

deberán mencionar a la autoridad que resuelve, el lugar 

y la fecha en que se dictaron y demás requisitos que el 

código prevea para cada caso.

Establece que los autos y las resoluciones del 

órgano jurisdiccional serán emitidos oralmente y surtirán 

sus efectos a más tardar al día siguiente. Deberán 

constar por escrito, después de su emisión oral, entre 

otros, las órdenes de aprehensión.

Del análisis de los preceptos legales citados se 

advierte que la emisión de la orden de aprehensión 

puede verificarse en audiencia desarrollada en forma 

oral, sin embargo, de conformidad con lo dispuesto en la 

fracción II del artículo 67 del Código Nacional de 

Procedimientos Penales, es imperativo que también 

conste por escrito.

Aunado a ello, no debe perderse de vista el principio de 
congruencia en materia penal, el cual se encuentra previsto 

expresamente Código Nacional de Procedimientos 
Penales, que en su numeral 68 prevé lo siguiente:

“Artículo 68. Congruencia y contenido de autos y 
sentencias 
Los autos y las sentencias deberán ser congruentes con 
la petición o acusación formulada y contendrán de 
manera concisa los antecedentes, los puntos a resolver 
y que estén debidamente fundados y motivados; 
deberán ser claros, concisos y evitarán formulismos 
innecesarios, privilegiando el esclarecimiento de los 
hechos.”
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Además, esa disposición por lo que refiere a la 

orden de aprehensión guarda estrecha armonía con lo 

que indica el artículo 143 del citado código, en el sentido 

de que el Juez resolverá la solicitud de ese tipo de 

mandatos, pronunciándose sobre cada uno de los 

elementos planteados en ella.

 Así, la legislación aplicable prevé el principio de 

congruencia en todas las resoluciones emitidas por las 

autoridades jurisdiccionales, esto, se traduce a que toda 

determinación deberá ser acorde con la petición o 
acusación formulada y contendrán de manera concisa 

los antecedentes, los puntos a resolver y que estén 

debidamente fundados y motivados; deberán ser 

claros, concisos y evitarán formulismos innecesarios, 

privilegiando el esclarecimiento de los hechos,  

ocupándose de cada uno de los elementos que se 

patenticen en la solicitud respectiva.

Entonces, podemos considerar que en materia 

penal es de suma importancia el principio de 
congruencia, coherencia o de correlación entre lo 
solicitado y la resolución que al respecto se emite, 
puesto que de ello depende también que la autoridad 
cumpla con el principio de legalidad en lo atinente a 
una fundamentación y motivación correcta y 
suficiente, para no transgredir lo dispuesto en el 
artículo 16 constitucional.

Una vez expuesto, lo relativo al principio de 

legalidad y su relación con el diverso de congruencia que 

deben cumplir las resoluciones judiciales 

específicamente en materia penal, se procede a verificar 
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su cumplimiento por parte del Juez responsable.

Se expone:

De los preceptos constitucionales y legales, 

además de los criterios jurisprudenciales antes citados 

se desprenden los requisitos para la emisión de una 

orden de aprehensión, a saber:

I. Que sea solicitada por el agente del Ministerio 
Público de la Federación.

II. Que sea emitida por escrito o en audiencia privada.

III. Que provenga de una autoridad judicial legalmente 
competente.

          IV. Que exista una denuncia o querella respecto de un 
hecho que la ley señale como delito y éste tenga como sanción, 
pena privativa de libertad. 

       V. Que existan datos que establezcan que se ha 
cometido ese hecho.

       VI. Que exista la probabilidad de que el indiciado lo 
cometió o participó en su comisión.

       VII. Que el Ministerio Público justifique la necesidad de 
cautela. 

Ahora bien, para verificar si en el caso el juez 

responsable cumplió con la garantía de legalidad en sus 

vertientes de fundamentación y motivación al 
momento de ajustar su actuación a los anteriores 

requerimientos, por disposición expresa del artículo 75, 

párrafo segundo, de la Ley de Amparo, la orden de 

aprehensión reclamada que fue dictada bajo el sistema 

procesal penal acusatorio, se tiene que analizar tal como 

haya sido probada ante la autoridad responsable, esto 

es, el análisis de esta resolución versará sobre lo que el 

juez de Distrito responsable tuvo  a la vista y que 
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consideró para la emisión de dicho acto de molestia, a 

saber:

a) El oficio remitido vía electrónica con terminación 
406/2020, de veintidós de diciembre de dos mil 
veinte, suscrito por el Agente del Ministerio 
Público de la Federación, de la Unidad 
Especializada en Investigación de Operaciones 
con Recursos de Procedencia Ilícita y de 
Falsificación o Alteración de Moneda, de la 
Subprocuraduría Especializada en Investigación 
de Delincuencia Organizada, de la Fiscalía 
General de la Republica, mediante el cual 
solicitó al Juez especializado en el Sistema 
Penal Acusatorio adscrito al Centro de Justicia 
Penal Federal en el Estado de México, con 
residencia en el municipio de Almoloya de 
Juárez (Altiplano), orden de aprehensión contra 
ELIAS ZAGA HANONO, y otros, en el cual hace 
referencia a diversos datos de prueba que 
sustentan dicha solicitud. 

b) El diverso oficio con terminación 412/2020, 
signado por el Agente del Ministerio Público de 
la Federación, de la unidad Especializada en 
Investigación de Operaciones con Recursos de 
Procedencia Ilícita y de Falsificación o Alteración 
de Moneda, de la Subprocuraduría 
Especializada en Investigación de Delincuencia 
Organizada, de la Fiscalía General de la 
Republica, mediante el cual dio cumplimiento a 
los requerimientos formulados por el juez 
responsable, relacionados con aclaraciones y 
precisiones a su solicitud de orden de 
aprehensión.

De tomar en cuenta diversas constancias, implicaría 

una violación a la oralidad o a los principios que rigen en 

el proceso penal acusatorio, además, de que se 

incumpliría el criterio del máximo tribunal de nuestro país 

plasmado en la jurisprudencia 1a./J. 1/2021 (10a.), de la 

Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, Décima Época, Materias(s): Penal, Común, 

publicada en el Semanario Judicial de la Federación, 
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con registro digital: 2022840, cuyo rubro y texto 

establecen:

"PRUEBAS EN EL AMPARO INDIRECTO 
PROMOVIDO EN CONTRA DE UNA ORDEN DE 
APREHENSIÓN EMITIDA BAJO EL SISTEMA 
PROCESAL PENAL ACUSATORIO. DEBEN 
DESECHARSE SI PRETENDEN DEMOSTRAR SU 
INCONSTITUCIONALIDAD, VARIANDO LAS 
CIRCUNSTANCIAS O LOS HECHOS EN LOS QUE 
EL JUEZ DE CONTROL SE BASÓ PARA EMITIRLA 
(INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 75, PÁRRAFO 
SEGUNDO, IN FINE, DE LA LEY DE AMPARO). 
Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito 
contendientes sostuvieron criterios distintos al analizar 
si era factible admitir pruebas en el amparo indirecto 
promovido por el probable responsable contra una 
orden de aprehensión dictada bajo el sistema procesal 
penal acusatorio, para acreditar su 
inconstitucionalidad. Criterio jurídico: La Primera Sala 
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
considera que el principio de limitación probatoria 
contenido en el artículo 75, párrafo segundo, in fine, 
de la Ley de Amparo, no permite que se admitan 
pruebas en amparo indirecto cuando se reclama una 
orden de aprehensión dictada bajo el sistema procesal 
penal acusatorio, tendentes a demostrar su 
constitucionalidad o inconstitucionalidad, variando las 
circunstancias o los hechos en los que la responsable 
se basó para apreciar el acto reclamado. Justificación: 
El artículo 75 de la Ley de Amparo establece que el 
acto reclamado será apreciado como haya aparecido 
probado ante la autoridad responsable y consagra 
como excepción, en amparo indirecto, la posibilidad 
de ofrecer pruebas cuando el quejoso no haya podido 
hacerlo ante la responsable. Sin embargo, el párrafo 
segundo, in fine, del propio precepto, establece una 
limitante en materia penal relativa a que ese 
ofrecimiento no implique una violación a la oralidad o 
a los principios que rigen en el proceso penal 
acusatorio. En ese sentido, el desahogo de pruebas 
destinadas a variar las circunstancias que tuvo 
apreciadas el Juez de Control al dictar la orden de 
aprehensión vulnera tales principios. Ello, en tanto 
implicaría indefectiblemente que éstas no fuesen 
rendidas y examinadas oralmente (principio de 
oralidad); no permitiría que el juez penal apreciase 
personalmente su desahogo (principio de inmediación) 
y requerirían ser desahogadas ante un juez diverso, 
como el de amparo, bajo un proceso distinto, 
adquiriendo el carácter de pruebas formalizadas y no 
el de datos de prueba que les correspondería en la 
respectiva fase del proceso penal acusatorio”.
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En ese contexto, se tiene que el agente del 

Ministerio Público de la Federación, de la Unidad 

Especializada en Investigación de Operaciones con 

Recursos de Procedencia Ilícita y de Falsificación o 

Alteración de Moneda, de la Subprocuraduría 

Especializada en Investigación de Delincuencia 

Organizada, de la Fiscalía General de la Republica, por 

oficio con terminación 406/2020, de veintidós de 

diciembre de dos mil veinte, realizó solicitud de orden de 

aprehensión respecto de Elías Zaga Hanono, entre otros, 

por el delito de:

DELINCUENCIA ORGANIZADA CON EL FIN 
DE COMETER UN DELITO DE 
OPERACIONES CON RECURSOS DE 
PROCEDENCIA ILÍCITA, previsto en el 
artículo 2°, párrafo primero, fracción I y 
sancionado en el 4° fracción I, inciso b), 
hipótesis, quien no tenga las funciones 
administrativas, directivas o de supervisión, 
de la Ley Federal Contra la Delincuencia 
Organizada.

Los hechos expuestos en la solicitud que se 
atribuyen a tal persona según el fiscal, son:

“HECHOS QUE SE ATRIBUYEN.

Con la finalidad de facilitar la comprensión y estructura 
de la solicitud que se formula, expongo a usted, una 
narración sintética de los hechos que se 
desarrollarán con mayor detalle más adelante:

Así las cosas,…los datos de prueba hasta ahora 
obtenidos, indican la existencia de una organización, 
que tuvo como finalidad operar recursos de 
procedencia ilícita, conformada por servidores públicos 
y particulares, quienes organizados y con roles 
definidos, ingresaron al sistema financiero nacional, 
recursos que provenían de una actividad ilícita, pues 
son producto de un pago indebido; teniendo 
identificado, hasta este momento, como integrantes de 
esta empresa criminal a 1) RAFAEL ZAGA TAWIL, 2) 
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TEÓFILO ZAGA TAWIL, 3) ELÍAS ZAGA HANONO, 4) 
OMAR CEDILLO VILLAVICENCIO y 5) ALEJANDRO 
GABRIEL CERDA ERDMANN, organizándose de 
hecho, por lo menos desde el año 2014 (año en que se 
constituyeron las morales ZATYS, TELRA y GRUPO 
INMOBILIARIO TELRA) hasta el 2018 (año en la que 
se tiene detectada la última operación de dispersión en 
el sistema financiero) a fin de dificultar su rastreo; 
recursos que la moral TELRA REALTY S.A.P.I. de 
C.V., (en adelante TELRA ) recibió indebidamente del 
INSTITUTO DEL FONDO NACIONAL PARA LA 
VIVIENDA DE LOS TRABAJADORES (en adelante el 
INFONAVIT o Instituto)– provocando un daño en su 
patrimonio.

Recursos que se aseguran proveían de una actividad 
ilícita, pues son el resultado de una maquinación 
jurídica, que incluyó la constitución de empresas, 
celebración de diversos convenios y contratos que 
amparaban la prestación de servicios profesionales y 
técnicos a favor del INFONAVIT, que nunca se llevaron 
a cabo, y que culmino con una supuesta terminación 
anticipada de esos instrumentos jurídicos; lo que derivó 
en un pago ilegal, por parte de los servidores públicos 
participes en el acto, se explica:

A) La empresa no contaba con la capacidad estructural, 
financiera y de expertise, para realizar este tipo de 
contratación con el INFONAVIT; dado que fue creada 
de manera exprofeso (1 mes antes), para la celebración 
de los contratos con el INFONAVIT y nunca ejecutó los 
programas tecnológicos que se obligó a prestar. 
Destacando desde este momento a su Señoría como se 
expondrá a detalle más adelante que los sujetos activos 
de los delitos imputados realizaron un esquema de 
constitución de empresas con la finalidad de que 
posteriormente, operaran y se dispersaran recursos de 
procedencia ilícita entre ellas, teniendo el control 
administrativo y societario de ellas y;

B) Derivado de la terminación anticipada, se inició, llevó 
a cabo y concluyó un proceso de mediación entre el 
INSTITUTO y TELRA en el cual, el Instituto tomó como 
referencia para concluir que se debía de realizar el pago 
de daños y perjuicios por terminación anticipada que 
solicitó TELRA, opiniones contables y financieras 
externas ofrecidas por TELRA, que no tenían ningún 
sustento jurídico, financiero, valuatorio y documental 
real, lo que implicó que el INFONAVIT pagara una 
indemnización ilegítima a través de una sobrevaluación 
de daños y perjuicios, pues mediante opiniones 
basadas en proyecciones futuras e inciertas y de 
comparativa del valor de mercado, violando incluso las 
cláusulas de exclusividad pactadas en el convenio y 
contratos celebrados entre el INFONAVIT y TELRA, 
ésta última se hizo de recursos económicos ilícitos para 
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posteriormente y hasta el momento detectado que una 
parte, fue transferido y recibido por los señores 
RAFAEL ZAGA TAWIL y TEÓFILO ZAGA TAWIL, así 
como a GRUPO INMOBILIARIO TELRA por conducto 
de sus accionistas RAFAEL ZAGA TAWIL y ELIAS 
ZAGA HANONO.

Así, lo anterior resultó en la obtención de recursos de 
manera ilícita del patrimonio del INFONAVIT en 
beneficio de los sujetos activos pues, una vez recibidos 
los recursos, realizaron una dispersión de los mismos, a 
través de transferencias bancarias, a diversas morales 
en las que los sujetos activos son socios y/o tienen un 
cargo dentro de su consejo de administración. 
Destacando que, tanto los que participaron en el 
proceso de mediación e indemnización por la 
terminación anticipada de contratos, como empresarios, 
sabían que los recursos involucrados son producto de 
una actividad ilícita, como es en el caso, la 
indemnización viciada a través de la sobrevaluación de 
daños y perjuicios, que derivó en un pago ilícito, pues:

OMAR CEDILLO VILLAVICENCIO y ALEJANDRO 
GABRIEL CERDA ERDMANN, Apoderados Legales del 
INFONAVIT, quienes participaron el proceso de 
mediación y firmaron el contrato de transacción de 22 
de agosto de 2017, mediante el cual se estableció con 
el que se concluye el proceso de mediación entre el 
INFONAVIT y TELRA y por virtud del cual se acordó 
que se pagarían $5,088,000,000.00 (Cinco mil ochenta 
y ocho millones de pesos 00/100 M.N.) a dicha empresa 
bajo el concepto de indemnización de daños y perjuicios 
por la terminación anticipada de los contratos 
celebrados con el INFONAVIT.

RAFAEL ZAGA TAWIL: (i) es socio y/o accionista de 
TELRA, (ii) en su carácter de representante legal de 
dicha persona moral firmó el contrato de transacción de 
22 de agosto de 2017, con el que se concluye el 
proceso de mediación entre el INFONAVIT y TELRA y 
por virtud del cual se acordó que se pagarían 
$5,088,000,000.00 (Cinco mil ochenta y ocho millones 
de pesos 00/100 M.N.) a dicha empresa bajo el 
concepto de indemnización de daños y perjuicios por la 
terminación anticipada de los contratos celebrados con 
el INFONAVIT; (iii) y el 28 de septiembre de 2017, firmó 
un acuerdo indemnizatorio con TELRA, en el que, 
básicamente, reconoció todo el proceso de mediación y 
monto de indemnización de daños y perjuicios que 
entregó INFONAVIT a TELRA y, por medio de dicho 
acuerdo a su vez, TELRA resarció a RAFAEL y 
TÉOFILO ZAGA TAWIL de los supuestos daños 
patrimoniales y morales causados por la terminación 
anticipada de los contratos del INFONAVIT con TELRA, 
ya que ellos eran los autores de los programas 
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tecnológicos que se iban a implementar derivado de los 
referidos contratos.

Por lo que dicha persona tenía pleno conocimiento de 
donde derivan los recursos que su empresa obtuvo, 
máxime que posterior a su obtención, el recibió, cuando 
menos lo detectado hasta el momento, 
$2,730´000,000.00 (dos mil setecientos treinta millones 
de pesos 00/100 M.N.) de dichos recursos, en virtud del 
acuerdo de indemnización que celebró con TELRA.

TÉOFILO ZAGA TAWIL es secretario del consejo de 
administración de TELRA y el 28 de septiembre de 
2017, firmó un acuerdo indemnizatorio con dicha 
persona moral, en el que, básicamente, reconoció todo 
el proceso de mediación y monto de indemnización de 
daños y perjuicios que entregó INFONAVIT a TELRA y, 
por medio de dicho acuerdo a su vez, TELRA resarció a 
RAFAEL y TÉOFILO ZAGA TAWIL de los supuestos 
daños patrimoniales y morales causados por la 
terminación anticipada de los contratos del INFONAVIT 
con TELRA, ya que ellos eran los autores de los 
programas tecnológicos que se iban a implementar 
derivado de los referidos contratos.

Por lo que dicha persona tenía pleno conocimiento de 
donde derivan los recursos que TELRA obtuvo, máxime 
que posterior a su obtención, el recibió cuando menos, 
$270´000,000.00 (doscientos setenta millones de pesos 
00/100 M.N.), de dichos recursos, en virtud del acuerdo 
de indemnización que celebró con TELRA.

ELIAS ZAGA HANONO constituyó junto con RAFAEL 
ZAGA TAWIL en abril del 2014, la diversa persona 
moral ZATYS S.A. de C.V., (en adelante ZATYS), la 
cual a su vez constituye en su capital accionario a 
TELRA.

Respecto a lo anterior, es importante destacar que 
TELRA fue constituida en mayo de 2014 y está 
conformada por la participación accionaria de la diversa 
moral ZATYS y de RAFAEL ZAGA TAWIL. Asimismo, la 
moral GRUPO, INMOBILIARIO TELRA, S.A.P.I. DE 
C.V., (en adelante GRUPO INMOBILIARIO) fue 
constituida en mayo de 2014 y está conformada por la 
participación accionaria de la moral ZATYS y de 
RAFAEL ZAGA TAWIL. Por lo que hace a la moral 
ZATYS, se reitera que esta fue constituida en abril del 
2014 es decir, un mes antes de la contratación de 
TELRA con el INFONAVIT y con la finalidad de 
constituir a las diversas TELRA y GRUPO 
INMOBILIARIO TELRA. Es decir, dichas empresas y 
socios formaron un grupo de hecho que, durante el 
periodo comisivo ya señalado, operó recursos de 
procedencia ilícita con conocimiento de su origen pues, 
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como se verá más adelante, se tiene probado en la 
carpeta de investigación que TELRA transfirió a 
GRUPO INMOBILIARIO, la cual recibió, 
$701´000,000.00 (Setecientos un millones de pesos 
00/100 M.N.) provenientes del patrimonio del 
INFONAVIT.

Por lo que una vez que obtuvieron los recursos de 
manera ilícita del patrimonio del INFONAVIT, dicha 
ilicitud perjudica tanto al titular del recurso 
(INFONAVIT), a quien se le despojó a través de dicha 
indemnización, como al Fisco Federal y economía 
nacional, en virtud de hacer creer al Instituto que la 
valuación de daños y perjuicios fue hecha conforme a la 
ley.

En relación a ello, se advierte la existencia de una 
organización criminal, pues los hechos indican la 
existencia de tres o más personas, organizadas de 
hecho para realizar de manera reiterada diversas 
conductas, estableciendo funciones de dirección, 
supervisión, identificación de mandos jerárquicos, 
división de tareas y reparto de roles para realizar esas 
conductas, las cuales realizaron en la Ciudad de 
México, efectuadas en el ámbito del control directivo de 
las empresas TELRA, ZATYS y GRUPO 
INMOBILIARIO, que presenta características de ilicitud 
en tanto que la persona que las personas físicas y 
morales que conforman a dichas personas morales, 
conformaron dicho grupo de empresas para obtener 
recursos de procedencia ilícita del patrimonio del 
INFONAVIT y posteriormente dispersarlos entre ellas y 
sus accionistas personas físicas y miembros del 
consejo de administración de una de ellas.

Los activos transfirieron los recursos que representaban 
el producto de su actividad ilícita, a cuentas bancarias 
que forman parte del sistema financiero nacional, 
pertenecientes a empresas de su misma creación, por 
un monto hasta el momento cuantificado en 
$3,609´324,253.93 (Tres mil seiscientos nueve millones 
trescientos veinticuatro mil doscientos cincuenta y tres 
pesos 93/100 M.N.).

Ahora bien, dada la complejidad de los hechos 
imputados, pues intervienen o participan diversas 
personas y que existen diversos instrumentos jurídicos 
firmados entre el INFONAVIT y TELRA que constituyen 
el antecedente directo de la terminación anticipada de 
los mismos y el pago ilícito que se distrajo del 
patrimonio del INFONAVIT consistente en la 
indemnización de daños y prejuicios que se ha referido, 
para una mejor comprensión de los hechos con 
apariencia de delito que se les imputan a los sujetos 
activos, le haré de su conocimiento los siguientes 
antecedentes que sirven para contextualizar y dejar 
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perfectamente claros los hechos que en la presente 
solicitud de orden de aprehensión se les imputan a los 
señores RAFAEL ZAGA TAWIL, TEÓFILO ZAGA 
TAWIL y ELÍAS ZAGA HANONO.”

ANTECEDENTES RELEVANTES

1.- El Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda 
para los Trabajadores (INFONAVIT), es un organismo 
de Servicio Social con personalidad jurídica y 
patrimonio propio, creado y regido por la Ley del 
Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los 
Trabajadores y tiene como objeto fundamental (¡) 
administrar los recursos del "Fondo Nacional de la 
Vivienda" y (ii) operar un sistema de financiamiento que 
permita a los trabajadores derechohabientes obtener 
crédito barato y suficiente para la adquisición de 
viviendas cómodas e higiénicas. El INFONAVIT además 
de su Ley, se rige por el Estatuto Orgánico del Instituto 
del Fondo Nacional de la Vivienda para los 
Trabajadores, las Reglas de Operación del Consejo de 
Administración del Instituto del Fondo Nacional de la 
Vivienda para los Trabajadores, las Políticas Aplicables 
a las Adquisiciones y Arrendamientos de Bienes y 
Contratación de Servicios del INFONAVIT y está 
contemplado como una entidad Paraestatal, en 
términos de lo dispuesto en el artículo 5° de la Ley 
Federal de las Entidades Paraestatales, para su debida 
funcionalidad. Sus funcionarios, con el carácter de 
servidores públicos que tienen, están sujetos a las 
disposiciones de la Ley General de Responsabilidades 
Administrativas. 

2.- El 07 de mayo de 2014, se constituyó la empresa 
“TELRA  REALTY, SOCIEDAD ANÓNIMA 
PROMOTORA DE INVERSIÓN DE CAPITAL 
VARIABLE”, como una sociedad mercantil, con un 
capital social de $100,000.00 (cien mil pesos moneda 
nacional), “representada por 100,000 (cien mil) acciones 
ordinarias nominativas, con valor de un peso cada una; 
conformada por los siguientes accionistas: la empresa 
ZATYS, S.A. DE C.V., representada por RAFAEL 
ZAGA TAWIL, con 99,999 acciones, con un valor de 
noventa y nueve mil novecientos noventa y nueve 
pesos moneda nacional y ZATYS con 1 (acción), con un 
valor de un peso moneda nacional”. El régimen de 
administración de la empresa “TELRA REALTY, S.A.P.I. 
de C.V”, se conforma de la siguiente manera: 
Presidente: RAFAEL ZAGA TAWIL; Secretario: 
TEÓFILO ZAGA TAWIL; Comisario de la Sociedad: 
FRANCISCO SÁNCHEZ REYES y EDUARDO ORTIZ 
CAMORLINGA en calidad de Apoderado Legal.

A continuación, se exponen la serie de instrumentos 
jurídicos que el INFONAVIT celebró con TELRA a partir 
del año 2014, mismos que constituyen el origen de la 
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relación comercial entre esas partes y los cuales son el 
antecedente del hecho penalmente relevante que en 
este momento se les imputa.

3.-El 09 de mayo de 2014, los señores RAFAEL y 
TEÓFILO, ambos, de apellidos ZAGA TAWIL, 
celebraron un contrato de Transacción con la empresa 
“TELRA REALTY S.A.P.I. de C.V.”, representada por 
EDUARDO ORTIZ CAMORLINGA Apoderado Legal. 
Las partes celebraron el contrato sujeto a condición 
suspensiva como medio para conjuntar los recursos, 
conocimientos y experiencias necesarios para que la 
empresa “TELRA REALTY, S.A.P.I. de C.V.”, diseñe y 
desarrolle la Plataforma Informática que resulta 
indispensable para promover y contratar con el 
INFONAVIT la implementación, puesta en marcha, 
operación, mantenimiento, administración y explotación 
de los Programas Inmobiliarios y el capital Intelectual 
creado por los Autores. En el referido contrato, los 
Autores se obligan a transferir a “TELRA REALTY, 
S.A.P.I. de C.V.”, la propiedad y titularidad de los 
derechos de creación y patrimoniales sobre el Capital 
Intelectual con todo lo que de hecho y por derecho les 
corresponde, incluyendo, sin limitar, los Programas 
Inmobiliarios y sus componentes.

4.- El 09 de junio de 2014, el Instituto del Fondo 
Nacional de la Vivienda para los Trabajadores 
(INFONAVIT), a través de su Representante Legal 
JOSÉ OCTAVIO TINAJERO ZENIL, suscribió un 
Convenio de Colaboración con la empresa “TELRA 
REALTY, S.A.P.I. de C.V.”, representada por RAFAEL 
ZAGA TAWIL, a través de una Adjudicación Directa. El 
objeto de este Convenio fue establecer las bases de 
colaboración y coordinación entre las partes para: (i) la 
creación, desarrollo e impulso de programas mediante 
los cuales se reparen, remodelen, readapten y mejoren 
las condiciones de las viviendas abandonadas para ser 
ocupadas por acreditados y derechohabientes del 
Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los 
Trabajadores (INFONAVIT); y (ii) la creación, desarrollo 
e impulso de programas de comercialización y 
promoción para el arrendamiento de las viviendas entre 
los Acreditados y derechohabientes de “el Instituto del 
Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores”, 
con opción a compra y/o el intercambio de las viviendas 
entre éstos a través de fideicomisos. 

5.- Derivado de lo anterior, el 02 de marzo de 2015, el 
Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los 
Trabajadores (INFONAVIT), a través de su 
Representante Legal, JOSÉ OCTAVIO TINAJERO 
ZENIL, suscribió con la empresa “TELRA  REALTY, 
S.A.P.I. de C.V.”, representada por el señor Rafael 
Zaga Tawil, en su carácter de Apoderado Legal, el 
Contrato de Licencia de Marcas, en el que se estableció 
que el INFONAVIT otorga a la empresa “TELRA  

G
uillerm

o G
onzález T

orres
70.6a.66.20.63.6a.66.00.00.00.00.00.00.00.00.00.00.00.dd.6c
30/01/23 13:47:31



Juicio de Amparo 146/2021-III.
75

REALTY, S.A.P.I. DE C.V.”, una licencia para uso y 
explotación de las marcas identificadas en el propio 
Contrato de Licencia y exclusividad como “NUEVA 
MARCA” o en su conjunto “NUEVAS MARCAS”. 

6.- El 28 de abril de 2015, el INFONAVIT, a través de 
su Representante Legal LUIS RODOLFO ARGÜELLES 
RABELL, suscribió el Contrato de Prestación de 
Servicios de Promotor, con la empresa “TELRA 
REALTY, S.A.P.I. de C.V.”, representada por el señor 
Rafael Zaga Tawil, en su carácter de Apoderado Legal, 
con el objeto de establecer las obligaciones y derechos 
que mutua y recíprocamente asumen las partes para 
que la referida empresa proporcione al INFONAVIT los 
servicios de Promotor. La cláusula tercera del contrato 
mencionado establece: “EL DISEÑO, CREACIÓN Y 
DESARROLLO DE LA PLATAFORMA DE 
INFORMÁTICA”. 3.01. Desarrollo de la Plataforma. “El 
Promotor con Recursos Propios se obliga a diseñar, 
crear y desarrollar la Plataforma Informática en un plazo 
de nueve meses.  3.02. Pruebas de la Plataforma. Al 
terminar el Periodo de Desarrollo el Promotor iniciara el 
periodo de Prueba y 3.03. Uso de la Plataforma. A 
través de la página Web, los CESI’s y el Infonatel del 
Infonavit”. En la cláusula Séptima se señala el objeto 
del programa movilidad en los siguientes términos: “El 
Programa Movilidad tiene por objeto promover, facilitar 
y hacer factible la movilidad Hipotecaria de los 
Acreditados mediante el intercambio, compra, venta o 
renta con opción a compra de su vivienda entre los 
Usuarios de la Plataforma”.

7.- El 29 de junio de 2015, el Instituto del Fondo 
Nacional de la Vivienda para los Trabajadores 
(INFONAVIT), representado por LUIS RODOLFO 
ARGÜELLES RABELL en calidad de Representante 
Legal, suscribió el Contrato de Prestación de Servicios 
(el “Contrato de Movilidad”), con la empresa “TELRA 
REALTY, S.A.P.I, de C.V.”, representada por su 
Apoderado Legal, Rafael Zaga Tawil. El objeto 
primordial de este Contrato consiste en establecer las 
obligaciones y derechos que mutua y recíprocamente 
asumen las partes para que el Promotor proporcione al 
INFONAVIT los servicios del Promotor. En la cláusula 
quinta, se establece que el Promotor cobrará una 
comisión del 10% del valor de la vivienda operada en 
dicho sistema, durante el periodo de exclusividad de 5 
años. Derivado de la operación del Programa de 
Movilidad Hipotecaria (PMH), se compromete a realizar 
al menos 100,000 (cien mil) operaciones de movilidad 
con la calendarización establecida en el Anexo A, la 
cual es la siguiente:

1. Primer año 100 operaciones.
2. Segundo año 500 operaciones.
3. Tercer año 4,400 operaciones.
4. Cuarto año 15,000 operaciones.
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5. Quinto año 80,000 operaciones.

08.- El 06 de noviembre de 2015, el Instituto del Fondo 
Nacional de la Vivienda para los Trabajadores 
(INFONAVIT), representado por LUIS RODOLFO 
ARGÜELLES RABELL en calidad de Representante 
Legal, suscribió el Contrato de Prestación de Servicios 
(el “Contrato de Movilidad”), con la empresa “TELRA  
REALTY, S.A.P.I, de C.V.”, representada por su 
Apoderado Legal, Rafael Zaga Tawil, con el objeto de 
que la empresa “TELRA  REALTY, S.A.P.I, de C.V.” en 
su calidad de Promotor, prestará al INFONAVIT los 
servicios necesarios y convenientes para: (i) el 
desarrollo, implementación, operación y administración 
del Programa Movilidad Hipotecaria (PMH); (ii) el 
diseño, creación, desarrollo, implementación, operación 
y administración de una plataforma informática. Las 
características de los servicios se describen en los 
documentos denominados convencionalmente: 
“ESPECIFICACIONES TÉCNICAS” y “PROPUESTA 
TÉCNICA-ECONÓMICA”. El Programa de Movilidad 
tiene por objeto promover, facilitar y hacer factible la 
movilidad hipotecaria de los Acreditados mediante el 
intercambio, compra, venta, o renta con opción a 
compra de su vivienda entre los Usuarios de la 
Plataforma.

09.- El 24 de febrero de 2016, el Instituto del Fondo 
Nacional de la Vivienda para los Trabajadores 
(INFONAVIT), representado por JUAN CRISTOBAL GIL 
RAMÍREZ, Subdirector General de Administración de 
Cartera, suscribió el Contrato de Prestación de 
Servicios Profesionales (el “Contrato REA”), con la 
empresa “TELRA REALTY, S.A.P.I. de C.V.”, 
representada por su Apoderado Legal Rafael Zaga 
Tawil. Su objeto fue la contratación de “EL 
PROMOTOR” para que brindara los servicios 
profesionales para el desarrollo, implementación, 
operación y administración del “Programa Piloto de 
Regularización de Cartera del Régimen Especial de 
Amortización (REA) vía Fideicomiso. Asimismo, en la 
cláusula tercera del citado contrato se estableció el 
monto y forma de pago de la siguiente forma: Obtención 
de ingresos por servicio profesional para el desarrollo 
del “Programa Piloto de Regularización de Cartera del 
Régimen Especial de Amortización (REA) vía 
Fideicomiso”, con una vigencia de 60 meses y 30,000 
cuentas, con los siguientes ingresos: Primera Carta de 
Asignación por un monto de $16,240,000 (dieciséis 
millones doscientos cuarenta mil pesos 00/100 M.N.) y 
hasta 1,000 créditos. Por cada vivienda aportada al 
fideicomiso REA de un acreditado referenciado por el 
INFONAVIT, como parte del proceso de cobranza la 
cantidad de $5,000 (cinco mil pesos 00/100 M.N.) más 
IVA. Por cada vivienda aportada al fideicomiso REA de 
un acreditado referenciado por “TELRA  REALTY, 
S.A.P.I. de C.V.”, como parte de la promoción del 
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programa la cantidad de $10,000 (diez mil pesos 00/100 
M.N.) más IVA. Por cada acreditado solucionado 
conforme al esquema REA a ROA la cantidad de 
$45,000 (cuarenta y cinco mil pesos 00/100 moneda 
nacional) más IVA. Por cada vivienda recuperada y 
entregada al INFONAVIT el pago de los Créditos 
Reestructurados la cantidad de $45,000 (cuarenta y 
cinco mil pesos 00/100 moneda nacional) más IVA.

Es importante señalar a su Señoría, que los 
antecedentes anteriores describen los contratos que se 
celebraron entre el INFONAVIT y TELRA, mismos que 
constituyen el origen de la relación comercial entre esas 
partes y que forman en su conjunto los antecedentes de 
los hechos que se imputan a los señores y los señores 
RAFAEL y TEÓFILO, ambos de apellidos ZAGA 
TAWIL y al señor ELIAS ZAGA HANONO.

10.- En el año 2017, la administración del Instituto del 
Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores 
estaba conformada por OMAR CEDILLO 
VILLAVICENCIO (Titular de la Secretaría General y 
Jurídica), ELIAS SAAD GANEM (Titular de la 
Subdirección General de Crédito), ALEJANDRO COSIÓ 
SEIFER (Titular de la Subdirección General de Cartera), 
RUBÉN ALBERTO BRAVO PIÑAN, (Titular de la 
Subdirección General de Tecnologías de la 
Información), ARTURO NÚÑEZ SERRANO 
(Coordinador de Asesores), HUGO RUBÉN PÉREZ 
RAMÍREZ (Titular de la Subdirección General de 
Administración y Recursos Humanos), JOSÉ MANUEL 
III PELAYO CÁRDENAS (Titular de la Coordinación 
General de Riesgos), ALEJANDRO GABRIEL CERDA 
ERDMANN (Titular de la Coordinación General Jurídica) 
y MARÍA DE LA LUZ RUÍZ MARISCAL (Titular de la 
Contraloría General).  

11.- El 17 de abril de 2017, el despacho PEÑA 
BRISEÑO-PEÑA BARBA-PALOMINO, emitió Opinión 
Jurídica al INFONAVIT, respecto de la terminación del 
convenio de colaboración de fecha 09 de junio de 2014, 
de los contratos celebrados con fecha 28 de abril de 
2015, 06 de noviembre de 2015 y 24 de febrero de 
2016, entre “TELRA REALTY, S.A.P.I. DE C.V.” y el 
INFONAVIT, en la cual en un apartado textualmente 
señalan: “TELRA REALTY, S.A.P.I. DE C.V., tendrá la 
carga probatoria de lo siguiente:

• La competencia del tribunal.
• La vía elegida.
• La legalidad de los contratos.
• El cumplimiento de las condiciones a las que se 
sujetaron los contratos.
• El cumplimiento de sus obligaciones.
• La existencia de daños y los perjuicios.
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• La cuantificación de daños y perjuicios, lo cual no 
puede ser conceptual ya que debe acreditarlo en forma 
fehaciente.”

V.- Conclusión.
1).- De conformidad con un análisis jurídico objetivo 
es improbable que los tribunales validen los 
contratos firmados con TELRA  y obliguen al 
INFONAVIT a cumplirlos, sin embargo, judicialmente 
siempre existe una posibilidad de cuando menos el 40% 
(cuarenta por ciento) de que algún tribunal condene al 
INFONAVIT al cumplimiento de las prestaciones 
reclamadas y, dentro de ellas, a resarcir a TELRA  por 
los posibles daños y perjuicios en el caso de que se 
acreditaran que se le ocasionó por la terminación de los 
contratos, así como de los gastos que realizó en la 
creación de la plataforma informática, las cuales según 
los contratos son propiedad de TELRA .
2).- En caso de que existan daños y perjuicios, el 
Instituto contará con la seguridad judicial que le otorga 
el que dichos reclamos deberán ser sancionados por la 
autoridad judicial y soportados con pruebas 
indubitables.
3).- La terminación de los contratos es un deber para el 
Instituto en cumplimiento con los fines y apego a las 
normas que lo rigen…”

12.- El 24 de mayo de 2017, DAVID PENCHYNA 
GRUB, quien desempeñaba el cargo de Director 
General del Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda 
para los Trabajadores, rindió su informe mensual al 
Consejo de Administración, mediante la cual les hizo de 
su conocimiento, básicamente que: 

12.1. Con el apoyo en diversos expertos (la opinión 
jurídica recién señalada en el punto inmediato anterior) 
y en vista de diversas solicitudes realizadas por TELRA 
para urgir la implementación y ejecución de dichos 
convenios y contratos (los que ya hemos referido su 
Señoría), se analizaron los efectos legales y financieros 
que tendrían para el Instituto su ejecución. 
12.2. Que no era conveniente ejecutar los convenios y 
contratos referidos.
12.3. Que se resolvió la terminación de los contratos y 
convenios pues su ejecución resultaba inviable jurídica 
y financieramente.  

Es decir, presentó el Informe relacionado con el 
Programa de Movilidad Hipotecaria en atención a los 
escritos y requerimientos de la empresa “TELRA 
REALTY, S.A.P.I. de C.V.”, y la problemática que 
existía, por lo que el Consejo de Administración se dio 
por enterado del informe sobre la presentación de 
escritos y requerimientos de TELRA. Asimismo, aprobó 
las acciones jurídicas que habría de llevar a cabo la 
Administración del Instituto para resolver la 
problemática contractual del Programa Movilidad 
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Hipotecaria con dicha empresa, en los términos de las 
consideraciones y recomendaciones planteadas en el 
informe presentado, el cual incluye acciones precisas, 
orientadas en defensa de los intereses del Instituto, sus 
acreditados y derechohabientes.

13.- El 1 de junio de 2017, mediante oficio signado por 
Omar Cedillo Villavicencio, en su calidad de Secretario 
General y Jurídico del Instituto del Fondo Nacional de la 
Vivienda para los Trabajadores, dirigido a la empresa 
“TELRA  REALTY, S.A.P.I. DE C.V.”, con atención a 
Rafael Zaga Tawil, le informó que en respuesta a su 
atenta misiva de fecha 7 de noviembre del 2016, el H. 
Consejo de Administración del Instituto, en su sesión de 
fecha 31 de mayo de 2017, resolvió adoptar las 
siguientes decisiones en relación a los siguientes 
instrumentos jurídicos firmados, que se relacionan a 
continuación: 

“…El 09 de junio de 2014, el Instituto del Fondo 
Nacional de la Vivienda para los Trabajadores 
(INFONAVIT) y la empresa “TELRA REALTY, S.A.P.I. 
DE C.V.”, celebraron un Convenio de Colaboración. El 2 
de marzo de 2015, el Instituto del Fondo Nacional de la 
Vivienda para los Trabajadores (INFONAVIT) y la 
empresa “TELRA REALTY, S.A.P.I. de C.V.”, 
celebraron el Contrato de Licencia de Marcas. El 6 de 
noviembre de 2015, el Instituto del Fondo Nacional de la 
Vivienda para los Trabajadores y la empresa “TELRA 
REALTY, S.A.P.I. de C.V.”, celebraron el Contrato de 
Prestación de Servicios. El 24 de febrero de 2016, el 
Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los 
Trabajadores y la empresa “TELRA REALTY, S.A.P.I. 
de C.V.”, celebraron el Contrato de Servicios 
Profesionales. 
Tomando en consideración los antecedentes antes 
precisados y derivado de un análisis exhaustivo que 
hizo la Administración sobre el tema, en el cual ha 
determinado que es inviable jurídica y financieramente 
la ejecución de dichos contratos y convenios en la 
forma y términos en que fueron firmados, se les informa 
que el H. Consejo de Administración del Instituto, en su 
sesión ordinaria de fecha 31 de mayo de 2017, tuvo 
conocimiento del resultado de dicho análisis y aprobó 
las acciones que le fueron propuestas para solucionar 
esta problemática, dentro de las cuales se incluye dar 
por terminado dichos contratos y convenios. En este 
sentido, se les invita a que, en una mesa de 
negociación con la Administración del Instituto, se 
formulen nuevas ideas y propuestas que permitan 
suscribir unos nuevos instrumentos jurídicos que 
regulen adecuadamente la relación comercial entre 
TELRA y el Instituto, mismos que deberán de ajustarse 
al Programa de Movilidad Hipotecaria autorizado por el 
H. Consejo de Administración del Instituto y que, en su 
caso, no violenten disposiciones Constitucionales y 
legales como la Administración consideró que 
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posiblemente ocurría con los contratos y convenios 
suscritos anteriormente y que hoy se dan por 
terminados…” 

Ahora bien, a partir de los siguientes puntos se le hace 
de su conocimiento lo que aconteció en el recurso de 
mediación que fue propuesto por las partes. Las 
audiencias que se generaron dentro de dicho recurso 
forman parte de la serie de actos preparatorios para 
cometer el hecho penalmente relevante que se imputa a 
los investigados, pues derivado de dicho procedimiento 
interno, se obtuvo ilícitamente una autorización de 
contenido económico por $5,088´000,000.00 (cinco mil 
ochenta y ocho millones de pesos 00/100 M.N.) que 
lesionó el patrimonio del INFONAVIT en beneficio de 
TELRA y sus socios.

14.- El 16 de junio de 2017, inició el Recurso de 
Mediación con la participación en representación del 
INFONAVIT de OMAR CEDILLO VILLAVICENCIO 
(Titular de la Secretaría General y Jurídica), ELÍAS 
SAAD GANEM (Titular de la Subdirección General de 
Crédito),ALEJANDRO COSIÓ SEIFER (Titular de la 
Subdirección General de Cartera), RUBÉN ALBERTO 
BRAVO PIÑAN  (Titular de la Subdirección General de 
Tecnologías de la Información), HUGO RUBÉN PÉREZ 
RAMÍREZ, (Titular de la Subdirección General de 
Administración y Recursos Humanos), JOSÉ MANUEL 
III PELAYO CÁRDENAS (Titular de la Coordinación 
General de Riesgos), y ALEJANDRO GABRIEL CERDA 
ERDMANN (Titular de la Coordinación General 
Jurídica), quienes se identificaron como el “GRUPO DE 
MEDIACIÓN DEL INFONAVIT” y; MARÍA DE LA LUZ 
RUIZ MARISCAL (Titular de la Contraloría General, en 
su carácter de Coordinadora del Recursos de 
Mediación) y; por otra parte, compareció en 
representación de TELRA , EDUARDO ORTIZ 
CAMORLINGA. 

El mediador MARCO ANTONIO DE HARO ROSALES, 
al concederle el uso de la palabra otorgada al licenciado 
Eduardo Ortiz Camorlinga, en su carácter de 
Representante Legal de la empresa TELRA manifestó: 
“que no puede en forma unilateral dar por terminados 
los Contratos y Convenios celebrados entre las partes y 
que permitiera se continuara con la ejecución de los 
mismos, considerando que su representada siempre 
había cumplido en tiempo y forma con las obligaciones 
a su cargo estipuladas”.

En uso de la voz, el licenciado Alejandro Gabriel Cerda 
Erdmann (Titular de la Coordinación General Jurídica), 
manifestó: “…que conforme al dictamen emitido por el 
despacho de abogados externos, el INFONAVIT 
considera inviable continuar con la operación de los 
Convenios y Contratos en los términos y condiciones en 
los cuales fueron suscritos con “TELRA  REALTY, 
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S.A.P.I de C.V.”, por considerar que violan la 
normatividad y la legislación aplicable al INFONAVIT, 
además que posiblemente atentan en contra de la 
economía de los derechohabientes, las Marcas 
propiedad del Instituto y en general del propio Fondo 
Nacional de la Vivienda para los Trabajadores, en 
cumplimiento a la resolución emitida por el Consejo de 
Administración del INFONAVIT RCA- 5933-5/17, 
adoptada en sesión ordinaria 794, celebrada el 31 de 
mayo de 2017.

 15.- El 23 de junio de 2017, se continuó con la 
audiencia de mediación. En el desarrollo de la sesión, el 
mediador le concedió el uso de la palabra a Eduardo 
Ortiz Camorlinga, en su carácter de Representante 
Legal de TELRA , quien señaló que hacía entrega al 
“Grupo de Mediación de Controversias del INFONAVIT”, 
del Reporte de Rango de Valor de Mercado de los 
Programas de Movilidad Hipotecaria y de 
Regularización de Cartera que conforman la solución 
integral propuesta por TELRA  emitido por la firma 
contable “DELOITTE” en el mes de abril de 2017, para 
su revisión y análisis, considerándolo como un elemento 
para que el “INFONAVIT”, reconsidere su propuesta y 
resuelva dejar sin efecto la terminación de los contratos 
y convenios suscritos para la puesta en marcha del 
Programa de Movilidad Hipotecaria.

En uso de la voz, el licenciado José Manuel III Pelayo 
Cárdenas del “Grupo de Mediación de Controversias 
del INFONAVIT, expresó que el Instituto consideró 
oportuno solicitar un término de 10 días, para proceder 
a la revisión del estudio emitido por la firma 
“DELOITTE” y estar en aptitud de emitir la opinión que 
en derecho convenga al “INFONAVIT”. Señaló que el 
Instituto le deseaba proponer a TELRA  con el ánimo de 
continuar con su relación comercial, la posibilidad de 
desistirse de la terminación de los Convenios y 
Contratos siempre y cuando se firmaran los convenios 
modificatorios con el objeto de ajustarlos a la 
normatividad Institucional, eliminando, entre otros, la 
exclusividad concedida de 5 años, el uso de las marcas 
sin autorización del INFONAVIT, la comisión tan alta 
establecida, así como cualquier otra cláusula que limite 
la operación directa de los Programas de Movilidad 
Hipotecaria por parte del Instituto. 

En uso de la palabra, el licenciado Eduardo Ortiz 
Camorlinga, en su carácter de Representante Legal de 
TELRA , manifestó que dicha propuesta era inaceptable 
para su representada por que ya había incurrido con 
todos los gastos necesarios para la creación, diseño y 
desarrollo del Programa Movilidad, Programa REA y la 
Plataforma de Informática.

Es importante señalar que este documento, elaborado 
de manera unilateral por TELRA , es decir, el Reporte 
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de Rango de Valor de Mercado de los Programas de 
Movilidad Hipotecaria y de Regularización de Cartera 
que conforman la solución integral propuesta por 
TELRA  emitido por la firma contable “DELOITTE”, 
como más adelante se expondrá, se basa en falacias 
legales y financieras y se realizó con la única finalidad 
de que TELRA  tuviera un sustento probatorio-fáctico, 
para poder obtener recursos del patrimonio del 
INFONAVIT que no le correspondían bajo el concepto 
de daños y perjuicios por terminación anticipada. 

16.- Con fecha 30 de junio de 2017, se realizó el 
Reporte de Valuación de Daños y Perjuicios elaborado 
por Alfredo Trujillo Betanzos, habilitado como Corredor 
Público número 65 de la plaza del Distrito Federal, 
quien concluyó que “los valores de los daños y 
perjuicios presumiblemente ocasionados a la empresa 
denominada “TELRA  REALTY, S.A.P.I. DE C.V.”, por la 
terminación anticipada y unilateral con el INFONAVIT, 
determinó que el valor de los Daños: $3,856’522,530.00 
(tres mil ochocientos cincuenta y seis millones 
quinientos veintidós mil quinientos treinta pesos 00/100 
moneda nacional) y el valor de los Perjuicios: 
$11,838’998,195.00 (once mil ochocientos treinta y 
ocho millones novecientos noventa y ocho mil ciento 
noventa y cinco pesos 00/100, moneda nacional)”. 

Es importante señalar que dicho reporte de valuación 
fue realizado unilateralmente por TELRA y, como más 
adelante se expondrá, también se basa en falacias 
legales, valuatorias y financieras y se realizó con la 
única finalidad de que TELRA tuviera un supuesto 
sustento probatorio-fáctico, para poder obtener recursos 
del patrimonio del INFONAVIT que no le correspondían 
bajo el concepto de daños y perjuicios por terminación 
anticipada. 

17.- El 07 de julio de 2017, se continuó con la 
audiencia de mediación, entre TELRA, representada por 
el licenciado Eduardo Ortiz Camorlinga, y el Grupo de 
Mediación de Controversias del INFONAVIT. En esa 
oportunidad, el mediador, le concedió el uso de la 
palabra al licenciado José Manuel III Pelayo Cárdenas 
del “Grupo de Mediación”, quien expresó que después 
de analizar y revisar el estudio del reporte emitido por la 
empresa “DELOITTE” en abril de 2017, se había 
observado que la cifra que resultaba en el estudio que, 
si bien se podía considerar, también lo era que no 
necesariamente reflejaría el valor futuro del negocio, si 
variaba la realidad de la colocación de créditos, reiteró 
la propuesta del INFONAVIT consistente en mantener la 
terminación de los contratos y convenios suscritos y la 
de adquirir a un precio justo la propiedad intelectual de 
los Programas de Movilidad Hipotecaria y recuperación 
de créditos del Régimen Especial de Amortización 
(REA) y de la Plataforma de Informática para operarlos.
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En uso de la palabra, Eduardo Ortiz Camorlinga en su 
carácter de Representante Legal de la empresa TELRA, 
señaló que su representada no podía aceptar la 
terminación de los contratos de una forma simple y 
llana, si el INFONAVIT, no la indemnizaba por Daños y 
Perjuicios que le ocasionaba la pérdida de los contratos 
y convenios que se tenían celebrados. Indicó que su 
representada podría consentir la terminación de los 
contratos, si se le pagaba la indemnización 
correspondiente, entregando el reporte de valuación de 
los Daños y Perjuicios que sufriría TELRA  por la 
terminación de los convenios y contratos, emitido por el 
licenciado Alfredo Trujillo Betanzos, corredor Público 
número 65 de la Ciudad de México y Maestro en 
Valuación Inmobiliaria e Industrial, asistido por el 
Contador  Público Certificado, Benito Revah Meyohas, 
en el cual se establece, en resumen, que los Daños y 
Perjuicios sufridos por TELRA , con la terminación de 
los contratos era del orden de los quince mil 
setecientos millones de pesos. Por tal motivo, si el 
INFONAVIT, paga ese monto de indemnización, su 
representada podría consentir en la terminación de los 
contratos y convenios, otorgando un finiquito más 
amplio al INFONAVIT, renunciando a ejercer acciones 
legales en contra del INSTITUTO y sus funcionarios, así 
como estaría dispuesta a trasmitir la propiedad 
intelectual de los Programas de Movilidad Hipotecaria y 
REA y de la Plataforma Informática para su operación, 
incluyendo su implementación.

18.- El 28 de julio de 2017, se continuó con la 
audiencia de mediación. El mediador, le concedió el uso 
de la palabra al licenciado Alejandro Gabriel Cerda 
Erdman (Titular de la Coordinación General Jurídica del 
INFONAVIT), vocero de la sesión del Grupo de 
Mediación de Controversias del Instituto, quien expresó 
que, al haber conocido el reporte de valuación de los 
Daños y Perjuicios que sufriría TELRA  por la 
terminación de los Convenios y Contratos, emitido por 
el licenciado Alfredo Trujillo Betanzos, Corredor Público 
número 65 de la Ciudad de México y Maestro en 
Valuación Inmobiliaria e Industrial, asistido por el 
Contador  Público Certificado, Benito Revah Meyohas, 
el Grupo de Mediación del INFONAVIT, no podía 
aceptar pagar cantidad alguna por concepto de 
indemnización por Daños y Perjuicios que 
supuestamente se ocasionarían, si se daban por 
terminados los convenios y contratos, reiteró la 
propuesta del INFONAVIT en mantener la terminación 
de los contratos y convenios suscritos y la de adquirir, a 
un precio justo, la propiedad intelectual de los 
Programas de Movilidad Hipotecaria y recuperación de 
créditos del Régimen Especial de Amortización (REA) y 
de la plataforma de informática para operarlos.

El Sr. Eduardo Ortiz Camorlinga, en su carácter de 
Representante Legal de “TELRA ”, reiteró que su 
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representada solo aceptaría la terminación de los 
contratos, si se le pagaba la indemnización por 
Daños y Perjuicios, con el objeto de concluir 
satisfactoriamente con el proceso de mediación y 
evitar una controversia judicial que desgastaría a 
ambas partes, su representada estaba dispuesta a 
aceptar una indemnización de Siete Mil Millones de 
pesos, a cambio de otorgar el finiquito recíproco de 
esos convenios y contratos y a ceder los derechos 
de la Propiedad Intelectual de los Programas de 
Movilidad Hipotecaria y REA, así como de la 
Plataforma de Informática y su implementación en 
un precio de Ciento veinte millones de pesos. 

Es importante señalar a su Señoría, que como se 
aprecia de los últimos antecedentes del presente 
asunto, éstos se concentran en el recurso de mediación 
y en específico, el señor EDUARDO ORTIZ 
CARMOLINGA en la última sesión del referido recurso, 
manifestó que su representada aceptaría una 
indemnización de Siete mil millones de pesos; lo 
anterior, dolosamente con la intención de obtener 
ilícitamente recursos que sabía no correspondían a su 
representada respecto a la realidad del negocio en 
terminación que les fue notificado, pues las valuaciones 
de dicha terminación carecen de sustento financiero, 
contable y jurídico real.  

El licenciado Alejandro Gabriel Cerda Erdmann 
(Titular de la Coordinación General Jurídico), vocero del 
Grupo de Mediación del INFONAVIT, reiteró que era 
imposible e inadmisible para el Grupo de Mediación del 
INFONAVIT, aceptar el pago de una indemnización por 
Daños y Perjuicios y que el único órgano facultado para 
ello sería el Consejo de Administración del INFONAVIT, 
indicó que después de haber consultado con la 
Subdirección de Tecnologías de Información, el Instituto 
estaba dispuesto de aprobarlo el Consejo de 
Administración, en adquirir los derechos de la 
Propiedad Intelectual de los Programas de Movilidad 
Hipotecaria y REA, así como de la Plataforma de 
Informática y su implementación, en un precio máximo 
de Cien millones de pesos.

El Sr. Eduardo Ortiz Camorlinga, en su carácter de 
Representante Legal de “TELRA ”, manifestó que con el 
objeto de que ninguna de las partes tenga que sufrir las 
consecuencias y costos de los procesos judiciales, 
proponía como última alternativa para la solución del 
conflicto que, conforme a lo señalado por el GRUPO DE 
MEDIACIÓN DEL INFONAVIT, someter a consideración 
de los Consejos de Administración de ambas partes, 
para su aprobación la propuesta de pago de una 
indemnización por Daños y Perjuicios por un monto 
de Cuatro Mil Ochocientos Millones de Pesos, con 
los finiquitos recíprocos correspondientes, así como de 
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la plataforma de informática y su implementación, en un 
precio de Cien millones de pesos.

El licenciado Alejandro Gabriel Cerda Erdman (Titular 
de la Coordinación General Jurídica), vocero del 
GRUPO DE MEDIACIÓN DEL INFONAVIT, después de 
consultarlo con los integrantes del Grupo de Mediación 
comentó que, no obstante que era imposible e 
inadmisible para el GRUPO DE MEDIACIÓN DEL 
INFONAVIT que el Instituto acepte pagar una 
indemnización por Daños y Perjuicios, con el objeto de 
cumplir con lo mandatado por su Honorable Consejo de 
Administración, mediante Resolución adoptada en su 
sesión de fecha 31 de mayo de 2017, estarían 
dispuestos a someter a la consideración de su 
Honorable Consejo de Administración la última 
propuesta sugerida por el representante de TELRA  a 
efecto de que ese Órgano Colegiado determine de 
forma definitiva, si es de aceptarse o no dicha 
propuesta. En ese sentido, siguiendo lo dispuesto por 
los lineamientos que regulan el presente recurso de 
mediación, las partes podrían formular un proyecto de 
Contrato de Transacción que recoja dicha 
propuesta, siempre en el entendido que tendría que 
sujetarse, irreductible a la condición suspensiva 
consistente en que, a más tardar el día 30 de agosto 
de 2017, se obtenga del Consejo de Administración 
por unanimidad la autorización, aprobación y 
aceptación en todos sus términos y condiciones.

Es decir Señoría, sin que realmente existiera un 
sustento jurídico, valuatorio, financiero o fáctico real, 
para una operación en la que se pretende pagar, por un 
servicio que no fue prestado, casi 5 mil millones de 
pesos, tanto las personas que integraron el grupo de 
mediación como el representante de TELRA, 
concluyeron la misma y firmaron el acuerdo de 
transacción referido, con la intención de que a través de 
los miembros del consejo de administración del 
INFONAVIT, que claramente no participaron en ninguna 
audiencia del recurso, con la información y 
documentación que fue desahogada en las audiencias, 
se les presentara un escenario en el que se encontraba 
tergiversada la realidad, para que obtuvieran así los 
sujetos activos la autorización ilícita de contenido 
económico que se les imputa. 

Es de destacarse que de conformidad con la Ley 
General de Responsabilidades Administrativas, los 
servidores públicos del INFONAVIT tienen y en el 
momento de la comisión de los hechos imputados, 
tenían la obligación de sujetarse a los principios de 
austeridad, eficiencia, eficacia y economía, situación 
que en la especie no aconteció como se ha visto y se 
demostrará más adelante. 
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19.- Con fecha 22 de agosto de 2017, los señores 
OMAR CEDILLO VILLAVICENCIO y ALEJANDRO 
GABRIEL CERDA ERDMANN, en calidad de 
Apoderados Legales del INFONAVIT, suscribieron el 
Contrato de Transacción, a condición suspensiva con la 
empresa TELRA , en ese acto representada por 
RAFAEL ZAGA TAWIL, cuyo objeto fue que las partes 
acordaron que era su voluntad celebrar el Contrato de 
Transacción, sujeto a la condición suspensiva, con el 
objeto de establecer los términos y condiciones 
conforme a las cuales el INFONAVIT indemnizará a la 
empresa “TELRA  REALTY, S.A.P.I. DE C.V.”, por 
Daños y Perjuicios que sufre en su patrimonio por la 
pérdida de los contratos “TELRA  REALTY, S.A.P.I. DE 
C.V.”, así como para pactar los términos y condiciones 
por virtud de los cuales el INFONAVIT adquiere de 
TELRA  la titularidad y propiedad de los programas 
TELRA  y la Plataforma Informática  (en adelante, la 
“operación”). Con el fin de terminar las controversias 
presentes y/o conjurar y prevenir futuras, de acuerdo a 
lo que dispone el artículo 2944, del Código Civil 
Federal. La cláusula TERCERA del Contrato de 
Transacción corresponde a la Indemnización y 
Contraprestación de los Programas TELRA y de la 
Plataforma de Informática. Indemnización. Las partes 
consideran que de aprobarlo el H. Consejo de 
Administración del INFONAVIT, el monto justo y 
legítimo de la indemnización que el INFONAVIT está 
obligado a pagar a TELRA por los Daños y 
Perjuicios generados por la pérdida de los contratos 
TELRA, incluyendo la perdida de la exclusividad 
otorgada y los derechos derivados de los contratos 
de TELRA, es la cantidad de $ 4,800’000,000.00 
(cuatro mil ochocientos millones de pesos 00/100 
moneda nacional). Contraprestación. Asimismo las 
partes consideran que, de aprobarlo el H. Consejo de 
Administración del INFONAVIT, la contraprestación 
justa y legítima por la adquisición de la propiedad y 
titularidad de los programas TELRA  y de la Plataforma 
Informática y su implementación, que el INFONAVIT 
debe pagar a TELRA, es la cantidad de $ 
100’000,000.00 (cien millones de pesos 00/100 M.N.), 
más el correspondiente impuesto al valor agregado (en 
adelante, la “contraprestación”). CUARTA.- Forma de 
Pago. El INFONAVIT, sujeto al cumplimiento de la 
Condición  Suspensiva pagará a TELRA  la 
indemnización y la Contraprestación, conforme a lo 
siguiente: Indemnización por Daños, el pago de la 
cantidad de  $3,000’000,000,00 (tres mil millones de 
pesos 00/100 moneda nacional), las fechas de pago, los 
días 10 de los meses de octubre, noviembre y 
diciembre de 2017;  indemnización por Perjuicios por la 
cantidad total a pagar de $ 2,088’000,000.00 (dos mil 
ochenta y ocho millones de pesos 00/100 moneda 
nacional), con el monto de IVA incluido, la forma de 
pago en tres exhibiciones por montos iguales, los días 
15 de los meses de enero, febrero y marzo de 2018, por 
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la cantidad de $696’000,000.00 (seiscientos noventa y 
seis millones de pesos  00/100 moneda nacional) con el 
IVA incluido. Por el concepto de contraprestación se 
estableció la cantidad de $116’000,000.00 (ciento 
dieciséis millones de pesos 00/100 moneda nacional) 
con el IVA incluido. QUINTA.- Condiciones para el 
cierre de la Operación, el cierre de la Operación y firma 
de la Documentación Definitiva, sujetos a una condición 
suspensiva a que, a más tardar el día 30 de agosto de 
2017, se obtenga de los Consejos de Administración de 
las partes por unanimidad, la autorización, aprobación y 
aceptación en todos sus términos y condiciones del 
presente Contrato de Transacción haciéndolo suyo.

20.- Con fecha 23 de agosto de 2017, Federico García 
Villanueva, Gerente Sr de Investigación y Sanciones de 
la Contraloría General, remitió el Informe número 
CG/GIS/109/2017, al licenciado Alejandro Gabriel Cerda 
Erdmann Coordinador General Jurídico, en el cual 
advierte diversas inconsistencias de lo que el Consejo 
de Administración aprobó y lo que la administración del 
INFONAVIT suscribió en el Convenio de Colaboración 
de fecha 09 de junio de 2014, con la empresa “TELRA  
REALTY, S.A.P.I. de C.V.”, así como el Contrato de 
fecha 2 de marzo de 2015, 28 de abril de 2015, 06 de 
noviembre de 2015 y 24 de febrero de 2016, que se 
mencionan a continuación: 

“… Por lo que, como se ha referido, la única 
exclusividad de 5 años que se autorizó por parte del 
Consejo de Administración del Instituto al Promotor, fue 
para la operación de la Plataforma Informática y se 
considera que cualquier otra supuesta exclusividad por 
parte del Promotor, que se hubiere plasmado en los 
contratos en estudio, se estaría excediendo con lo 
autorizado por parte del Consejo de Administración del 
Instituto.
Conforme a lo dispuesto por los artículos 123, apartado 
A, fracción XII, de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, 1o., 2o., 3o. y 43, párrafo 
primero, de la Ley del Instituto del Fondo Nacional de la 
Vivienda para los Trabajadores, el citado organismo es 
un ente de servicio social con personalidad jurídica y 
patrimonio propio que tiene por objeto administrar los 
recursos del Fondo Nacional de la Vivienda y establecer 
y operar un sistema de financiamiento para que los 
trabajadores puedan obtener un crédito de vivienda, 
supuesto en el que el Instituto referido se encuentra en 
la relación jurídica como administrador del fondo, por lo 
que al tener el Instituto esta facultad por mandato 
Constitucional y por Ley, no puede ser delegada a 
ninguna otra persona o entidad,  y por lo mismo 
tampoco se tiene la necesidad de crear un fideicomiso u 
otro instrumento legal para poder logar los fines a los 
que está constitucional y legalmente facultado.
 Con relación a la exclusividad o al otorgamiento de 
derechos exclusivos a determinada persona, se estima 
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que este tipo de actos pudiera ser considerado como 
una práctica monopólica, ello con base en lo previsto 
por el artículo 28 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, en relación con los artículos 
54 y 56 de la Ley Federal de Competencia Económica. 
Para llevar a cabo el Programa de Movilidad Hipotecaria 
se establecieron los requisitos que tendría que cubrir la 
empresa encargada de su operación, para lo cual se 
consideró lo siguiente: Se autoriza a la Administración a 
contratar a un experto inmobiliario que será el 
Administrador del Programa, el cual deberá contar con 
amplio conocimiento de la normatividad y la operación 
del Instituto, experiencia desarrollando productos 
inmobiliarios, estructuras financieras y jurídicas a la 
medida y con un grupo de Ejecutivos expertos en 
desarrollar, administrar y promover todo tipo de 
inmuebles y que, adicionalmente, hayan desarrollado y 
operen un fideicomiso inmobiliario en México que se 
encuentre entre los primeros tres lugares en monto de 
activos.
(…)
 Se instruye a la Administración para que:
A). Contrate a un experto inmobiliario que será el 
Administrador del Programa el cual deberá contar con 
amplio conocimiento de la normatividad y la operación 
del Instituto, experiencia desarrollando productos 
inmobiliarios, estructuras financieras y jurídicas a la 
medida y con un grupo de ejecutivos expertos en 
desarrollar, administrar y promover todo tipo de 
inmuebles y que, adicionalmente, hayan desarrollado y 
operen un fideicomiso inmobiliario en México que se 
encuentre entre los primeros tres lugares en monto de 
activos.
Como puede observarse, no se cumple con lo 
autorizado por el H. Consejo de Administración del 
Instituto, toda vez que no se constató o al menos no 
existe evidencia documental que lo acredite, que la  
empresa contratada sea un experto  inmobiliario, que 
cuente con amplio conocimiento de la normatividad y la 
operación del Instituto, con experiencia desarrollando 
productos inmobiliarios, estructuras financieras y 
jurídicas a la medida y con un grupo de ejecutivos 
expertos en desarrollar, administrar y promover todo 
tipo de inmuebles y que adicionalmente hayan 
desarrollado y operen un fideicomiso inmobiliario en 
México que se encuentre entre los primeros tres lugares 
en monto de activos.
Aunado a ello, la contratación de la empresa “TELRA  
REALTY, S.A.P.I. de C.V.”, pretende sustentarse en 
derechos exclusivos que no se acredita que los tenga, 
fundamentándose en la Fracción II del artículo 10 de las 
Políticas Aplicables a las Adquisiciones y 
Arrendamientos de Bienes y Contratación de Servicios 
del INFONAVIT, que establece excepciones a los 
procedimientos de contratación, facultando al Instituto 
para contratar adquisiciones, arrendamientos y servicios 
mediante compras directas y en la Fracción II, se señala 
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que la excepción se da cuando el contrato sólo pueda 
celebrarse con un determinado Proveedor porque 
posee la titularidad de patentes, derechos de autor u 
otros derechos exclusivos.
En este contexto, para efectos de la autorización de una 
compra directa en un contrato celebrado en los términos 
señalados, es necesario que el particular acredite 
fehacientemente que posee la titularidad o licencia 
exclusiva de patentes, derechos de autor u otros 
derechos exclusivos, mediante la comprobación de su 
registro ante el Instituto Mexicano de la Propiedad 
Industrial, ya que razonar de otra manera implicaría 
aceptar que particulares pueden, por sí mismos, sin 
acreditar la exclusividad de un derecho de propiedad 
intelectual que les confiriera privilegio en el mercado, 
implementar los medios para obtener un contrato.
Por otro lado, en el diverso contrato número 
GSAJ/GC/CT/0149-2016 de fecha 24 de febrero de 
2016, se contrató mediante compra directa a la misma 
persona moral “TELRA  REALTY, S.A.P.I. de C.V.”, sin 
que se hubiere constatado o especificado a qué clase 
de servicios se refiere, ni cuál es la información de 
naturaleza confidencial que pudiera ser afectada o 
comprometida. […]
Asimismo, se celebró el contrato de prestación de 
servicios el 28 de abril de 2015, antes de que se 
emitiera el dictamen técnico, lo cual evidencia que no se 
acataron las instrucciones del Consejo de 
Administración, ya que existe evidencia de que el 
dictamen se emitió hasta el 15 de septiembre de 2015.
Lo anterior se hace de su conocimiento para el 
efecto de que esa Coordinación General a su cargo 
determine lo que en derecho corresponda y en caso 
de estimarlo procedente ejercite las acciones que 
estime pertinentes”.

Es importante destacar que si bien este reporte se 
refiere al análisis de la contratación ilegal que se llevó a 
cabo con la empresa TELRA, como se verá más 
adelante, este es el origen ilegal de las operaciones que 
a la postre concluyeron en el pago ilícito del 
INFONAVIT a TELRA por la terminación anticipada de 
dichos contratos que de origen, no cumplían con los 
requisitos legales para su contratación. 

21.- Con fecha 28 de agosto de 2017, el despacho 
WHITE & CASE, emitió opinión jurídica al INFONAVIT, 
respecto de los contratos celebrados entre la empresa 
“TELRA  REALTY, S.A.P.I. de C.V.”, y el INFONAVIT, 
en la cual en un apartado señalan textualmente lo 
siguiente:

“2.- Según consta en el Contrato de Transacción, una 
de las concesiones que el INFONAVIT haría a favor de 
TELRA, sería el pago de una cantidad en dinero 
derivada de la terminación anticipada de los contratos 
celebrados con dicho proveedor. El contrato de 
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Transacción señala expresamente, que dicho pago 
tiene por objeto ‘resarcir los Daños y Perjuicios 
generados’. Lo anterior tiene diversas implicaciones:
a) El INFONAVIT, reconoce que su conducta 
causó daños y perjuicios a TELRA y ese 
reconocimiento es una de las concesiones hechas 
por el INFONAVIT en el Contrato de Transacción.
b) Lo anterior, necesariamente implicaría la 
aceptación por el INFONAVIT de una conducta indebida 
que podría derivarse de: i) los términos conforme a los 
cuales se celebraron los contratos con TELRA ; o ii) la 
terminación anticipada de los contratos. En 
cualquier caso, dichas conductas afectarían 
negativamente el patrimonio del INFONAVIT y 
requerirían el deslinde de responsabilidades.
‘Conclusiones.   
El INFONAVIT deberá hacer un análisis de riesgos en 
temas operativos, financieros y de costos, para que, 
junto con el análisis legal contenido en este documento, 
se sustente: i) la celebración del Contrato de 
Transacción y los contratos relacionados; o ii) la 
suspensión de la celebración de dichos documentos 
hasta en tanto se hagan las investigaciones requeridas, 
la que incluso podría derivar en un proceso judicial con 
TELRA.”

Como se aprecia, un prestigiado y mundialmente 
reconocido despacho de abogados que cuenta con 40 
oficinas en 28 países del mundo, señaló que la 
terminación anticipada de los contratos en los términos 
que se resolvieron afectaría negativamente el 
patrimonio del INFONAVIT. 

22.- El 29 de agosto de 2017, el Corredor Público 
Número 38, CARLOS A. MATSUI SANTANA, con el 
carácter de perito valuador, emitió opinión respecto a: i) 
la información que contiene el modelo financiero con las 
proyecciones de colocación de crédito y cobro de 
comisiones por los próximos 5 años que se pueden 
alcanzar al amparo de los Programas de Movilidad 
Hipotecaria y REA y ii) la cuantificación de los daños y 
perjuicios incurridos por la empresa “TELRA  REALTY, 
S.A.P.I. de C.V.”, (en lo sucesivo TELRA ), con motivo 
de la terminación anticipada de contratos celebrados 
con el Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para 
los Trabajadores (en lo sucesivo el INFONAVIT).

“IX.- Conclusiones.
El importe de los perjuicios en que incurre(sic) “TELRA  
REALTY, S.A.P.I. de C.V.”, con motivo de la 
terminación anticipada de los contratos celebrados con 
el Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los 
Trabajadores, asciende a la cantidad de 
$5,137’207,956.00 M.N. (cinco mil ciento treinta y siete 
millones doscientos siete mil novecientos cincuenta y 
seis pesos 00/100 moneda nacional).
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El importe de los daños en que incurre(sic) “TELRA  
REALTY, S.A.P.I. de C.V.”, con motivo de la 
terminación anticipada de los contratos celebrados con 
el Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los 
Trabajadores, asciende a la cantidad de 
$2,536’859,491.00 M.N. (dos mil quinientos treinta y 
seis millones ochocientos cincuenta y nueve mil 
cuatrocientos noventa y un pesos 00/100 m.n.).”

El referido experto determinó su valuación, con base en 
información sesgada y sin sustento jurídico y financiero 
real, por lo que como se verá más adelante, dicho 
dictamen carece realmente de sustento y no debió de 
haber sido tomado en cuenta. 

23.- El 29 de agosto de 2017, el despacho contable 
conocido mundialmente como “DELOITTE”, emitió el 
“Reporte de la Estimación del Rango de Valor de 
Mercado de los Programas de Movilidad Hipotecaria y 
de regularización de cartera que conforman la solución 
integral al 31 de diciembre de 2016”, el cual contiene la 
siguiente información:

“Anexo 3: Limitaciones de Nuestra Colaboración 
Limitaciones del Alcance”.
Es importante destacar que toda la información en la 
que se basó el presente análisis, incluyendo la 
información proyectada, la determinación de los criterios 
y premisas sobre los que están basados, así como el 
detalle de la información  pertinente que pudiera afectar 
a la ejecución de dichos supuestos, es responsabilidad 
de la empresa TELRA  y/o el INFONAVIT. Nuestro 
trabajo estuvo basado en dicha información y premisas, 
las cuales no fueron objeto de una revisión por nuestra 
parte tendiente a expresar una opinión de las mismas, 
por lo que consideramos como cierta.
Asimismo, queremos destacar que, dado el carácter 
incierto que tiene cualquier información basada en 
expectativas futuras, normalmente se producirán 
diferencias entre los resultados proyectados y los 
reales, mismos que podrían ser significativos. Por todo 
esto, no podremos asumir responsabilidad alguna en 
cuanto a dichas diferencias, ni por la necesaria 
actualización de las proyecciones que habría de 
realizarse como consecuencia de aquellos hechos y 
circunstancias que se produzcan después de la 
finalización de este trabajo.
(…)
Como hemos mencionado anteriormente, los 
resultados y conclusiones presentados en este 
reporte, son únicamente referenciales, por lo que 
GYRU no asume ninguna responsabilidad sobre las 
decisiones que en su caso pudiera tomar la 
administración de TELRA  y/o el INFONAVIT con 
relación a los resultados y/o conclusiones. En este 
sentido, nuestro trabajo no implica, ni deberá 
entenderse como un compromiso y/o recomendación de 
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nuestra parte para que la Compañía o sus Accionistas 
lleven a cabo alguna transacción, búsqueda de 
financiamiento o cualquier otro tipo de operación bajo 
dichos valores o parámetros.”

Respecto a este antecedente, destacamos que una 
empresa también internacional como DELOITTE, arribó 
a una conclusión en la que ellos mismos destacaron 
que los resultados a los que llegaron solo fueron 
referenciales pues cuando la información esta basada 
en expectativas futuras, claramente se varían los 
rangos y las conclusiones. 

24.- El 30 de agosto de 2017, mediante resolución 
08/17 del Consejo de Administración del INFONAVIT, 
dicha instancia resolvió:

“…autorizar en todos sus términos y condiciones, 
haciéndolo suyo, el Contrato de Transacción Sujeto a 
Condición Suspensiva, celebrado el 22 de agosto de 
2017, entre el INFONAVIT y la empresa TELRA , con lo 
cual se tiene por cumplida la condición suspensiva a la 
que se sujetó, dando validez y vigencia a dicho 
contrato.
La presente aprobación se otorga con el objeto de 
evitar una controversia judicial, lo cual toma 
sustento en los dictámenes jurídicos realizados por 
los despachos externos, aunado a los antecedentes 
y manifestaciones de los participantes del Grupo de 
Mediación conformado por integrantes de la 
Administración y el apoderado legal de TELRA 
…atiende a los acuerdos tomados en la reunión del 
Grupo de Mediación de Controversias, a fin de dirimir 
las diferencias derivadas de los instrumentos jurídicos 
previamente celebrados. 
Se instruye a la administración para que, una vez 
aprobada el acta que contiene la presente resolución, 
en un máximo de treinta días hábiles confirme el 
cumplimiento de la condición suspensiva por parte del 
Consejo de Administración de la empresa TELRA …” 

Como vera su Señoría, el Consejo de Administración 
del Instituto aprobó el convenio de transacción firmado 
por TELRA  y el propio Instituto, pues se tomó como 
sustento, los dictámenes jurídicos realizados por 
los despachos externos, así como los antecedentes 
y manifestaciones de los participantes del Grupo de 
Mediación conformado por integrantes de la 
Administración y el apoderado legal de TELRA . 

25.- El 09 de octubre de 2017, ALEJANDRO CERDA 
ERDMANN, (Coordinador General Jurídico del 
INFONAVIT), mediante oficio número 
SGJ/CGJ/273/2017, dirigido a JORGE ALEJANDRO 
CHÁVEZ PRESA, Subdirector de Planeación y 
Finanzas, señaló dar cumplimiento a lo establecido en 
el Contrato de Transacción aprobado por el Consejo de 
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Administración mediante la resolución RCA-6025-
08/2017, adoptada el 30 de agosto de 2017, de la 
sesión ordinaria 797, respecto de los pagos y forma de 
los mismos, establecidas en las cláusulas tercera y 
cuarta del Contrato de Transacción de fecha 22 de 
agosto de 2017, que se tendrían que realizar a la 
empresa “TELRA  REALTY, S.A.P.I. de C.V.”.

26.- Para dar cumplimiento a uno de los acuerdos del 
Contrato de Transacción de fecha 22 de agosto de 
2017. El 10 de octubre de 2017, ALEJANDRO 
GABRIEL CERDA ERDMANN, en representación del 
Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los 
Trabajadores (cesionario), firmó el contrato de cesión 
de derechos con la empresa “TELRA REALTY, S.A.P.I. 
de C.V.”, (cedente), a través de su Representante Legal 
RAFAEL ZAGA TAWIL, estableciendo en el apartado de 
CLÁUSULA. Primera. CESIÓN DE DERECHOS: (a) La 
Cedente en este acto cede en favor del INFONAVIT y 
ésta última acepta a su satisfacción, la propiedad y 
titularidad de la Propiedad Intelectual de TELRA. (b) La 
cesión a que se refiere esta Cláusula se realiza sin 
reserva, ni limitación de dominio alguna y el Cesionario 
adquiere en esta misma fecha la titularidad de todos y 
cada uno de los derechos de la Propiedad Intelectual de 
TELRA. (c) En este acto la Cedente entrega al 
INFONAVIT, en su calidad de Cesionario, la 
documentación e información que se identifica en el 
Anexo “A” del presente Contrato como “Entregada a la 
Firma”, en el entendido que, el resto de la información 
descrita en el referido Anexo “A”, será entregada por 
TELRA  al INFONAVIT en el momento señalado en el 
multicitado Anexo. (d) A partir de esta fecha, el 
INFONAVIT en su calidad de Cesionario, expresamente 
reconoce y acepta la presente cesión de derechos, así 
como la titularidad sobre la Propiedad Intelectual de 
TELRA. (e) La presente cesión al INFONAVIT 
constituye una transmisión legal, válida y exigible en su 
favor y le otorga la única y legítima propiedad y 
titularidad sobre la Propiedad Intelectual de TELRA  de 
conformidad con la legislación aplicable. (f) Las Partes 
convienen que el INFONAVIT será el responsable de 
realizar todas las acciones que sean necesarias y/o 
convenientes para solicitar al Registro Público del 
Derecho de Autor la inscripción de la cesión de 
derechos objeto del presente Contrato. TELRA  
coadyuvará para tal fin con el INFONAVIT y firmará los 
documentos necesarios para cumplir con las 
formalidades legales para que el INFONAVIT sea 
reconocido por el Instituto Nacional del Derecho de 
Autor como el nuevo titular de los derechos de 
propiedad intelectual e industrial objeto de este 
Contrato. SEGUNDA. Declaraciones relativas a los 
derechos objeto de cesión: […] B. TELRA cede al 
INFONAVIT la Propiedad Intelectual de TELRA , que 
sirve para operar los Productos que se mencionan en el 
numeral anterior, libre de cualquier gravamen, garantía, 
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prenda u otra limitación. C. En términos de la Ley 
Federal del Derecho de Autor, TELRA es el titular de la 
obra “Programa de Movilidad Hipotecaria, “Programa de 
Regularización de Cartera REA” misma que se 
encuentra inscrita en el Registro Público del Derecho de 
Autor, misma que también se cede en favor del 
INFONAVIT mediante el presente Contrato como parte 
de la Propiedad Intelectual de TELRA.

27.- La empresa “TELRA REALTY, S.A.P.I DE C.V.”, 
recibió las siguientes transferencias bancarias por parte 
del INFONAVIT: con fecha 10 de octubre de 2017, dos 
transferencias cada una por un importe de 
$500’000,000.00 (quinientos millones de pesos 00/100 
moneda nacional); el 10 de noviembre de 2017, dos 
transferencias cada una por un importe de 
$500’000,000.00 (quinientos millones de pesos 00/100 
moneda nacional); el 11 de diciembre de 2017, dos 
transferencias cada una por un monto $500’000,000.00 
(quinientos millones de pesos 00/100 moneda nacional); 
el 15 de enero de 2018, una transferencia por un monto 
de $696’000,000.00 (seiscientos noventa y seis millones 
de pesos 00/100 moneda nacional); el 15 de febrero de 
2018, una transferencia por un monto de 
$696’000,000.00 (seiscientos noventa y seis millones de 
pesos 00/100 moneda nacional); y el 15 de marzo de 
2018, una última transferencia por un monto de 
$696’000,000.00 (seiscientos noventa y seis millones de 
pesos 00/100 moneda nacional), haciendo un total de 
$5,088’000,000.00 (cinco mil ochenta y ocho 
millones de pesos 00/100 moneda nacional).

FECHA INSTRUMENTO 
BANCARIO No. CLABE/ CUENTA ORIGEN BANCO NOMBRE ORDENANTE TOTAL

10/10/2017 TRANSFERENCIA 00687180001837673748  INFONAVIT 500,000,000.00 
10/10/2017 TRANSFERENCIA 00687180001837673748  INFONAVIT 500,000,000.00 
10/11/2017 TRANSFERENCIA 00687180001837673748  INFONAVIT 500,000,000.00 
10/11/2017 TRANSFERENCIA 00687180001837673748  INFONAVIT 500,000,000.00 
11/12/2017 TRANSFERENCIA 021180040328598454 HSBC INFONAVIT 500,000,000.00 
11/12/2017 TRANSFERENCIA 021180040328598454 HSBC INFONAVIT 500,000,000.00 
15/01/2018 TRANSFERENCIA 021180040328598454 HSBC INFONAVIT 696,000,000.00 
15/02/2018 TRANSFERENCIA 021180040328598454 HSBC INFONAVIT 696,000,000.00 
15/03/2018 TRANSFERENCIA 021180040328598454 HSBC INFONAVIT 696,000,000.00 

TOTAL    5,088,000,000.00 

28.- El 28 de septiembre de 2017, TELRA 
representada por EDUARDO ORTIZ CAMORLINGA y 
los señores RAFAEL y TEÓFILO, ambos de apellidos 
ZAGA TAWIL, como socios de dicha empresa, 
celebraron un contrato de transacción, mediante el cual 
suscribieron un acuerdo indemnizatorio por los 
supuestos daños patrimoniales y morales causados por 
el INFONAVIT por la terminación anticipada de los 
contratos que tenía celebrados con la empresa, fijando 
los mismos en $2,670´091,288.62 (Dos mil seiscientos 
setenta millones noventa y un mil doscientos ochenta y 
ocho de pesos 62/100 M.N.), de los cuales 
$2,430´091,288.62 (dos mil cuatrocientos treinta 
millones noventa y un mil doscientos ochenta y ocho 
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pesos 62/100 M.N.) fueron para RAFAEL ZAGA TAWIL 
y $240,000,000.00 (doscientos cuarenta millones de 
pesos 00/100 M.N.) para TEÓFILO ZAGA TAWIL.  

29.- Finalmente, una vez obtenidos los recursos por 
parte de TELRA, dicha empresa también realizó los 
siguientes depósitos a la diversa persona moral 
GRUPO INMOBILIARIO TELRA S.A.P.I. de C.V., de la 
que se es importante señalar que esta conformada por 
la persona moral ZATYS S.A. de C.V. y RAFAEL ZAGA 
TAWIL, destacando que la persona moral ZATYS S.A. 
de C.V. esta conformada por RAFAEL ZAGA TAWIL y 
ELIAS ZAGA HANONO, y dicha persona moral es a su 
vez accionista de TELRA:

REFERENCIAS DE LOS RETIROS 
AÑ
O

INSTRUMENT
O

No. CLABE/ 
CUENTA NOMBRE

No. 
OP IMPORTE

201
7

TRANSFERE
NCIA 196373569

GRUPO INMOBILIARIO TELRA 
SAPI DE CV 25

197,326,47
2.41

201
8 CHEQUES S/REF

GRUPO INMOBILIARIO TELRA 
SAPI DE CV 1

174,000,00
0.00

201
8

TRANSFERE
NCIA 196373569

GRUPO INMOBILIARIO TELRA 
SAPI DE CV 33

403,951,99
2.90

201
9

TRANSFERE
NCIA 196373569

GRUPO INMOBILIARIO TELRA 
SAPI DE CV 15

163,954,50
0.00

TOTAL RECURSOS ENVIADOS A GRUPO INMOBILIARIO TELRA SAPI 
DE CV 74

939,232,96
5.31

En ese sentido su Señoría, una vez explicados los 
antecedentes del presente asunto, los cuales detallan 
puntualmente la mecánica de la ilicitud respecto a la 
obtención de los recursos por parte del INFONAVIT, 
una vez obtenidos los recursos, se tiene indiciariamente 
demostrado, hasta esta etapa procesal que durante el 
referido periodo comisivo es decir cuando menos hasta 
este momento del 10 de octubre de 2017, momento en 
el que comienza TELRA recibir los montos obtenidos 
ilícitamente del patrimonio del INFONAVIT, hasta el 23 
de abril de 2018, fecha en la que se tiene detectada 
hasta el momento la última dispersión de recursos a la 
persona moral GRUPO INMOBILIARIO TELRA, los 
señores RAFAEL ZAGA TAWIL, TEÓFILO ZAGA 
TAWIL recibieron dentro de territorio nacional 
millonarias cantidades de dinero, las cuales tenían 
conocimiento que derivan de una actividad ilícita y que 
dichas personas, es decir, RAFAEL ZAGA TAWIL, 
TEÓFILO ZAGA TAWIL, en conjunto con ELÍAS ZAGA 
HANONO, se organizaron de hecho, teniendo el reparto 
de funciones y jerarquía dentro de la estructura con 
apariencia de legalidad como accionistas y 
representantes legales de la moral TELRA, ZATYS y 
GRUPO INMOBILIARIO TELRA y empresas 
relacionadas, para obtener recursos de manera ilícita 
del INFONAVIT para después dispersar los mismos 
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entre los propios accionistas, así como personas físicas 
y morales relacionadas con ellos. 

Lo anterior, permite concluir válidamente, que los 
referidos sujetos activos, aprovechando una distribución 
de funciones entre ellos a través de mandos jerárquicos 
propios de la organización para la cual prestaron o 
prestan sus servicios, así como una división de tareas, 
durante los años 2014 a 2018, realizaron conductas 
para obtener recursos del INFONAVIT de manera ilícita 
a través de un proceso de mediación por la terminación 
anticipada de diversos contratos celebrados entre 
TELRA y el Instituto, con el fin de que, una vez 
obtenidos los mismos por TELRA , los mismos fueran 
transferidos a diversas cuentas bancarias dentro del 
territorio nacional de los propios activos y empresas y 
personas relacionadas con ellos.”

“PROBABILIDAD DE QUE LOS IMPUTADOS LO COMETIERON 
O PARTICIPARON EN SU COMISIÓN.

Clasificación Jurídica Preliminar

Los hechos que se atribuyen a RAFAEL ZAGA TAWIL y 
TEÓFILO ZAGA TAWIL, actualizan el tipo penal de Operaciones 
con recursos de procedencia ilícita, previsto y sancionado en el 
artículo 400 Bis, Fracción I del Código Penal Federal (CPF): 

a. Hipótesis. Recibir y transferir recursos, dentro del 
territorio nacional, con conocimiento de que proceden o 
representan el producto de una actividad ilícita.

b. Autoría. Los hechos expuestos se atribuyen a título 
de autores a RAFAEL ZAGA TAWIL y TEÓFILO ZAGA 
TAWIL, en términos de la fracción II del artículo 13 del 
Código Penal Federal.

c. Grado de Ejecución y tipo de consumación. Acabado y, 
en cuanto a su consumación, como un delito continuado, de 
conformidad con el artículo 7 fracción III del Código Penal 
Federal.

d. Naturaleza. Acción dolosa, artículos 8 y 9 del Código Penal 
Federal.

e. Sanción. La prevista en el artículo 400 Bis del Código Penal 
Federal, en relación con la circunstancia modificativa de la 
responsabilidad, establecida en el numeral 64 párrafo 
tercero, del mismo ordenamiento (la pena se aumentará 
hasta una mitad, tratándose de delito continuado).

Así también los hechos que se atribuyen a RAFAEL ZAGA 
TAWIL, TEÓFILO ZAGA TAWIL, ELIAS ZAGA HANONO, OMAR 
CEDILLO VILLAVICENCIO y ALEJANDRO GABRIEL CERDA 
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ERDMANN, actualizan el tipo penal de Delincuencia Organizada, 
previsto en el artículo 2°, párrafo primero, fracción I de la Ley 
Federal Contra la Delincuencia Organizada, en la hipótesis de 
cuando tres o más personas se organicen de hecho para realizar, 
en forma reiterada, conductas que por sí o unidas a otras, tienen 
como fin o resultado cometer el delito de Operaciones con 
Recursos de Procedencia Ilícita y sancionado en el artículo 4 
fracción I, inciso a) -hipótesis de quien tenga funciones de 
administración, dirección o supervisión respecto de la delincuencia 
organizada- la cual se atribuye a RAFAEL ZAGA TAWIL y 4 
fracción I, inciso b) -quien no tenga las funciones anteriores- 
atribuida a TEÓFILO ZAGA TAWIL, ELIAS ZAGA HANONO, 
OMAR CEDILLO VILLAVICENCIO y ALEJANDRO GABRIEL 
CERDA ERDMANN. 

a. Hipótesis. Cuando tres o más personas se 
organicen de hecho para realizar, en forma reiterada, 
conductas que por sí o unidas a otras, tienen como fin o 
resultado cometer el delito de Operaciones con Recursos 
de Procedencia Ilícita.

b. Autoría. Los hechos expuestos se atribuyen a título de 
autores, en términos de la fracción II del artículo 13 del 
Código Penal Federal.

c. Grado de Ejecución y tipo de consumación. Acabado y, 
en cuanto a su consumación, como un delito continuado, de 
conformidad con el artículo 7 fracción III del Código Penal 
Federal.

d. Naturaleza. Acción dolosa, artículos 8 y 9 del Código Penal 
Federal.

e. Sanción. La prevista en el artículo 4 fracción I, inciso a) -
hipótesis de quien tenga funciones de administración, 
dirección o supervisión respecto de la delincuencia 
organizada- atribuida a RAFAEL ZAGA TAWIL, que se 
sanciona de 20 a 40 años de prisión y 4 fracción I, inciso b) -
quien no tenga las funciones anteriores- que se atribuye a 
TEÓFILO ZAGA TAWIL y ELIAS ZAGA HANONO, 
sancionada con pena de 10 a 20 años de prisión.  

A. DELINCUENCIA ORGANIZADA.

Ley Federal contra la Delincuencia Organizada, establece en sus 
numerales 2 y 4 lo siguiente:

“Artículo 2.- Cuando tres o más personas se organicen 
de hecho para realizar, en forma permanente o reiterada, 
conductas que por sí o unidas a otras, tienen como fin o 
resultado cometer alguno o algunos de los delitos 
siguientes, serán sancionadas por ese solo hecho, como 
miembros de la delincuencia organizada:

I. Terrorismo, previsto en los artículos 139 al 139 Ter, 
financiamiento al terrorismo previsto en los artículos 139 
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Quáter y 139 Quinquies y terrorismo internacional previsto 
en los artículos 148 Bis al 148 Quáter; contra la salud, 
previsto en los artículos 194, 195, párrafo primero y 196 
Ter; falsificación, uso de moneda falsificada a sabiendas y 
alteración de moneda, previstos en los artículos 234, 236 y 
237; operaciones con recursos de procedencia ilícita, 
previsto en el artículo 400 Bis; y en materia de derechos 
de autor previsto en el artículo 424 Bis, todos del Código 
Penal Federal…”

“Artículo 4.- Sin perjuicio de las penas que correspondan 
por el delito o delitos que se cometan, al miembro de la 
delincuencia organizada se le aplicarán las penas 
siguientes:

I. En los casos de los delitos contra la salud; 
operaciones con recursos de procedencia ilícita a que 
refiere la fracción I; trata de personas que refiere la 
fracción VI; secuestro que refiere la fracción VII y delitos 
cometidos en materia de robo de hidrocarburos que refiere 
la fracción IX, del artículo 2o. de esta Ley:

a) A quien tenga funciones de administración, dirección 
o supervisión, respecto de la delincuencia organizada, de 
veinte a cuarenta años de prisión y de quinientos a 
veinticinco mil días multa, o

b) A quien no tenga las funciones anteriores, de diez a 
veinte años de prisión y de doscientos cincuenta a doce 
mil quinientos días multa…”

De lo anterior, se desprenden 3 elementos esenciales que 
integran el tipo penal de Delincuencia Organizada y que son:

a) Que tres o más personas se organicen de hecho;
b) Que esa organización sea para realizar en forma permanente 

o reiterada determinadas conductas.
c) Que las conductas, por sí o unidas a otras tengan como fin o 

resultado cometer el delito de operaciones con recursos de 
procedencia ilícita.  

De ahí que, debe demostrase la existencia de una organización 
de tres o más personas, de la cual los activos formen parte; un 
elemento de carácter subjetivo especifico, referido a la finalidad 
de realizar conductas delictivas específicas y un elemento de 
naturaleza normativa, relativo a que estas conductas delictivas se 
lleven a cabo de manera permanente o reiterada.

Al respecto, no se requiere una calidad específica para los sujetos 
activos, ya que cualquier persona puede incurrir en ella, pero sí, 
un concurso necesario para su conformación, pues por lo menos 
se requiere sean tres los sujetos activos que se organicen. 

En cuanto al elemento de temporalidad referente a permanente o 
reiterada, éste emana de una valoración igualmente de carácter 
cultural, cuyo contexto para los efectos del delito. 
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Así, el vocablo permanente, para los efectos del delito de 
Delincuencia Organizada, debe entenderse como el propósito de 
la organización respecto de su permanencia y estabilidad, en el 
desempeño de su empresa criminal.

Por reiterada, se hace referencia a lo que se hace o sucede de 
manera repetida; es decir, volver a hacer lo que se había hecho o 
decir lo que se ha dicho.

Continuando con el análisis de los elementos que componen el 
tipo penal de Delincuencia Organizada, tenemos que como 
elemento subjetivo específico se requiere que la organización de 
los activos sea con la finalidad de cometer conductas delictivas 
específicas, en el caso que nos ocupa, cometer el delito de 
Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita. Tal como se 
estipula en el numeral 2, fracción I de la Ley Federal contra la 
Delincuencia Organizada. 

No se omite precisar que el delito de Delincuencia Organizada se 
considera autónomo y no una agravante de los diversos injustos 
penales previstos en las diferentes fracciones del citado artículo 2 
de la Ley en cuestión y por tanto, la pena que se puede llegar a 
imponer, es independiente de la sanción que le corresponda al 
ilícito o ilícitos cometidos.

Lo anterior tiene sustento en la tesis P. XXV/2002, que establece: 

“DELINCUENCIA ORGANIZADA. 
EL DELITO PREVISTO EN EL ARTÍCULO 2o., Y 
SANCIONADO EN EL ARTÍCULO 4o., AMBOS DE LA 
LEY FEDERAL CONTRA LA MISMA, ES AUTÓNOMO Y 
NO UNA AGRAVANTE.

Del texto de los artículos 1o., 2o., párrafo primero, y 4o. de 
la Ley Federal contra la Delincuencia Organizada, en 
relación con su exposición de motivos, se <advierte que el 
solo acuerdo de la organización o la organización misma, 
que tenga como fin cometer algunos de los delitos 
precisados en el numeral 2o. citado, es suficiente para 
imponer las penas previstas en el artículo 4o. de la ley 
referida, con independencia de la sanción que le 
corresponda al ilícito o ilícitos cometidos. Acorde con lo 
anterior, debe decirse que el ilícito de mérito no es una 
agravante de los diversos previstos en las fracciones 
del citado artículo 2o. de la ley en cuestión, toda vez que 
las circunstancias señaladas denotan la autonomía del 
ilícito de delincuencia organizada, porque le dan vida 
propia, esto es, para su consumación no requiere de la 
realización de otra conducta tipificada como delito.”

Por otro lado, con base a los bienes jurídicos tutelados, la Ley 
Federal contra la Delincuencia Organizada está diseñada para 
enfrentar a las organizaciones criminales que, por las razones 
que sean y con independencia  de su sofisticación o de su 
carácter incipiente, tiene una estructura ordenada para operar 
en la comisión de los delitos precisados en el artículo 2 de la 
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propia Ley, esto significa que dicha legislación no está dirigida 
únicamente a grandes organizaciones criminales, sino a 
cualquier organización, de tres o más personas que en forma 
permanente o reiterada cometan alguno de los delitos que 
prevé el citado numeral.  

Por ello, la organización criminal que conformaron los imputados 
1) RAFAEL ZAGA TAWIL, 2) TEÓFILO ZAGA TAWIL, 3) ELÍAS 
ZAGA HANONO, 4) OMAR CEDILLO VILLAVICENCIO y 5) 
ALEJANDRO GABRIEL CERDA ERDMANN, es una organización 
innominada, que forma parte de un esquema de lavado de dinero 
y que, mediante complejas operaciones financieras, recibe y 
transfiere recursos de origen ilícito, que transitan por los 
instrumentos bancarios que fueron contratados por los propios 
miembros de la organización criminal, valiéndose de la creación de 
personas morales, exprofeso para ello, pues a través de la 
celebración de convenios y contratos, prestarían servicios 
profesionales y técnicos, sin que se realizaran, además de que no 
contaban con capacidad económica, material y humana.

Por otra parte, del análisis y valoración de cada uno de los 
elementos de prueba que conforman la presente carpeta de 
investigación y que se valoran al tenor de lo dispuesto en los 
articulo 40 y 41 de la Ley Federal contra la Delincuencia 
organizada, en relación con el numeral 265 del CNPP, se 
obtienen indicios que en su conjunto resultan eficaces y 
suficientes para acreditar el hecho que la ley señala como delito 
de Delincuencia Organizada.

La valoración de las pruebas agregadas en la indagatoria, se 
hará conforme a lo dispuesto en los articulo 40 y 41, de la Ley 
Federal Contra la Delincuencia Organizada, así como en los 
preceptos relativos al CNPP de aplicación supletoria a aquella 
legislación, de conformidad con su numeral 7.

a) QUE TRES O MÁS PERSONAS SE ORGANICEN DE 
HECHO. 

Es necesario hacer la precisión que el delito de Delincuencia 
Organizada no requiere de una calidad específica de los sujetos 
activos, basta que existan tres o más personas que se organicen 
de hecho, en el caso que nos ocupa, los sujetos activos que se 
organizaron de hecho son: 1) RAFAEL ZAGA TAWIL, 2) 
TEÓFILO ZAGA TAWIL, 3) ELÍAS ZAGA HANONO, 4) OMAR 
CEDILLO VILLAVICENCIO y 5) ALEJANDRO GABRIEL CERDA 
ERDMANN.

Se acredita que los 5 imputados se organizaron de hecho, en 
razón que de los propios datos de prueba que se han vertido 
durante el desarrollo de la presente solicitud, ha quedado 
demostrado que desde 2014, se organizaron para diseñar un 
esquema de lavado de dinero mediante la constitución de por lo 
menos 03 personas morales, para posteriormente, contratar 
instrumentos financieros a nombre de ellas y hacer circular los 
recursos mediante transferencias entre las cuentas de TELRA 
REALTY, S.A.P.I. de C.V., GRUPO INMOBILIARIO TELRA 
S.A.P.I. DE C.V., y ZATYS, S.A. DE C.V. para posteriormente 
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transferir una cantidad a RAFAEL ZAGA TAWIL y Teófilo Zaga 
Tawil y otra parte dispersarla hacia diversos instrumentos 
financieros de personas físicas y morales y así pretender darles 
una apariencia de legalidad, al tratar de justificar dichos 
movimientos con operaciones simuladas. 

Hecho que queda acreditado con lo siguiente: 

 Denuncia de hechos, de diecisiete de enero de dos mil 
diecisiete, suscrita por LENNIN ESCUDERO IRRA, JESUS 
VAZQUEZ BIBIAN y ARMANDO PEREZ RUGERIO, en 
calidad de apoderados generales para pleitos y cobranzas 
de la persona moral denominada INSTITUTO DEL FONDO 
NACIONAL DE LA VIVIENDA PARA LOS 
TRABAJADORES, personalidad que acreditan con copia 
simple de del testimonio de la escritura pública número 
206,196, pasada el ocho de enero de dos mil dieciocho ante 
la fe del Notario Público número 151 el licenciado Cecilio 
González Márquez, en la que señala que INFONAVIT, 
realizó contratos en beneficio de una tercera persona 
TELRA REALITY, S.A.P.I. DE C.V.

 Ampliación de Denuncia de hechos, de diez de mayo de 
dos mil dieciocho, suscrito por JESÚS VÁZQUEZ BIBIAN, 
en calidad de apoderado legal para pleitos y cobranzas de 
la persona moral denominada INSTITUTO DEL FONDO 
NACIONAL DE LA VIVIENDA PARA LOS 
TRABAJADORES, en la que exhibió los documentos 
siguientes: 

1.- Convenio de colaboración de fecha nueve de junio de 
dos mil catorce, celebrado por una parte el Instituto del 
Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores y por 
la otra TELRA REALTY , S.A.P.I. DE C.V.
2.- Contrato de prestación de servicios de fecha veintinueve 
de junio de dos mil quince, celebrado por una parte el 
Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los 
Trabajadores y por la otra TELRA REALTY , S.A.P.I. DE 
C.V.
3.- Contrato de prestación de servicios  de fecha seis de 
noviembre de dos mil quince, celebrado por una parte el 
Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los 
Trabajadores y por la otra TELRA REALTY , S.A.P.I. DE 
C.V.
4.- Contrato de prestación de servicios de fecha veinticuatro 
de febrero de dos mil dieciséis celebrado por una parte el 
Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los 
Trabajadores y por la otra TELRA REALTY , S.A.P.I. DE 
C.V.

 Entrevista de tres de septiembre de dos mil dieciocho, 
realizada al licenciado Alejandro Gabriel Cerda Erdmann, 
Apoderado Legal del Instituto del Fondo Nacional de la 
Vivienda para los Trabajadores (INFONAVIT), personalidad 
que acredito mediante copia simple de la escritura número 
54,722, de fecha diez de abril de dos mil diecisiete, pasada 
ante la fe del Notario número sesenta y cuatro del Estado 
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de México, licenciada Paloma Villalba Ortiz, documento 
constante de doce fojas útiles.

Asimismo, exhibió copia simple del acta de la sesión 
ordinaria número 794, de fecha 31 de mayo de 2017, del 
Consejo de Administración del INFONAVIT, en el cual 
señala que en el punto número once del orden del día, foja 
once del acta, el consejo de administración aprueba las 
acciones jurídicas que habrá de llevar acabo la 
administración para resolver la problemática contractual del 
programa de movilidad hipotecaria con TELRA REALTY, 
S.A.P.I. de C.V., documento constante de treinta y una fojas 
útiles. 

Por último exhibió copia simple del acta de la sesión 
ordinaria número 797 del consejo de administración del 
INFONAVIT, de fecha 30 de agosto de 2017, en la cual 
señala que se puede advertir en la foja trece, al desahogar 
al punto número 7 del orden del día, la aprobación por 
unanimidad, aceptación y autorización en todos los 
términos y condiciones, haciendo suyo el contrato de 
transacción sujeto a condición suspensiva celebrado el 22 
de agosto de 2017, entre el INFONAVIT y TELRA REALTY, 
S.A.P.I. de C.V., emanado del recurso de mediación 
sustanciado entre las partes, documento constante de 32 
fojas útiles.

 Oficio 222C0101040100L/3385/2020, de 12 de noviembre 
de 2020, suscrito por la M. en A.P. Susana Reynoso 
Álvarez, Subdirectora de Regularización, del Instituto de la 
Función Registral del Estado de México, a través del cual 
remitió copias certificadas de la constitución de diversas 
empresa dentro de las que destaca para hecho que se 
imputa, la siguiente:

1 ZATYS S.A. DE C.V., constituida por RAFAEL ZAGA 
TAWIL Y ELIAS ZAGA HANONO, el 21 de abril de 
2014, con folio mercantil 22324.

 Inspección de Policía Federal Ministerial, mediante el 
informe GR/CMI/AIC/PFM/DGIPAM/DIEDO/IT/18708/2020, 
de 21 de diciembre de 2020, suscrito por los Suboficiales 
Pedro César Tellez García y Edgar Santiago Hernández, en 
el que informan lo relativo a la acta constitutiva de la moral 
TELRA REALTY, S.A.P.I. de C.V. que se constituyó 
mediante la escritura 15,080 (Quince mil ochenta), de fecha 
07 de mayo de 2014, ente el notario público Edgardo 
Rodolfo Macedo Núñez, Titular de la Notaria Pública 
número 142, del Municipio de Tlalnepantla de Baz, Estado 
de México.

 Oficio 214-4/9086782/2020 suscrito por el Director General 
Adjunto de Atención a Autoridades de la Comisión Nacional 
Bancaria y de Valores, mediante el cual remitió el informe 
número emitido por la institución de Banca Múltiple Grupo 
Financiero BBVA BANCOMER, con la información 
autorizada por su señoría, destacando el acta constitutiva 
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de GRUPO INMOBILIARIO TELRA, S.A.P.I. DE C.V., 
número 15079, ante la fe del Notario Público 142 del Estado 
de México.

 Escrito del 13 de marzo de 2020, suscrito por RAFAEL 
ZAGA TAWIL, a través del cual refirió que a mediados del 
2013, realizó un estudio de factibilidad del inventario de 
vivienda de interés social del INFONAVIT, información de 
dominio público que tomo del Plan Financiamiento 2011-
2015 “Innovar para Consolidar”; por lo que a finales del 
2013, presentó una propuesta de solución integral al 
INFONAVIT: razón de ello fue que constituyó la moral 
TELRA REALTY, S.A.P.I. de C.V., el 07 de mayo de 2014 
para establecer la relación contractual con dicho 
instituto, también afirmó que facultó a su empresa para 
que se ostentara frente al INFONAVIT, a través de un 
mandato sin representación como la titular y propietaria del 
estudio que realizo previamente. Asimismo, ratifica la 
denuncia de INFONAVIT, pues indicó que el 08 de junio de 
2014, la empresa TELRA REALTY, S.A.P.I. de C.V., 
celebró un convenio de colaboración con el INFONAVIT.

De los que se desprende que los imputados 1) RAFAEL ZAGA 
TAWIL, 2) TEÓFILO ZAGA TAWIL, 3) ELÍAS ZAGA HANONO, 4) 
OMAR CEDILLO VILLAVICENCIO y 5) ALEJANDRO GABRIEL 
CERDA ERDMANN, constituyeron una organización criminal 
utilizando a 03 empresas para el lavado de activos. Siendo 
constituidas de la siguiente manera: 

- El 21 de abril de 2014 se constituyó la empresa:

o ZATYS, S.A. DE C.V. constituida en el Estado de México 
por RAFAEL ZAGA TAWIL y Elias Zaga Hanono, con 
capital social de $50,000.00 (cincuenta mil pesos 00/100 
m.n.).

- El 07 de mayo de 2014 de constituyeron las empresas: 

o TELRA REALTY, S.A.P.I. de C.V., constituida en el 
Estado de México, por RAFAEL ZAGA TAWIL por propio 
derecho y la moral ZATYS, S.A. de C.V. representada 
por él mismo, con capital social de $100,000.00 (cien mil 
pesos 00/100 m.n.)

 GRUPO INMOBILIARIO TELRA, S.A.P.I. de C.V. a través 
del instrumento número 15079, ante la fe del Notario 
Público 142 del Estado de México.

Quedando acreditada la organización que realizaron 1) RAFAEL 
ZAGA TAWIL, 2) TEÓFILO ZAGA TAWIL, 3) ELÍAS ZAGA 
HANONO, 4) OMAR CEDILLO VILLAVICENCIO y 5) 
ALEJANDRO GABRIEL CERDA ERDMANN, para constituir 
entidades comerciales, con las cuales conformaron un esquema 
para lavado de dinero. 

b) QUE ESA ORGANIZACIÓN SEA PARA REALIZAR 
EN FORMA REITERADA DETERMINADAS CONDUCTAS, 
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Conforme lo manifestado por esta Fiscalía en párrafos 
precedentes y entendiendo la reiteración como una referencia a 
repetir o volver a ejecutar una conducta, es dable determinar que 
este elemento se encuentra colmado con la concatenación de los 
datos de prueba ya vertidos, puesto que ha quedado de manifiesto 
que los imputados 1) RAFAEL ZAGA TAWIL, 2) TEÓFILO ZAGA 
TAWIL, 3) ELÍAS ZAGA HANONO, 4) OMAR CEDILLO 
VILLAVICENCIO y 5) ALEJANDRO GABRIEL CERDA 
ERDMANN, realizaron de manera reiterada, múltiples operaciones 
dentro del sistema financiero, con las cuales recibieron y 
transfirieron recursos de un instrumento a otro, a manera de 
triangulación, para pretender darle una apariencia de legalidad a 
dichos recursos. Operaciones financieras que fueron ejecutadas 
desde el 2014 y por lo menos, hasta el 2018; como quedó 
acreditado con los informe rendidos por las instituciones 
bancarias, remitidos mediante los oficios emitidos por la Comisión 
Nacional Bancaria y de Valores que ya fueron descritos 
previamente, así como con el dictamen contable, cuyas 
conclusiones ya fueron citadas y del que se desprenden las 
operaciones que ordenaron los imputados como autorizados en 
las cuentas bancarias de las entidades comerciales, es decir que 
ejecutaron, de forma reiterada las acciones necesarias, tendentes 
a la realización del hecho que la ley señala como delito de 
Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita. 

Tal como quedó demostrado con el Dictamen contable de 21 de 
diciembre de 2020, con oficio UEIORPIFAM/CG/178/2020, suscrito 
por la Licenciada Lucina Soledad Mendoza Luna, adscrita a esta 
Unidad Especializada en Investigación de Operaciones con 
Recursos de Procedencia Ilícita y de Falsificación o Alteración de 
Moneda, del que se desprenden las diversas operaciones de 
transferencia que se llevaron a cabo entre las personas morales 
constituidas por 1. RAFAEL ZAGA TAWIL, 2. Teófilo Zaga 
Hanono y 3. Elias Zaga Hanono, las cuales fueron ordenadas y 
ejecutadas desde 2014 y por lo menos, hasta 2018.

Como se desprende a continuación:

 Recepción del recurso del INFONAVIT.

FECHA INSTRUMENTO 
BANCARIO

No. CLABE/ CUENTA 
ORIGEN BANCO NOMBRE 

ORDENANTE TOTAL

10/10/2017 TRANSFERENCIA 00687180001837673748  INFONAVIT 500,000,000.00 
10/10/2017 TRANSFERENCIA 00687180001837673748  INFONAVIT 500,000,000.00 
10/11/2017 TRANSFERENCIA 00687180001837673748  INFONAVIT 500,000,000.00 
10/11/2017 TRANSFERENCIA 00687180001837673748  INFONAVIT 500,000,000.00 
11/12/2017 TRANSFERENCIA 021180040328598454 HSBC INFONAVIT 500,000,000.00 
11/12/2017 TRANSFERENCIA 021180040328598454 HSBC INFONAVIT 500,000,000.00 
15/01/2018 TRANSFERENCIA 021180040328598454 HSBC INFONAVIT 696,000,000.00 
15/02/2018 TRANSFERENCIA 021180040328598454 HSBC INFONAVIT 696,000,000.00 
15/03/2018 TRANSFERENCIA 021180040328598454 HSBC INFONAVIT 696,000,000.00 

TOTAL   5,088,000,000.00 

 Dispersión del recurso.

REFERENCIAS DE LOS RETIROS 
AÑ
O INSTRUMENTO

No. CLABE/ 
CUENTA NOMBRE

No. 
OP IMPORTE

20
17 TRANSFERENCIA 196373569

GRUPO INMOBILIARIO TELRA 
SAPI DE CV 25

197,326,47
2.41

20
18 CHEQUES S/REF

GRUPO INMOBILIARIO TELRA 
SAPI DE CV 1

174,000,00
0.00

20 TRANSFERENCIA 196373569 GRUPO INMOBILIARIO TELRA 33 403,951,99
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REFERENCIAS DE LOS RETIROS 
AÑ
O INSTRUMENTO

No. CLABE/ 
CUENTA NOMBRE

No. 
OP IMPORTE

18 SAPI DE CV 2.90
20
19 TRANSFERENCIA 196373569

GRUPO INMOBILIARIO TELRA 
SAPI DE CV 15

163,954,50
0.00

TOTAL RECURSOS ENVIADOS A GRUPO INMOBILIARIO TELRA SAPI DE 
CV 74

939,232,96
5.31

20
18 TRANSFERENCIA

002180700229
489523

POWERGREEN 
TECHNOLOGIES SA 1

3,000,000.
00

TOTAL RECURSOS ENVIADOS A POWERGREEN TECHNOLOGIES SA 1
3,000,000.

00
20
17 TRANSFERENCIA 185616417 RAFAEL ZAGA TAWIL 5

1,430,041,
011.51

20
17 TRANSFERENCIA

014180605672
385215 RAFAEL ZAGA TAWIL 2 15,946.53

20
18 CHEQUES S/REF RAFAEL ZAGA TAWIL 1

1,000,000,
000.00

20
18 TRANSFERENCIA 185616417 RAFAEL ZAGA TAWIL 1 14,716.55
20
18 TRANSFERENCIA

014180605672
385215 RAFAEL ZAGA TAWIL 1 2,485.15

20
19 TRANSFERENCIA

014180605672
385215 RAFAEL ZAGA TAWIL 1 17,128.88

TOTAL RECURSOS ENVIADOS A RAFAEL ZAGA TAWIL 11
2,430,091,

288.62
20
18 CHEQUES S/REF TEOFILO ZAGA TAWIL 1

240,000,00
0.00

TOTAL RECURSOS ENVIADOS A TEOFILO ZAGA TAWIL 1
240,000,00

0.00

TOTAL RECURSOS ENVIADOS A PERSONAS RELACIONADAS 87
3,612,324,

253.93
20
18 TRANSFERENCIA 111289683  1

1,000,000,
000.00

20
18 TRANSFERENCIA S/REF  46

906,842,46
9.11

20
18 TRANSFERENCIA 185616417  4

630,015,21
1.69

20
19 TRANSFERENCIA S/REF  135

409,025,68
4.55

20
17 TRANSFERENCIA 185616093  1

270,000,00
0.00

20
18 TRANSFERENCIA S/REF  1

200,000,00
0.00

20
18 TRANSFERENCIA

014180920021
051901 ALVICZA COMERCIAL SA DE CV 9

127,600,00
0.00

20
18 TRANSFERENCIA

072180002221
893450 ALVICZA COMERCIAL SA DE CV 9

127,600,00
0.00

TOTAL RECURSOS ENVIADOS A ALVICZA COMERCIAL SA DE CV  18
255,200,00

0.00
20
18 TRANSFERENCIA

002180701073
672747

DESARROLOS INMOBILIARIOS 
REGIONALES SA 4

117,396,00
0.00

20
18 TRANSFERENCIA 186861326  12

113,644,00
0.00

20
18 TRANSFERENCIA

072180003228
151518 YEZLIO SA DE CV 138

107,055,82
6.67

20
18 TRANSFERENCIA 196374557  2

103,000,00
0.00

20
18 TRANSFERENCIA

030180900013
735792 METODO IG SA DE CV 6

48,692,000
.00

20
17 TRANSFERENCIA

072610004198
056500 DON APOYO SAPI DE CV 4

35,000,000
.00

20
19 TRANSFERENCIA 2892826  5

28,390,610
.39

20
18 TRANSFERENCIA 2892826  1

19,110,000
.00

20
18 TRANSFERENCIA

072180002835
131650 HILVITEX SA DE CV 3

17,400,000
.00

20
17 TRANSFERENCIA

072180003228
151518 YEZLIO SA DE CV 41

16,630,413
.19

20
17 TRANSFERENCIA 196374557  5

16,067,992
.00

20
19 TRANSFERENCIA 186861326  4

15,958,334
.63

20
17 TRANSFERENCIA

044180001011
467931

INGENIERIA JURIDICA 
ECONOMICA INTEGRA 1

13,039,598
.28

20
19 TRANSFERENCIA

072180003620
045316 GRUPO VICZAMEX SA DE CV 12

12,300,000
.00

20
19 TRANSFERENCIA

002180052566
266500

CREEL, GARCIA CUELLAR, 
AIZA Y ENRIQEZ SC 11

11,539,165
.41

20
17 TRANSFERENCIA 186861326  3

10,783,439
.11

20
18 TRANSFERENCIA S/REF  1

10,556,000
.00
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REFERENCIAS DE LOS RETIROS 
AÑ
O INSTRUMENTO

No. CLABE/ 
CUENTA NOMBRE

No. 
OP IMPORTE

20
19 CHEQUES EFECTIVO  12

10,170,000
.00

20
19 TRANSFERENCIA S/REF PROVEEDORES TKT SA DE CV 72

9,392,115.
71

20
18 TRANSFERENCIA

072610004198
056500 DON APOYO SAPI DE CV 1

9,280,000.
00

20
19 TRANSFERENCIA S/REF  1

8,000,000.
00

20
19 TRANSFERENCIA

072180003228
151518 YEZLIO SA DE CV 42

7,090,601.
57

20
19 TRANSFERENCIA

072100005921
786860

IMPULSORA Y DESARROLLO 
DE PROY 3

6,100,000.
00

20
17 TRANSFERENCIA

002180701073
672747

DESARROLOS INMOBILIARIOS 
REGIONALES SA 1

5,000,000.
00

20
19 TRANSFERENCIA

042180016004
025597  1

5,000,000.
00

20
19 TRANSFERENCIA

072180001534
102732

FABIAN MARIA AGUINACO 
BRAVO 2

4,738,065.
01

20
17 TRANSFERENCIA 159230327  1

3,640,000.
00

20
18 TRANSFERENCIA 196525733  8

2,078,333.
34

20
18 TRANSFERENCIA 111794337  1

2,000,000.
00

20
19 TRANSFERENCIA

072180006780
047824

SOCIEDAD ALIANZA MONTE 
SINAI 1

1,500,000.
00

20
17 TRANSFERENCIA 196525733  7

1,450,000.
00

20
17 TRANSFERENCIA 191429876  5

1,374,194.
00

20
17 TRANSFERENCIA 135894050  1

1,055,757.
76

20
17 TRANSFERENCIA

030420900011
211910

EVIS CONSULTING LATIN 
AMERICA 10 853,553.42

20
18 TRANSFERENCIA

030420900011
211910

EVIS CONSULTING LATIN 
AMERICA 7 621,388.31

20
18

SERVICIOS/CONSU
MOS S/REF  15 619,956.60

20
19 TRANSFERENCIA

072180004451
745428

TORRES DE LA ROA 
ASOCIADOS SC 1 580,000.00

20
17 TRANSFERENCIA S/REF TRUJILLO BETANZOS Y ASO 2 522,000.00
20
17 TRANSFERENCIA

002180700883
220869

ESTRATEGICO SOLBE SA DE 
CV 1 406,000.00

20
17 TRANSFERENCIA 193555151  4 308,478.35
20
18 TRANSFERENCIA 197327870  3 254,103.36
20
18 TRANSFERENCIA 191429876  2 239,150.00
20
18 TRANSFERENCIA

072180000182
024467

MANSUR BIRMAN GUAKIL Y 
WOLFE 1 208,800.00

20
17 TRANSFERENCIA

072180000182
024467

MANSUR BIRMAN GUAKIL Y 
WOLFE 2 202,738.71

20
18 TRANSFERENCIA

072180006165
418146

SALOMON LEVI ZAED 
MOHADEB 1 200,000.00

20
17 TRANSFERENCIA

002180052566
266500

CREEL, GARCIA CUELLAR, 
AIZA Y ENRIQEZ SC 1 174,000.00

20
19 TRANSFERENCIA 196374557  2 150,000.00
20
17 TRANSFERENCIA

002180019470
597146 SOULTECH S DE RL DE CV 1 104,400.00

20
19 TRANSFERENCIA

044180001053
415695

TEODORO HARRSCH 
AMERENA 1 91,519.97

20
19

ORDEN PAGO 
EXTRANJERO S/REF  1 86,566.50

20
17 TRANSFERENCIA

030420900010
973039

EVIS CONSULTING LATIN 
AMERICA 2 80,040.00

20
18 TRANSFERENCIA 193555151  6 76,443.33
20
17 TRANSFERENCIA

002180022441
783002 DURAN ABOGADOS SC 2 58,464.00

20
18 TRANSFERENCIA

072180000129
866581 EFFECTIVE PEOPLE SA DE CV 1 58,000.00

20
18 TRANSFERENCIA

072180000108
901577

ALFONSO FRANCISCO DE 
PAULA RODRIGUEZ 4 49,464.86

20
17 TRANSFERENCIA

044180001003
764613 JOSE RAMON CLARK GUZMAN 1 28,600.00

20
17 TRANSFERENCIA

021180040438
815645 BRAND GROUP MEXICO 1 27,213.60

20 TRANSFERENCIA 108544972  1 25,520.00
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REFERENCIAS DE LOS RETIROS 
AÑ
O INSTRUMENTO

No. CLABE/ 
CUENTA NOMBRE

No. 
OP IMPORTE

17
20
18 TRANSFERENCIA

002180012541
272368 ROMAN MERCADO FLORES 10 22,272.00

20
18

ORDEN PAGO 
EXTRANJERO S/REF  2 20,511.37

20
17 TRANSFERENCIA

072180000176
147758

OPERADORA HOTELERA IAB 
SA DE CV 2 20,211.83

20
18 TRANSFERENCIA

072180000176
147758

OPERADORA HOTELERA IAB 
SA DE CV 1 20,000.00

20
17 TRANSFERENCIA 197327870  3 18,065.00
20
19 TRANSFERENCIA

044180001003
145533 KARINA MATA 1 16,584.98

20
19

SERVICIOS/CONSU
MOS S/REF  12 15,749.00

20
17 CHEQUES S/REF  2 14,530.00
20
19 TRANSFERENCIA

014180655045
763472 TOWER SOLUTIONS 2 14,476.80

20
19

PAGO TARJETA DE 
CREDITO S/REF  1 11,037.22

20
17

ORDEN PAGO 
EXTRANJERO S/REF  1 9,921.31

20
19 TRANSFERENCIA

014180605782
274135 MARICRUZ FLORES 1 9,280.00

20
18 TRANSFERENCIA 448547114  5 9,153.00
20
18 TRANSFERENCIA 163471276  1 7,826.52
20
18 TRANSFERENCIA 176738826  1 7,797.62
20
18 TRANSFERENCIA

002180700620
781367 CONCIERTO ENOLOGICO 1 7,280.00

20
19 TRANSFERENCIA

072180006749
753984 NAYELI HERNANDEZ PEREZ 1 7,219.84

20
17 TRANSFERENCIA

072180000108
901577

ALFONSO FRANCISCO DE 
PAULA RODRIGUEZ 2 6,923.49

20
18 TRANSFERENCIA 2950372986  4 6,860.00
20
17 TRANSFERENCIA

044180001002
543343 BGMSA SA DE CV 1 6,385.00

20
17 TRANSFERENCIA 447506538  1 6,293.93
20
19 TRANSFERENCIA 185616417  1 5,614.36
20
18 TRANSFERENCIA

021180063174
872084 GUSTAVO MARTINEZ GARCIA 1 5,568.00

20
17

SERVICIOS/CONSU
MOS S/REF  4 4,966.00

20
19 TRANSFERENCIA 145860180  2 4,873.00
20
18 TRANSFERENCIA

002180026137
376965 DMINF 1 4,131.00

20
19 TRANSFERENCIA

021180040128
926912  KYOCERA 1 3,480.00

20
18 TRANSFERENCIA

072180008975
153330

BENJAMIN RODRIGO MEDINA 
TAPIA 1 2,726.00

20
17 TRANSFERENCIA 448547114  5 2,674.00
20
18 TRANSFERENCIA 194866150  1 2,088.00
20
17 TRANSFERENCIA

072180008975
153330

BENJAMIN RODRIGO MEDINA 
TAPIA 1 1,531.20

20
19 TRANSFERENCIA

072180000108
901577

ALFONSO FRANCISCO DE 
PAULA RODRIGUEZ 1 1,520.00

20
17 TRANSFERENCIA

127180001772
830740

ATT COMERCIALIZACION 
MOVIL S DE RL DE CV 1 1,372.00

20
19 TRANSFERENCIA

021180063732
520419 NICOLE HAIDAR 1 1,329.00

20
17 TRANSFERENCIA 163471276  1 868.84
20
19 TRANSFERENCIA

072180004962
016824

ASOCIACION NACIONAL DE 
ABOGADO 1 750.00

20
18 TRANSFERENCIA 182776685  2 648.80
20
17 TRANSFERENCIA 2950372986  1 548.00
20
17 TRANSFERENCIA

014010566360
557865 GERARDO OLGUIN 1 450.00

20
17 TRANSFERENCIA S/REF  1 243.99
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REFERENCIAS DE LOS RETIROS 
AÑ
O INSTRUMENTO

No. CLABE/ 
CUENTA NOMBRE

No. 
OP IMPORTE

TOTAL 861
8,064,170,

228.46

Además del dictamen contable ya referido y los datos de prueba 
invocados en el capítulo anterior, se cuenta con los siguientes 
datos de prueba, que acreditan la reiteración de las operaciones y 
actos llevados a cabo, para cumplir con la finalidad.

 Resolución dictada por el Juez Cuarto de Control, adscrito 
al Centro Nacional de Justicia Especializado en Técnicas de 
Investigación, Arraigos e Intervención de Comunicaciones, 
de 03 de octubre de 2020, con número de expediente 
1022/2020-VI.

 Oficio 214-4/9086782/2020 suscrito por el Director General 
Adjunto de Atención a Autoridades de la Comisión Nacional 
Bancaria y de Valores, mediante el cual remitió el informe 
número 214-4/9750851/2020 emitido por la institución de 
Banca Múltiple Grupo Financiero BBVA BANCOMER, con 
la información autorizada por su señoría.

 Oficio 214-4/9086775/2020 suscrito por el Director General 
Adjunto de Atención a Autoridades de la Comisión Nacional 
Bancaria y de Valores, mediante el cual remitió el informe 
número 214-4/9750853/2020 emitido por la institución de 
Banca Múltiple CI Banco, con la información autorizada por 
su señoría.

 Oficio 214-4/9086779/2020 suscrito por el Director General 
Adjunto de Atención a Autoridades de la Comisión Nacional 
Bancaria y de Valores, mediante el cual remitió el informe 
número 214-4/9750381/2020 emitido por la institución de 
Banca Múltiple Intercam Banco, S. A, con la información 
autorizada por su señoría.

 Oficio 214-4/9086784/2020 suscrito por el Director General 
Adjunto de Atención a Autoridades de la Comisión Nacional 
Bancaria y de Valores, mediante el cual remitió el informe 
número 214-4/9750858/2020 emitido por la institución de 
Banca Múltiple Intercam Banco, S. A, con la información 
autorizada por su señoría.

 Oficio 214-4/9086785/2020 suscrito por el Director General 
Adjunto de Atención a Autoridades de la Comisión Nacional 
Bancaria y de Valores, mediante el cual remitió el informe 
número 214-4/9750863/2020 emitido por Intercam Casa de 
bolsa S.A, de C.V. con la información autorizada por su 
señoría.

 Oficio 214-4/9086765/2020 suscrito por el Director General 
Adjunto de Atención a Autoridades de la Comisión Nacional 
Bancaria y de Valores, mediante el cual remitió el informe 
número 214-4/9735774/2020 emitido por HSBC, con la 
información autorizada por su señoría.
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 Oficio 214-4/9086773/2020 suscrito por el Director General 
Adjunto de Atención a Autoridades de la Comisión Nacional 
Bancaria y de Valores, mediante el cual remitió el informe 
número 214-4/9750852/2020 emitido por la Institución de 
Banca Múltiple Grupo Financiero SANTANDER MÉXICO, 
con la información autorizada por su señoría.

 Oficio 214-4/9086766/2020 suscrito por el Director General 
Adjunto de Atención a Autoridades de la Comisión Nacional 
Bancaria y de Valores, mediante el cual remitió el informe 
número 214-4/9735308/2020 emitido por la Institución de 
Banca Múltiple Grupo Financiero BANCO VE POR MAS, 
S.A., con la información autorizada por su señoría.

 Oficio 214-4/9086712/2020 suscrito por el Director General 
Adjunto de Atención a Autoridades de la Comisión Nacional 
Bancaria y de Valores, mediante el cual remitió el informe 
número 214-4/9735775/2020 emitido por CASA DE BOLSA 
FINAMEX, S.A.B. DE C.V., con la información autorizada 
por su señoría.

 Oficio 214-4/9086903/2020 suscrito por el Director General 
Adjunto de Atención a Autoridades de la Comisión Nacional 
Bancaria y de Valores, mediante el cual remitió el informe 
número 214-4/9750864/2020 emitido por Banco Nacional 
de México, S.A. BANAMEX, con la información autorizada 
por su señoría.

 Oficio sin número suscrito por el Representante Legal de 
UNIFIN, FINANCIERA, S.A.B. DE C.V. a través del cual 
remitió respuesta a la solicito realizada por esta autoridad 
ministerial.

 Oficio SGJ/GSrJCONT/173/2020 de fecha veinte de abril de 
dos mil veinte, signado por el Mtro. En Derecho Pablo 
Jesús Gonzalez Martinez, Gerente Sr Contencioso del 
INFONAVIT, a través del cual informa lo siguiente: Hago de 
su conocimiento que unan vez que se revisó la 
documentación que fuera remitida por ese Instituto a través 
del oficio DG/024/2020 de fecha 24 de febrero del presente 
año, signado por Carlos Martinez Velazquez, Director 
General y Apoderado Legal de dicho Instituto, en el que 
anexa oficio número SGPF/CG047/2020,  de fecha 21 de 
febrero de 2020, signado por Esteban Iván Juárez Arellano 
(sic), Gerente Sr. De Contaduría General, con el cual remite 
copia de las transferencias Electrónicos, únicamente remite 
las siguientes:

No. FECHA INFORMAVIL
BANCO/CUENTA

TALLER REALITY/
BANCO/CUENTA

REF. CANTIDAD

1 11-DIC-
201 7

HSBC
04032859845

HSBC
012180001963742477

F321 $
500,000,000.00

2 11-DIC-
201
7

HSBC
04032859845

HSBC
012180001963742477

F322 $
500,000,000.00

3 15-ENE-
20
18

HSBC
04032859845

HSBC
012180001963742477

F37 $
696,000,000.00

4 15-FEB-
20
18

HSBC
04032859845

HSBC
012180001963742477

F38 $
696,000,000.00
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5 15-MZO-
20
18

HSBC
04032859845

HSBC
012180001963742477

F39 $
696,000,000.00

                                                                           TOTAL $
3,088,000,000.00

 En el citado oficio expone que, de acuerdo con lo 
establecido en el Contrato de Transacción en cumplimiento 
a la condición suspensiva, se pactó el pago de los 
siguientes conceptos:

CONCEPTO MONTO IVA TOTAL
Indemnización por

daño
$3,000 mdp $------ $3,000 mdp

Indemnización por
perjuicios

$1,800 mdp $288 mdp $2,088 mdp

contraprestación $100 mdp $16 mdp $116 mdp

De los cuales únicamente se liquidaron los conceptos de 
indemnización por un monto total de 5,0088 (sic) mdp, 
debido a que no se recibió la instrucción por parte de la 
Subdirección General de Tecnologías de Información para 
liquidar el pago de la contraprestación por $116 mdp.

Sin embargo, únicamente remito comprobantes que ampara 
la cantidad de $3´088,000.000.00 (tres mil millones (sic) 
ochenta y ocho millones de pesos 00/100),  faltando los 
comprobantes por la cantidad de $2´000, 000,000.00 (dos 
millones de pesos 00/100 M.N); por lo que, le solicito gire 
sus instrucciones a quien corresponda remitan a esta 
Representación (sic) Social a la brevedad posible la 
documentación faltante.”.

Adjunto remito a usted copias de todas las Transacciones 
Interbancarias via SPEI (9), referentes: a 2 operaciones de 
fecha 10 de octubre de 2017, por un importe cada una de 
$500,000,000.00;  a 2 operaciones de fecha 10 de 
noviembre de 2017, por un monto cada una de 
$500,000,000.00, estas operaciones de la cuenta No. 
687180001837673748;  a 2 operaciones de fecha 11 de 
diciembre de 2017, por un monto cada una de 
$500,000,000.00; a 1 operación de fecha 15 de enero de 
2018 por un monto de $696,000,000.00; a una operación de 
fecha 15 de febrero de 2018 por un monto de 
$696,000,000.00 y a 1 operación de fecha 15 de marzo de 
2018 por un monto de $696,000,000.00 de la cuenta No. 
021180040328598454; cuyos comprobantes de pago 
amparan la totalidad de la  cantidad de $5´088,000,000.00 
que fue pagada por INFONAVIT  a la empresa TELRA 
REALTY, S.A.P.I. de C.V. por concepto de indemnización.

No omito comentar que dichos comprobantes fue remitido 
en la respuesta que dio este Instituto a través del oficio No. 
DG/024/2020.

Por lo que hace a su solicitud: “… de la documentación 
solicitada consistente en los, lineamientos de trasparencia, 
acceso a la información, archivos y protección de datos 
personales del INFONAVIT, aprobados por la H. Junta 
Asamblea General en su sesión ordinaria número 102, 
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celebrada el 27 de abril de 2012, se remitió el Acuerdo por 
el que se aprueban las modificaciones a los lineamientos de 
transparencia, acceso a la información, archivos y 
protección de datos personales del Instituto del Fondo 
Nacional de la Vivienda para los Trabajadores, publicado en 
el Diario Oficial de la Federación el 19 de junio de 2018, por 
lo cual, solicito de nueva cuenta remita el Acuerdo solicitado 
o en su caso haga saber a esta Representación Social las 
causas que justifiquen  el incumplimiento de la falta de 
remisión del Acuerdo solicitado..”

Adjunto remito a usted, copia de los Lineamientos de 
Transparencia, Acceso a la Información, Archivos y 
Protección de Datos Personales del Instituto del Fondo 
Nacional de la Vivienda para los Trabajadores, aprobado 
por la H. Asamblea General en su sesión ordinaria número 
102, celebrada el 27 de abril de 2012.

Ahora bien, el vocablo reiterada hace una referencia a repetir o 
volver a ejecutar una conducta, la cual se ve materializada en las 
múltiples operaciones que fueron ordenadas a las instituciones 
bancarias por 1. RAFAEL ZAGA TAWIL, 2. Teófilo Zaga 
Hanono, y Elias Zaga Hanono, a través de las personas 
morales TELRA REALTY, S.A.P.I. de C.V., GRUPO 
INMOBILIARIO TELRA S.A.P.I. DE C.V., y ZATYS, S.A. DE C.V. 
durante el periodo comprendido entre 2014 y 2018. 

Todo ello con la finalidad de hacer uso del sistema financiero para 
hacer circular los recursos de procedencia ilícita, mediante 
transferencias entre las distintas cuentas bancarias y así disipar 
el rastro de su origen ilícito y pretender darles una apariencia de 
legalidad. 

Con lo anterior, esta Fiscalía estima que se demuestra que los hoy 
imputados, SE ORGANIZARON DE HECHO PARA INTEGRAR 
UNA ORGANIZACIÓN DELICTIVA EN LA QUE REPARTIERON 
EL TRABAJO O FUNCIONES A CADA UNO DE LOS 
MIEMBROS, A FIN DE REALIZAR DE MANERA REITERADA EL 
DELITO DE OPERACIONES CON RECURSOS DE 
PROCEDENCIA ILÍCITA, realizando así las conductas que se les 
reprochan, de forma reiterada.

c) QUE LAS CONDUCTAS, POR SI O UNIDAS A OTRAS 
TENGAN COMO FIN O RESULTADO COMETER EL 
DELITO DE OPERACIONES CON RECURSOS DE 
PROCEDENCIA ILÍCITA.

A lo largo de la exposición de hechos y la relación de los datos de 
prueba, que a la fecha ha recabado esta Fiscalía, se puede 
determinar que este requisito se encuentra satisfecho, puesto que 
ha sido acreditada que la finalidad de la organización criminal 
compuesta por 1) RAFAEL ZAGA TAWIL, 2) TEÓFILO ZAGA 
TAWIL, 3) ELÍAS ZAGA HANONO, 4) OMAR CEDILLO 
VILLAVICENCIO y 5) ALEJANDRO GABRIEL CERDA 
ERDMANN, tuvo como finalidad, el echar a andar un esquema de 
lavado de activos, es decir ejecutar conductas que la ley señala 
como el delito de operaciones con recursos de procedencia ilícita. 
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Lo anterior se establece así, en razón que de los informes 
rendidos por las instituciones bancarias, se desprende la 
información financiera de las entidades mercantiles constituidas 
por los imputados que fue analizada y procesada, dando como 
resultado el dictamen contable con número de oficio 
UEIORPIFAM/CG/178/2020 ya referido previamente, en el que se 
advierten las diversas operaciones realizadas entre las propias 
empresas que se encuentran bajo investigación de la Fiscalía, lo 
que, concatenado con todos los demás datos de prueba que se 
han vertido, nos lleva a la conclusión que dichas operaciones 
fueron realizadas con recursos de procedencia ilícita, atendiendo a 
los fundados indicios que se describieron en el apartado 
correspondiente. 

Asimismo, se cuentan con diversos datos de prueba, que aunados 
a los ya referidos a lo largo de esta exposición, se demuestra que 
la organización tenía como fin operar recursos de procedencia 
ilícita, con pleno conocimiento, siendo los siguientes:

 Oficio 500-02-04-2020-21280, de veinticinco de agosto de 
dos mil veinte, suscrito por Raúl Gustavo Villaseñor 
Vázquez, en suplencia por ausencia del Administrador 
Central de Análisis Técnico Fiscal del Servicio de 
Administración Tributaria de la Secretaría de Hacienda y 
Crédito Público, a través del cual, remitió el diverso 500-05-
08-2020-13808 de fecha 06 de agosto de 2020 de la 
Administración Central de Fiscalización Estratégica informó 
que solo a la contribuyente GRUPO INMOBILIARIO 
TELRA, SAPI DE CV con R.F.C.: GIT140507UI9 se le ha 
iniciado el procedimiento establecido en el artículo 69-B del 
Código Fiscal de la Federación, respecto del resto de ellos 
no existe información en ese sentido, constituida por la 
moral ZATYS, S.A. DE .C.V y RAFAEL ZAGA TAWIL, con 
participación de TEÓFILO ZAGA TAWIL como secretario 
del Consejo de Administración.

 Oficio 500-02-04-2020-21511, de 03 de septiembre de 
2020, suscrito por Raúl Gustavo Villaseñor Vázquez, en 
suplencia por ausencia del Administrador Central de 
Análisis Técnico Fiscal del Servicio de Administración 
Tributaria de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, a 
través del cual, remitió los comprobantes Fiscales Digitales 
por Internet (CFDI´S) de los 9 involucrados.

 Oficio 500-02-04-2020-24190, de veintitrés de septiembre 
de dos mil veinte, suscrito por Raúl Gustavo Villaseñor 
Vázquez, en suplencia por ausencia del Administrador 
Central de Análisis Técnico Fiscal del Servicio de 
Administración Tributaria, a través del cual informó que 
Teófilo Zaga Tawil, ZATYS, S.A. de C.V.; GRUPO 
INMOBILIARIO TELRA, S.A.P.I. DE C.V. TELRA REALTY, 
S.A.P.I. DE C.V.; RAFAEL ZAGA TAWIL, cuentan con una 
orden de visita domiciliaria, respecto de los ejercicios 2017 
y 2018, por contar con elementos para determinar que se 
encuentran realizando operaciones simuladas; sin embargo, 
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en el mes de mayo, junio y julio de 2020 promovieron 
amparo indirecto para que no se continuara con la visita.

 Oficio 0954624A2/3940, de veintiséis de agosto de dos mil 
veinte, suscrito por la licenciada Alma Delia Sánchez 
Orihuela, Apoderada Legal del Instituto Mexicano del 
Seguro Social, a través del cual informó que de acuerdo a 
sus sistemas la empresa TELRA REALTY, S.A.P.I. DE C.V. 
ZATYS, S.A. DE C.V., EAIS GROUP, S.A.P.I. DE C.V. y 
GRUPO INMOBILIARIO TELRA REALTY, S.A.P.I. DE C.V. 
no cuentan con registros en carácter de patrón o 
asegurado; así como tampoco resultaron registrados ante 
dicha institución las personas físicas RAFAEL ZAGA 
TAWIL, Teófilo Zaga Tawil, Max El Mann Arazi y André El 
Mann Arazi; lo que corrobora la denuncia realizada por la 
Unidad de Inteligencia Financiera y de donde se advierte 
que TELRA REALTY, S.A.P.I. DE C.V. no contaban con 
personal que llevara a cabo las actividades necesarias para 
cumplir con el convenio que firmó con INFONAVIT.

 Entrevista  de 21 de diciembre de 2020, que realizo el 
suboficial de la Policía Federal Ministerial a ALFREDO 
TRUJILLO BETANZOS, Corredor Publico número 65 de la 
Ciudad de México, quien emitió reporte valuación de daños 
y perjuicios que le fue solicitado por la Empresa Telra 
Realty. Manifestando lo siguiente:

Se realizó la presente entrevista a quien dijo llamarse: 
Alfredo Trujillo Betanzos, mexicano, originario de la 
Ciudad de México, por haber nacido el día 23 de marzo 
de 1972, casado, corredor público número 65 de la 
plaza de la Ciudad de México, con domicilio en Cerro 
del aire número 48, colonia Romero de Terreros, 
Alcaldía Coyoacán, Ciudad de México, C.P. 04310, 
correo electrónico alfredo.trujillo@tbya.net, número 
telefónico 5518495659, quien se identifica con 
credencial de corredor público número 0906550, 
expedida por la Secretaría de Economía. 

1. ¿Me puede decir cuáles son las credenciales o 
documentación que lo avala como experto en 
valuación? 

Soy licenciado en Derecho por la Escuela Libre de 
Derecho, con grado de Especialista en Derecho 
Empresarial por la Universidad Nacional Autónoma de 
México; grado de Maestro en Valuación Inmobiliaria e 
Industrial por el Instituto Tecnológico de la Construcción 
de la Cámara Nacional de la Industria de la 
Construcción, con Cédula Profesional número 
08813535; grado de Master Internacional en Catastros 
Multipropósito y Avalúos por la Universidad de Jaén; 
además de contar con certificación profesional como 
valuador de inmuebles a nivel nacional por el Colegio 
de Valuadores Profesionales del Estado de Sonora y a 
nivel internacional en avalúos de inmuebles urbanos por 
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el Registro Nacional de Avaluadores de Colombia; 
ejerciendo profesionalmente como Corredor Público 65 
de la Plaza de la Ciudad de México con número de 
habilitación 0906550.

También soy autor de diversos artículos relacionados 
con la valuación y la correduría pública, así como del 
libro Introducción a la Correduría Pública y coautor del 
libro Norma Mexicana de Servicios de Valuación. He 
impartido diversos cursos y conferencias en México y el 
extranjero sobre valuación y en particular sobre las 
normas internacionales de valuación y la Norma 
Mexicana de Servicios de Valuación, habiendo formado 
parte integrante del comité que elaboró la mencionada 
norma.

2. ¿En relación con el avalúo de fecha 30 de junio 
de 2017, el cual en este momento le pongo a la 
vista, lo reconoce?

Sí, es un reporte de valuación de daños y perjuicios de 
la empresa TELRA REALTY, S.A.P.I. de C.V., que 
realicé yo en esa fecha en conjunto con el contador 
público certificado Benito Revah Meyohas. El reporte lo 
firma el contador también conmigo pues si bien yo soy 
el responsable del mismo, el dictamen fue elaborado 
por ambos, realizando yo la metodología de trabajo y el 
contador los cálculos financieros en los cuales se 
basaron las conclusiones.

3. ¿Me puede indicar el nombre de la persona que le 
solicito realizar el reporte de valuación que emitió el 30 
de junio del 2017?

R.- RAFAEL ZAGA TAWIL por conducto de su abogada 
Nicole Hadair para la empresa TELRA REALTY S.A.P.I. 
de C.V. 

4. ¿Una vez que lo ha tenido a la vista, nos puede 
explicar en qué consistió dicho reporte?

En términos generales, se utilizó el enfoque de ingresos 
y específicamente el método de ingresos conocido 
como Método de Flujos de Efectivo Descontado, 
considerando los posibles beneficios futuros que la 
empresa esperaba obtener de ciertos contratos que 
fueron celebrados con el Instituto del Fondo Nacional de 
la Vivienda para los Trabajadores (INFONAVIT) y me 
basé en las proyecciones que fueron proporcionadas 
por la propia empresa por conducto de sus apoderados, 
en específico por los señores RAFAEL ZAGA TAWIL y 
Alfonso de Paula Rodríguez, las cuales fueron 
proyecciones a 5 años y a partir del año 6 tomando en 
cuenta una perpetuidad, ya que la empresa consideró 
como hipótesis principal que los Contratos celebrados 
con el INFONAVIT serían renovados. 
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Mi reporte se basó en la información que me dio la 
empresa TELRA y en el diverso “Reporte de la 
Estimación del Rango de Valor de Mercado de los 
Programas de Movilidad Hipotecaria y de regularización 
de cartera que conforman la Solución integral”, que fue 
elaborado por la empresa de contadores conocida como 
“Deloitte”, de abril de 2017, es decir, que tomé en 
cuenta una contraprestación del 10% sobre los ingresos 
brutos que se esperaba fueran obtenidos por la 
empresa, porcentaje que fue directamente señalado por 
el solicitante, es decir RAFAEL ZAGA TAWIL a través 
de su abogada Nicole Hadair.

Con esa información y proyecciones, de acuerdo con la 
metodología de Flujos de Efectivo Descontados (FDC), 
se aplicó una tasa de descuento (WACC) y se sumaron 
los valores presentes de los Flujos de Efectivos 
Descontados y así arroja el valor total de los flujos, los 
cuales se multiplican por un factor de ajuste por 
descuento al tratarse de una valuación efectuada a 
mitad de año.

5. ¿Nos puede decir qué documentos analizó para 
emitir su reporte?

Sí, (i) copia de testimonio de la escritura constitutiva de 
TELRA REALTY, S.A.P.I., escritura pública número 
15080 de fecha 7 de mayo de 2014, otorgada ante la fe 
del licenciado Edgar Rodolfo Macedo Núñez, titular de 
la notaria 142 del Estado de México; (ii) Copia de 
testimonio de la escritura pública número 53336 de 
fecha 11 de marzo de 2016, otorgada ante la fe de la 
licenciada Paloma Villalba Ortiz, titular de la notaría 64 
del Estado de México, en la que consta la 
ppersonalidad de los apoderados; (iii) Fotografías de los 
PROGRAMAS INMOBILIARIOS registrados en el 
INDAUTOR. (PROGRAMA DE MOVILIDAD 
HIPOTECARIA y PROGRAMA DE REGULARIZACIÓN 
DE CARTERA DEL RÉGIMEN ESPECIAL DE 
AMORTIZACIÓN VÍA FIDEICOMISO (REA), Tomos I y 
II); (iv) Copia del CONVENIO DE COLABORACIÓN 
celebrado entre TELRA y el INFONAVIT con fecha 9 de 
junio de 2014; (v) Copia del CONTRATO DE LICENCIA 
celebrado entre TELRA y el INFONAVIT con fecha 2 de 
marzo de 2015; (vi) Copia del CONTRATO DE 
PRESTACIÓN DE SERVICIOS PROFESIONALES 
PARA EL PROGRAMA DE MOVILIDAD celebrado entre 
TELRA y el INFONAVIT de fecha 6 de noviembre de 
2015; (vii) Copia del CONTRATO DE PRESTACIÓN DE 
SERVICIOS PROFESIONALES PARA EL PROGRAMA 
REA celebrado entre TELRA y el INFONAVIT con fecha 
24 de febrero de 2016; (viii) Copia del Oficio de fecha 1 
de junio de 2017, emitido por el Secretario General y 
Jurídico del INFONAVIT por el que se le notifica a 
TELRA la terminación anticipada de los CONTRATOS; 
(ix) Copia de Estado de Posición Financiera, Balance 
General y Estado de Resultados “TELRA REALTY” 
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SOCIEDAD ANÓNIMA PROMOTORA DE INVERSIÓN 
DE CAPITAL VARIABLE al 31 de diciembre de 2016; 
(x) Copia de REPORTE DE LA ESTIMACIÓN DE 
VALOR DE MERCADO DE LOS PROGRAMAS DE 
MOVILIDAD HIPOTECARIA Y DE REGULARIZACIÓN 
DE CARTERA REA (la Solución Integral) al 31 de 
diciembre, que fue elaborado por Deloitte, en abril de 
2017.

6. ¿Puede precisar quién le proporcionó los 
documentos e información en la que se basó para 
su reporte?

Si, fue el señor Rafael Zaga, por conducto de la 
licenciada Nicole Hadair.

7. ¿Me puede decir qué factores pueden incidir en el 
resultado o conclusiones de su reporte?

Hay múltiples factores que pueden incidir en el 
resultado o conclusiones de un reporte, por ejemplo, la 
existencia de cualquier documento o información 
adicional a la que haya sido exhibida por los 
solicitantes, yo realicé un estudio basado en la 
información que se me proporcionó y lo que 
exactamente se me pidió. 

8. ¿Me puede decir si revisó detalladamente toda la 
información que le fue proporcionada?

Si fue revisada la información que me fue 
proporcionada, pero ello no implica que pueda dar 
certeza de la veracidad de la misma, tal y como se hace 
hincapié en mi dictamen. Además de que, por solicitud 
expresa de los solicitantes, únicamente se trabajo con 
las proyecciones que ellos mismos me proporcionaron, 
no con lo que estrictamente establecían los contratos. 

9. ¿Una vez que ha vuelto a revisar su reporte, en su 
opinión, las cifras o conclusiones a las que arriba 
son confiables y/o correctas?

Por cuanto hace a la metodología utilizada, mi reporte 
es totalmente confiable y correcto, pero los resultados 
obtenidos pueden no serlo, ya que, como he 
mencionado con anterioridad, estos dependieron 
únicamente de los documentos, información e insumos 
que fueron proporcionados por los solicitantes, si esos 
insumos son erróneos, falsos o se me pide solo la 
opinión basado en datos que no son acordes a la 
realidad, el resultado del reporte puede no ser confiable. 

Pues como ya lo mencioné la solicitud que me hizo el 
señor Rafael Zaga, fue precisa respecto a la utilización 
de los documentos que sostendrían mi valuación, así 
como a la perpetuidad de los contratos.
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10. ¿Usted verificó la información financiera y 
contable de la empresa?

No, ya que únicamente me fue proporcionada Estados 
financieros elaborados por la empresa consistentes en 
copia del Estado de Posición Financiera, Balance 
General y Estado de Resultados de “TELRA REALTY” 
SOCIEDAD ANÓNIMA PROMOTORA DE INVERSIÓN 
DE CAPITAL VARIABLE al 31 de diciembre de 2016. 
Toda vez que no fue un reporte para efectos fiscales o 
financieros, no tuve la obligación de revisar la 
información y cerciorarme de su veracidad. Se me pidió 
un reporte de valuación que inclusive no podía ser 
utilizado más que para fines informativos del 
peticionario, de haberme solicitado para otros fines mi 
opinión, habría verificado la información. 

11. ¿Me puede explicar en qué consisten los 
estados financieros, balance general y estado de 
resultados de una empresa? 

Es información financiera preparada por la propia 
empresa y que son parte integrante de su contabilidad, 
dicha información financiera no necesariamente está 
auditada por un tercero por lo que los datos son 
elaborados exclusivamente por la empresa. En el 
presente caso, no tengo información de que los estados 
financieros que se me pusieron a la vista hayan sido 
auditados por un tercero. 

¿Usted indicó en su reporte que el mismo no podía ser 
utilizado más que para fines informativos, dado su 
naturaleza? 

Si, en principio se infiere de todo el contenido del 
documento pero además, de manera clara y precisa se 
puede apreciar que en la página 1 o portada del 
documento señalé textualmente: “la información aquí 
contenida es de carácter confidencial y está destinada 
al uso exclusivo de la persona o personas para quien 
fue preparado. Está prohibida la reproducción, 
publicación o difusión parcial o total del presente 
estudio sin la previa aprobación por parte de los peritos 
y/o Trujillo Betanzos y asociados S.C.”

Además, en la página 16 del reporte dice: 
“PROPÓSITO DEL AVALUÓ: Fines informativos”

Finalmente, quiero reiterar que además de lo que refiero 
en el documento, se le informó al solicitante RAFAEL 
ZAGA TAWIL a través de su abogada de manera verbal 
dicha circunstancia.

12. ¿De haber tenido a la vista toda la 
información financiera, contable y legal de la 
empresa y del INFONAVIT, específicamente para 
cuantificar con base en dicha información los daños 

G
uillerm

o G
onzález T

orres
70.6a.66.20.63.6a.66.00.00.00.00.00.00.00.00.00.00.00.dd.6c
30/01/23 13:47:31



Juicio de Amparo 146/2021-III.
118

y perjuicios que supuestamente sufrió la empresa, 
el resultado de su reporte sería diferente?

Así es, en caso de haber contado con información 
adicional a la que me fue proporcionada, ya sea 
financiera, contable, legal, etc., ciertamente el resultado 
obtenido en mi reporte sería diferente, sin embargo 
como ya lo mencione la solicitud fue precisa para valuar 
a perpetuidad. 

13. ¿En qué porcentaje podría variar el 
resultado obtenido en su reporte, si le hubieran 
proporcionado información adicional?

Hasta en un 100%, aunque el porcentaje específico 
dependería de qué tanta información adicional a la 
exhibida me fuera proporcionada. Inclusive podría haber 
determinado que no hubo daños y perjuicios o que 
habrían sido 90% menos a los que señalé, de haber 
hecho la valuación con los documentos e información 
financiera de la empresa y de INFONAVIT referente a 
este asunto en particular y que pudieran ser verificados 
y auditados y no basado en proyecciones que me dio 
exclusivamente la empresa TELRA. 

14. ¿Usted fue informado que los contratos 
estaban terminados anticipadamente?

Si, ya que me exhibieron copia del Oficio de fecha 1 de 
junio de 2017, emitido por el Secretario General y 
Jurídico del INFONAVIT por el que se le notificó a 
TELRA la terminación anticipada de los contratos, sin 
embargo, insisto que se me pidió valuar los posibles 
daños y perjuicios de esa terminación sobre la base de 
una contraprestación del 10% sobre los ingresos brutos 
que se esperaba fueran obtenidos por la empresa 
TELRA, porcentaje que fue directamente señalado por 
el solicitante como una especie de regalía y a 
perpetuidad y no a los 5 años que se pactaron los 
contratos.

¿Puede señalar si las precisiones de la solicitud que le 
hizo la empresa TELRA, fueron hechas de manera 
escrita o verbalmente y en caso de ser haber sido 
verbal, indique la persona le hizo dichas precisiones?

Como ya dije, fueron verbales y fueron hechas tanto por 
el señor RAFAEL ZAGA TAWIL como por su abogada 
Nicole Hadair. 

15. ¿Refirió que su reporte fue emitido para 
efectos informativos, por lo que, puede ser utilizado 
para cualquier otro propósito o fin?
No. De hecho, cualquier avalúo, de conformidad con las 
normas internacionales y la Norma Mexicana Servicios 
de Valuación Metodología NMX-R-081-SCFI-2015, 
debe tener un objeto y propósito específicos, puesto 
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que de ello depende la metodología a ser utilizada y en 
general el análisis que se realice. En el caso en 
particular, le reitero que el objeto del avalúo fue 
proporcionar un estimado de valor de los daños y 
perjuicios presumiblemente ocasionados por la 
terminación anticipada de los contratos. El propósito 
únicamente fue para fines informativos, lo que implica 
que solo es para su uso interno por parte del solicitante, 
y más porque únicamente se realizó con información 
presentada por él. No se puede utilizar ese reporte en 
juicio o en algún procedimiento en el que haya 
involucradas más partes que TELRA, lo cual le reitere 
en diversas ocasiones al señor Rafael Zaga a través de 
su abogada y se puntualizó en dicho reporte.

En resumen, los datos de prueba que se han expuesto, analizados 
a la luz de los artículos 40 y 41 de la Ley Federal contra la 
Delincuencia Organizada y 265 del Código Nacional de 
Procedimientos Penales, son aptos y suficientes para demostrar la 
existencia de una ORGANIZACIÓN DE HECHO DE MÁS DE 
TRES PERSONAS, INTEGRADA PARA REALIZAR DE FORMA 
REITERADA CONDUCTAS QUE TIENEN COMO FIN COMETER 
EL DELITOS DE OPERACIONES CON RECURSOS DE 
PROCEDENCIA ILÍCITA; utilizando el sistema financiero 
mexicano.

De manera tal que 1) RAFAEL ZAGA TAWIL, 2) TEÓFILO ZAGA 
TAWIL, 3) ELÍAS ZAGA HANONO, 4) OMAR CEDILLO 
VILLAVICENCIO y 5) ALEJANDRO GABRIEL CERDA 
ERDMANN, desplegaron las acciones consistentes en organizarse 
de hecho o facto, para realizar de forma reiterada conductas que 
tuvieron como fin cometer el delito de Operaciones con Recursos 
de Procedencia Ilícita.

Con la recíproca conciencia que tienen de obrar en común con el 
resto de la organización delictiva a la que pertenecen y no 
obstante de que al momento de ocurrir los hechos tenían 
conocimiento de que los recursos económicos manejados por la 
misma organización provenían de actividades ilícitas, lo que ha 
quedado acreditado a través de indicios fundados, utilizando el 
sistema financiero para realizar las operaciones necesarias para 
recibir y transferir grandes cantidades de recursos y con ello, 
pretender disipar su rastro para ocultar su origen ilícito y destino 
final; en cuya realización, el comportamiento de los imputados, 
representa la actuación fraccionada de una voluntad común y así 
participan como sujetos activos del delito previsto en el artículo 2 
de la Ley Federal Contra la Delincuencia Organizada, con el 
inequívoco propósito de operar recursos de procedencia ilícita 
para hacerlos circular a través de diversos instrumentos 
financieros y darles una apariencia de legalidad, para  ocultar el 
origen, destino y localización de los mismo. 

Circunstancias con las cuales se vulneró el bien jurídico tutelado 
por la norma, consistente en la economía nacional, la seguridad 
pública y el sano desarrollo del sistema financiero, ante el latente 
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peligro de su alteración por el potencial ejercicio de los fines 
propuestos por la empresa criminal.

Lo anterior se evidencia de los medios de prueba recabados, que 
demuestran que los imputados ejecutaron acciones que unidas a 
otras tuvieron las finalidades anteriormente señaladas, uniendo su 
voluntad a las del quehacer delictivo de una organización criminal, 
evidenciándose por ello que es miembro de la organización 
criminal que tiene una estructura orgánica permanente, unida con 
fines delictivos, dedicada a la comisión del delito de Operaciones 
con Recursos de Procedencia Ilícita, para lo cual, utilizan el modus 
operandi característico de la delincuencia organizada, con una 
estructura debidamente jerarquizada, con una división de trabajo 
en la que sus miembros cumplen funciones específica. 

Así, con todos y cada uno de los datos de prueba antes señalados 
debidamente valorados en conjunto con todos los demás que 
obran en la presente solicitud, ha queda totalmente comprobado el 
hecho con apariencia de delito de Delincuencia Organizada, que 
se imputa  1) RAFAEL ZAGA TAWIL, 2) TEÓFILO ZAGA TAWIL, 
3) ELÍAS ZAGA HANONO, 4) OMAR CEDILLO VILLAVICENCIO 
y 5) ALEJANDRO GABRIEL CERDA ERDMANN.

Ahora bien, por cuanto a la forma de intervención de los 
imputados, tal como se mencionó previamente, se les atribuye a 
título de autores materiales, conforme lo dispuesto en el artículo 
13 fracción II, ello en razón de que cada uno realizó por si, 
actividades específicas, para el comisión del delito de 
Delincuencia Organizada, al decidir cada uno su pertenencia e 
incorporación  a la organización criminal, para cometer el delito de  
Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita, teniendo 
conocimiento de ello, así como la capacidad de hacer cesar la 
misma, lo que en especie especie no ocurrió, si no que en sentido 
contrario, aceptaron y decidieron consumarla.  

Sirve de apoyo para lo anterior, la Jurisprudencia con número de 
registro 2010409, que establece: 

DELINCUENCIA ORGANIZADA. LA INTERVENCIÓN 
DE LOS SUJETOS ACTIVOS DEL DELITO, SE 
ACTUALIZA A TÍTULO DE AUTORÍA DIRECTA Y 
MATERIAL, EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 13, 
FRACCIÓN II, DEL CÓDIGO PENAL FEDERAL.

En el delito de delincuencia organizada previsto en el 
artículo 2o., párrafo primero, de la Ley Federal contra 
la Delincuencia Organizada se sanciona el hecho de 
que tres o más personas se organicen con un fin 
delictivo, independientemente de que realicen o no los 
delitos que pretenda llevar a cabo la organización, lo 
cual indica su autonomía frente al delito-fin y, en este 
sentido, los miembros activos se corresponden con los 
fines de la organización, que exige una actualización 
clara y permanente de pertenencia, por lo que el 
actuar reprochable de los sujetos activos se da 
como un acto instantáneo de formar parte de dicha 
organización y, por ende, personalísimo de integrar 
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ese grupo; actuar que se realiza de forma 
individual, sin necesidad de división de actos 
conformadores de la efectiva comprensión de la 
conducta punible, a título de autoría directa y 
material, en términos del artículo 13, fracción II, del 
Código Penal Federal; de ahí que sea innecesario el 
acuerdo previo entre los integrantes del grupo, que 
corresponde al elemento esencial de la coautoría.

A lo largo de la presente solicitud, quedo también demostrado que 
los imputados, desplegaron su accionar delictivo bajo un dolo 
directo, en razón de que en las conductas desplegada por los 
investigados, se denota que conocían los elementos constitutivos 
del delito de Operaciones con Recurso de Procedencia Ilícita y 
Delincuencia Organizada descritos en la ley penal, esto es; que 
sabían lo ilícito de su actuar, al realizar las conductas de acción 
encaminadas a organizarse para conformar un esquema con la 
intención de transferir recursos de origen ilícito, mediante el uso de 
empresas fachada (creadas por los mismos miembros de la 
organización) y no obstante ese conocimiento quisieron la 
realización de las conductas que ahora se les atribuye y por las 
que se plantea la presente solicitud. 

Del mismo modo, las conductas desplegadas por los ahora 
investigados son antijurídicas al encuadrar concretamente en los 
supuestos previstos en los tipos penales que nos ocupan como lo 
son el de Delincuencia Organizada y Operaciones con 
Recursos de Procedencia Ilícita. Aunado a que no existe algún 
ordenamiento jurídico que permita o justifique su actuar y no está 
acreditada en favor de los imputados (como elemento negativo de 
la antijuridicidad) alguna causa permisiva, o bien que aquellos 
hayan actuado bajo algún error de prohibición directo o indirecto 
que afectase o atenuara su comprensión. 

Por cuanto hace a la culpabilidad de los imputados, ésta se 
encuentra acreditada, puesto que los investigados resultan ser 
imputables al quedar demostrado con los datos de prueba que se 
han vertido y explicado a lo largo de la presente solicitud, que son 
personas que cuentan con plena capacidad de comprender el 
carácter antijurídico del hecho y de motivarse de acuerdo a esa 
comprensión, ya que hasta el momento no se encuentra 
acreditado con el más mínimo indicio, que los alguno de ellos 
padezca o padecía al momento de cometer las conductas con 
apariencia de delito, de alguna enfermedad mental permanente o 
transitoria que afectase la comprensión de su accionar. 

En cuanto a la conciencia de la antijuridicidad, cabe destacar que 
dado el aporte que desempeñaron cada uno de los investigados, 
hacen potencialmente demostrable que aquellos tenían el 
conocimiento de lo ilícito de sus acciones y a pesar de ello 
decidieron organizarse, para llevar a cabo las acciones necesarias 
para poder blanquear capitales, es decir cometer el delito de 
Operaciones con Recursos de Procedencia ilícita. Para lo cual 
primero constituyeron diversas entidades comerciales y después 
contrataron a nombre de dichas personas morales, instrumentos 
financieros que fueron utilizados para llevar a cabo un esquema de 
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triangulación de recursos, mediante diversas operaciones de 
recepción y transferencias que tenían como única finalidad, 
hacer que los recursos ilícitos transitaran a través del sistema 
financiero y dotarlos de una apariencia de legalidad, y así disipar 
el rastro ilícito de su origen. 

Advirtiéndose hasta este momento, que los imputados actuaron 
con libre autodeterminación pues no existe evidencia alguna que 
haga presumir siquiera que los sujetos activos hayan sido 
constreñidos a actuar como lo hicieron, al momento de llevar a 
cabo las conductas con la apariencia de los delitos que se les 
atribuye en esta etapa de investigación preliminar.

(…)”

Una vez recibida la petición de orden de 
aprehensión, el Juez responsable por auto de 
veintitrés de diciembre de dos mil veinte, requirió 
al Fiscal solicitante para que aclarara algunos 
puntos, pues luego de hacer un comparativo de los 
argumentos del Fiscal advirtió que era necesario 
que especificara:

“[…]

1. Desde cuándo existe en realidad esa organización de 
hecho para cometer la conducta que atribuye a los 
indiciados, ya que en la parte inicial de su solicitud 
señala que éstos se encuentran organizados desde el 
año dos mil catorce, que es en el que, afirma, se 
constituyeron las morales ZATYS, TELRA y GRUPO 
INMOBILIARIO TELRA, empero en la conclusión antes 
citada refiere que esa organización fue a partir del diez 
de octubre de dos mil diecisiete, momento en el que 
comenzó TELRA a recibir los montos obtenidos 
ilícitamente del patrimonio del INFONAVIT.

2. Refiere el Fiscal que esa organización, que tuvo 
como finalidad operar recursos de procedencia ilícita, 
está conformada por particulares y servidores públicos; 
sin embargo, deberá emitir argumentos lógico jurídicos 
que permitan ilustrar la manera en la que los señores 
RAFAEL ZAGA TAWIL, TEÓFILO ZAGA TAWIL y 
ELÍAS ZAGA HANONO, como parte de la empresa 
indicada, se organizaron con los servidores públicos 
OMAR CEDILLO VILLAVICENCIO y ALEJANDRO 
GABRIEL CERDA ERDMANN, ya que el fiscal federal 
señala que desde el año dos mil catorce la empresa en 
comento, celebró diversos contratos con el INFONAVIT, 
no obstante, de los mismos no se advierte la 
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participación de estos últimos, sino hasta el momento 
en que su representada, mediante oficio de uno de junio 
de dos mil diecisiete, indicó a “TELRA REALTY” su 
decisión de dar por terminados los contratos y 
convenios que tenían celebrados.

Máxime que el Fiscal Federal afirmó en su solicitud que 
éstos fueron firmados por CEDILLO VILLAVICENCIO y 
CERDA ERDMANN, lo que riñe con los datos de prueba 
correspondientes.

3. Debe aclarar la actualización del primero de los 
elementos del delito de delincuencia organizada que 
atribuye a los imputados RAFAEL ZAGA TAWIL, 
TEÓFILO ZAGA TAWIL, ELÍAS ZAGA HANONO, 
OMAR CEDILLO VILLAVICENCIO y ALEJANDRO 
GABRIEL CERDA ERDMANN, relativo a que “cuando 
tres o más personas se organicen de hecho”, dado que 
si bien señala a las cinco personas indicadas como 
parte de la organización criminal, de los hechos que 
narró se advierte la participación en ellos de únicamente 
los señores de apellidos ZAGA TAWIL y no así de los 
restantes, o al menos, no establece la forma en la que 
participaron en tales hechos, como es el caso de ELÍAS 
ZAGA HANONO, de quien resulta relevante el fiscal 
aclare cuál fue su intervención en el hecho, puesto que 
si bien es cierto se le relaciona con RAFAEL ZAGA en 
el sentido de que constituyeron la diversa persona 
moral ZATYS S.A. de C.V., lo cierto es que el fiscal 
deberá argumentar cómo es que él se organizó con las 
restantes personas para cometer esa conducta y que 
sobre todo se haya beneficiado del dinero respectivo, 
pues nótese que en esta última empresa, el socio 
mayoritario también era RAFAEL, o al menos el fiscal 
federal no aduce de qué manera aquél recibió, transfirió 
u ocultó los recursos correspondientes.

4. El Fiscal Federal sostiene que está acreditado que 
los imputados se organizaron para cometer el delito de 
recursos de procedencia ilícita, por lo que sobre ese 
tópico, deberá señalar cuál fue esa organización que ya 
tenían y la finalidad que refirió, lo que deberá emitir con 
sustento en argumentos lógico jurídicos y datos de 
prueba que aporte, pues de su solicitud se advierte que 
la finalidad de la persona moral “TELRA REALTY” lo fue 
prestar sus servicios en los términos indicados en cada 
uno de los contratos que suscribió, los cuales, en su 
caso, posiblemente hubieren continuado en su vigencia 
de no haberse rescindido por parte del INFONAVIT, tan 
es así que aún y cuando el fiscal refiere que aquélla 
jamás cumplió con el objeto de su contratación, de los 
datos de prueba aportados, en específico el Contrato de 
Transacción de veintidós de agosto de dos mil 
diecisiete, dentro de los términos y condiciones 
pactados, se dijo que el INFONAVIT adquiriría de 
“TELRA REALTY, S.A.P.I. DE C.V.” la titularidad y 
propiedad de los programas y la Plataforma Informática 
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respectiva, que al parecer constituye parte del trabajo 
de los indiciados.

5. El por qué aduce que con la rescisión de los 
contratos celebrados por el Instituto y “TELRA 
REALTY”, ésta se benefició en detrimento del 
patrimonio del primero, puesto que, como lo refiere, fue 
el INFONAVIT el que dio por terminados esos contratos 
mediante la figura jurídica aludida, de lo que hace 
necesario el Fiscal establezca cuál fue el punto toral de 
esa determinación, si hubo ineptitud por parte de los 
ahora indiciados o si estos no cumplieron con las 
obligaciones a su cargo, no contaban con la 
infraestructura necesaria, o bien, en su caso, si se 
encontraban cumpliendo con el objeto de su 
contratación.

6. Por qué es que el bien consistente en el numerario 
que recibieron RAFAEL ZAGA TAWIL y TEÓFILO 
ZAGA TAWIL, deriva de una conducta ilícita, esto 
porque el fiscal señala que el pago respectivo fue el 
resultado de una mesa de negociación que la moral 
“TELRA REALTY” y el INFONAVIT entablaron por la 
rescisión de contratos que tenían celebrados, de lo que 
a la postre ésta última optó por cubrir el pago que le fue 
requerido por la primera por indemnización de los daños 
y perjuicios causados por su actuar.

7. Deberá aclarar qué impacto tiene la conducta 
atribuida a los imputados a partir de que los recursos 
que recibieron fueron con motivo de un supuesto “pago 
indebido” (que tiene una connotación civilmente 
razonada) con la locución utilizada en la ley penal, en lo 
relativo a que los recursos deben provenir de una 
conducta ilícita (contrario a la ley), pues su justificación 
se sustenta en puras cuestiones de índole subjetiva.

8. En cuanto al ilícito de delincuencia organizada 
deberá aclarar cómo se acredita el elemento subjetivo, 
es decir, en qué momento ellos pretendieron 
organizarse para allegarse de la cantidad de 
$5,088,000,000.00 (cinco mil ochenta y ocho millones 
de pesos 00/100 M.N.), puesto que el fiscal se 
contradice al afirmar que pareciera que la finalidad fue 
desde el momento en que los indiciados constituyeron 
las empresas ya mencionadas, sin que se advierta que 
haya sido su objetivo desde el inicio; de lo que deberá 
emitir argumentos lógico jurídicos.

9. Por lo que respecta al ilícito de operaciones con 
recursos de procedencia ilícita, establecido en el 
artículo 400 Bis, del Código Penal Federal, el fiscal 
atribuye de manera genérica a los cinco imputados las 
conductas de recibir, transferir u ocultar recursos, al 
margen de que una excluye a la otra, lo cierto es que no 
se advierte que el fiscal haya manifestado qué conducta 
en particular cometió cada uno de los indiciados.
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10. Respecto de ese mismo ilícito, aclare cuál fue la 
forma de intervención de los imputados o si basta que 
se haya materializado dicha conducta ilícita cuando se 
depositó el dinero a través del contrato de transacción, 
mismo que fue recibido por RAFAEL ZAGA TAWIL y 
TEÓFILO ZAGA TAWIL; asimismo, que emita 
argumentos lógico jurídicos que permitan desentrañar la 
“modificativa” que deriva del artículo 7, fracción III, del 
Código Penal Federal, esto relacionado a la forma de 
consumación de ese ilícito, es decir, como continuado, 
dado que al efecto no aludió a cuales fueron las 
conductas que realizó, el fin único perseguido, el sujeto 
pasivo y la afectación a un mismo precepto legal.

11. Debe aclarar el por qué afirma que el suscrito 
ordenó que la Comisión Nacional Bancaria y de Valores 
le remitiera la información contenida en el oficio 214-
4/9086782/2020, suscrito por el Director General 
Adjunto de Atención a Autoridades, dado que este 
juzgador no ha emitido ninguna intervención en esa 
carpeta de investigación, máxime que se torna 
trascendental conocer si la recopilación de los estados 
de cuenta de los indiciados estuvo o no autorizada por 
una autoridad jurisdiccional.

12. Por último, señale las circunstancias de modo, 
tiempo y lugar en que se suscitaron los hechos 
constitutivos de los ilícitos que indica (calle, número, 
colonia, delegación, estado).

Se le apercibe que, de no cumplir con la totalidad de 
estas aclaraciones, este juzgador emitirá el fallo 
correspondiente; en la inteligencia que el plazo de 
veinticuatro horas a que refiere el artículo 143 del 
Código Nacional de Procedimientos Penales, iniciara a 
partir de que el Fiscal dé cumplimiento a tales 
prevenciones.”

Por lo anterior, el fiscal, mediante oficio con 
terminación 412/2020 de veinticuatro de diciembre de 
dos mil veinte, realizó las siguientes aclaraciones:

1. Desde cuándo existe en realidad esa organización de hecho 
para cometer la conducta que atribuye a los indiciados, ya que en 
la parte inicial de su solicitud señala que éstos se encuentran 
organizados desde el año dos mil catorce, que es en el que, 
afirma, se constituyeron las morales ZATYS, TELRA y GRUPO 
INMOBILIARIO TELRA, empero en la conclusión antes citada 
refiere que esa organización fue a partir del diez de octubre de dos 
mil diecisiete, momento en el que comenzó TELRA a recibir los 
montos obtenidos ilícitamente del patrimonio del INFONAVIT. 
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ACLARACIÓN: 

EN RELACIÓN A ESTE PUNTO CABE PRECISAR QUE ESTA 
ESTRUCTURA TUVO ORIGEN CON LA CONSTITUCIÓN DE 
LAS MORALES ZATYS, TELRA Y GRUPO INMOBILIARIO 
TELRA EN ABRIL Y MAYO DEL 2014, ES DECIR, CREADAS EN 
EXPROFESO PARA ESTABLECER UNA RELACIÓN 
CONTRACTUAL CON EL INFONAVIT EL 09 JUNIO DE ESE 
MISMO AÑO Y AL SER ESTAS EMPRESAS DE RECIENTE 
CREACIÓN Y CONSTITUIDAS CON LAS APORTACIONES 
MÍNIMAS SE AFIRMA QUE NO CONTABAN CON LA 
INFRAESTRUCTURA ECONÓMICA, FINANCIERA Y HUMANA 
QUE RESPALDARA LOS SERVICIOS PROFESIONALES QUE 
SE OFRECIERON, LO QUE QUEDÓ ACREDITADO CON LAS 
ACTAS CONSTITUTIVAS MULTICITADAS EN LA SOLICITUD 
PRINCIPAL.

SIN EMBARGO, LA ORGANIZACIÓN ADQUIERE EL 
CALIFICATIVO DE DELICTIVA, DADA SU ORGANIZACIÓN DE 
HECHO, A PARTIR DE OCTUBRE DE 2017, QUE ES CUANDO 
DECIDEN ORGANIZARSE, TANTO EL GRUPO DE 
EMPRESARIOS, COMO EL GRUPO DE FUNCIONARIOS DEL 
INFONAVIT, CON LA FINALIDAD DE OBTENER RECURSOS 
DEL INFONAVIT DE MANERA ILEGAL Y POSTERIORMENTE 
PROCEDER A LAVARLOS PARA QUE PUDIERAN SER 
UTILIZADOS COMO SI SE TRATARA DE DINERO LÍCITO.

SE AFIRMA LO ANTERIOR, YA QUE EN ESE MES Y AÑO ES 
CUANDO EL INFONAVIT RESCINDE EL CONTRATO QUE 
TENÍA CELEBRADO CON LA EMPRESA TELRA REALTY Y 
ESTA DECIDE INICIAR EL AMAGO CON LA AMENAZA DE 
DEMANDAR DAÑOS Y PERJUICIOS, DANDO LUGAR A QUE EL 
PERSONAL DEL INFONAVIT ACCEDIERA APARENTEMENTE 
DE FORMA VOLUNTARIAMENTE A ACCEDER AL RECLAMO 
DE LA EMPRESA.

PERO DEBE CONSIDERARSE, QUE COMO TODA 
ORGANIZACIÓN DELICTIVA, ES EVIDENTE QUE SE 
ORGANIZAN DE FACTO, SIN DEJAR HUELLA DE LAS 
REUNIONES, PLATICAS O ACUERDOS QUE SE TOMAN, PARA 
CONCLUIR EN INICIAR ACTIVIDADES DE MANERA 
ORGANIZADA, CON ROLES DE LOS PARTICIPANTES 
PERFECTAMENTE DEFINIDOS, TENDENTES TODOS ELLOS A 
LOGRAR EL OBJETIVO PRINCIPAL, QUE HICIERON 
CONSISTIR EN LLEVAR A CABO UNA SERIE DE 
OPERACIONES CON RECURSOS DE PROCEDENCIA ILÍCITA, 
PARA PODER INTRODUCIRLOS EN EL SISTEMA FINANCIERO 
NACIONAL COMO SI SE TRATARA DE RECURSOS LÍCITOS, 
FINALMENTE CON EL ARGUMENTO DE QUE SE TRATABA DE 
RECURSOS OBTENIDOS POR CONCEPTO DE 
INDEMNIZACIÓN PROVENIENTE DE UNA ENTIDAD 
TRIPARTITA, DE LA CUAL NO PODÍA DESCONFIARSE.

TRATÁNDOSE DE LA DELINCUENCIA ORGANIZADA, 
CUALQUIERA QUE SEA SU TIPO O SU ORIGEN 
(NARCOTRÁFICO O DELITOS DE CUELLO BLANCO), NO SE 
CUENTA CON UNA FECHA DETERMINADA DE SU CREACIÓN, 
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DADO QUE ES DE FACTO, ES DE HECHO Y MUCHAS VECES 
SE VA FORMANDO DE MANERA COTIDIANA, SIN QUE 
PREVIAMENTE HAYAN TENIDO UN ACUERDO EXPRESO O 
FORMAL (ESCRITO), SINO QUE SON LAS CONDUCTAS DE 
SUS MIEMBROS LOS QUE VAN ESTABLECIENDO ESAS 
COMPLICIDADES Y ACUERDOS TÁCITOS PARA OPERAR Y 
DISTRIBUIR LAS FUNCIONES DE CADA PARTICIPANTE, PERO 
SIEMPRE CON UN COMÚN DENOMINADOR, CONSISTENTE 
EN EL DELITO FIN.

AHORA BIEN, LA ORGANIZACIÓN PUEDE CALIFICARSE 
COMO DELICTIVA SOLO HASTA EL 2107 (sic), PORQUE 
HASTA ESA FECHA ES CUANDO SE CUENTA CON EVIDENCIA 
OBJETIVA DOCUMENTAL DE LA FORMA EN QUE OPERABA.

PRIMERO PORQUE NO EXISTE UN ARGUMENTO RAZONADO 
BASADO EN ALGUNA DOCUMENTAL O DICTAMEN PERICIAL 
QUE LE PERMITIERA AL INFONAVIT FUNDAR Y MOTIVAR 
LEGALMENTE LA RESCISIÓN UNILATERAL DEL CONTRATO 
CELEBRADO CON TELRA REALTY.

SEGUNDO TAMPOCO EXISTE UNA EVIDENCIA DOCUMENTAL 
U OBJETIVA QUE PERMITA ESTABLECER QUE EL CONVENIO 
CELEBRADO ENTRE EL INFONAVIT Y TELRA REALTY, FUERA 
PARA ESTA ÚLTIMA FAVORABLE, SOBRE TODO DESPUÉS 
DE CONSIDERAR EL MONTO DE LOS DAÑOS Y PERJUICIOS 
PROYECTADOS POR EN EL SUPUESTO PROCESO DE 
MEDIACIÓN, PUES PARA EL INFONAVIT ERA UNA SUMA 
BASTANTE ELEVADA Y SIN JUSTIFICACIÓN, PERO BASADOS 
EN LOS DICTÁMENES PERICIALES SUPUESTAMENTE 
ELABORADOS (INDUCIDOS AL ALZA) REPRESENTABA UNA 
CANTIDAD MÍNIMA PARA LA EMPRESA TELRA REALTY.

EN UN SIMIL, PODRÍAMOS DECIR QUE EL 
NARCOTRAFICANTE “CHAPO GUZMÁN” NACIÓ EN UN 
DETERMINADO AÑO, PERO SI BIEN ESE ES UN 
ANTECEDENTE PARA QUE A FUTURO PUDIERA SER 
CONSIDERADO COMO DELINCUENTE, LO CIERTO, ES QUE 
LA FECHA DE NACIMIENTO SOLO ES UN REQUISITO PREVIO, 
UN ANTECEDENTE, PERO PARA ESTABLECER UNA FECHA 
EN QUE PUEDA SER CONSIDERADO COMO DELINCUENTE, 
NO LO ES LA DE SU NACIMIENTO, SINO LA FECHA EN QUE 
COMETE SU PRIMER DELITO.

LO ANTERIOR DENOTA UNA MAQUINACIÓN JURÍDICA A FIN 
DE OBTENER RECURSOS DE PROCEDENCIA ILÍCITA, 
SIENDO EL PRIMER ACTO QUE ESTA FISCALÍA ADVIERTE 
COMO EL HECHO QUE MATERIALIZÓ LA ORGANIZACIÓN, LA 
FIRMA DEL CONTRATO DE INDEMNIZACIÓN DEL 22 DE 
AGOSTO DE 2020.

ES DECIR, QUE SI BIEN ES CIERTO, EXISTE UNA 
ORGANIZACIÓN PREOPERATIVA CON LAS CONSTITUCIÓN 
DE LAS EMPRESAS CITADAS, TAMBIÉN LO ES QUE SU 
OPERATIVIDAD DELINCUENCIAL SE MATERIALIZÓ HASTA LA 
FIRMA DEL CONTRATO DE INDEMNIZACIÓN LO QUE 
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PERMITIÓ LA LIBERACIÓN DE LOS RECURSOS GENERADOS 
DE UN PAGO INDEBIDO.

AHORA BIEN, EL 10 DE OCTUBRE DE 2017, ES CUANDO SE 
INICIA CON LA RECEPCIÓN DEL RECURSO PROVENIENTE 
DE LA MATERIALIZACIÓN DEL HECHO ILÍCITO, LO QUE 
OCURRIÓ A TRAVÉS DE NUEVE OPERACIONES BANCARIAS; 
COMO SE DEMUESTRA EN LA SIGUIENTE TABLA:

FECHA INSTRUMENT
O BANCARIO

NO. CLABE/ 
CUENTA ORIGEN

BAN
CO

NOMBRE 
ORDENANTE TOTAL

10/10/20
17

TRANSFEREN
CIA

0068718000183767
3748

 INFONAVIT
500,000,00

0.00 
10/10/20

17
TRANSFEREN
CIA

0068718000183767
3748

 INFONAVIT
500,000,00

0.00 
10/11/20

17
TRANSFEREN
CIA

0068718000183767
3748

 INFONAVIT
500,000,00

0.00 
10/11/20

17
TRANSFEREN
CIA

0068718000183767
3748

 INFONAVIT
500,000,00

0.00 
11/12/20

17
TRANSFEREN
CIA

0211800403285984
54

HSB
C

INFONAVIT
500,000,00

0.00 
11/12/20

17
TRANSFEREN
CIA

0211800403285984
54

HSB
C

INFONAVIT
500,000,00

0.00 
15/01/20

18
TRANSFEREN
CIA

0211800403285984
54

HSB
C

INFONAVIT
696,000,00

0.00 
15/02/20

18
TRANSFEREN
CIA

0211800403285984
54

HSB
C

INFONAVIT
696,000,00

0.00 
15/03/20

18
TRANSFEREN
CIA

0211800403285984
54

HSB
C

INFONAVIT
696,000,00

0.00 

TOTAL    
5,088,000,0

00.00 

Y QUE DE MANERA POSTERIOR DICHOS RECURSOS 
FUERON DISPERSADOS A TRAVÉS DEL SISTEMA 
FINANCIERO, MEDIANTE TRANSFERENCIAS BANCARIAS 
OTRAS MORALES CONSTITUIDAS POR LOS MIEMBROS DE 
LA ORGANIZACIÓN E INCLUSO DE MANERA DIRECTA POR 
RAFAEL Y TEÓFILO AMBOS DE APELLIDOS ZAGA TAWIL 
SIENDO LA ÚLTIMA OPERACIÓN QUE HASTA EL MOMENTO 
SE TIENE DETECTADA EN EL AÑO 2018.

2. Refiere el Fiscal que esa organización, que tuvo como finalidad 
operar recursos de procedencia ilícita, está conformada por 
particulares y servidores públicos; sin embargo, deberá emitir 
argumentos lógico jurídicos que permitan ilustrar la manera en la 
que los señores RAFAEL ZAGA TAWIL, TEÓFILO ZAGA TAWIL 
y ELÍAS ZAGA HANONO, como parte de la empresa indicada, se 
organizaron con los servidores públicos OMAR CEDILLO 
VILLAVICENCIO y ALEJANDRO GABRIEL CERDA ERDMANN, 
ya que el fiscal federal señala que desde el año dos mil catorce la 
empresa en comento, celebró diversos contratos con el 
INFONAVIT, no obstante, de los mismos no se advierte la 
participación de estos últimos, sino hasta el momento en que su 
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representada, mediante oficio de uno de junio de dos mil 
diecisiete, indicó a “TELRA REALTY” su decisión de dar por 
terminados los contratos y convenios que tenían celebrados.

Máxime que el Fiscal Federal afirmó en su solicitud que éstos 
fueron firmados por CEDILLO VILLAVICENCIO y CERDA 
ERDMANN, lo que riñe con los datos de prueba correspondientes.

ACLARACIÓN: 

ESTE PUNTO GUARDA ESTRECHA RELACIÓN CON EL 
ANTERIOR, PUES SE REITERA QUE LAS EMPRESAS SON 
CONSTITUIDAS EN EL AÑO DE 2014 Y QUE OBTUVIERON UN 
CONTRATO DEL INFONAVIT DE MANERA IRREGULAR O 
CUANDO MENOS CUESTIONABLE, DADA LA PREMURA DE SU 
CONSTITUCIÓN Y LA CARENCIA DE LOS ELEMENTOS 
NECESARIOS PARA CUMPLIR EL CONTRATO, SIN EMBARGO, 
ES HASTA EL AÑO DE 2017 CUANDO LA EMPRESA TELRA 
REALTY A TRAVÉS DE SUS SOCIOS O REPRESENTANTES, 
SE ORGANIZA CON FUNCIONARIOS DEL INFONAVIT PARA 
OBTENER LOS RECURSOS DE ESA ENTIDAD DE MANERA 
ILEGAL Y POSTERIORMENTE REALIZAR LAS CONDUCTAS 
NECESARIAS QUE LES PERMITIERA RECIBIR LOS 
RECURSOS E INTRODUCIRLOS AL SISTEMA FINANCIERA 
NACIONAL COMO SI FUERA LÍCITOS.

POR ELLO, ES HASTA EL 2017 CUANDO SE CONSTITUYE LA 
DELINCUENCIA ORGANIZADA, Y DESDE LUEGO LOS 
FUNCIONARIOS DEL INFONAVIT SON DISTINTOS A LOS QUE 
INICIALMENTE OTORGARON LOS CONTRATOS, ASÍ SE 
EXPLICA LA APARICIÓN DE OMAR CEDILLO VILLAVICENCIO 
Y ALEJANDRO GABRIEL CERDA ERDMANN.

SI BIEN LOS SEÑORES RAFAEL ZAGA TAWIL, TEÓFILO 
ZAGA TAWIL Y ELÍAS ZAGA HANONO, INTEGRANTES DE LA 
EMPRESA TELRA REALTY, YA HABÍAN CELEBRADO EL 
CONTRATO CON EL INFONAVIT, ES HASTA QUE LLEGAN 
COMO FUNCIONARIOS LOS SEÑORES OMAR CEDILLO 
VILLAVICENCIO Y ALEJANDRO GABRIEL CERDA ERDMANN, 
CON QUIENES SE ORGANIZAN DE HECHO PARA, OBTENER 
RECURSOS DEL INFONAVIT DE MANERA ILÍCITA Y AQUÍ ES 
DONDE ESTOS DOS ÚLTIMOS TOMAN IMPORTANCIA, YA 
QUE SON ELLOS QUIENES OPERARON LA RECISIÓN DEL 
CONTRATO QUE TENÍAN CELEBRADO CON LA EMPRESAS 
DE LOS SEÑORES ZAGA TAWIL, SIENDO LOS ENCARGADOS 
DE PRESENTARLA ANTE EL CONSEJO DE ADMINISTRACIÓN 
DEL INFONAVIT PARA CONVENCERLOS DE LA VIABILIDAD 
DE LA RECISIÓN, SIN EXPLICARLE AL CONSEJO LAS 
CONSECUENCIAS QUE ESTO PUDIERA TENER.

SON TAMBIEN LOS FUNCIONARIOS OMAR CEDILLO 
VILLAVICENCIO Y ALEJANDRO GABRIEL CERDA ERDMANN 
LOS ENCARGADOS DE ACEPTAR EL PROCESO DE 
MEDIACIÓN CON LA EMPRESA TELRA REALTY QUE DERIVÓ 
EN EL CONTRATO DE INDEMNIZACIÓN, MISMO QUE ELLOS 
PROMOVIERON Y ACEPTARON BAJO EL ARGUMENTO DE 
QUE ERA LO MAS ECONÓMICO PARA EL INFONAVIT Y QUE 
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AFRONTAR UN JUICIO O UN PROCESO, DERIVADO DE LA 
DEMANDA QUE SUPUESTAMENTE PUDIERAN INTERPONER 
RAFAEL ZAGA TAWIL, TEÓFILO ZAGA TAWIL Y ELIAS ZAGA 
HANONO PODÍA REPRESENTAR MAYOR RIESGO Y MAYOR 
COSTO PARA LA ENTIDAD, MANIFESTANDO DE ESTA FORMA 
SU ACUERDO CON LOS INTERESES DE LOS SEÑORES ZAGA 
TAWIL.

DE MANERA, QUE SIN LA INTERVENCIÓN Y EL ACUERDO DE 
LOS ZAGA TAWIL CON LOS FUNCIONARIOS DEL INFONAVIT, 
NO SE HUBIERA LOGRADO LA OBTENCIÓN ILÍCITA DE LOS 
RECURSOS DE ESA ENTIDAD, DEMOSTRANDO CON ELLO LA 
IMPORTANCIA DE SU PARTICIPACIÓN EN LAS ACTIVIDADES 
DE LA ORGANIZACIÓN QUE HABÍAN CONFORMADO Y EL ROL 
QUE DENTRO DE LA MISMA ASUMIERON PARA ALCANZAR 
LOS FINES PROPUESTOS POR LA MISMA.

POR CUANTO HACE AL CONTRATO CELEBRADO ENTRE EL 
INFONAVIT Y LA EMPRESA TELRA REALTY EN EL AÑO 2014, 
EN EL QUE SE ADMITE, SE RECONOCE Y SE CONFIRMA QUE 
NO PARTICIPARON OMAR CEDILLO VILLAVICENCIO Y 
ALEJANDRO GABRIEL CERDA ERDMANN, NO SIGNIFICA 
QUE NO SEAN MIEMBROS DE LA DELINCUENCIA 
ORGANIZADA QUE AHORA SE JUDICIALIZA, YA QUE SU 
PARTICIPACIÓN COMO MIEMBROS DE ESA DELINCUENCIA 
ORGANIZADA SE DA HASTA EL AÑO DEL 2017, QUE ES 
CUANDO PARTICIPAN EN TODOS EVENTOS Y HECHOS QUE 
ARRIBA SE HAN SEÑALADO Y QUE PERMITIERON LA 
INTEGRACIÓN DE LA ORGANIZACIÓN DELICTIVA Y LA 
CONCRECIÓN MATERIAL DE LOS FINES DE ESTA 
ORGANIZACIÓN, QUE SE HACEN CONSISTIR EN LA 
OBTENCIÓN DE UN PAGO ILÍCITO POR LA CANTIDAD DE 
$5,088 MDP Y LAS POSTERIORES ACTIVIDADES PARA 
DISPERSARLO E INTEGRARLO EN EL SISTEMA NACIONAL 
FINANCIERO COMO SI SE TRATARA DE RECURSOS 
OBTENIDOS DE MANERA LICITA.

DE LO ANTERIOR TENEMOS COMO ACTO GENERADOR UN 
PROCESO DE MEDIACIÓN IRREGULAR CON ACEPTACIONES 
DE CONDICIONES DESPROPORCIONALES Y FUERA DE 
TODA LÓGICA, EL CUAL TENÍA COMO FINALIDAD PROVEER 
DE RECURSOS ALGUNOS MIEMBROS DE LA ORGANIZACIÓN, 
SIN QUE SE HUBIERA PODIDO CUMPLIR CON ESTE 
PROPÓSITO SIN LA PARTICIPACIÓN DE LOS OTROS 
MIEMBROS, SE EXPLICA:

NO HUBIERA SIDO POSIBLE LA LIBERACIÓN DE LOS 
RECURSOS SI LOS APODERADOS DEL INFONAVIT OMAR 
CEDILLO VILLAVICENCIO Y ALEJANDRO GABRIEL CERDA 
ERDMANN, NO HUBIERAN ACEPTADO LAS CONDICIONES 
QUE IMPUSO EL REPRESENTANTE DE LA MORAL TELRA 
REALTY, ESTE HECHO ES TOMADO COMO DETONANTE 
PUES SE PRESENTA COMO CIERTO ANTE EL CONSEJO DE 
ADMINISTRACIÓN DEL INSTITUTO PARA QUE SE REALIZARA 
UNA APROBACIÓN VICIADA QUE PERMITIERA LA 
REALIZACIÓN DEL PAGO.
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POR SU PARTE, SIN LOS DICTÁMENES SOBREVALUADOS 
PRESENTADOS POR RAFAEL ZAGA TAWIL EN 
REPRESENTACIÓN DE LA MORAL TELRA REALTY, NO 
HUBIERA SIDO POSIBLE QUE LA MORAL Y SUS 
ACCIONISTAS RECIBIRÁN EL RECURSO PROVENIENTE DEL 
INFONAVIT, A TRAVÉS DE UNA INDEMNIZACIÓN POR DEMÁS 
IRREGULAR. LO QUE SE SOSLAYA FUE DE VITAL 
IMPORTANCIA PUES COMO LO DETERMINO EL DICTAMEN 
DE VALUACIÓN CON FOLIO 42089/2020, EMITIDO EL 13 DE 
OCTUBRE DE 2020, POR SORAIDA GODOY REYES, PERITO 
OFICIAL EN MATERIA DE VALUACIÓN ADSCRITA A LA 
COORDINACIÓN DE SERVICIOS PERICIALES DE LA FISCALÍA 
GENERAL DE LA REPÚBLICA, OBTENIDO MEDIANTE 
INSPECCIÓN DE POLICÍA FEDERAL MINISTERIAL REALIZADA 
A LA CARPETA DE INVESTIGACIÓN FED/SEIDF/UNAI-
CDMX/0001015/2019, EL 21 DE DICIEMBRE DE 2020, QUE SE 
LOCALIZA EN LA FISCALÍA DE DELITOS COMETIDOS POR 
SERVIDORES PÚBLICOS DE LA UNIDAD ESPECIALIZADA EN 
INVESTIGACIÓN DE DELITOS COMETIDOS POR SERVIDORES 
PÚBLICOS Y CONTRA LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA, 
ESTA EMPRESA NO HUBIERA PODIDO ACCEDER A DICHO 
PAGO.

AHORA BIEN, SIN LA PARTICIPACIÓN DE ELÍAS ZAGA 
HANONO, NO SE HUBIERA PODIDO REALIZAR LA CREACIÓN 
DE LAS PERSONAS MORALES QUE PARTICIPARON EN 
OBTENCIÓN Y DISPERSIÓN DE LOS RECURSOS DE 
PROCEDENCIA ILÍCITA, PUES ÉL ACCIONISTA SIN IMPORTAR 
EL PORCENTAJE SU PARTICIPACIÓN EN LA MORAL ZATYS, Y 
QUE A SU VEZ ES PROPIETARIA JUNTO CON RAFAEL ZAGA 
TAWIL, DE TELRA REALTY Y GRUPO INMOBILIARIO TELRA, 
EMPRESAS QUE FUERON UTILIZADAS PARA LA RECEPCIÓN 
Y TRANSFERENCIA DE LOS RECURSOS DE ESE PAGO 
IRREGULAR; POR LO QUE EN ATENCIÓN A ELLO, ELÍAS 
ZAGA HANONO, TENÍA PLENO CONOCIMIENTO DE LA 
UTILIZACIÓN ILÍCITA QUE SE LES DARÍA A LAS EMPRESAS 
DE SU PROPIEDAD, DEBIENDO RESALTAR EL DEBER DE 
CUIDADO QUE DEBERÍA TENER SOBRE SUS PROPIEDADES.

EN RELACIÓN A TEÓFILO ZAGA TAWIL, SE ENCUENTRA 
ACTIVAMENTE DE FORMA DIRECTA EN LA DISPERSIÓN DE 
LOS RECURSOS, PUES SE ADVIERTE QUE SE ENCUENTRA 
AUTORIZADO COMO FIRMANTE EN LOS INSTRUMENTOS 
BANCARIOS CONTRATADOS POR ZATYS, TELRA REALTY Y 
GRUPO INMOBILIARIO TELRA, POR LO QUE NO SE PODRÍA 
SUPONER QUE DESCONOCÍA LOS MOVIMIENTOS 
BANCARIOS QUE SE REALIZABAN EN LAS CUENTAS ASÍ 
COMO EL ORIGEN ILÍCITO DE DICHO RECURSO.

DE LO ANTERIOR, SE CONCLUYE QUE NOS ENCONTRAMOS 
ANTE UNA ORGANIZACIÓN ESTRUCTURADA CON ROLES 
DEFINIDOS Y UN PROPÓSITO EN COMÚN EL CUAL 
CONSISTIÓ EN OPERAR RECURSOS QUE PROVENÍAN DE UN 
PAGO INDEBIDO PRODUCTO DE UNA MAQUINACIÓN 
JURÍDICA ESTABLECIDA
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3. Debe aclarar la actualización del primero de los elementos del 
delito de delincuencia organizada que atribuye a los imputados 
RAFAEL ZAGA TAWIL, TEÓFILO ZAGA TAWIL, ELÍAS ZAGA 
HANONO, OMAR CEDILLO VILLAVICENCIO y ALEJANDRO 
GABRIEL CERDA ERDMANN, relativo a que “cuando tres o más 
personas se organicen de hecho”, dado que si bien señala a las 
cinco personas indicadas como parte de la organización criminal, 
de los hechos que narró se advierte la participación en ellos de 
únicamente los señores de apellidos ZAGA TAWIL y no así de los 
restantes, o al menos, no establece la forma en la que participaron 
en tales hechos, como es el caso de ELÍAS ZAGA HANONO, de 
quien resulta relevante el fiscal aclare cuál fue su intervención en 
el hecho, puesto que si bien es cierto se le relaciona con RAFAEL 
ZAGA en el sentido de que constituyeron la diversa persona moral 
ZATYS S.A. de C.V., lo cierto es que el fiscal deberá argumentar 
cómo es que él se organizó con las restantes personas para 
cometer esa conducta y que sobre todo se haya beneficiado del 
dinero respectivo, pues nótese que en esta última empresa, el 
socio mayoritario también era RAFAEL, o al menos el fiscal 
federal no aduce de qué manera aquél recibió, transfirió u ocultó 
los recursos correspondientes.

ACLARACIÓN: 

A RIESGO DE SER REITERATIVO EXPLICO LA INTERVENCIÓN 
DE CADA UNO DE LOS AHORA IMPUTADOS:

POR CUANTO HACE AL CONTRATO CELEBRADO ENTRE EL 
INFONAVIT Y LA EMPRESA TELRA REALTY EN EL AÑO 2014, 
EN EL QUE SE ADMITE, SE RECONOCE Y SE CONFIRMA QUE 
NO PARTICIPARON OMAR CEDILLO VILLAVICENCIO Y 
ALEJANDRO GABRIEL CERDA ERDMANN, NO SIGNIFICA 
QUE NO SEAN MIEMBROS DE LA DELINCUENCIA 
ORGANIZADA QUE AHORA SE JUDICIALIZA, YA QUE SU 
PARTICIPACIÓN COMO MIEMBROS DE ESA DELINCUENCIA 
ORGANIZADA SE DA HASTA EL AÑO DEL 2017, QUE ES 
CUANDO PARTICIPAN EN TODOS LOS EVENTOS Y HECHOS 
QUE ARRIBA SE HAN SEÑALADO Y QUE PERMITIERON LA 
INTEGRACIÓN DE LA ORGANIZACIÓN DELICTIVA Y LA 
CONCRECIÓN MATERIAL DE LOS FINES DE ESTA 
ORGANIZACIÓN, QUE SE HACEN CONSISTIR EN LA 
OBTENCIÓN DE UN PAGO ILÍCITO POR LA CANTIDAD DE 
$5,088 MDP Y LAS POSTERIORES ACTIVIDADES PARA 
DISPERSARLO E INTEGRARLO EN EL SISTEMA NACIONAL 
FINANCIERO COMO SI SE TRATARA DE RECURSOS 
OBTENIDOS DE MANERA LICITA.

DE LO ANTERIOR TENEMOS COMO ACTO GENERADOR UN 
PROCESO DE MEDIACIÓN IRREGULAR CON ACEPTACIONES 
DE CONDICIONES DESPROPORCIONALES Y FUERA DE 
TODA LÓGICA, EL CUAL TENÍA COMO FINALIDAD PROVEER 
DE RECURSOS ALGUNOS MIEMBROS DE LA ORGANIZACIÓN, 
SIN QUE SE HUBIERA PODIDO CUMPLIR CON ESTE 
PROPÓSITO SIN LA PARTICIPACIÓN DE LOS OTROS 
MIEMBROS, SE EXPLICA:
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NO HUBIERA SIDO POSIBLE LA LIBERACIÓN DE LOS 
RECURSOS SI LOS APODERADOS DEL INFONAVIT OMAR 
CEDILLO VILLAVICENCIO Y ALEJANDRO GABRIEL CERDA 
ERDMANN, NO HUBIERAN ACEPTADO LAS CONDICIONES 
QUE IMPUSO EL REPRESENTANTE DE LA MORAL TELRA 
REALTY, ESTE HECHO ES TOMADO COMO DETONANTE 
PUES SE PRESENTA COMO CIERTO ANTE EL CONSEJO DE 
ADMINISTRACIÓN DEL INSTITUTO PARA QUE SE REALIZARA 
UNA APROBACIÓN VICIADA QUE PERMITIERA LA 
REALIZACIÓN DEL PAGO.

POR SU PARTE, SIN LOS DICTÁMENES SOBREVALUADOS 
PRESENTADOS POR RAFAEL ZAGA TAWIL EN 
REPRESENTACIÓN DE LA MORAL TELRA REALTY, NO 
HUBIERA SIDO POSIBLE QUE LA MORAL Y SUS 
ACCIONISTAS RECIBIRÁN EL RECURSO PROVENIENTE DEL 
INFONAVIT, A TRAVÉS DE UNA INDEMNIZACIÓN POR DEMÁS 
IRREGULAR. LO QUE SE SOSLAYA FUE DE VITAL 
IMPORTANCIA PUES COMO LO DETERMINO EL DICTAMEN 
DE VALUACIÓN CON FOLIO 42089/2020, EMITIDO EL 13 DE 
OCTUBRE DE 2020, POR SORAIDA GODOY REYES, PERITO 
OFICIAL EN MATERIA DE VALUACIÓN ADSCRITA A LA 
COORDINACIÓN DE SERVICIOS PERICIALES DE LA FISCALÍA 
GENERAL DE LA REPÚBLICA, OBTENIDO MEDIANTE 
INSPECCIÓN DE POLICÍA FEDERAL MINISTERIAL REALIZADA 
A LA CARPETA DE INVESTIGACIÓN FED/SEIDF/UNAI-
CDMX/0001015/2019, EL 21 DE DICIEMBRE DE 2020, QUE SE 
LOCALIZA EN LA FISCALÍA DE DELITOS COMETIDOS POR 
SERVIDORES PÚBLICOS DE LA UNIDAD ESPECIALIZADA EN 
INVESTIGACIÓN DE DELITOS COMETIDOS POR SERVIDORES 
PÚBLICOS Y CONTRA LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA, 
ESTA EMPRESA NO HUBIERA PODIDO ACCEDER A DICHO 
PAGO.

AHORA BIEN, SIN LA PARTICIPACIÓN DE ELÍAS ZAGA 
HANONO, NO SE HUBIERA PODIDO REALIZAR LA CREACIÓN 
DE LAS PERSONAS MORALES QUE PARTICIPARON EN 
OBTENCIÓN Y DISPERSIÓN DE LOS RECURSOS DE 
PROCEDENCIA ILÍCITA, PUES ÉL ACCIONISTA SIN IMPORTAR 
EL PORCENTAJE SU PARTICIPACIÓN EN LA MORAL ZATYS, Y 
QUE A SU VEZ ES PROPIETARIA JUNTO CON RAFAEL ZAGA 
TAWIL, DE TELRA REALTY Y GRUPO INMOBILIARIO TELRA, 
EMPRESAS QUE FUERON UTILIZADAS PARA LA RECEPCIÓN 
Y TRANSFERENCIA DE LOS RECURSOS DE ESE PAGO 
IRREGULAR; POR LO QUE EN ATENCIÓN A ELLO, ELÍAS 
ZAGA HANONO, TENÍA PLENO CONOCIMIENTO DE LA 
UTILIZACIÓN ILÍCITA QUE SE LES DARÍA A LAS EMPRESAS 
DE SU PROPIEDAD, DEBIENDO RESALTAR EL DEBER DE 
CUIDADO QUE DEBERÍA TENER SOBRE SUS PROPIEDADES.

EN RELACIÓN A TEÓFILO ZAGA TAWIL, SE ENCUENTRA 
ACTIVAMENTE DE FORMA DIRECTA EN LA DISPERSIÓN DE 
LOS RECURSOS, PUES SE ADVIERTE QUE SE ENCUENTRA 
AUTORIZADO COMO FIRMANTE EN LOS INSTRUMENTOS 
BANCARIOS CONTRATADOS POR ZATYS, TELRA REALTY Y 
GRUPO INMOBILIARIO TELRA, POR LO QUE NO SE PODRÍA 
SUPONER QUE DESCONOCÍA LOS MOVIMIENTOS 
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BANCARIOS QUE SE REALIZABAN EN LAS CUENTAS ASÍ 
COMO EL ORIGEN ILÍCITO DE DICHO RECURSO.

DE LO ANTERIOR, SE CONCLUYE QUE NOS ENCONTRAMOS 
ANTE UNA ORGANIZACIÓN ESTRUCTURADA CON ROLES 
DEFINIDOS Y UN PROPÓSITO EN COMÚN EL CUAL 
CONSISTIÓ EN OPERAR RECURSOS QUE PROVENÍAN DE UN 
PAGO INDEBIDO PRODUCTO DE UNA MAQUINACIÓN 
JURÍDICA ESTABLECIDA.

POR CUANTO HACE AL BENEFICIO DEL DINERO QUE PUDO 
HABER TENIDO ELÍAS ZAGA HANONO, AUN Y CUANDO EL 
SOCIO MAYORITARIO DE LA EMPRESA ZATYS, ES RAFAEL 
ZAGA TAWIL SE ESTABLECE QUE ESTE NO ES UN 
REQUISITO DE INTEGRACIÓN DEL TIPO PENAL DE 
DELINCUENCIA ORGANIZADA, Y POR TANTO EN FACTIBLE 
QUE HAYA MIEMBROS DE LA DELINCUENCIA ORGANIZADA 
QUE ACTÚEN Y PARTICIPEN COMO TALES, Y QUE 
FINALMENTE NO OBTENGAN NINGÚN BENEFICIO 
ECONÓMICO O QUE SU BENEFICIO ECONÓMICO SEA 
MÍNIMO.

CABE SEÑALAR A SU SEÑORÍA, QUE EL IMPUTADO ELIAS 
ZAGA HANONO NO ESTA IMPUTADO POR LA COMISIÓN DEL 
DELITO DE OPERACIONES CON RECURSOS DE 
PROCEDENCIA ILÍCITA, SINO SOLAMENTE POR LA 
COMISIÓN DEL DELITO DE DELINCUENCIA ORGANIZADA, 
POR ELLO ES QUE RESULTA OCIOSO PRETENDER 
ENCONTRAR O ESTABLECER SI RECIBIÓ, TRANSFIRIÓ U 
OCULTÓ LOS RECURSOS CORRESPONDIENTES, EN CUYO 
SUPUESTO LA SOLICITUD DE ORDEN EN SU CONTRA 
INCLUIRÍA EL DELITO DE OPERACIONES CON RECURSOS 
DE PROCEDENCIA ILÍCITA.

4. El Fiscal Federal sostiene que está acreditado que los 
imputados se organizaron para cometer el delito de recursos de 
procedencia ilícita, por lo que sobre ese tópico, deberá señalar 
cuál fue esa organización que ya tenían y la finalidad que refirió, lo 
que deberá emitir con sustento en argumentos lógico jurídicos y 
datos de prueba que aporte, pues de su solicitud se advierte que 
la finalidad de la persona moral “TELRA REALTY” lo fue prestar 
sus servicios en los términos indicados en cada uno de los 
contratos que suscribió, los cuales, en su caso, posiblemente 
hubieren continuado en su vigencia de no haberse rescindido por 
parte del INFONAVIT, tan es así que aún y cuando el fiscal refiere 
que aquélla jamás cumplió con el objeto de su contratación, de los 
datos de prueba aportados, en específico el Contrato de 
Transacción de veintidós de agosto de dos mil diecisiete, dentro 
de los términos y condiciones pactados, se dijo que el INFONAVIT 
recibiría de “TELRA REALTY, S.A.P.I. DE C.V.” la titularidad y 
propiedad de los programas y la Plataforma Informática respectiva, 
que al parecer constituye parte del trabajo de los indiciados.

ACLARACIÓN:

AL RESPECTO, INFORMO A SU SEÑORÍA QUE LA 
ORGANIZACIÓN DELICTIVA A QUE ME REFIERO EN MI 
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SOLICITUD DE ORDEN DE APREHENSIÓN ES LA QUE 
INTEGRARON LOS SEÑORES RAFAEL ZAGA TAWIL, TEÓFILO 
ZAGA TAWIL Y ELIAS ZAGA HANONO CON PARTICIPACIÓN 
DE OMAR CEDILLO VILLAVICENCIO Y ALEJANDRO GABRIEL 
CERDA ERDMANN.

ESTA ORGANIZACIÓN DELICTIVA NO LA TENÍAN INTEGRADA 
SUS MIEMBROS DESDE EL 2014, SINO QUE SURGE COMO 
UNA ORGANIZACIÓN DE HECHO O FACTO A PARTIR DEL 
2017, FECHA EN QUE COMO YA SE DIJO EL GRUPO DE 
EMPRESARIOS SE ORGANIZÓ DE FACTO CON LOS 
FUNCIONARIOS DEL INFONAVIT PARA OBTENER RECURSOS 
DE ESTA ENTIDAD DE MANERA ILEGAL Y POSTERIORMENTE 
REALIZAR UNA SERIE DE ACTIVIDADES REITERADAS QUE 
TENÍAN COMO FINALIDAD LA DE RECIBIR Y TRANSFERIR 
ESOS RECURSOS DE PROCEDENCIA ILÍCITA PARA 
INTEGRARLOS EN EL SISTEMA FINANCIERO COMO SI SE 
TRATARA DE RECURSOS LÍCITOS.

DICE USTED, QUE DE MI SOLICITUD DE ORDEN DE 
APREHENSIÓN SE ADVIERTE QUE LA FINALIDAD DE LA 
PERSONA MORAL TELRA REALTY, LO FUE PRESTAR SUS 
SERVICIOS EN LOS TÉRMINOS INDICADOS EN CADA UNO DE 
LOS CONTRATOS QUE SUSCRIBIÓ, LOS CUALES, EN SU 
CASO, POSIBLEMENTE HUBIEREN CONTINUADO EN SU 
VIGENCIA DE NO HABERSE RESCINDIDO POR PARTE DEL 
INFONAVIT, Y QUE NO SE CUMPLIÓ CON EL OBJETO DEL 
CONTRATO PERO QUE DE LOS DATOS DE PRUEBA QUE 
APORTE EN ESPECIFICO EL CONTRATO DE TRANSACCIÓN 
DEL 22 DE AGOSTO DE 2017, SE DESPRENDE QUE EL 
INFONAVIT ADQUIRIÓ DE TELRA REALTY LA TITULARIDAD Y 
PROPIEDAD DE LOS PROGRAMAS Y PLATAFORMA 
INFORMÁTICA RESPECTIVA QUE CONSTITUYE PARTE DEL 
TRABAJO DE LOS INDICIADOS, AL RESPECTO DEBO 
ACLARAR AL JUZGADOR QUE EL CONTRATO DE 
TRANSACCIÓN FORMA PARTE DE LAS ACTIVIDADES DE LA 
ORGANIZACIÓN DELICTIVA.

EN EFECTO, EL CONTRATO DE TRANSACCIÓN ES UN 
ELEMENTO DOCUMENTAL OBJETIVO QUE SIRVE PARA 
ESTABLECER LA MAQUINACIÓN REALIZADA ENTRE EL 
GRUPO DE EMPRESARIOS Y LOS FUNCIONARIOS DEL 
INFONAVIT, PUES DEL MISMO SE DESPRENDEN 
AFIRMACIONES QUE NO CONCUERDAN CON LA REALIDAD Y 
QUE NO ESTÁN SOPORTADAS CON ELEMENTOS OBJETIVOS 
QUE HAGAN CIERTOS LOS HECHOS QUE AHÍ SE AFIRMAN, 
COMO EL CASO DE LOS SUPUESTOS PROGRAMAS Y 
PLATAFORMA INFORMÁTICA A QUE SE REFIERE, LA CUAL 
FUE BASE PARA ESTABLECER EL MONTO DE LOS DAÑOS Y 
PERJUICIOS PERO SE TRATA DE PROGRAMAS CUYO VALOR 
ES MÍNIMO, EN EL MEJOR DE LOS CASOS PUDIERA 
ASCENDER A LOS $100 MPD (CIEN MILLONES DE PESOS 
00/10 MN).

LA CANTIDAD DE REFERENCIA RESULTA MÍNIMA 
COMPARADA CON LO QUE LOS AHORA INDICIADOS 
ACORDARON QUE PAGARA EL INFONAVIT POR LA RECISIÓN 
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INFUNDADA DEL CONTRATO CELEBRADO POR TELRA 
REALTY Y QUE, COMO PUEDE VERSE, FUE DE $ 5’088 MDP 
(CINCO MIL OCHENTA Y OCHO MILLONES DE PESOS 00/100 
M.N.)

AHORA BIEN, LA ORGANIZACIÓN PUEDE CALIFICARSE 
COMO DELICTIVA SOLO HASTA EL 2107, PORQUE HASTA 
ESA FECHA ES CUANDO SE CUENTA CON EVIDENCIA 
OBJETIVA DOCUMENTAL DE LA FORMA EN QUE OPERABA.

PRIMERO PORQUE NO EXISTE UN ARGUMENTO RAZONADO 
BASADO EN ALGUNA DOCUMENTAL O DICTAMEN PERICIAL 
QUE LE PERMITIERA AL INFONAVIT FUNDAR Y MOTIVAR 
LEGALMENTE LA RESCISIÓN UNILATERAL DEL CONTRATO 
CELEBRADO CON TELRA REALTY.

SEGUNDO TAMPOCO EXISTE UNA EVIDENCIA DOCUMENTAL 
U OBJETIVA QUE PERMITA ESTABLECER QUE EL CONVENIO 
CELEBRADO ENTRE EL INFONAVIT Y TELRA REALTY, FUERA 
PARA ESTA ÚLTIMA FAVORABLE, SOBRE TODO DESPUÉS 
DE CONSIDERAR EL MONTO DE LOS DAÑOS Y PERJUICIOS 
PROYECTADOS POR EN EL SUPUESTO PROCESO DE 
MEDIACIÓN, PUES PARA EL INFONAVIT ERA UNA SUMA 
BASTANTE ELEVADA Y SIN JUSTIFICACIÓN, PERO BASADOS 
EN LOS DICTÁMENES PERICIALES SUPUESTAMENTE 
ELABORADOS (INDUCIDOS AL ALZA) REPRESENTABA UNA 
CANTIDAD MÍNIMA PARA LA EMPRESA TELRA REALTY.

EN UN SIMIL, PODRÍAMOS DECIR QUE EL 
NARCOTRAFICANTE “CHAPO GUZMAN” NACIÓ EN UN 
DETERMINADO AÑO, PERO SI BIEN ESE ES UN 
ANTECEDENTE PARA QUE A FUTURO PUDIERA SER 
CONSIDERADO COMO DELINCUENTE, LO CIERTO, ES QUE 
LA FECHA DE NACIMIENTO SOLO ES UN REQUISITO PREVIO, 
UN ANTECEDENTE, PERO PARA ESTABLECER UNA FECHA 
EN QUE PUEDA SER CONSIDERADO COMO DELINCUENTE, 
NO LO ES LA DE SU NACIMIENTO, SINO LA FECHA EN QUE 
COMETE SU PRIMER DELITO.

LO ANTERIOR DENOTA UNA MAQUINACIÓN JURÍDICA A FIN 
DE OBTENER RECURSOS DE PROCEDENCIA ILÍCITA, 
SIENDO EL PRIMER ACTO QUE ESTA FISCALÍA ADVIERTE 
COMO EL HECHO QUE MATERIALIZÓ LA ORGANIZACIÓN, LA 
FIRMA DEL CONTRATO DE INDEMNIZACIÓN DEL 22 DE 
AGOSTO DE 2020.

ES DECIR, QUE SI BIEN ES CIERTO, EXISTE UNA 
ORGANIZACIÓN PREOPERATIVA CON LAS CONSTITUCIÓN 
DE LAS EMPRESAS CITADAS, TAMBIÉN LO ES QUE SU 
OPERATIVIDAD DELINCUENCIAL SE MATERIALIZÓ HASTA LA 
FIRMA DEL CONTRATO DE INDEMNIZACIÓN LO QUE 
PERMITIÓ LA LIBERACIÓN DE LOS RECURSOS GENERADOS 
DE UN PAGO INDEBIDO.

AHORA BIEN, EL 10 DE OCTUBRE DE 2017, ES CUANDO SE 
INICIA CON LA RECEPCIÓN DEL RECURSO PROVENIENTE 
DE LA MATERIALIZACIÓN DEL HECHO ILÍCITO, LO QUE 
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OCURRIÓ A TRAVÉS DE NUEVE OPERACIONES BANCARIAS; 
COMO SE DEMUESTRA EN LA SIGUIENTE TABLA:

FECHA INSTRUMENT
O BANCARIO

NO. CLABE/ 
CUENTA ORIGEN

BAN
CO

NOMBRE 
ORDENANTE TOTAL

10/10/20
17

TRANSFEREN
CIA

0068718000183767
3748

 INFONAVIT
500,000,00

0.00 
10/10/20

17
TRANSFEREN
CIA

0068718000183767
3748

 INFONAVIT
500,000,00

0.00 
10/11/20

17
TRANSFEREN
CIA

0068718000183767
3748

 INFONAVIT
500,000,00

0.00 
10/11/20

17
TRANSFEREN
CIA

0068718000183767
3748

 INFONAVIT
500,000,00

0.00 
11/12/20

17
TRANSFEREN
CIA

0211800403285984
54

HSB
C

INFONAVIT
500,000,00

0.00 
11/12/20

17
TRANSFEREN
CIA

0211800403285984
54

HSB
C

INFONAVIT
500,000,00

0.00 
15/01/20

18
TRANSFEREN
CIA

0211800403285984
54

HSB
C

INFONAVIT
696,000,00

0.00 
15/02/20

18
TRANSFEREN
CIA

0211800403285984
54

HSB
C

INFONAVIT
696,000,00

0.00 
15/03/20

18
TRANSFEREN
CIA

0211800403285984
54

HSB
C

INFONAVIT
696,000,00

0.00 

TOTAL    
5,088,000,0

00.00 

Y QUE DE MANERA POSTERIOR DICHOS RECURSOS 
FUERON DISPERSADOS A TRAVÉS DEL SISTEMA 
FINANCIERO, MEDIANTE TRANSFERENCIAS BANCARIAS 
OTRAS MORALES CONSTITUIDAS POR LOS MIEMBROS DE 
LA ORGANIZACIÓN E INCLUSO DE MANERA DIRECTA POR 
RAFAEL Y TEÓFILO AMBOS DE APELLIDOS ZAGA TAWIL 
SIENDO LA ÚLTIMA OPERACIÓN QUE HASTA EL MOMENTO 
SE TIENE DETECTADA EN EL AÑO 2018.

POR CUANTO HACE AL CONTRATO CELEBRADO ENTRE EL 
INFONAVIT Y LA EMPRESA TELRA REALTY EN EL AÑO 2014, 
ES UNA CIRCUNSTANCIA INICIAL Y ANTECEDENTE DE LA 
CONSTITUCIÓN DE LA ORGANIZACIÓN DELICTIVA, QUE 
COMO YA HEMOS DICHO CON ANTERIORIDAD, EN REALIDAD 
LA ORGANIZACIÓN DELICTIVA SE CONSTITUYE COMO 
DELINCUENCIA ORGANIZADA HASTA EL AÑO DEL 2017, QUE 
ES CUANDO PARTICIPAN EN TODOS LOS EVENTOS Y 
HECHOS QUE ARRIBA SE HAN SEÑALADO Y SE DA LA 
CONCRECIÓN MATERIAL DE LOS FINES DE ESTA 
ORGANIZACIÓN, QUE SE HACEN CONSISTIR EN LA 
OBTENCIÓN DE UN PAGO ILÍCITO POR LA CANTIDAD DE 
$5,088 MDP (CINCO MIL OCHENTA Y OCHO MILLONES DE 
PESOS 00/100 MN) Y LAS POSTERIORES ACTIVIDADES PARA 
DISPERSARLO E INTEGRARLO EN EL SISTEMA FINANCIERO 
NACIONAL COMO SI SE TRATARA DE RECURSOS 
OBTENIDOS DE MANERA LICITA.
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DE LO ANTERIOR TENEMOS COMO ACTO GENERADOR UN 
PROCESO DE MEDIACIÓN IRREGULAR CON ACEPTACIONES 
DE CONDICIONES DESPROPORCIONALES Y FUERA DE 
TODA LÓGICA, EL CUAL TENÍA COMO FINALIDAD PROVEER 
DE RECURSOS A ALGUNOS MIEMBROS DE LA 
ORGANIZACIÓN, SIN QUE SE HUBIERA PODIDO CUMPLIR 
CON ESTE PROPÓSITO SIN LA PARTICIPACIÓN DE LOS 
OTROS MIEMBROS, SE EXPLICA:

NO HUBIERA SIDO POSIBLE LA LIBERACIÓN DE LOS 
RECURSOS SI LOS APODERADOS DEL INFONAVIT OMAR 
CEDILLO VILLAVICENCIO Y ALEJANDRO GABRIEL CERDA 
ERDMANN, NO HUBIERAN ACEPTADO LAS CONDICIONES 
QUE IMPUSO EL REPRESENTANTE DE LA MORAL TELRA 
REALTY, ESTE HECHO ES TOMADO COMO DETONANTE 
PUES SE PRESENTA COMO CIERTO ANTE EL CONSEJO DE 
ADMINISTRACIÓN DEL INSTITUTO PARA QUE SE REALIZARA 
UNA APROBACIÓN VICIADA QUE PERMITIERA LA 
REALIZACIÓN DEL PAGO.

POR SU PARTE, SIN LOS DICTÁMENES SOBREVALUADOS 
PRESENTADOS POR RAFAEL ZAGA TAWIL EN 
REPRESENTACIÓN DE LA MORAL TELRA REALTY, NO 
HUBIERA SIDO POSIBLE QUE LA MORAL Y SUS 
ACCIONISTAS RECIBIRÁN EL RECURSO PROVENIENTE DEL 
INFONAVIT, A TRAVÉS DE UNA INDEMNIZACIÓN POR DEMÁS 
IRREGULAR. LO QUE SE SOSLAYA FUE DE VITAL 
IMPORTANCIA PUES COMO LO DETERMINO EL DICTAMEN 
DE VALUACIÓN CON FOLIO 42089/2020, EMITIDO EL 13 DE 
OCTUBRE DE 2020, POR SORAIDA GODOY REYES, PERITO 
OFICIAL EN MATERIA DE VALUACIÓN ADSCRITA A LA 
COORDINACIÓN DE SERVICIOS PERICIALES DE LA FISCALÍA 
GENERAL DE LA REPÚBLICA, OBTENIDO MEDIANTE 
INSPECCIÓN DE POLICÍA FEDERAL MINISTERIAL REALIZADA 
A LA CARPETA DE INVESTIGACIÓN FED/SEIDF/UNAI-
CDMX/0001015/2019, EL 21 DE DICIEMBRE DE 2020, QUE SE 
LOCALIZA EN LA FISCALÍA DE DELITOS COMETIDOS POR 
SERVIDORES PÚBLICOS DE LA UNIDAD ESPECIALIZADA EN 
INVESTIGACIÓN DE DELITOS COMETIDOS POR SERVIDORES 
PÚBLICOS Y CONTRA LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA, 
ESTA EMPRESA NO HUBIERA PODIDO ACCEDER A DICHO 
PAGO.

CON LO ANTERIOR, SE ESTABLECE LA FINALIDAD DE LA 
ORGANIZACIÓN DELICTIVA CREADA POR LOS ACCIONISTA Y 
REPRESENTANTES DE LAS MORALES, Y DE LOS 
FUNCIONARIOS DE INFONAVIT.

5. El por qué aduce que con la rescisión de los contratos 
celebrados por el Instituto y “TELRA REALTY”, ésta se benefició 
en detrimento del patrimonio del primero, puesto que, como lo 
refiere, fue el INFONAVIT el que dio por terminados esos 
contratos mediante la figura jurídica aludida, de lo que hace 
necesario el Fiscal establezca cuál fue el punto toral de esa 
determinación, si hubo ineptitud por parte de los ahora indiciados o 
si estos no cumplieron con las obligaciones a su cargo, no 
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contaban con la infraestructura necesaria, o bien, en su caso, si se 
encontraban cumpliendo con el objeto de su contratación.

ACLARACIÓN: 

LA AFIRMACIÓN QUE ESTA REPRESENTACIÓN SOCIAL DE 
LA FEDERACIÓN REALIZÓ EN SU SOLICITUD DE ORDEN DE 
APREHENSIÓN RESPECTO A QUE LA RECISIÓN DE LOS 
CONTRATOS CELEBRADOS POR EL INFONAVIT Y TELRA 
REALTY, FUE EN DETRIMENTO EL PATRIMONIO DEL 
INFONAVIT Y EN BENEFICIO DE LA EMPRESA, SE HIZO 
BASADO PRECISAMENTE EN LOS DATOS DE PRUEBA QUE 
OBRAN EN LA CARPETA DE INVESTIGACIÓN, 
CONSISTENTES EN LA DECLARACIÓN DE ALFREDO 
TRUJILLO BENTAZOS, CORREDOR PUBLICO 65 DE LA 
CIUDAD DE MÉXICO QUE MANIFESTÓ QUE LOS MONTOS A 
LOS QUE ARRIBO EN SU DICTAMEN SON ESPECULATIVOS Y 
CARECEN SE SOPORTE OBJETIVO Y REAL, ASÍ COMO LOS 
ENTREGABLES QUE REALIZÓ TELRA AL INFONAVIT DE 
SUPUESTOS PROGRAMAS QUE EN EL MEJOR DE LOS 
CASOS PUDIERAN ASCENDER A LA CANTIDAD DE $ 100 
MPD, SON SUFICIENTES PARA SOPORTAR LA AFIRMACIÓN 
QUE HICIMOS.

AHORA BIEN, LA FIGURA JURÍDICA DE LA RESCISIÓN DE 
LOS CONTRATOS FUE PACTADA POR LOS AHORA 
INDICIADOS Y CONSTITUYÓ EL PRETEXTO IDEAL PARA 
DARLE APARIENCIA LEGITIMA A UNA INDEMNIZACIÓN 
ESTRATOSFÉRICA CON CARGO AL INFONAVIT, YA QUE SIN 
HABER OBTENIDO BENEFICIO ALGUNO TUVO QUE PAGAR 
LA CANTIDAD DE $5´088 MPD, (CINCO MIL OCHENTA Y OCHO 
MILLONES DE PESOS 00/100 MN), RECURSOS QUE DESDE 
LUEGO NO SON PROPIEDAD DE LOS FUNCIONARIOS DEL 
INFONAVIT QUE AHORA SON IMPUTADOS Y QUE 
FORMARON PARTE DE LA ORGANIZACIÓN DELICTIVA 
FORMADA CON LOS EMPRESARIOS.

ESOS MAS DE CINCO MIL MILLONES DE PESOS SON DE LOS 
TRABAJADORES, DE PATRONES Y DEL ESTADO, POR TANTO 
AL TENER APORTACIONES TRIPARTITAS SE CONSIDERAN 
HASTA CIERTO PUNTO COMO DINERO DE NADIE, PERO SU 
SEÑORÍA AL IGUAL QUE ESTA REPRESENTACIÓN SOCIAL 
ESTARÁ CONSCIENTE DE QUE ES UNA CANTIDAD 
CONSIDERABLE, CUYO PAGO NO ENCUENTRA 
JUSTIFICACIÓN OBJETIVA ALGUNO.

AHORA BIEN, SE ME REQUIERE PARA ESTABLEZCA EL 
PUNTO TORAL DE LA RECISIÓN DE LOS CONTRATOS 
CELEBRADOS ENTRE EL INFONAVIT Y TELRA REALTY Y 
ESTE ES PRECISAMENTE EL FONDO DEL ASUNTO, PUES NO 
EXISTE JUSTIFICACIÓN ALGUNA PARA QUE EL INFONAVIT 
TUVIERA UN FUNDAMENTO Y UNA MOTIVACIÓN SUFICIENTE 
CON APARIENCIA DE LEGALIDAD QUE LE PERMITIERA 
RESCINDIR EL CONTRATO DE FORMA JUSTIFICADA Y SIN 
PERJUICIO PARA LA INSTITUCIÓN, SIN EMBARGO, AL HABER 
REALIZADO LA RECISIÓN SÓLO DABAN LUGAR A QUE LA 
EMPRESA TELRA REALTY LES DEMANDARA EL 
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INCUMPLIMIENTO DEL CONTRATO Y EL PAGO DE LOS 
DAÑOS Y PERJUICIOS, LOS CUALES EN UN JUICIO HUBIERA 
SIDO MÍNIMOS, SIN EMBARGO CON LA PARTICIPACIÓN DE 
OMAR CEDILLO VILLAVICENCIO Y ALEJANDRO GABRIEL 
CERDA ERDMANN, FUNCIONARIO DEL INFONAVIT SE 
AUTORIZÓ EL PAGO DE ESA INDEMNIZACIÓN DE MANERA 
ILEGAL, INJUSTIFICADA Y SIN SOPORTE LEGAL ALGUNO, 
PUES DERIVO DE UN PROCESO DE MEDIACIÓN 
IGUALMENTE FRAUDULENTO, CON INTERVENCIÓN DE 
PERITOS A LOS QUE SE LES INDUJO A EMITIR DICTÁMENES 
A MODO, ESPECULATIVOS Y CON RESULTADOS 
SOBREVALUADOS.

6. Por qué es que el bien consistente en el numerario que 
recibieron RAFAEL ZAGA TAWIL y TEÓFILO ZAGA TAWIL, 
deriva de una conducta ilícita, esto porque el fiscal señala que el 
pago respectivo fue el resultado de una mesa de negociación que 
la moral “TELRA REALTY” y el INFONAVIT entablaron por la 
rescisión de contratos que tenían celebrados, de lo que a la postre 
ésta última optó por cubrir el pago que le fue requerido por la 
primera por indemnización de los daños y perjuicios causados por 
su actuar.

ACLARACIÓN: 

COMO HA QUEDADO ESTABLECIDO EN LÍNEAS SUPERIORES 
LA RECISIÓN DEL CONTRATO FUE PLANEADA E INDEBIDA 
SIN LA JUSTIFICACIÓN Y SOPORTE FORMANDO PARTE DE 
UN PLAN GENERAL PARA DAR LUGAR A UN SUPUESTO 
PROCESO DE MEDIACIÓN QUE RESULTÓ IGUALMENTE 
MANIPULADO Y FRAUDULENTO CON EL RESULTADO QUE 
YA CONOCEMOS CONSISTENTE EN EL PAGO DE MÁS DE 
CINCO MIL MILLONES DE PESOS, QUE SE BASARON EN 
DICTÁMENES A MODO Y SOBRE CIRCUNSTANCIAS 
ESPECULATIVAS, QUE AHORA SE SABE, NO 
CORRESPONDEN A LA REALIDAD Y NO TIENEN UN 
SOPORTE OBJETIVO.

SI BIEN ES CIERTO, EL PROCESO DE MEDIACIÓN FUE 
SOLICITADO POR EL INFONAVIT, TAMBIÉN LO ES QUE, EN 
DICHO PROCESO LOS MIEMBROS DE LA ORGANIZACIÓN 
REALIZARON ACTOS JURÍDICAMENTE ILÍCITOS, POR PARTE 
DE LA MORAL TELRA REALTY, SOLICITARON OPINIONES 
TÉCNICAS A MODO, VICIADAS PARA QUE BENEFICIARAN A 
DICHA MORAL Y CON ELLO OBTENER UNA INDEMNIZACIÓN 
POR DAÑOS Y PERJUICIOS POR UNA CANTIDAD 
EXORBITANTE O BIEN, COMO LO MENCIONO ALFREDO 
TRUJILLO BETANZOS, CORREDOR PÚBLICO 65 DE LA 
CIUDAD DE MÉXICO EN SU ENTREVISTA DEL 21 DE 
DICIEMBRE DE 2020, DICHA MORAL PUDO NO HABER 
OBTENIDO NINGÚN RECURSO.

ADEMÁS RESPECTO DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS QUE 
REPRESENTARON AL INFONAVIT, DURANTE EL PROCESO 
DE MEDIACIÓN CITADO, DEJARON DE HACER LO QUE POR 
MINISTERIO DE LEY ESTABAN OBLIGADOS A VERIFICAR, ES 
DECIR, CUIDAR LOS INTERÉS DEL INSTITUTO AL QUE 
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REPRESENTABAN, PUES SE LIMITARON ÚNICAMENTE A LA 
ACEPTACIÓN DE LOS DICTAMEN QUE PROPORCIONO LA 
MORAL TELRA REALTY, HACIENDO PARECER QUE DICHA 
INDEMNIZACIÓN ERA LO QUE MÁS BENEFICIABA AL 
INFONAVIT, LO QUE REPRESENTÓ UN BENEFICIO A LA 
ORGANIZACIÓN.

LO ANTERIOR, SE SUSTENTA CON EL DICTAMEN DE 
VALUACIÓN CON FOLIO 42089/2020, EMITIDO EL 13 DE 
OCTUBRE DE 2020, POR SORAIDA GODOY REYES, PERITO 
OFICIAL EN MATERIA DE VALUACIÓN ADSCRITA A LA 
COORDINACIÓN DE SERVICIOS PERICIALES DE LA FISCALÍA 
GENERAL DE LA REPÚBLICA, OBTENIDO MEDIANTE 
INSPECCIÓN DE POLICÍA FEDERAL MINISTERIAL REALIZADA 
A LA CARPETA DE INVESTIGACIÓN FED/SEIDF/UNAI-
CDMX/0001015/2019, EL 21 DE DICIEMBRE DE 2020, QUE SE 
LOCALIZA EN LA FISCALÍA DE DELITOS COMETIDOS POR 
SERVIDORES PÚBLICOS DE LA UNIDAD ESPECIALIZADA EN 
INVESTIGACIÓN DE DELITOS COMETIDOS POR SERVIDORES 
PÚBLICOS Y CONTRA LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA.

TAMBIÉN SE ADVIERTE QUE AUN Y CUANDO EL 22 DE 
AGOSTO DE 2017, SE FIRMÓ EL CONTRATO DE 
INDEMNIZACIÓN EL 23 DE AGOSTO DE ESE MISMO AÑO; ES 
DECIR UN DÍA DESPUÉS, EL GERENTE SR DE 
INVESTIGACIÓN Y SANCIONES DE LA CONTRALORÍA 
GENERAL DEL INFONAVIT, REMITIÓ EL INFORME 
CG/GIS/109/2017, AL LICENCIADO ALEJANDRO GABRIEL 
CERDA ERDMANN COORDINADOR GENERAL JURÍDICO, EN 
EL CUAL ADVIRTIÓ DIVERSAS INCONSISTENCIAS, LO QUE 
QUEDÓ ESTABLECIDO COMO ANTECEDENTE DEL HECHO 
DELICTIVO EN LA SOLICITUD DE ORDEN DE APREHENSIÓN.

SE INFORMA QUE EXISTEN CONTRATOS QUE A LA FECHA 
NO SE HAN TILDADO DE ILÍCITOS; LO QUE ES IRREGULAR 
ES LA MAQUINACIÓN QUE SE LLEVÓ A CABO PARA LA 
OBTENCIÓN DE LOS RECURSOS DE MANERA ACELERADA.
SI BIEN ES CIERTO ES POCO CREÍBLE QUE UNA EMPRESA 
QUE NO CONTABA CON LA CAPACIDAD ECONÓMICA, PUES 
INCLUSO A TRAVÉS DEL OFICIO 0954624A2/3940, EL 
INSTITUTO MEXICANO DEL SEGURO SOCIAL (IMSS), A 
TRAVÉS DE SU APODERADA LEGAL, INFORMÓ QUE NO 
CUENTA CON REGISTRO OBRERO PATRONAL ES DECIR, NO 
CUENTA CON TRABAJADORES Y QUE DE ACUERDO A LO 
QUE INFORMO EL SERVICIO DE ADMINISTRACIÓN 
TRIBUTARIA (SAT) TAMPOCO HIZO RETENCIONES A 
TERCEROS; LO QUE NOS HACE SUPONER QUE SE TRATA 
DE UNA EMPRESA QUE CUENTA CON LAS 
CARACTERÍSTICAS DE LAS DENOMINADAS FACHADAS; SIN 
EMBARGO, TAMPOCO HAY EVIDENCIA QUE NOS INDIQUE 
QUE LA EMPRESA NO CUMPLIÓ CON LOS OBJETIVOS 
PACTADOS EN LOS CONTRATOS.

LO QUE GENERA LA ILICITUD EN ESTE HECHO, ES LA 
SOBREVALORACIÓN QUE SE HIZO EN LOS DICTÁMENES 
PARA CALCULAR LOS DAÑOS Y PERJUICIOS QUE 
SUPUESTAMENTE EL INFONAVIT CAUSO A LA MORAL TELRA 
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REALTY; PUES SI BIEN FUE EL INFONAVIT QUIEN SOLICITÓ 
LLEGAR A UNA MEDIACIÓN RESULTA ILÓGICO QUE UNA 
EMPRESA ACEPTARA LA DECISIÓN UNILATERAL Y 
CANCELACIÓN DE LOS CONTRATOS ACEPTANDO UNA 
CANTIDAD SUMAMENTE INFERIOR A LA QUE RECIBIRÍA 
DADO EL TIPO DE SERVICIOS QUE PRESTARÍA.

RESULTA AÚN MÁS IRREGULAR EL HECHO DE QUE SOLO 
UNA DE LAS PARTES PRESENTARA DICTÁMENES DE 
VALUACIÓN Y QUE FUERON GENERADOS A PETICIÓN DE LA 
EMPRESA CON LAS CONDICIONES QUE ESTA SOLICITO, 
POR QUE RESULTAN DICTÁMENES A MODO Y ALEJADOS DE 
LA REALIDAD PUES SON SOLO SE SOLICITÓ UNA 
VALORACIÓN A PERPETUIDAD SINO ADEMÁS, CON 
CONDICIONES DISTINTAS A LAS QUE SE SEÑALAN EN LOS 
CONTRATOS, TAL Y COMO SE SEÑALÓ EN LA SOLICITUD DE 
ORDEN DE APREHENSIÓN, LO ANTERIOR SE ROBUSTECE 
CON EL DICTAMEN DE VALUACIÓN CON FOLIO 42089/2020, 
EMITIDO EL 13 DE OCTUBRE DE 2020, POR SORAIDA GODOY 
REYES, PERITO OFICIAL EN MATERIA DE VALUACIÓN 
ADSCRITA A LA COORDINACIÓN DE SERVICIOS PERICIALES 
DE LA FISCALÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA, OBTENIDO 
MEDIANTE INSPECCIÓN DE POLICÍA FEDERAL MINISTERIAL 
REALIZADA A LA CARPETA DE INVESTIGACIÓN 
FED/SEIDF/UNAI-CDMX/0001015/2019, EL 21 DE DICIEMBRE 
DE 2020, QUE SE LOCALIZA EN LA FISCALÍA DE DELITOS 
COMETIDOS POR SERVIDORES PÚBLICOS DE LA UNIDAD 
ESPECIALIZADA EN INVESTIGACIÓN DE DELITOS 
COMETIDOS POR SERVIDORES PÚBLICOS Y CONTRA LA 
ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA, EN EL QUE SE CONCLUYÓ 
UNA SOBREVALORACIÓN EN LOS SIGUIENTES TÉRMINOS: 

“…CONCLUSIONES

PRIMERA: REFERENTE AL PRIMER 
CUESTIONAMIENTO REALIZADO POR LA 
AUTORIDAD CONSISTENTE EN LA OPINIÓN 
TÉCNICA REPORTE DE ESTIMACIÓN DE RANGO DE 
VALOR DE MERCADO DE LOS PROGRAMAS DE 
MOVILIDAD HIPOTECARIA Y DE REGULARIZACIÓN 
DE CARTERA POR PARTE LA EMPRESA DELOITTE, 
SE CONCLUYE QUE

• EL “REPORTE" NO CONSTITUYE UN AVALÚO YA QUE 
SÓLO SE PRESENTA UNA PROYECCIÓN DE 
INGRESOS SIN HACER UN ANÁLISIS DEL ENTORNO 
DEL INTANGIBLE DENTRO DE LA EMPRESA NI LA 
DESEABILIDAD DEL INTANGIBLE DENTRO DEL 
MERCADO.

• EL VALOR QUE SE ASIENTA EN EL “REPORTE" NO 
CONSTITUYE UN VALOR DE MERCADO EN VIRTUD 
DE TENER RESTRICCIONES QUE NO LE PERMITEN 
PODER SER OFERTADO EN UN MERCADO ABIERTO, 
ESTAS RESTRICCIONES SON UNA CONCESIÓN 
ESPECIAL (CLÁUSULA DE EXCLUSIVIDAD) Y LA NO 
DISPONIBILIDAD PARA OTRAS EMPRESAS 
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INMOBILIARIAS (CREADA PARA SATISFACER UN 
PROBLEMA EN ESPECÍFICO).

• LA INFORMACIÓN QUE PRESENTA EL “REPORTE" ES 
EN REALIDAD LA ÚLTIMA ETAPA QUE SE LLEVA A 
CABO EN LAS EVALUACIONES DE PROYECTOS DE 
INVERSIÓN, LLAMADA ANÁLISIS DE RENTABILIDAD, 
EN DONDE NORMALMENTE SE LLEVAN A CABO 
ESTAS PROYECCIONES DE FLUJO DE EFECTIVO Y 
SE DEBEN DE HACER COMPARATIVOS CON 
INDICADORES DE RENTABILIDAD COMO LA TIR, 
PERIODO DE RECUPERACIÓN DE LA INVERSIÓN 
(PRI), RENTABILIDAD INMEDIATA (RI) Y 
(DESEABLEMENTE) TAMBIÉN REALIZAR UN FLUJO 
DE EFECTIVO PARA MEDIR LA RENTABILIDAD DE 
RECURSOS PROPIOS Y OTRO PARA MEDIR LA 
CAPACIDAD DE PAGO (CHAIN, 2011). COMO SE 
PUEDE APRECIAR, ÉSTA ES UNA RAZÓN MÁS POR 
LA CUAL NO SE PUEDE CONSIDERAR EL “REPORTE" 
COMO UN AVALÚO DEL INTANGIBLE (PROGRAMA 
MOVILIDAD HIPOTECARIA Y PROGRAMA PILOTO DE 
REGULARIZACIÓN DE CARTERA REA) YA QUE SÓLO 
DETERMINA LA RENTABILIDAD PARA LA EMPRESA 
TELRA, REALTY, S.A.P.I. Y NO LA RENTABILIDAD 
REAL QUE TENDRÍA EL PROYECTO YA ENTRANDO 
EN OPERACIÓN Y CONTANDO CON LOS INGRESOS 
Y COSTOS REALES EN LOS QUE SE INCURRIRÍA.

• LAS CIFRAS CONSIGNADAS EN EL "REPORTE" NO SON 
CONFIABLES DEBIDO A QUE LA INFORMACIÓN QUE 
SE PROPORCIONÓ- PARA SU CÁLCULO NO ES REAL 
(NO SE ENCONTRÓ NINGÚN SOPORTE 
DOCUMENTAL QUE RESPALDE DICHA 
INFORMACIÓN) Y FUE PROPORCIONADA DE FORMA 
UNILATERAL (SOLO POR TELRA, REALTY, S.A.P.I.) A 
PESAR DE QUE LA METODOLOGÍA DE FLUJOS DE 
EFECTIVOS DESCONTADOS ESTÁ 
CORRECTAMENTE DESARROLLADA NO REFLEJA EL 
VALOR RAZONABLE DE DICHOS PROGRAMAS.

PARA PODER CONOCER EL VALOR DEL PROYECTO 
GLOBAL (ENTENDIDO COMO EL PROGRAMA PHM Y 
EL PROGRAMA PILOTO DE REGULARIZACIÓN REA) 
ES NECESARIO REALIZAR EL PROYECTO DE 
INVERSIÓN CON INFORMACIÓN PROPORCIONADA 
POR INFONAVIT Y TOMANDO EN CUENTA LOS 
CAMBIOS QUE SE DARÍAN DEBIDO A SU 
CONFIGURACIÓN ESPECIAL AL INICIO EL MAYOR 
FINANCIAMIENTO SERÍA POR PARTE DE TELRA, 
REALTY, S.A.P.I. Y EN SU FASE OPERACIONAL SE 
COMPARTIRÍA LA INVERSIÓN CON INFONAVIT.

POR EL CONTRARIO, SI SE QUIERE CONOCER EL 
VALOR DEL INTANGIBLE, CONSIDERÁNDOLO 
PROPIEDAD DE TELRA, REALTY, S.A.P.I. ES 
INDISPENSABLE CONTAR CON LA INFORMACIÓN 
FINANCIERA DE TELRA, REALTY, S.A.P.I. FIRMADA 
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POR CONTADOR PÚBLICO QUE CERTIFIQUE LA 
VERACIDAD DE LA INFORMACIÓN, ASÍ COMO LAS 
ACTAS DE ASAMBLEA EXTRAORDINARIAS 
FORMALIZADAS ANTE NOTARIO PÚBLICO EN DONDE 
SE CONSTATE EL ACUERDO PARA REALIZAR LAS 
APORTACIONES PARA FUTUROS AUMENTOS DE 
CAPITAL Y VALIDAR QUE NO NOS ENCONTRAMOS 
REALMENTE ANTE UN PASIVO Y MÁS AÚN PORQUE 
DENTRO DE LAS CONSTANCIAS DE LA CARPETA DE 
INVESTIGACIÓN NO SE ENCONTRÓ NINGUNA 
DECLARACIÓN DE IMPUESTOS QUE NOS PUEDA 
APORTAR INFORMACIÓN DIFERENTE A LA 
APORTADA POR TELRA, REALTY, S.A.P.I. Y SE 
REALIZARÍA A TRAVÉS DEL ENFOQUE DE COSTOS, 
YA QUE COMO SE HA MENCIONADO, NO SE PUEDE 
UTILIZAR EL ENFOQUE DE MERCADO (POR LAS 
RESTRICCIONES MULTICITADAS) NI TAMPOCO EL 
ENFOQUE DE INGRESOS YA QUE HASTA EL 
MOMENTO NO HA GENERADO INGRESOS PARA LA 
EMPRESA TELRA, REALTY. S.A.P.I.

SEGUNDA: REFERENTE A LA OPINIÓN TÉCNICA DEL 
DOCUMENTO TITULADO DETRIMENTO PATRIMONIAL 
(DAÑOS Y PERJUICIOS) ELABORADO POR EL 
LICENCIADO CARLOS A. MATSUI SANTANA, 
CORREDOR PÚBLICO NÚMERO 38 EN LA PLAZA DE 
LA CIUDAD DE MÉXICO SE CONCLUYE QUE:

• LA DETERMINACIÓN DEL PERITO RESPECTO A LOS 
DAÑOS Y PERJUICIOS NO ES CONFIABLE EN VIRTUD 
DE QUE NO SE CONOCE EL ORIGEN DE SUS 
CÁLCULOS FINANCIEROS, LA INFORMACIÓN QUE 
PRESENTA TIENE LOS MISMOS SESGOS QUE EL 
“RANGO DE VALOR DE MERCADO" ELABORADO POR 
DELOITTE LO QUE HACE PENSAR QUE NO VERIFICÓ 
LA INFORMACIÓN FINANCIERA PROPORCIONADA 
POR LA EMPRESA (REQUERIMIENTOS EXIGIDOS 
TANTO EN LAS NORMAS DE INFORMACIÓN 
FINANCIERA COMO EN LA NOM NMX-R-081-SCFI-
2015 SERVICIOS DE VALUACIÓN METODOLOGÍA) 
POR LO TANTO SI LA BASE ESTÁ SESGADA LOS 
RESULTADOS CORREN LA MISMA SUERTE.

• EL PERITO CONFUNDE CONCEPTOS DE FONDO QUE 
SON INDISPENSABLES PARA EMITIR LA OPINIÓN 
RESPECTO A LOS DAÑOS Y PERJUICIOS, YA QUE 
REFIERE AVALÚO DE EMPRESAS Y AVALÚO DE 
INTANGIBLES, ES EVIDENTE QUE NO SE ESTÁ 
VALUANDO NI A TELRA REALTY, S.A.P.I. NI A 
INFONAVIT, Y ADEMÁS POR TODO LO ANTES 
EXPLICADO EN ESTE DOCUMENTO, TAMBIÉN ES 
EVIDENTE QUE NO SE ESTÁ VALUANDO EL 
INTANGIBLE. TAMBIÉN CONFUNDE EN LA 
DETERMINACIÓN DEL DAÑO, LA OBLIGACIÓN 
INCUMPLIDA Y LA BASE PARA SU CUANTIFICACIÓN, 
YA QUE LA OBLIGACIÓN QUE NO SE LLEVÓ A CABO 
ES EL INCUMPLIMIENTO EN LA IMPLEMENTACIÓN Y 
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OPERACIÓN DE LOS PROGRAMAS DE TELRA, 
REALTY, S.A.P.I. Y SU BASE DE CUANTIFICACIÓN ES 
LA COMISIÓN QUE DEJÓ DE PERCIBIR TELRA, Y NO 
COMO EQUIVOCADAMENTE ESTABLECE EL PERITO 
EQUIPARANDO LA OBLIGACIÓN INCUMPLIDA CON EL 
PAGO DE REGALÍAS Y LA BASE DE SU 
CUANTIFICACIÓN LOS INGRESOS QUE OBTENDRÍA 
INFONAVIT POR LOS PROGRAMAS.

• DEBIDO A LOS SESGOS DE LA INFORMACIÓN Y A LA 
CONFUSIÓN DE LOS CONCEPTOS ESTA OPINIÓN NO 
PUEDE SER CONFIABLE.

TERCERA: RESPECTO AL REPORTE DE VALUACIÓN 
DE DAÑOS Y PERJUICIOS ELABORADO POR 
ALFREDO TRUJILLO BETANZOS, HABILITADO COMO 
CORREDOR PÚBLICO 65 DE LA PLAZA DEL DISTRITO 
FEDERAL SE CONCLUYE:

• EL DOCUMENTO PRESENTA INCONSISTENCIAS AL 
REALIZAR CÁLCULOS DE SUPUESTOS QUE VAN 
MÁS ALLÁ DE LO PACTADO POR LAS PARTES EN 
LOS CONTRATOS, ESPECÍFICAMENTE AL PAGO DE 
REGALÍAS, HACIÉNDOLO EQUIPARABLE AL PAGO DE 
DAÑOS (LAS REGALÍAS NUNCA FUERON UN 
INGRESO ESPERADO POR TELRA, REALTY, S.A.P.I. 
POR TANTO NO PUEDE CONFIGURAR UN DAÑO) Y 
REALIZA MODIFICACIONES AL HORIZONTE DEL 
PROYECTO QUE VA MÁS ALLÁ DE LA VIGENCIA DE 
LOS CONTRATOS, SOLO BASADO EN LA MERA 
SUPOSICIÓN DE QUE LOS CONTRATOS PODRÍAN 
PRORROGARSE.

• EN VIRTUD DE ESTAS IMPRECISIONES Y EN LA 
INEXACTA INTERPRETACIÓN QUE SE HACE DEL 
DAÑO DERIVADO DEL INCUMPLIMIENTO DE UNA 
OBLIGACIÓN, LA INFORMACIÓN CONSIGNADA EN 
ESTE DOCUMENTO NO ES CONFIABLE.

PARA TENER UN CÁLCULO RAZONABLE DE LOS 
DAÑOS Y PERJUICIOS SE DEBE DE REALIZAR EN 
BASE A UNA EVALUACIÓN FINANCIERA REAL Y 
BASADA EN DOCUMENTACIÓN FINANCIERA VERAZ Y 
VERIFICABLE POR PARTE DE TELRA, REALTY, 
S.A.P.I, COMO YA ANTES SE MENCIONÓ (FIRMADA 
POR CONTADOR PÚBLICO, ACTAS DE ASAMBLEA 
EXTRAORDINARIAS FORMALIZADA ANTE NOTARIO 
PÚBLICO Y DECLARACIONES DE IMPUESTOS DE 
TOS EJERCICIOS 2015,2016 Y PARCIALES DE 2017) Y 
TOMANDO ÚNICAMENTE EN CONSIDERACIÓN LAS 
OBLIGACIONES PACTADAS POR LAS PARTES EN 
LOS CONTRATOS SIN INTEGRAR CONCEPTOS QUE 
NUNCA SE PACTARON COMO LAS REGALÍAS.

CUARTA: CON RESPECTO A LA DETERMINACIÓN SI 
EXISTIÓ UN DAÑO MORAL Y AL PATRIMONIO 
INTELECTUAL DE LOS AUTORES RAFAEL Y TEÓFILO 
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DE APELLIDOS ZAGA TAWIL, EQUIVALENTE EL 
VALOR DE MERCADO INTELECTUAL, SE CONCLUYE:

• NO EXISTE UN DAÑO AL PATRIMONIO INTELECTUAL 
DE LOS AUTORES YA QUE EL DAÑO ECONÓMICO SE 
GENERA POR LA FALTA DE PAGO A LA QUE SE 
OBLIGÓ TELRA REALTY, S.A.P.I. CONSISTENTE EN 
EL 30% SOBRE LOS INGRESOS OBTENIDOS POR LA 
EMPRESA CON MOTIVO DE LA OPERACIÓN DE LOS 
PROGRAMAS MOVILIDAD HIPOTECARIA Y EL 
PROGRAMA PILOTO DE REGULARIZACIÓN DE 
CARTERA REA. EL DAÑO A LOS DERECHOS 
PATRIMONIALES DERIVADOS DEL DERECHO DE 
AUTOR (QUE SERÍA EL TÉRMINO CORRECTO Y NO 
PATRIMONIO INTELECTUAL) SE REFIEREN A LA 
EXPLOTACIÓN DE LA OBRA, Y PARA EL CASO QUE 
NOS OCUPA NO SE APLICA.

• NO EXISTE DAÑO A LOS DERECHOS MORALES DE LOS 
AUTORES DERIVADO DE LOS DERECHOS DE 
AUTOR, EN VIRTUD DE QUE LAS MENCIONES QUE 
REALIZA INFONAVIT EN LOS TWEETS SE REFIEREN 
A LA FIGURA DE "SUSTITUCIÓN DE DEUDOR", LA 
CUAL SE CONTEMPLA DENTRO DE LA LEGISLACIÓN 
CIVIL Y SOBRE LA CUAL LOS RAFAEL ZAGA TAWIL Y 
TEÓFILO ZAGA TAWIL NO PUEDE TENER DERECHO 
DE AUTORÍA.

• ES MUY IMPORTANTE HACER MENCIÓN QUE LAS 
ANTERIORES CONCLUSIONES SE HICIERON EN EL 
ESCENARIO HIPOTÉTICO DE QUE EXISTÍA 
PREVIAMENTE EL RECONOCIMIENTO DEL DERECHO 
DE AUTOR HACIA RAFAEL ZAGA TAWIL Y TEÓFILO 
ZAGA TAWIL, POR LO CUAL ES INDISPENSABLE QUE 
UN EXPERTO EN PROPIEDAD INTELECTUAL 
DETERMINE SI REALMENTE SE CONFIGURA UNA 
OBRA PRIMIGENIA (SOLO EXISTE REGISTRO EN 
INDAUTOR DE LA COMPILACIÓN, ES DECIR, DEL 
SOFTWARE) Y QUE PUEDA SER OBJETO DE 
PROTECCIÓN (LA LEY PREVÉ CIERTOS SUPUESTOS 
DE EXCLUSIÓN), YA QUE DE LO CONTRARIO, 
RAFAEL ZAGA TAWIL Y TEÓFILO ZAGA TAWIL NO 
SERÍAN TITULARES DE NINGUNA PRERROGATIVA 
EXCLUSIVA DE CARÁCTER PERSONAL O 
ECONÓMICA POR NO TENER LA CALIDAD DE 
AUTOR.

LO QUE TAMBIÉN SE CORROBORA CON LA ENTREVISTA 
QUE REALIZÓ EL SUBOFICIAL DE LA POLICÍA FEDERAL 
MINISTERIAL A ALFREDO TRUJILLO BETANZOS, CORREDOR 
PÚBLICO NÚMERO 65 DE LA CIUDAD DE MÉXICO, QUIEN 
EMITIÓ REPORTE VALUACIÓN DE DAÑOS Y PERJUICIOS 
QUE LE FUE SOLICITADO POR LA EMPRESA TELRA REALTY, 
EN DONDE, EN LO QUE INTERESA, MANIFESTÓ LO 
SIGUIENTE:
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“…¿ME PUEDE INDICAR EL NOMBRE DE LA PERSONA 
QUE LE SOLICITO REALIZAR EL REPORTE DE 
VALUACIÓN QUE EMITIÓ EL 30 DE JUNIO DEL 2017?

R.- RAFAEL ZAGA TAWIL POR CONDUCTO DE SU 
ABOGADA NICOLE HADAIR PARA LA EMPRESA TELRA 
REALTY S.A.P.I. DE C.V.

¿USTED VERIFICÓ LA INFORMACIÓN FINANCIERA Y 
CONTABLE DE LA EMPRESA?

NO, YA QUE ÚNICAMENTE ME FUE PROPORCIONADA 
ESTADOS FINANCIEROS ELABORADOS POR LA 
EMPRESA CONSISTENTES EN COPIA DEL ESTADO DE 
POSICIÓN FINANCIERA, BALANCE GENERAL Y 
ESTADO DE RESULTADOS DE “TELRA REALTY” 
SOCIEDAD ANÓNIMA PROMOTORA DE INVERSIÓN DE 
CAPITAL VARIABLE AL 31 DE DICIEMBRE DE 2016. 
TODA VEZ QUE NO FUE UN REPORTE PARA EFECTOS 
FISCALES O FINANCIEROS, NO TUVE LA OBLIGACIÓN 
DE REVISAR LA INFORMACIÓN Y CERCIORARME DE 
SU VERACIDAD. SE ME PIDIÓ UN REPORTE DE 
VALUACIÓN QUE INCLUSIVE NO PODÍA SER 
UTILIZADO MÁS QUE PARA FINES INFORMATIVOS DEL 
PETICIONARIO, DE HABERME SOLICITADO PARA 
OTROS FINES MI OPINIÓN, HABRÍA VERIFICADO LA 
INFORMACIÓN. 

¿ME PUEDE EXPLICAR EN QUÉ CONSISTEN LOS 
ESTADOS FINANCIEROS, BALANCE GENERAL Y 
ESTADO DE RESULTADOS DE UNA EMPRESA? 

ES INFORMACIÓN FINANCIERA PREPARADA POR LA 
PROPIA EMPRESA Y QUE SON PARTE INTEGRANTE 
DE SU CONTABILIDAD, DICHA INFORMACIÓN 
FINANCIERA NO NECESARIAMENTE ESTÁ AUDITADA 
POR UN TERCERO POR LO QUE LOS DATOS SON 
ELABORADOS EXCLUSIVAMENTE POR LA EMPRESA. 
EN EL PRESENTE CASO, NO TENGO INFORMACIÓN 
DE QUE LOS ESTADOS FINANCIEROS QUE SE ME 
PUSIERON A LA VISTA HAYAN SIDO AUDITADOS POR 
UN TERCERO. 

¿USTED INDICÓ EN SU REPORTE QUE EL MISMO NO 
PODÍA SER UTILIZADO MÁS QUE PARA FINES 
INFORMATIVOS, DADO SU NATURALEZA? 

SI, EN PRINCIPIO SE INFIERE DE TODO EL 
CONTENIDO DEL DOCUMENTO PERO ADEMÁS, DE 
MANERA CLARA Y PRECISA SE PUEDE APRECIAR 
QUE EN LA PÁGINA 1 O PORTADA DEL DOCUMENTO 
SEÑALÉ TEXTUALMENTE: “LA INFORMACIÓN AQUÍ 
CONTENIDA ES DE CARÁCTER CONFIDENCIAL Y ESTÁ 
DESTINADA AL USO EXCLUSIVO DE LA PERSONA O 
PERSONAS PARA QUIEN FUE PREPARADO. ESTÁ 
PROHIBIDA LA REPRODUCCIÓN, PUBLICACIÓN O 
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DIFUSIÓN PARCIAL O TOTAL DEL PRESENTE ESTUDIO 
SIN LA PREVIA APROBACIÓN POR PARTE DE LOS 
PERITOS Y/O TRUJILLO BETANZOS Y ASOCIADOS 
S.C.”

ADEMÁS, EN LA PÁGINA 16 DEL REPORTE DICE: 
“PROPÓSITO DEL AVALUÓ: FINES INFORMATIVOS”

FINALMENTE, QUIERO REITERAR QUE ADEMÁS DE LO 
QUE REFIERO EN EL DOCUMENTO, SE LE INFORMÓ 
AL SOLICITANTE RAFAEL ZAGA TAWIL A TRAVÉS DE 
SU ABOGADA DE MANERA VERBAL DICHA 
CIRCUNSTANCIA.

¿DE HABER TENIDO A LA VISTA TODA LA 
INFORMACIÓN FINANCIERA, CONTABLE Y LEGAL DE 
LA EMPRESA Y DEL INFONAVIT, ESPECÍFICAMENTE 
PARA CUANTIFICAR CON BASE EN DICHA 
INFORMACIÓN LOS DAÑOS Y PERJUICIOS QUE 
SUPUESTAMENTE SUFRIÓ LA EMPRESA, EL 
RESULTADO DE SU REPORTE SERÍA DIFERENTE?

ASÍ ES, EN CASO DE HABER CONTADO CON 
INFORMACIÓN ADICIONAL A LA QUE ME FUE 
PROPORCIONADA, YA SEA FINANCIERA, CONTABLE, 
LEGAL, ETC., CIERTAMENTE EL RESULTADO 
OBTENIDO EN MI REPORTE SERÍA DIFERENTE, SIN 
EMBARGO COMO YA LO MENCIONE LA SOLICITUD 
FUE PRECISA PARA VALUAR A PERPETUIDAD. 

¿EN QUÉ PORCENTAJE PODRÍA VARIAR EL 
RESULTADO OBTENIDO EN SU REPORTE, SI LE 
HUBIERAN PROPORCIONADO INFORMACIÓN 
ADICIONAL?

HASTA EN UN 100%, AUNQUE EL PORCENTAJE 
ESPECÍFICO DEPENDERÍA DE QUÉ TANTA 
INFORMACIÓN ADICIONAL A LA EXHIBIDA ME FUERA 
PROPORCIONADA. INCLUSIVE PODRÍA HABER 
DETERMINADO QUE NO HUBO DAÑOS Y PERJUICIOS 
O QUE HABRÍAN SIDO 90% MENOS A LOS QUE 
SEÑALÉ, DE HABER HECHO LA VALUACIÓN CON LOS 
DOCUMENTOS E INFORMACIÓN FINANCIERA DE LA 
EMPRESA Y DE INFONAVIT REFERENTE A ESTE 
ASUNTO EN PARTICULAR Y QUE PUDIERAN SER 
VERIFICADOS Y AUDITADOS Y NO BASADO EN 
PROYECCIONES QUE ME DIO EXCLUSIVAMENTE LA 
EMPRESA TELRA. 

¿USTED FUE INFORMADO QUE LOS CONTRATOS 
ESTABAN TERMINADOS ANTICIPADAMENTE?

SI, YA QUE ME EXHIBIERON COPIA DEL OFICIO DE 
FECHA 1 DE JUNIO DE 2017, EMITIDO POR EL 
SECRETARIO GENERAL Y JURÍDICO DEL INFONAVIT 
POR EL QUE SE LE NOTIFICÓ A TELRA LA 
TERMINACIÓN ANTICIPADA DE LOS CONTRATOS, SIN 
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EMBARGO, INSISTO QUE SE ME PIDIÓ VALUAR LOS 
POSIBLES DAÑOS Y PERJUICIOS DE ESA 
TERMINACIÓN SOBRE LA BASE DE UNA 
CONTRAPRESTACIÓN DEL 10% SOBRE LOS 
INGRESOS BRUTOS QUE SE ESPERABA FUERAN 
OBTENIDOS POR LA EMPRESA TELRA, PORCENTAJE 
QUE FUE DIRECTAMENTE SEÑALADO POR EL 
SOLICITANTE COMO UNA ESPECIE DE REGALÍA Y A 
PERPETUIDAD Y NO A LOS 5 AÑOS QUE SE 
PACTARON LOS CONTRATOS.

¿PUEDE SEÑALAR SI LAS PRECISIONES DE LA 
SOLICITUD QUE LE HIZO LA EMPRESA TELRA, 
FUERON HECHAS DE MANERA ESCRITA O 
VERBALMENTE Y EN CASO DE SER HABER SIDO 
VERBAL, INDIQUE LA PERSONA LE HIZO DICHAS 
PRECISIONES?

COMO YA DIJE, FUERON VERBALES Y FUERON 
HECHAS TANTO POR EL SEÑOR RAFAEL ZAGA TAWIL 
COMO POR SU ABOGADA NICOLE HADAIR. 

¿REFIRIÓ QUE SU REPORTE FUE EMITIDO PARA 
EFECTOS INFORMATIVOS, POR LO QUE, PUEDE SER 
UTILIZADO PARA CUALQUIER OTRO PROPÓSITO O 
FIN?

NO. DE HECHO, CUALQUIER AVALÚO, DE 
CONFORMIDAD CON LAS NORMAS 
INTERNACIONALES Y LA NORMA MEXICANA 
SERVICIOS DE VALUACIÓN METODOLOGÍA NMX-R-
081-SCFI-2015, DEBE TENER UN OBJETO Y 
PROPÓSITO ESPECÍFICOS, PUESTO QUE DE ELLO 
DEPENDE LA METODOLOGÍA A SER UTILIZADA Y EN 
GENERAL EL ANÁLISIS QUE SE REALICE. EN EL CASO 
EN PARTICULAR, LE REITERO QUE EL OBJETO DEL 
AVALÚO FUE PROPORCIONAR UN ESTIMADO DE 
VALOR DE LOS DAÑOS Y PERJUICIOS 
PRESUMIBLEMENTE OCASIONADOS POR LA 
TERMINACIÓN ANTICIPADA DE LOS CONTRATOS. EL 
PROPÓSITO ÚNICAMENTE FUE PARA FINES 
INFORMATIVOS, LO QUE IMPLICA QUE SOLO ES PARA 
SU USO INTERNO POR PARTE DEL SOLICITANTE, Y 
MÁS PORQUE ÚNICAMENTE SE REALIZÓ CON 
INFORMACIÓN PRESENTADA POR ÉL. NO SE PUEDE 
UTILIZAR ESE REPORTE EN JUICIO O EN ALGÚN 
PROCEDIMIENTO EN EL QUE HAYA INVOLUCRADAS 
MÁS PARTES QUE TELRA, LO CUAL LE REITERE EN 
DIVERSAS OCASIONES AL SEÑOR RAFAEL ZAGA A 
TRAVÉS DE SU ABOGADA Y SE PUNTUALIZÓ EN 
DICHO REPORTE…”

DE LO ANTERIOR, PODEMOS CONCLUIR QUE ES EVIDENTE 
LA MAQUINACIÓN REALIZADA POR LA ORGANIZACIÓN 
DIRIGIDA POR RAFAEL ZAGA TAWIL, A FIN DE PODER 
OBTENER RECURSOS QUE PROVIENEN DE UN PAGO 
ILÍCITO, PUES NO SOLO HAY UNA SOBREVALUACIÓN DE 
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DAÑOS Y PERJUICIOS, SINO QUE ADEMÁS HUBO UN DOLO 
EN LA CONDUCTA DESPLEGADA PUES DICHAS OPINIONES 
FUERON ELABORADAS CON LAS ESPECIFICACIONES 
SOLICITADAS POR EL SEÑOR RAFAEL ZAGA TAWIL.

ADEMÁS, TAMBIÉN SE CONCLUYE QUE OMAR CEDILLO 
VILLAVICENCIO Y ALEJANDRO GABRIEL CERDA ERDMANN, 
QUIENES EN ESE MOMENTO REPRESENTABAN AL 
INFONAVIT, NO SÓLO CONSINTIERON LAS CONDICIONES 
IMPUESTAS POR SOLO UNA DE LAS PARTES, SINO QUE 
DEJARON DE OBSERVAR LOS INTERÉS DEL INSTITUTO QUE 
MÁS LE BENEFICIARÍAN, PUES SI BIEN, FUE VOLUNTAD DE 
ESTE CELEBRAR UN PROCESO DE MEDICIÓN, ELLO NO 
IMPLICABA LA ACEPTACIÓN DE CONDICIONES POR DEMÁS 
IRREGULARES EN TOTAL DETRIMENTO DEL ERARIO 
PÚBLICO EN BENEFICIO DE LOS TRABAJADORES, MÁS AUN 
QUE EXISTÍA UNA OPINIÓN JURÍDICA EN LA QUE SE SEÑALÓ 
QUE LA TERMINACIÓN ANTICIPADA DE LOS CONTRATOS EN 
LOS TÉRMINOS QUE SE RESOLVIERON AFECTARÍA 
NEGATIVAMENTE EL PATRIMONIO DEL INFONAVIT.

SIENDO MÁS IRREGULAR EL HECHO DE QUE, QUIENES 
REPRESENTARON AL INFONAVIT, NO SE ALLEGARON DE 
DICTÁMENES IMPARCIALES QUE DETERMINARAN SI DICHAS 
OPINIONES EN DONDE SE SOBREVALUARON LOS DAÑOS Y 
PERJUICIOS SE REALIZARON DE ACUERDO A LOS 
CONTRATOS CELEBRADOS.

CON LO ANTERIOR, SE ESTABLECE CUAL ES EL PUNTO 
TORAL POR EL QUE SE ASEGURA TELRA REALTY, SE 
BENEFICIÓ DE UN PAGO ILÍCITO QUE PROVOCO UN 
DETRIMENTO PATRIMONIAL DEL INFONAVIT

7. Deberá aclarar qué impacto tiene la conducta atribuida a los 
imputados a partir de que los recursos que recibieron fueron con 
motivo de un supuesto “pago indebido” (que tiene una connotación 
civilmente razonada) con la locución utilizada en la ley penal, en lo 
relativo a que los recursos deben provenir de una conducta ilícita 
(contrario a la ley), pues su justificación se sustenta en puras 
cuestiones de índole subjetiva.

ACLARACIÓN: 

SE HACE LA PRECISIÓN QUE LA VALORACIÓN DE LA 
CONDUCTA ATRIBUIBLE A LOS AHORA IMPUTADOS, SE 
HACE DESDE LA OBJETIVIDAD DEL RESULTADO, PÚES 
COMO SE HA SEÑALADO A SU SEÑORÍA, EXISTE UN 
DETRIMENTO PATRIMONIAL A UNA INSTITUCIÓN NACIONAL 
CREADA EN BENEFICIO DE LA CLASE TRABAJADORA.

AHORA BIEN, POR SUPUESTO QUE IMPACTA QUE EL 
INFORNAVIT HAYA PAGADO MAS DE CINCO MIL MILLONES 
DE PESOS, YA QUE SI BIEN SE TRATA DE UN PAGO 
INDEBIDO, DE APARENTE CONNOTACIÓN CIVIL, ELLO NO 
IMPLICA QUE DICHA CONDUCTA TAMBIÉN ENCUADRE EN EL 
SUPUESTO PREVISTO EN EL ARTÍCULO 217 DEL CÓDIGO 
PENAL FEDERAL, ESTO PORQUE SE TRATA DE UNA PAGO 
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INDEBIDO O ILEGAL COMO LO MANEJA EL CÓDIGO PENAL Y 
SU JUSTIFICACIÓN SE SUSTENTA EN CUESTIONES E 
ÍNDOLE SUBJETIVO Y QUE EN OBVIO DE REPETICIONES 
SOLO LE SOLICITO A SU SEÑORÍA LAS TENGA POR 
REPRODUCIDAS EN TÉRMINOS DE ESTE ESCRITO Y EN 
TÉRMINOS DEL CONTENIDO DE LAS ACLARACIONES DEL 
PRESENTE

8. En cuanto al ilícito de delincuencia organizada deberá aclarar 
cómo se acredita el elemento subjetivo, es decir, en qué momento 
ellos pretendieron organizarse para allegarse de la cantidad de 
$5,088,000,000.00 (cinco mil ochenta y ocho millones de pesos 
00/100 M.N.), puesto que el fiscal se contradice al afirmar que 
pareciera que la finalidad fue desde el momento en que los 
indiciados constituyeron las empresas ya mencionadas, sin que se 
advierta que haya sido su objetivo desde el inicio; de lo que 
deberá emitir argumentos lógico jurídicos.

ACLARACIÓN:

EL DELITO DE DELINCUENCIA ORGANIZADA O MEJOR DICHO 
EL TIPO PENAL DE DELINCUENCIA ORGANIZADA PREVISTO 
EN EL ARTICULO 2 DE LA LEY FEDERAL CONTRA LA 
DELINCUENCIA ORGANIZADA, EFECTIVAMENTE CONTIENE 
UN ELEMENTO SUBJETIVO QUE DERIVA DE LA 
PREPOSICIÓN “PARA”, SIGNIFICA LA FINALIDAD QUE TIENE 
LA CONDUCTA TÍPICA DE ORGANIZARSE DE HECHO EN QUE 
INCURREN TRES O MAS PERSONAS Y ESE ELEMENTO 
SUBJETIVO SE HACE CONSISTIR EN LA REALIZACIÓN 
REITERADA DE CONDUTAS QUE POR SI O UNIDAS A OTRAS 
TIENE COMO FIN O RESULTADO LA COMISIÓN DEL DELITO 
DE OPERACIONES CON RECURSOS DE PROCEDENCIA 
ILÍCITA.

AHORA BIEN, LOS DATOS DE PRUEBA CON QUE SE CUENTA 
PARA ESTABLECER Y ACREDITAR LA EXISTENCIA DEL 
ELEMENTO SUBJETIVO DERIVAN PRECISAMENTE DE LAS 
DECLARACIONES DEL PERITO, DE LOS ESTADOS DE 
CUENTA QUE SE HAN OBTENIDO, PUES ES INDUDABLE QUE 
SE ENCUENTRA ACREDITADA LA EXISTENCIA DEL PAGO LA 
EXISTENCIA DE UNA GRUPO DE MAS DE TRES PERSONAS 
QUE SE ORGANIZARON DE HECHO CON LA FINALIDAD DE 
REALIZAR OPERACIONES CON RECURSOS DE 
PROCEDENCIA ILÍCITA, YA QUE PROVENÍAN DE UN PAGO 
ILEGAL PARA INTRODUCIRLOS EN EL SISTEMA NACIONAL 
FINANCIERO COMO SI SE TRATARA DE DINERO LICITO.

AHORA BIEN (sic), SI BIEN LOS INDICIADOS SE 
ORGANIZARON DE HECHO PARA APODERARSE DE LOS 
RECURSOS DE LA ENTIDAD DENOMINADA INFONAVIT, DEBE 
PRECISARSE QUE EL DELITO DE DELINCUENCIA 
ORGANIZADA POR EL QUE SE SOLICITA LA ORDEN E 
APREHENSIÓN SE CONCRETIZA Y MATERIALIZA DESDE EL 
MOMENTO MISMO EN QUE LOS CINCO INDICIADOS RAFAEL 
ZAGA TAWIL, TEÓFILO ZAGA TAWIL, ELÍAS ZAGA HANONO, 
OMAR CEDILLO VILLAVICENCIO Y ALEJANDRO GABRIEL 
CERDA ERDMANN, SE ORGANIZARON DE HECHO, PRIMERO 
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PARA RESCINDIR EL CONTRATO CELEBRADO ENTRE EL 
INFORNAVIT Y TELRA REALTY Y LUEGO PARA ESTABLECER 
UN PROCEDIMIENTO DE MEDIACIÓN IRREGULAR, POR 
DECIR LO MENOS, Y LLEGAR A UN ACUERDO EN EL QUE SE 
ESTABLECIÓ QUE EL INFONAVIT DEBÍA PAGAR POR 
CONCEPTO DE DAÑOS Y PERJUICIOS UNA CANTIDAD 
ESTRATOSFÉRICA DE MAS DE CINCO MIL MILLONES DE 
PESOS.

SIN EMBARGO, DEBO ACLARAR A SU SEÑORÍA QUE ESTA 
ORGANIZACIÓN DELICTIVA CONFORMADA POR LAS 
PERSONAS SEÑALADAS NO SE ORGANIZÓ DE HECHO PARA 
ALLEGARSE DE LOS MÁS DE CINCO MIL MILLONES DE 
PESOS, SINO PARA DARLES APARIENCIA DE LÍCITOS A 
ESOS CINCO MIL MILLONES DE PESOS, ES DECIR, PARA 
REALIZAR OPERACIONES DE ADQUISICIÓN, 
TRANSFERENCIAS Y DEPÓSITOS QUE LES PERMITIERAN 
INTRODUCIR EN EL SISTEMA BANCARIO ESOS RECURSOS 
QUE SABÍAN Y TENÍAN UN ORIGEN ILÍCITO AL PROVENIR DE 
UN PAGO ILEGAL Y POR LO MISMO REPRESENTAR LAS 
GANANCIAS DE LA COMISIÓN DEL DELITO DE USO ILÍCITO 
DE ATRIBUCIONES Y FACULTADES PREVISTO EN EL 
ARTICULO 217 DEL CÓDIGO PENAL FEDERAL.

ACLARANDO EN ESTE MOMENTO QUE LA CONSTITUCIÓN 
DE LAS EMPRESAS YA MENCIONADAS CONSTITUYE EL 
ORIGEN DE LA OBTENCIÓN DE RECURSOS DEL INFONAVIT, 
AL OBTENER UN CONTRATO SABEDORES DE QUE LA 
EMPRESA A QUIEN SE ADJUDICO DICHO CONTRATO ERA DE 
RECIENTE CREACIÓN, ES MAS, CREADA EXPROFESO Y QUE 
POR LO MISMO CARECÍA DE LA INFRAESTRUCTURA 
NECESARIA PARA CUMPLIR EL OBJETO DE DICHO 
CONTRATO, PERO ESTO NO SIGNIFICA QUE LA 
CONSTITUCIÓN DE LAS EMPRESAS IMPLIQUE POR SI SOLA 
LA EXISTENCIA DEL DELITO DE DELINCUENCIA 
ORGANIZADA, YA QUE COMO HEMOS REFERIDO EN LÍNEAS 
ANTERIORES, LA DELINCUENCIA ORGANIZADA SE 
PRESENTÓ HASTA EL AÑO 2017 Y LA CONSTITUCIÓN EN EL 
AÑO 2014.

9. Por lo que respecta al ilícito de operaciones con recursos de 
procedencia ilícita, establecido en el artículo 400 bis, del código 
penal federal, el fiscal atribuye de manera genérica a los cinco 
imputados las conductas de recibir, transferir u ocultar recursos, al 
margen de que una excluye a la otra, lo cierto es que no se 
advierte que el fiscal haya manifestado qué conducta en particular 
cometió cada uno de los indiciados.

ACLARACIÓN: 

SE HACE LA PRECISIÓN QUE EL DELITO DE OPERACIONES 
CON RECURSOS DE PROCEDENCIA ILÍCITA, ESTABLECIDO 
EN EL ARTÍCULO 400 BIS, DEL CÓDIGO PENAL FEDERAL, 
SÓLO ES IMPUTABLE A DOS DE LOS CINCO INDICIADOS, EN 
EL CASO CONCRETO A RAFAEL ZAGA TAWIL Y TEÓFILO 
ZAGA TAWIL.
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EN EFECTO, POR CUANTO HACE A LOS INDICIADOS OMAR 
CEDILLO VILLAVICENCIO, ALEJANDRO GABRIEL CERDA 
ERDMANN Y ELIAS ZAGA HANONO, SÓLO SE LES IMPUTA EL 
DELITO DE DELINCUENCIA ORGANIZADA.

AHORA BIEN, ES PRECISO SEÑALAR QUE EL DELITO DE 
DELINCUENCIA ORGANIZADA QUE SE IMPUTA A LOS CINCO, 
TIENE COMO DELITO FIN EL DE OPERACIONES CON 
RECURSOS DE PROCEDENCIA ILÍCITA, PERO ELLO NO 
SIGNIFICA QUE LOS CINCO HALLAN INTERVENIDO EN LA 
COMISIÓN DEL DELITO DE OPERACIONES CON RECURSOS 
DE PROCEDENCIA ILÍCITA.

LOS INDICIADOS ELÍAS ZAGA HANONO, OMAR CEDILLO 
VILLAVICENCIO Y ALEJANDRO GABRIEL CERDA ERDMANN, 
SE LE IMPUTA LA COMISIÓN DEL DELITO DE DELINCUENCIA 
ORGANIZADA PORQUE FORMARON PARTE DE ESA 
ORGANIZACIÓN DE HECHO QUE TUVO COMO FINALIDAD LA 
COMISIÓN DEL DELITO DE OPERACIONES CON RECURSOS 
DE PROCEDENCIA ILICITA, YA QUE PARTICIPARON EN LA 
ORGANIZACIÓN DELICTIVA PARA OBTENER LOS RECURSOS 
Y PARA QUE PUDIERAN SER OPERADOS POR LOS SEÑORES 
RAFAEL ZAGA TAWIL, TEÓFILO ZAGA TAWIL, PERO SIN QUE 
ELLOS REALIZARAN DE MANERA DIRECTA ALGUNA DE LAS 
CONDUCTAS PREVISTAS POR EL ARTICULO 400 BIS DEL 
CÓDIGO PENAL FEDERAL, YA QUE LAS ACCIONES DE 
RECIBIR Y TRANSFERIR FUERON REALIZAS ÚNICA Y 
EXCLUSIVAMENTE POR RAFAEL Y TEÓFILO.

POR OTRO LADO, DEBO SEÑALAR A SU SEÑORÍA QUE LAS 
CONDUCTA CONTENIDAS O DESCRITAS POR LOS VERBOS 
SEÑALADOS EN EL ARTÍCULO 400 BIS DEL CÓDIGO PENAL 
FEDERAL NO SON NECESARIAMENTE EXCLUYENTES UNA 
DE OTRA, EXPLICO:

SI BIEN SE IMPUTA EL DELITO DE OPERACIONES CON 
RECURSOS DE PROCEDENCIA ILÍCITA A RAFAEL Y TEÓFILO 
ZAGA TAWIL, EN LAS MODALIDADES DE RECIBIR Y 
TRANSFERIR, ESTAS NO SON EXCLUYENTES UNA DE OTRA, 
TANTO QUE SE PUEDE RECIBIR UN RECURSO EL DÍA DE 
HOY Y CON ELLO INCURRIR EN EL DELITO DE 
OPERACIONES CON RECURSOS E PROCEDENCIA ILÍCITA Y 
TRANSFERIRLO MAÑANA Y CON ESA CONDUCTA 
NUEVAMENTE COMETER EL DELITO DE OPERACIONES CON 
RECURSOS DE PROCEDENCIA ILÍCITA.

POR CUANTO HACE A SEÑALAR RESPECTO AL DELITO DE 
OPERACIONES CON RECURSOS DE PROCEDENCIA ILÍCITA, 
QUE SE IMPUTA, ÚNICAMENTE, A RAFAEL Y TEÓFILO ZAGA 
TAWIL, ACLARO CUAL ES LA CONDUCTA QUE DESARROLLO 
CADA UNO DE ELLOS DE LA SIGUIENTE MANERA:

EN PRIMER LUGAR, ES NECESARIO ESTABLECER LA RUTA 
DE LOS RECURSOS Y EN EL CUADRO QUE A CONTINUACIÓN 
SE PRESENTA, SE ESTABLECE COMO SE FUERON 
DISPERSANDO LOS RECURSOS QUE REPRESENTABAN LAS 
GANANCIAS DE LA COMISIÓN DE DELITO DE USO ILÍCITO DE 
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ATRIBUCIONES Y FACULTADES, PREVISTO EN EL ARTÍCULO 
217 FRACCIÓN DEL CÓDIGO PENAL FEDERAL:

REFERENCIAS DE LOS RETIROS 

AÑ
O INSTRUMENTO

No. CLABE/ 
CUENTA NOMBRE

No. 
OP IMPORTE

201
7 TRANSFERENCIA 196373569

GRUPO INMOBILIARIO TELRA SAPI DE 
CV 25

197,326,472.
41

201
8 CHEQUES S/REF

GRUPO INMOBILIARIO TELRA SAPI DE 
CV 1

174,000,000.
00

201
8 TRANSFERENCIA 196373569

GRUPO INMOBILIARIO TELRA SAPI DE 
CV 33

403,951,992.
90

201
9 TRANSFERENCIA 196373569

GRUPO INMOBILIARIO TELRA SAPI DE 
CV 15

163,954,500.
00

TOTAL RECURSOS ENVIADOS A GRUPO INMOBILIARIO TELRA SAPI DE CV 74
939,232,965.

31

201
8 TRANSFERENCIA

00218070022948
9523 POWERGREEN TECHNOLOGIES SA 1 3,000,000.00

TOTAL RECURSOS ENVIADOS A POWERGREEN TECHNOLOGIES SA 1 3,000,000.00

201
7 TRANSFERENCIA 185616417 RAFAEL ZAGA TAWIL 5

1,430,041,01
1.51

201
7 TRANSFERENCIA

01418060567238
5215 RAFAEL ZAGA TAWIL 2 15,946.53

201
8 CHEQUES S/REF RAFAEL ZAGA TAWIL 1

1,000,000,00
0.00

201
8 TRANSFERENCIA 185616417 RAFAEL ZAGA TAWIL 1 14,716.55

201
8 TRANSFERENCIA

01418060567238
5215 RAFAEL ZAGA TAWIL 1 2,485.15

201
9 TRANSFERENCIA

01418060567238
5215 RAFAEL ZAGA TAWIL 1 17,128.88

TOTAL RECURSOS ENVIADOS A RAFAEL ZAGA TAWIL 11
2,430,091,28

8.62

201
8 CHEQUES S/REF TEOFILO ZAGA TAWIL 1

240,000,000.
00

TOTAL RECURSOS ENVIADOS A TEOFILO ZAGA TAWIL 1
240,000,000.

00

TOTAL RECURSOS ENVIADOS A PERSONAS RELACIONADAS 87
3,612,324,25

3.93

201
8 TRANSFERENCIA 111289683  1

1,000,000,00
0.00

201
8 TRANSFERENCIA S/REF  46

906,842,469.
11

201
8 TRANSFERENCIA 185616417  4

630,015,211.
69

201
9 TRANSFERENCIA S/REF  135

409,025,684.
55

201
7 TRANSFERENCIA 185616093  1

270,000,000.
00
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REFERENCIAS DE LOS RETIROS 

AÑ
O INSTRUMENTO

No. CLABE/ 
CUENTA NOMBRE

No. 
OP IMPORTE

201
8 TRANSFERENCIA S/REF  1

200,000,000.
00

201
8 TRANSFERENCIA

01418092002105
1901 ALVICZA COMERCIAL SA DE CV 9

127,600,000.
00

201
8 TRANSFERENCIA

07218000222189
3450 ALVICZA COMERCIAL SA DE CV 9

127,600,000.
00

TOTAL RECURSOS ENVIADOS A ALVICZA COMERCIAL SA DE CV  18
255,200,000.

00

201
8 TRANSFERENCIA

00218070107367
2747

DESARROLOS INMOBILIARIOS 
REGIONALES SA 4

117,396,000.
00

201
8 TRANSFERENCIA 186861326  12

113,644,000.
00

201
8 TRANSFERENCIA

07218000322815
1518 YEZLIO SA DE CV 138

107,055,826.
67

201
8 TRANSFERENCIA 196374557  2

103,000,000.
00

201
8 TRANSFERENCIA

03018090001373
5792 METODO IG SA DE CV 6

48,692,000.0
0

201
7 TRANSFERENCIA

07261000419805
6500 DON APOYO SAPI DE CV 4

35,000,000.0
0

201
9 TRANSFERENCIA 2892826  5

28,390,610.3
9

201
8 TRANSFERENCIA 2892826  1

19,110,000.0
0

201
8 TRANSFERENCIA

07218000283513
1650 HILVITEX SA DE CV 3

17,400,000.0
0

201
7 TRANSFERENCIA

07218000322815
1518 YEZLIO SA DE CV 41

16,630,413.1
9

201
7 TRANSFERENCIA 196374557  5

16,067,992.0
0

201
9 TRANSFERENCIA 186861326  4

15,958,334.6
3

201
7 TRANSFERENCIA

04418000101146
7931

INGENIERIA JURIDICA ECONOMICA 
INTEGRA 1

13,039,598.2
8

201
9 TRANSFERENCIA

07218000362004
5316 GRUPO VICZAMEX SA DE CV 12

12,300,000.0
0

201
9 TRANSFERENCIA

00218005256626
6500

CREEL, GARCIA CUELLAR, AIZA Y 
ENRIQEZ SC 11

11,539,165.4
1

201
7 TRANSFERENCIA 186861326  3

10,783,439.1
1

201
8 TRANSFERENCIA S/REF  1

10,556,000.0
0

201
9 CHEQUES EFECTIVO  12

10,170,000.0
0

201
9 TRANSFERENCIA S/REF PROVEEDORES TKT SA DE CV 72 9,392,115.71
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REFERENCIAS DE LOS RETIROS 

AÑ
O INSTRUMENTO

No. CLABE/ 
CUENTA NOMBRE

No. 
OP IMPORTE

201
8 TRANSFERENCIA

07261000419805
6500 DON APOYO SAPI DE CV 1 9,280,000.00

201
9 TRANSFERENCIA S/REF  1 8,000,000.00

201
9 TRANSFERENCIA

07218000322815
1518 YEZLIO SA DE CV 42 7,090,601.57

201
9 TRANSFERENCIA

07210000592178
6860 IMPULSORA Y DESARROLLO DE PROY 3 6,100,000.00

201
7 TRANSFERENCIA

00218070107367
2747

DESARROLOS INMOBILIARIOS 
REGIONALES SA 1 5,000,000.00

201
9 TRANSFERENCIA

04218001600402
5597  1 5,000,000.00

201
9 TRANSFERENCIA

07218000153410
2732 FABIAN MARIA AGUINACO BRAVO 2 4,738,065.01

201
7 TRANSFERENCIA 159230327  1 3,640,000.00

201
8 TRANSFERENCIA 196525733  8 2,078,333.34

201
8 TRANSFERENCIA 111794337  1 2,000,000.00

201
9 TRANSFERENCIA

07218000678004
7824 SOCIEDAD ALIANZA MONTE SINAI 1 1,500,000.00

201
7 TRANSFERENCIA 196525733  7 1,450,000.00

201
7 TRANSFERENCIA 191429876  5 1,374,194.00

201
7 TRANSFERENCIA 135894050  1 1,055,757.76

201
7 TRANSFERENCIA

03042090001121
1910 EVIS CONSULTING LATIN AMERICA 10 853,553.42

201
8 TRANSFERENCIA

03042090001121
1910 EVIS CONSULTING LATIN AMERICA 7 621,388.31

201
8

SERVICIOS/CONSUMO
S S/REF  15 619,956.60

201
9 TRANSFERENCIA

07218000445174
5428 TORRES DE LA ROA ASOCIADOS SC 1 580,000.00

201
7 TRANSFERENCIA S/REF TRUJILLO BETANZOS Y ASO 2 522,000.00

201
7 TRANSFERENCIA

00218070088322
0869 ESTRATEGICO SOLBE SA DE CV 1 406,000.00

201
7 TRANSFERENCIA 193555151  4 308,478.35

201
8 TRANSFERENCIA 197327870  3 254,103.36

201
8 TRANSFERENCIA 191429876  2 239,150.00
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REFERENCIAS DE LOS RETIROS 

AÑ
O INSTRUMENTO

No. CLABE/ 
CUENTA NOMBRE

No. 
OP IMPORTE

201
8 TRANSFERENCIA

07218000018202
4467 MANSUR BIRMAN GUAKIL Y WOLFE 1 208,800.00

201
7 TRANSFERENCIA

07218000018202
4467 MANSUR BIRMAN GUAKIL Y WOLFE 2 202,738.71

201
8 TRANSFERENCIA

07218000616541
8146 SALOMON LEVI ZAED MOHADEB 1 200,000.00

201
7 TRANSFERENCIA

00218005256626
6500

CREEL, GARCIA CUELLAR, AIZA Y 
ENRIQEZ SC 1 174,000.00

201
9 TRANSFERENCIA 196374557  2 150,000.00

201
7 TRANSFERENCIA

00218001947059
7146 SOULTECH S DE RL DE CV 1 104,400.00

201
9 TRANSFERENCIA

04418000105341
5695 TEODORO HARRSCH AMERENA 1 91,519.97

201
9

ORDEN PAGO 
EXTRANJERO S/REF  1 86,566.50

201
7 TRANSFERENCIA

03042090001097
3039 EVIS CONSULTING LATIN AMERICA 2 80,040.00

201
8 TRANSFERENCIA 193555151  6 76,443.33

201
7 TRANSFERENCIA

00218002244178
3002 DURAN ABOGADOS SC 2 58,464.00

201
8 TRANSFERENCIA

07218000012986
6581 EFFECTIVE PEOPLE SA DE CV 1 58,000.00

201
8 TRANSFERENCIA

07218000010890
1577

ALFONSO FRANCISCO DE PAULA 
RODRIGUEZ 4 49,464.86

201
7 TRANSFERENCIA

04418000100376
4613 JOSE RAMON CLARK GUZMAN 1 28,600.00

201
7 TRANSFERENCIA

02118004043881
5645 BRAND GROUP MEXICO 1 27,213.60

201
7 TRANSFERENCIA 108544972  1 25,520.00

201
8 TRANSFERENCIA

00218001254127
2368 ROMAN MERCADO FLORES 10 22,272.00

201
8

ORDEN PAGO 
EXTRANJERO S/REF  2 20,511.37

201
7 TRANSFERENCIA

07218000017614
7758

OPERADORA HOTELERA IAB SA DE 
CV 2 20,211.83

201
8 TRANSFERENCIA

07218000017614
7758

OPERADORA HOTELERA IAB SA DE 
CV 1 20,000.00

201
7 TRANSFERENCIA 197327870  3 18,065.00

201
9 TRANSFERENCIA

04418000100314
5533 KARINA MATA 1 16,584.98

201
9

SERVICIOS/CONSUMO
S S/REF  12 15,749.00
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REFERENCIAS DE LOS RETIROS 

AÑ
O INSTRUMENTO

No. CLABE/ 
CUENTA NOMBRE

No. 
OP IMPORTE

201
7 CHEQUES S/REF  2 14,530.00

201
9 TRANSFERENCIA

01418065504576
3472 TOWER SOLUTIONS 2 14,476.80

201
9

PAGO TARJETA DE 
CREDITO S/REF  1 11,037.22

201
7

ORDEN PAGO 
EXTRANJERO S/REF  1 9,921.31

201
9 TRANSFERENCIA

01418060578227
4135 MARICRUZ FLORES 1 9,280.00

201
8 TRANSFERENCIA 448547114  5 9,153.00

201
8 TRANSFERENCIA 163471276  1 7,826.52

201
8 TRANSFERENCIA 176738826  1 7,797.62

201
8 TRANSFERENCIA

00218070062078
1367 CONCIERTO ENOLOGICO 1 7,280.00

201
9 TRANSFERENCIA

07218000674975
3984 NAYELI HERNANDEZ PEREZ 1 7,219.84

201
7 TRANSFERENCIA

07218000010890
1577

ALFONSO FRANCISCO DE PAULA 
RODRIGUEZ 2 6,923.49

201
8 TRANSFERENCIA 2950372986  4 6,860.00

201
7 TRANSFERENCIA

04418000100254
3343 BGMSA SA DE CV 1 6,385.00

201
7 TRANSFERENCIA 447506538  1 6,293.93

201
9 TRANSFERENCIA 185616417  1 5,614.36

201
8 TRANSFERENCIA

02118006317487
2084 GUSTAVO MARTINEZ GARCIA 1 5,568.00

201
7

SERVICIOS/CONSUMO
S S/REF  4 4,966.00

201
9 TRANSFERENCIA 145860180  2 4,873.00

201
8 TRANSFERENCIA

00218002613737
6965 DMINF 1 4,131.00

201
9 TRANSFERENCIA

02118004012892
6912  KYOCERA 1 3,480.00

201
8 TRANSFERENCIA

07218000897515
3330 BENJAMIN RODRIGO MEDINA TAPIA 1 2,726.00

201
7 TRANSFERENCIA 448547114  5 2,674.00

201
8 TRANSFERENCIA 194866150  1 2,088.00
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REFERENCIAS DE LOS RETIROS 

AÑ
O INSTRUMENTO

No. CLABE/ 
CUENTA NOMBRE

No. 
OP IMPORTE

201
7 TRANSFERENCIA

07218000897515
3330 BENJAMIN RODRIGO MEDINA TAPIA 1 1,531.20

201
9 TRANSFERENCIA

07218000010890
1577

ALFONSO FRANCISCO DE PAULA 
RODRIGUEZ 1 1,520.00

201
7 TRANSFERENCIA

12718000177283
0740

ATT COMERCIALIZACION MOVIL S DE 
RL DE CV 1 1,372.00

201
9 TRANSFERENCIA

02118006373252
0419 NICOLE HAIDAR 1 1,329.00

201
7 TRANSFERENCIA 163471276  1 868.84

201
9 TRANSFERENCIA

07218000496201
6824 ASOCIACION NACIONAL DE ABOGADO 1 750.00

201
8 TRANSFERENCIA 182776685  2 648.80

201
7 TRANSFERENCIA 2950372986  1 548.00

201
7 TRANSFERENCIA

01401056636055
7865 GERARDO OLGUIN 1 450.00

201
7 TRANSFERENCIA S/REF  1 243.99

TOTAL 861
8,064,170,22

8.46

COMO PUEDE VERSE EN EL CUADRO QUE ANTECEDE 
ENTRE DOS MIL DIECISIETE Y DOS MIL DIECIOCHO, RAFAEL 
ZAGA TAWIL Y TEÓFILO ZAGA TAWIL, A TRAVÉS DE LAS 
CUENTAS BANCARIAS DE LA MORAL TELRA REALTY, COMO 
AUTORIZADOS, RECIBIERON NUEVE TRANSFERENCIAS POR 
UN MONTO TOTAL DE $5´088 MDP (CINCO MIL OCHENTA Y 
OCHO MILLONES DE PESOS) PREVENIENTES DE LAS 
CUENTAS DE INFONAVIT.

POSTERIORMENTE ESOS CINCO MIL OCHENTA Y OCHO 
MILLONES FUERON DISPERSADOS DENTRO DEL SISTEMA 
FINANCIERO, A TRAVÉS DE TRANSFERENCIAS QUE DICHA 
MORAL REALIZÓ DE LA SIGUIENTE MANERA:

1.- A RAFAEL ZAGA TAWIL ENTRE 2017 Y 2019, RECIBIÓ Y 
TRANSFIRIÓ LA CANTIDAD DE $2,430´091,288.62 (DOS MIL 
CUATROSCIENTOS TREINTA MILLONES NOVENTA Y UN MIL 
DOSCIENTOS OCHENTA Y OCHO PESOS 62/100 MN). A 
TRAVÉS DE ONCE OPERACIONES BANCARIAS.

2.- A TEOFILO ZAGA TAWIL EN EL AÑO 2018, RECIBIÓ Y 
TRANSFIRIÓ LA CANTIDAD DE $240´000,000.00 (DOSCIENTOS 
CUARENTA MILLONES DE PESOS 00/100 MN), A TRAVÉS DE 
UNA OPERACIÓN BANCARIA
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3.- A GRUPO INMOBILIARIO TELRA, EN DONDE SE 
ENCUENTRAN AUTORIZADOS EN LOS INSTRUMENTOS 
FINANCIEROS A RAFAEL ZAGA TAWIL Y TEÓFILO ZAGA 
TAWIL, POR LOS QUE RECIBIERÓN Y TRANSFIRIERÓN LA 
CANTIDAD DE $939´232,965.31 (NOVECIENTOS TREINTA Y 
NUEVE MILLONES DOSCIENTOS TREINTA Y DOS MIL 
NOVECIENTOS SESENTA Y CINCO PESOS 31/100 MN), A 
TRAVÉS DE 74 TRANSFERENCIAS.

10. Respecto de ese mismo ilícito, aclare cuál fue la forma de 
intervención de los imputados o si basta que se haya materializado 
dicha conducta ilícita cuando se depositó el dinero a través del 
contrato de transacción, mismo que fue recibido por RAFAEL 
ZAGA TAWIL y TEÓFILO ZAGA TAWIL; asimismo, que emita 
argumentos lógico jurídicos que permitan desentrañar la 
“modificativa” que deriva del artículo 7, fracción III, del Código 
Penal Federal, esto relacionado a la forma de consumación de ese 
ilícito, es decir, como continuado, dado que al efecto no aludió a 
cuales fueron las conductas que realizó, el fin único perseguido, el 
sujeto pasivo y la afectación a un mismo precepto legal.

ACLARACIÓN: 

SE INSISTE A SU SEÑORÍA QUE RAFAEL ZAGA TAWIL Y 
TEÓFILO ZAGA TAWIL, A TRAVÉS DE LAS CUENTAS 
BANCARIAS DE LA MORAL TELRA REALTY, COMO 
AUTORIZADOS, RECIBIERON NUEVE TRANSFERENCIAS POR 
UN MONTO TOTAL DE $5´088 MDP (CINCO MIL OCHENTA Y 
OCHO MILLONES DE PESOS) PREVENIENTES DE LAS 
CUENTAS DE INFONAVIT Y AL RESPECTO SE ACLARA QUE 
LA INTERVENCIÓN DE LOS IMPUTADOS RAFAEL Y TEOFILO 
ZAGA TAWIL EN LA INTERVENCIÓN DEL DELITO DE 
OPERACIONES CON RECURSOS DE PROCEDENCIA ILÍCITA, 
DERIVADO DEL CONTRATO DE TRANSACCIÓN QUE GENERO 
EL PAGO ILEGAL DE RECURSOS POR PARTE DEL INFONAVIT 
SE GRÁFICA, EN EL CUADRO QUE A CONTINUACIÓN SE 
AGREGA

FECHA INSTRUMENTO BANCARIO NO. CLABE/ CUENTA ORIGEN BANCO NOMBRE ORDENANTE TOTAL
10/10/2017 TRANSFERENCIA 00687180001837673748  INFONAVIT 500,000,000.00 
10/10/2017 TRANSFERENCIA 00687180001837673748  INFONAVIT 500,000,000.00 
10/11/2017 TRANSFERENCIA 00687180001837673748  INFONAVIT 500,000,000.00 
10/11/2017 TRANSFERENCIA 00687180001837673748  INFONAVIT 500,000,000.00 
11/12/2017 TRANSFERENCIA 021180040328598454 HSBC INFONAVIT 500,000,000.00 
11/12/2017 TRANSFERENCIA 021180040328598454 HSBC INFONAVIT 500,000,000.00 
15/01/2018 TRANSFERENCIA 021180040328598454 HSBC INFONAVIT 696,000,000.00 
15/02/2018 TRANSFERENCIA 021180040328598454 HSBC INFONAVIT 696,000,000.00 
15/03/2018 TRANSFERENCIA 021180040328598454 HSBC INFONAVIT 696,000,000.00 

TOTAL    5,088,000,000.00 

ACLARO IGUALMENTE QUE LOS IMPUTADOS MATERIALIZAN 
LA CONDUCTA ILÍCITA DE OPERACIONES CON RECURSOS 
DE PROCEDENCIA ILÍCITA, EN UN PRIMER MOMENTO 
CUANDO RECIBEN EL DEPÓSITO DE DINERO EN LA CUENTA 
DE SU EMPRESA TELRA REALTY Y POSTERIORMENTE 
CUANDO DISPONEN DEL RECURSO A TRAVÉS DE LAS 
TRANSFERENCIAS QUE HAN SIDO REFERIDAS EN EL PUNTO 
QUE ANTECEDE.

G
uillerm

o G
onzález T

orres
70.6a.66.20.63.6a.66.00.00.00.00.00.00.00.00.00.00.00.dd.6c
30/01/23 13:47:31



Juicio de Amparo 146/2021-III.
161

PARA EFECTO DE SOLICITUD DE ORDEN DE APREHENSIÓN 
EL ARTÍCULO 141 DEL CÓDIGO NACIONAL DE 
PROCEDIMIENTOS PENALES NO ESTABLECED QUE DEBA 
HACERSE REFERENCIA A LAS MODIFICATIVAS QUE 
PUDIERAN PRESENTARSE PARA ACREDITAR EL TIPO 
PENAL; SIN EMBARGO, EL SUSCRITO AGENTE DEL 
MINISTERIO PÚBLICO AL MOMENTO DE REALIZAR LA 
SOLICITUD, HICE REFERENCIA AL ARTÍCULO 7 FRACCIÓN III 
DEL CÓDIGO PENAL FEDERAL, SOLO PARA ESTABLECER 
QUE SE TRATABA DE UN DELITO CONTINUADO Y CON ELLO 
DAR UNA REFERENCIA A SU SEÑORÍA RESPECTO A LA 
PUNIBILIDAD QUE PUDIERA IMPONERSE A LOS INDICIADOS 
Y CON ELLO JUSTIFICAR LA NECESIDAD DE CAUTELA.

PERO A MANERA DE ACLARACIÓN DEBE DECIRSE A SU 
SEÑORÍA QUE COMO HEMOS VISTO EN ESTE Y LA 
ANTERIOR ACLARACIÓN QUE LOS INDICIADOS REALIZARON 
VARIAS CONDUCTAS QUE ENCUENTRAN EN LOS 
SUPUESTOS PREVISTOS EN EL ARTICULO 400 BIS DEL 
CÓDIGO PENAL FEDERAL, UNAS AL RECIBIR RECURSOS DE 
PROCEDENCIA ILÍCITA Y OTRAS AL TRANSFERIR 
RECURSOS DE PROCEDENCIA ILÍCITA, SIN EMBARGO, 
COMO EL MONTO TOTAL DE LOS RECURSOS SON 
CONOCIDOS POR LOS INDICIADOS, RESULTA EVIDENTE 
QUE CADA UNA DE ESAS CONDUCTAS SOLO FORMAN 
PARTE DE UNA UNIDAD DE PROPÓSITO DELICTIVO, QUE 
SUMADO A LA EXISTENCIA DE UN SOLO SUJETO PASIVO Y 
LA VIOLACIÓN DEL MISMO PRECEPTO LEGAL, PUEDE 
CONCLUIRSE LA APLICACIÓN DEL REFERIDO ARTÍCULO 7 
FRACCIÓN III DEL CÓDIGO PENAL FEDERAL, SIN QUE SEA 
NECESARIO SU ESTUDIO EN ESE MOMENTO PUES SE 
TRATA DE UNA CLASIFICACIÓN PRELIMINAR.

EL ÚNICO PROPÓSITO DELICTIVO DE LOS INDICIADOS ERA 
TRANSFERIR LOS RECURSOS PROVENIENTES DE LA 
COMISIÓN DEL DELITO PREVISTO EN EL ARTÍCULO 217 
FRACCIÓN III DEL CÓDIGO PENAL FEDERAL, PARA 
INTRODUCIRLO EN EL SISTEMA FINANCIERO COMO SI SE 
TRATARSE DE RECURSO LÍCITOS, VIOLENTANDO CON CADA 
UNA DE SUS CONDUCTAS EL CONTENIDO DEL ARTÍCULO 
400 BIS DEL CÓDIGO PENAL FEDERAL

11. Debe aclarar el por qué afirma que el suscrito ordenó que la 
Comisión Nacional Bancaria y de Valores le remitiera la 
información contenida en el oficio 214-4/9086782/2020, suscrito 
por el Director General Adjunto de Atención a Autoridades, dado 
que este juzgador no ha emitido ninguna intervención en esa 
carpeta de investigación, máxime que se torna trascendental 
conocer si la recopilación de los estados de cuenta de los 
indiciados estuvo o no autorizada por una autoridad jurisdiccional.

ACLARACIÓN: 

SE HACE LA ACLARACIÓN A SU SEÑORÍA QUE SE TRATA DE 
UN ERROR DE REDACCIÓN, YA QUE DICHA INFORMACIÓN 
FUE AUTORIZADA POR EL JUEZ CUARTO DE CONTROL, 
ADSCRITO AL CENTRO NACIONAL DE JUSTICIA 
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ESPECIALIZADO EN TÉCNICAS DE INVESTIGACIÓN, 
ARRAIGOS E INTERVENCIÓN DE COMUNICACIONES, DE 03 
DE OCTUBRE DE 2020, EN EL EXPEDIENTE 1022/2020-VI, 
COMO SE CITA EN EL DATO DE PRUEBA 56.

12. Por último, señale las circunstancias de modo, tiempo y lugar 
en que se suscitaron los hechos constitutivos de los ilícitos que 
indica (calle, número, colonia, delegación, estado).

ACLARACIÓN: 

CON INDEPENDENCIA DE QUE ESTE PUNTO 
CONSIDERAMOS SE ENCUENTRA SUPERADO A TRAVÉS DEL 
CONTENIDO DE LAS ACLARACIONES QUE ANTECEDE, 
MANIFESTÓ A USTED LO SIGUIENTE:

EN ESTE PUNTO, SE INSISTE QUE TODA ORGANIZACIÓN 
DELICTIVA, SE ORGANIZA DE FACTO, LA CUAL NO DEJA 
HUELLA DE LAS REUNIONES, PLATICAS O ACUERDOS QUE 
SE TOMAN, PARA CONCLUIR EN INICIAR ACTIVIDADES DE 
MANERA ORGANIZADA, CON ROLES DE LOS 
PARTICIPANTES PERFECTAMENTE DEFINIDOS, TENDENTES 
TODOS ELLOS A LOGRAR EL OBJETIVO PRINCIPAL, QUE 
HICIERON CONSISTIR EN LLEVAR A CABO UNA SERIE DE 
OPERACIONES CON RECURSOS DE PROCEDENCIA ILÍCITA, 
PARA PODER INTRODUCIRLOS EN EL SISTEMA FINANCIERO 
NACIONAL COMO SI SE TRATARA DE RECURSOS LÍCITOS, 

TRATÁNDOSE DEL DELITO DE DELINCUENCIA ORGANIZADA, 
CUALQUIERA QUE SEA SU TIPO O SU ORIGEN 
(NARCOTRÁFICO O DELITOS DE CUELLO BLANCO), NO SE 
CUENTA CON UNA FECHA DETERMINADA DE SU CREACIÓN, 
DADO QUE ES DE FACTO, DE HECHO Y MUCHAS VECES SE 
VA FORMANDO DE MANERA COTIDIANA, SIN QUE 
PREVIAMENTE HAYAN TENIDO UN ACUERDO EXPRESO O 
FORMAL (ESCRITO), SINO QUE SON LAS CONDUCTAS DE 
SUS MIEMBROS LOS QUE VAN ESTABLECIENDO ESAS 
COMPLICIDADES Y ACUERDOS TÁCITOS PARA OPERAR Y 
DISTRIBUIR LAS FUNCIONES DE CADA PARTICIPANTE, PERO 
SIEMPRE CON UN COMÚN DENOMINADOR, CONSISTENTE 
EN EL DELITO FIN.

AL RESPECTO, SE ESTIMA APLICABLE EL SIGUIENTE 
CRITERIO SUSTENTADO POR EL SEGUNDO TRIBUNAL 
COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL SEGUNDO CIRCUITO:

ÉPOCA: DÉCIMA ÉPOCA 
REGISTRO: 2009876 
INSTANCIA: TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO 
TIPO DE TESIS: JURISPRUDENCIA 
FUENTE: GACETA DEL SEMANARIO JUDICIAL DE LA 
FEDERACIÓN 
LIBRO 22, SEPTIEMBRE DE 2015, TOMO III 
MATERIA(S): PENAL 
TESIS: II.2O.P. J/6 (10A.) 
PÁGINA: 1741 
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DELINCUENCIA ORGANIZADA. TRATÁNDOSE DE ESTE 
DELITO DE NATURALEZA PERMANENTE LA UBICACIÓN 
DEL ACTO DELICTIVO EN CIRCUNSTANCIAS DE MODO, 
TIEMPO Y LUGAR QUE EXIGE EL ARTÍCULO 19 DE LA 
CONSTITUCIÓN FEDERAL, SE SATISFACE MOTIVANDO 
LA TEMPORALIDAD DE LA PERTENENCIA DEL SUJETO 
ACTIVO A LA AGRUPACIÓN.

PARA CUMPLIR CABALMENTE CON EL ARTÍCULO 19 
CONSTITUCIONAL, EN CUANTO A LA EXIGENCIA DE 
UBICACIÓN DEL ACTO DELICTIVO EN CIRCUNSTANCIAS 
DE MODO, TIEMPO Y LUGAR, ES EVIDENTE QUE DEBE 
ATENDERSE A LA NATURALEZA DEL DELITO DE QUE SE 
TRATA, Y SI BIEN ES CIERTO QUE TRATÁNDOSE DE UN 
DELITO PERMANENTE O DE TRACTO SUCESIVO, COMO 
PODRÍA CLASIFICARSE EL LLAMADO "CONTRA LA 
DELINCUENCIA ORGANIZADA", NO HABRÁ DE 
BUSCARSE UNA FECHA EXACTA O LUGAR ÚNICO DE 
CONSUMACIÓN, COMO PUEDE ESPERARSE EN LOS 
INSTANTÁNEOS, ELLO NO SIGNIFICA QUE LA 
AUTORIDAD JUDICIAL ESTÉ EXENTA DE DICHA 
OBLIGACIÓN, PUES RESPECTO DE DICHOS ILÍCITOS DE 
NATURALEZA PERMANENTE, ESAS CIRCUNSTANCIAS 
DEBEN DESTACARSE RESALTANDO LA TEMPORALIDAD 
Y PECULIARIDAD DE CADA UNO DE LOS ACTOS QUE SE 
ESTIMAN SIGNIFICATIVOS PARA PROBAR, EN SU CASO, 
ESA EXISTENCIA Y CONTINUIDAD DE EJERCICIO DEL 
COMPORTAMIENTO DE EFECTOS PERMANENTES QUE 
CONSTITUYEN EL HECHO REPROBABLE. ASÍ, 
TRATÁNDOSE DEL DELITO PREVISTO EN EL ARTÍCULO 
2O. DE LA LEY FEDERAL CONTRA LA DELINCUENCIA 
ORGANIZADA, LA EXIGENCIA CONSTITUCIONAL EN 
COMENTO, DEBE SATISFACERSE MOTIVADAMENTE, 
SEÑALANDO LOS ACTOS CONCRETOS DE 
INTERVENCIÓN DEL INDICIADO DE QUE SE TRATE, 
CONFORME A LAS CIRCUNSTANCIAS ESPACIO-
TEMPORALES DE VERIFICACIÓN Y DENTRO DEL ÁMBITO 
DE VALIDEZ TEMPORAL DE LA LEY RESPECTIVA Y LAS 
PRUEBAS EN QUE TAL AFIRMACIÓN SE SUSTENTE; ES 
DECIR, DEBE UBICARSE LA TEMPORALIDAD DE LA 
PERTENENCIA A LA AGRUPACIÓN UTILIZANDO PARA 
ELLO LA CITA DE LOS ACTOS CONCRETOS DE 
INTERVENCIÓN CONFORME A LOS FINES DE LA 
AGRUPACIÓN DE LAS QUE SÍ SE DEBEN PRECISAR 
SUFICIENTEMENTE CIRCUNSTANCIAS ESPACIO- 
TEMPORALES, MAS NO PORQUE FUESEN DICHOS 
ACTOS EL OBJETO DE REPROCHE, SINO COMO 
PARÁMETRO O REFERENCIA ÚTIL PARA CONSTATAR LA 
PERTENENCIA AL GRUPO QUE ES LO QUE 
VERDADERAMENTE CONSTITUYE EL NÚCLEO TÍPICO 
DEL DELITO DE QUE SE TRATA.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL 
DEL SEGUNDO CIRCUITO.

AMPARO EN REVISIÓN 214/2004. 18 DE MARZO DE 2005. 
UNANIMIDAD DE VOTOS. PONENTE: JOSÉ NIEVES LUNA 
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CASTRO. SECRETARIO: FERNANDO HORACIO ORENDAIN 
CARRILLO.

AMPARO DIRECTO 182/2013. 29 DE MAYO DE 2014. 
UNANIMIDAD DE VOTOS. PONENTE: ALEJANDRO JAVIER 
HERNÁNDEZ LOERA. SECRETARIO: SILVESTRE P. 
JARDÓN ORIHUELA.

AMPARO DIRECTO 69/2014. 14 DE AGOSTO DE 2014. 
UNANIMIDAD DE VOTOS. PONENTE: JOSÉ NIEVES LUNA 
CASTRO. SECRETARIA: ALMA JEANINA CÓRDOBA DÍAZ.

AMPARO DIRECTO 109/2014. 23 DE OCTUBRE DE 2014. 
UNANIMIDAD DE VOTOS. PONENTE: ANDRÉS PÉREZ 
LOZANO. SECRETARIO: LUIS ENRIQUE ZAVALA TORRES.

AMPARO DIRECTO 26/2015. 21 DE MAYO DE 2015. 
UNANIMIDAD DE VOTOS. PONENTE: ÓSCAR ESPINOSA 
DURÁN. SECRETARIO: JUAN ANTONIO SOLANO 
RODRÍGUEZ.

AHORA BIEN, TRATÁNDOSE DEL DELITO DE OPERACIONES 
CON RECURSOS DE PROCEDENCIA ILÍCITA, SE INFORMA 
QUE LA PARTICIPACIÓN NO REQUIERE DE UNA 
CIRCUNSTANCIA DE TIEMPO, MODO Y LUGAR PARA QUE SE 
LLEVE A CABO LA CONDUCTA DELICTIVA, PUES SE 
CONSUMA AL MOMENTO DE LA RECEPCIÓN Y 
TRANSFERENCIA DE LOS RECURSOS Y DADA LA 
NATURALEZA DE LAS OPERACIONES ESTAS FUERON 
DENTRO DEL SISTEMA FINANCIERO AL QUE SE PUEDE 
ACCEDER DESDE CUALQUIER LUGAR, SIENDO 
PRECISAMENTE EN LA CIUDAD DE MÉXICO EL LUGAR EN 
DONDE SE CONSTITUYERON LAS MORALES Y LA APERTURA 
DE LOS INSTRUMENTOS BANCARIOS QUE SIRVIERON PARA 
REALIZAR LA OPERACIONES BANCARIAS CITADAS.

(…)”

Así, una vez que el Juez responsable recibió las 
aclaraciones por parte del agente del ministerio 
público investigador, el veinticinco de diciembre de 
dos mil veinte, procedió a librar la orden de 
aprehensión aquí reclamada.

Precisada la secuencia lógica entre la solicitud de 

orden de aprehensión, el auto de prevención, la 

aclaración del fiscal y la resolución dictada por la 

autoridad responsable, en los términos antes expuestos, 
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este juzgador, arriba a las siguientes 
consideraciones:

En contraste con los ordenamientos 

constitucionales, legales y jurisprudenciales antes 

mencionados, se considera que el acto reclamando 

cuenta con algunas deficiencias de fundamentación y 
motivación, en tópicos específicos, que resulta 

necesario hacer patentes, para entender por qué se 

transgrede en perjuicio del quejoso el artículo 16 

constitucional.

Lo anterior, se insiste, atendiendo a los requisitos 

constitucionales, legales y jurisprudenciales5 antes 

señalados para la emisión de una orden de aprehensión 

y a las consideraciones emitidas por el juez responsable, 

en relación además con algunos de los conceptos de 

violación que vertió la parte quejosa.

En ese sentido se tiene que conforme al orden de 

las consideraciones que sustentan el acto reclamado es 

factible evidenciar que:

5 A Saber: 

I. Que sea solicitada por el agente del Ministerio Público de la 
Federación.

II. Que sea emitida por escrito o en audiencia privada.
III. Que provenga de una autoridad judicial legalmente competente.
IV. Que exista una denuncia o querella respecto de un hecho que la 

ley señale como delito y éste tenga como sanción, pena privativa de 
libertad. 

 V. Que existan datos que establezcan que se ha cometido ese 
hecho.

VI. Que exista la probabilidad de que el indiciado lo cometió o 
participó en su comisión.

VII. Que el Ministerio Público justifique, la necesidad de cautela.
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En el primer considerando de su resolución, el 

Juez Especializado en el Sistema Penal Acusatorio 
adscrito al Centro de Justicia Penal Federal en el 
Estado de México, con residencia en el municipio de 
Almoloya de Juárez (Altiplano), adujó ser competente 

para conocer del asunto, ya que dijo actuar conforme a 

sus atribuciones previstas en el numeral 104, fracción I 

de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, en los numerales 20, fracción II, 133, 

fracción I, y 141, fracción III y séptimo párrafo, del 

Código Nacional de Procedimientos Penales; así como 

50, fracción I, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la 

Federación, precisando que la solicitud de la orden de 

aprehensión guarda relación con la investigación de 

hechos señalados como delitos en legislaciones penales 

federales.

Afirmación que se considera ajustada a derecho y 

cumple con el requisito de autoridad judicial competente 

que en el caso requiere pues se tiene que la emisora de 

la orden de captura es una autoridad que pertenece al 

Poder Judicial de la Federación, quien actuó conforme a 

sus atributos constitucionales y legales, frente a la 

solicitud de orden de captura respecto de hechos que 

encuadran en los tipos penales de delincuencia 

organizada y operaciones con recurso de procedencia 

ilícita, previstos y sancionados en la Ley Federal contra 

la Delincuencia Organizada y el Código Penal Federal, 

respectivamente, las cuales son leyes de orden federal.

En cuanto a la competencia por razón de 
territorio, como lo indicó el juez responsable si bien es 

cierto, los hechos materia de la solicitud se cometieron 
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en territorio distinto donde ejerce jurisdicción, esto es, en 

la Ciudad de México, también lo es que se actualiza el 
supuesto de excepción territorial, a que alude el 

artículo 18 Constitucional y 22 del Código Nacional de 

Procedimientos Penales, que en lo que aquí interesa 

prevén:

“Artículo 18. Sólo por delito que merezca pena 
privativa de libertad habrá lugar a prisión preventiva. El 
sitio de ésta será distinto del que se destinare para la 
extinción de las penas y estarán completamente 
separados.
(…)

Para la reclusión preventiva y la ejecución de 
sentencias en materia de delincuencia organizada se 
destinarán centros especiales. Las autoridades 
competentes podrán restringir las comunicaciones de 
los inculpados y sentenciados por delincuencia 
organizada con terceros, salvo el acceso a su defensor, 
e imponer medidas de vigilancia especial a quienes se 
encuentren internos en estos establecimientos. Lo 
anterior podrá aplicarse a otros internos que requieran 
medidas especiales de seguridad, en términos de la ley.

Del numeral señalado, se puede advertir que, 

para la reclusión preventiva, tratándose de asuntos de 
delincuencia organizada, se destinarán centros 

especiales, los cuales deben entenderse como los de 

máxima seguridad. 

Por su parte el numeral 22 del Código Nacional de 

Procedimientos Penales, a la letra refiere:

“Artículo 22. Competencia por razón de seguridad Será 
competente para conocer de un asunto un Órgano 
jurisdiccional distinto al del lugar de la comisión del 
delito, o al que resultare competente con motivo de las 
reglas antes señaladas, cuando atendiendo a las 
características del hecho investigado, por razones de 
seguridad en las prisiones o por otras que impidan 
garantizar el desarrollo adecuado del proceso.

(…)”
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La disposición legal transcrita establece el caso 

de excepción al principio de territorialidad que rige en 

materia penal, tratándose de competencia, que se 

actualiza en los siguientes supuestos:

1) Las características del hecho investigado;
2) Las razones de seguridad en las prisiones 

o;
3) Por cualquier otra causa que impida 

garantizar el desarrollo adecuado del 
proceso.

En el caso, como lo indicó la responsable, se 

puede advertir que el Fiscal federal solicitó una orden 
de aprehensión, por hechos con apariencia de 
delitos que prevén y se sancionan en la Ley Federal 
Contra la Delincuencia Organizada y el Código 
Penal Federal, entonces por tal razón surte esa 
competencia territorial de excepción, prevista en el 
artículo antes citado.

Entonces, el juez competente para tramitar la 

causa penal, es el Juez de Distrito que ejerza jurisdicción 

en el lugar donde se ubique el Centro Federal de 
Readaptación Social con las características señaladas, en 

el caso, es el Juez especializado en el Sistema Penal 
Acusatorio adscrito al Centro de Justicia Penal Federal 
en el Estado de México, con residencia en el municipio 
de Almoloya de Juárez (Altiplano), pues el fiscal al 

momento de solicitar la orden de aprehensión, expusó 

los motivos y razonamientos que, a su juicio, acreditan 

un hecho delictuoso y la probable intervención de la 

parte quejosa, relacionado con el tipo penal de 

Delincuencia Organizada, y con ello basta para justificar 

el supuesto de procedencia de la competencia territorial 

de excepción.
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Luego, las consideraciones que emitió la 

autoridad responsable a criterio de este Juzgador fueron 

correctas, ya que en este caso acontece que el 

Ministerio Público ejerció la acción penal por el delito de 
delincuencia organizada y otro delito del orden 
federal, en contra el quejoso y otros, pero se suma 
que la autoridad responsable motivó correctamente 
las circunstancias específicas que le otorgan 
competencia; aspecto que además apoyó en la 

jurisprudencia 1a./J. 72/2015 (10a.), de la Primera Sala 

de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, con 

registro digital 2010468,  de le Décima Época, publicada 

en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. 

Libro 24, Noviembre de 2015, Tomo I, página 672, con el 

texto y rubro siguiente:

“COMPETENCIA TERRITORIAL DE EXCEPCIÓN, 
CONTENIDA EN EL ARTÍCULO 10, PÁRRAFO 
TERCERO, DEL CÓDIGO FEDERAL DE 
PROCEDIMIENTOS PENALES. SE ACTUALIZA 
CUANDO EL MINISTERIO PÚBLICO EJERCE 
ACCIÓN PENAL POR EL DELITO DE 
DELINCUENCIA ORGANIZADA. Por disposición 
expresa del artículo 18, párrafo último, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
para la reclusión preventiva y la ejecución de sentencias 
en materia de delincuencia organizada, se destinarán 
centros especiales, y los que revisten este carácter son 
los centros de reclusión de máxima seguridad, por 
contar con las medidas de seguridad e instalaciones 
necesarias para la protección integral de los procesados 
o sentenciados, y la disminución del riesgo de fuga. En 
congruencia con lo anterior, si el Ministerio Público 
ejerce la acción penal por el delito de delincuencia 
organizada, el juez competente para tramitar la causa 
penal es el Juez de Distrito que ejerza jurisdicción en el 
lugar donde se ubique el Centro Federal de 
Readaptación Social con las características señaladas, 
sin que para ello sea necesario que esta institución 
exponga los razonamientos que a su juicio actualizan la 
competencia territorial de excepción prevista en el 
artículo 10, párrafo tercero, del Código Federal de 
Procedimientos Penales, pues al ejercer la acción penal 
por el delito indicado, debe exponer, en el pliego de 
consignación, los motivos y razonamientos que, a su 
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juicio, acreditan el cuerpo del delito y su probable 
comisión, así como invocar las pruebas 
correspondientes por las que arriba a esa conclusión, 
con lo cual justifica el supuesto de procedencia de la 
competencia territorial de excepción.”

Entonces, en cuanto a que la orden de aprehensión 

sea emitida por autoridad judicial competente, tal 

requisito se encuentra satisfecho y fundado y motivado, 

por las razones destacadas previamente.

No obstante, el quejoso formuló concepto de 

violación en el sentido de que la autoridad jurisdiccional 

emisora del acto reclamado carecía de competencia 

legal, en función de que los hechos del asunto no 

ameritan ser procesados bajo el régimen de excepción 

previsto por la Ley Federal Contra la Delincuencia 

Organizada; motivo de inconformidad que hasta este 
estadio resulta infundado, en razón de que como se 

destacó anteriormente, la competencia del Juez 

responsable quedó debidamente fundada y motivada, 

incluido el supuesto de excepción territorial. Sin 

embargo, a la competencia a la que se refiere la parte 

quejosa en este concepto de violación, se relaciona con 

aspectos de fondo, esto es, que los hechos materia de la 

solicitud no deben ser procesados o conocidos bajo el 

régimen de excepción previsto por la Ley Federal Contra 

la Delincuencia Organizada. 

Al efecto, debe recordarse que en el caso, se 

puede advertir que el fiscal federal solicitó una orden 
de aprehensión, por hechos con apariencia de 
delitos que se prevén y sancionan en la Ley Federal 
Contra la Delincuencia Organizada y el Código Penal 
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Federal, y que clasificó en preceptos de tales 

disposiciones legales.

Luego, sí el fiscal clasificó los hechos que estima 

delictivos en tipos penales relacionados con la Ley 

Federal contra la Delincuencia Organizada, hasta en 

tanto no se establezca que es incorrecta tal 

clasificación, son aplicables las reglas procedimentales 

de tal codificación; y en el caso, el Juez responsable 

libró la orden de aprehensión que aquí se analiza 

atendiendo a la clasificación legal que le planteó el 

fiscal.

No obstante, en cuanto al encuadramiento 

especifico de los hechos en los tipos penales 

consignados a la autoridad judicial responsable se 

verificará en los siguientes apartados, sin embargo, 

hasta este estadio no existen elementos para 

considerar que no está justificada constitucional y 

legalmente la competencia del Juez responsable, por lo 

que se encuentra cumplido tal requisito.

Ahora, continuando con el estudio de la orden de 

aprehensión, se tiene que en el segundo considerando 

de la resolución reclamada, la autoridad responsable 

realizó un análisis del artículo 16 constitucional, así como  

de los diversos 141 y 142 del Código Nacional de 

Procedimientos Penales, de los que esencialmente 

consideró que de su interpretación armónica y 

sistemática, deriva que para estar en aptitud de invadir la 

esfera jurídica de los gobernados, en especial, para que 

sea legalmente restringida su libertad, es factible emitir 

una orden de aprehensión en su contra, siempre que se 
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reúnan los siguientes requisitos. 

I. Que sea emitida –por escrito o en audiencia privada- 
por una autoridad judicial.

II. Que sea solicitada por el Agente del Ministerio 
Público de la Federación.

III. Que exista una denuncia o querella respecto de un 
hecho que la ley señala como delito y éste tenga como sanción 
privativa de libertad. 

IV. Que existan datos que establezcan que se ha 
cometido ese hecho y que exista la probabilidad de que el indiciado 
lo cometió o participó en su comisión, para lo cual el Ministerio 
Público deberá: 

a) Exponer el motivo de su petición, esto es, la razón 
por la cual debe librarse dicho mandamiento de captura, pudiendo 
ser, por medida de cautela, cuando la persona resista o evada la 
orden de comparecencia judicial o cuando aquélla ha sido 
declarada por la autoridad jurisdiccional como sustraída de la 
acción de la justicia. 

b) Establecer la clasificación jurídica, esto es, 
especificará el tipo penal que se atribuye, el grado de ejecución del 
hecho, la forma de intervención y la naturaleza dolosa o culposa de 
la conducta. 

Lo cual resulta correcto, pues lo establecido por la 

autoridad responsable se ajusta a los preceptos 

constitucionales y legales anteriormente invocados.

Enseguida, la autoridad responsable en su 

considerando tercero, procedió a realizar una relación 

de los datos de prueba que se contienen en la solicitud y 

su respectivo oficio de aclaración; ejercicio que se 

advierte coincidente y guarda congruencia con los 

anunciados por el agente del Ministerio Público de la 
Federación, de la Unidad Especializada en 
Investigación de Operaciones con Recursos de 
Procedencia Ilícita y de Falsificación o Alteración de 
Moneda, de la Subprocuraduría Especializada en 
Investigación de Delincuencia Organizada, de la 
Fiscalía General de la Republica (sin que hasta ese 
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momento haya realizado un ejercicio argumentativo 

sobre los mismos, es decir, solo constituye una relación 

de datos de pruebas, enumeradas del uno al veintitrés).

En el considerando cuarto de la resolución 

reclamada, la autoridad responsable tuvo a bien exponer 

como se actualiza a su consideración el tipo penal de 

delincuencia organizada a que se refiere el artículo 2° de 

la Ley Federal contra la Delincuencia Organizada, esto 

es, cuando tres o más personas se organizan de hecho 

para realizar, en forma permanente o reiterada, 

conductas que por sí o unidas a otras, tienen como fin o 

resultado cometer alguno o algunos de los delitos que de 

manera limitativa se precisan en el propio ordinal; hizo 

cita incluso de algunos tratadistas sobre este tipo penal; 

especificó su naturaleza plurisubjetiva, su finalidad, que 

es de peligro abstracto, su autonomía y la forma de 

intervención de los sujetos activos, aspectos todos ellos 

que sustentó principalmente en la jurisprudencia y tesis 

aisladas aplicables sin que en esa exposición se advierta 

alguna violación a los derechos del quejoso.

Enseguida, la responsable estimó que se 

encuentran debidamente acreditados todos los requisitos 

que previamente había señalado en su considerando 

segundo y este Juzgador advierte que además del tema 

de la competencia antes abordado, los requisitos relativos 

a que la orden de aprehensión se haya emitido por escrito 

y medie solicitud previa del ministerio Público, también se 

encuentran debidamente fundados, motivos y por ende 

reunidos en el caso concreto.
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Esto es así, pues como lo explicó la autoridad 

responsable, la orden de aprehensión fue dictada en su 

carácter de Juez de Control y, por ende, una autoridad 

judicial previamente establecida con competencia por 
cuestiones de seguridad como quedó debidamente 

evidenciado; mandato que en el caso fue emitido por 

escrito como obra en la causa penal de origen.

Asimismo, previo al libramiento de la orden de 

aprehensión, ésta fue solicitada por el Fiscal Federal 

mediante oficio número 

FGR/SEIDO/UEIORPIFAM/CGII/EILIII/ 406/2020 y su 

aclaración con número de oficio 
FGR/SEIDO/UEIORPIFAM/CGII/EIL3/412/2020 donde 

expuso categóricamente que solicita orden de 

aprehensión contra ELÍAS ZAGA HANONO y otros, por 

su probable intervención en el hecho que la ley tipifica 

como el delito de DELINCUENCIA ORGANIZADA con lo 

que se satisface dicha solicitud previa.

Sobre este punto debe decirse que dicha petición 

de orden de aprehensión de veintidós de diciembre de 

dos mil veinte, se recibió por la autoridad responsable 

vía electrónica mediante interconexión en el Portal del 

Consejo de la Judicatura Federal y firmado 

criptográficamente. En tanto que la aclaración de los 

hechos consignados previo requerimiento por parte del 

juez federal responsable fue presentada directamente  

ante este último el veinticuatro de diciembre del año 

pasado, pues se puede advertir que el oficio aclaratorio 

se firmó de manera autógrafa.
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Es imperativo referir que por disposición expresa 

del artículo 142 del Código Nacional de Procedimientos 

Penales, puede formularse por cualquier medio que 
garantice su autenticidad, o en audiencia privada con 
el Juez de Control y este último como lo señala el 

diverso 143 del propio código, la resolverá en audiencia, 

o a través del sistema informático. 

En esa tesitura, satisface el requisito de 

autenticidad si contiene la firma electrónica del 

peticionario ya sea criptográfica o autógrafa, lo cual en 
este caso acontece, pues el servidor público que 
aparece en el preámbulo del oficio de solicitud de 
orden de aprehensión, es el que firma 
criptográficamente, y lo mismo acontece con el 
oficio aclaratorio, ya que se advierte la firma 
estampada de manera autógrafa, por lo que existe el 
requisito de autenticidad que exige la ley.

Sobre este tópico, es de aplicación el criterio 

jurisprudencial II.3o.P.87 P (10a.), sustentada por el 

Tercer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Segundo 

Circuito, con el registro digital 2021837, publicada en la 

Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 

77, Agosto de 2020, Tomo VI, página 6139, que al rubro 

y texto contiene lo siguiente:

“ORDEN DE APREHENSIÓN. TANTO LA SOLICITUD 
COMO EL ARCHIVO ADJUNTO REALIZADA EN 
LÍNEA A TRAVÉS DEL SISTEMA DE GESTIÓN DE 
JUSTICIA PENAL DEL PODER JUDICIAL DEL 
ESTADO DE MÉXICO, DEBEN CONTENER DATO 
SOBRE QUIÉN LOS SUSCRIBE, PARA COLMAR 
LOS REQUISITOS DEL ARTÍCULO 142 DEL CÓDIGO 
NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES.  Tal 
precepto legal dispone, en lo que interesa, que en la 
solicitud de orden de aprehensión es necesario hacer 
una relación de los hechos atribuidos al imputado, 
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sustentada en forma precisa en los registros 
correspondientes, y además deben exponerse las 
razones por las que se consideran actualizadas las 
exigencias del artículo 141 de la propia legislación; y 
que la solicitud puede formularse por cualquier medio 
que garantice su autenticidad, o en audiencia privada 
con el Juez de Control. En esa tesitura, la mera solicitud 
realizada en línea a través del Sistema de Gestión de 
Justicia Penal del Poder Judicial del Estado de México 
(SIGEJUPE), a la que se anexa un documento aparte 
que menciona los hechos que servirán de apoyo para la 
emisión de la orden de aprehensión, satisface el 
requisito de autenticidad si contiene la firma electrónica 
del peticionario; pero incumple las demás exigencias 
cuando el archivo adjunto carece de dato sobre quién lo 
suscribió, al no contener firma electrónica; razón por la 
que no se colma la obligación del Ministerio Público de 
relatar los datos de prueba y los argumentos en que 
sustenta la solicitud del mandamiento de captura.”

Ahora, en cuanto al IV requisito6,la autoridad 

responsable, consideró que en el caso, la hipótesis 

delictiva trata de un delito perseguible de oficio, sin 

soslayar la denuncia formulada por Santiago Nieto 
Castillo, Titular de la Unidad de Inteligencia 
Financiera, de la Secretaría de Hacienda y Crédito 

Público, aunado a la diversa presentada por Lennin 
Escudero Irra, Jesús Vazquez Bibian y Armando 
Pérez Rugerio, apoderados generales para pleitos y 

cobranzas de la moral denominada Instituto del Fondo 
Nacional de la Vivienda para los Trabajadores 
(INFONAVIT), contra quien o quienes resulten 
responsables; máxime que el ilícito de delincuencia 

organizada por el que se libró la orden de aprehensión al 

quejoso tiene prevista pena de prisión conforme al 

numeral 4°, fracción I, inciso b) de la Ley Federal contra 

la Delincuencia  Organizada, específicamente de diez a 
veinte años.

6 IV. Que exista una denuncia o querella respecto de un hecho que la ley señala 
como delito y éste tenga como sanción privativa de libertad. 
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Por lo que, a criterio de este Juzgador, en el asunto 

si se advierte la existencia de denuncia por un hecho 
que se señale como delito, pues no se tiene que perder 

de vista que únicamente la autoridad responsable giró 

orden de aprehensión a Elías Zaga Hanono por el delito 

delincuencia organizada, el cual si es perseguible de 

oficio al no existir disposición en contrario.

No obstante, la parte quejosa formuló concepto de 

violación en el sentido de que se emitió orden de 

captura, sin que estuviere satisfecho el requisito de 
procedibilidad consistente en la denuncia previa de 
la Secretaría de Hacienda y Crédito Público que 
exige el penúltimo párrafo del artículo 400 bis del 
Código Penal Federal, pues el Titular de la Unidad de 
Inteligencia Financiera, de la Secretaría de Hacienda 
y Crédito Público, no es el ente facultado para ello, sino 

el Procurador Fiscal de la Federación, en términos del 

reglamento Interior de la Secretaría de Hacienda y 

Crédito Público, en el artículo 10, fracciones XXVI y 

XXIX, ello por cuanto refiere al delito de Operaciones 
con recursos de procedencia ilícita, previsto y 
sancionado por el artículo 400 bis, fracción I, del 
Código Penal Federal.

Al respecto, refiere la parte quejosa que el en 

numeral 400 bis del Código Penal Federal, establece que 

cuando la Unidad de Inteligencia Financiera en sus 

funciones de fiscalización (prevención), encuentre 

elementos que permitan presumir la existencia de 

conductas que pudieran constituir el delito de 

Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita, 
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deberá solicitar al Servicio de Administración Tributaria 

que inicie las facultades de comprobación que le confiere 

el artículo 42 del Código Fiscal de la Federación y 

denunciar, por conducto de la Procuraduría Fiscal de la 

Federación los hechos que probablemente puedan 

constituir dicho ilícito.

Dicho motivo de inconformidad, resulta inoperante 
por inatendible, pues como ha quedado establecido, la 

denuncia realizada por la Secretaría de Hacienda y 
Crédito Público, es requisito de procedibilidad del delito 

de Operaciones con recursos de procedencia ilícita, 
previsto y sancionado por el artículo 400 bis, del 
Código Penal Federal, empero la solicitud respectiva 

por lo que al aquí quejoso sólo fue por el delito de 

delincuencia organizada, que se persigue de oficio y no 

requiere de denuncia especifica al margen de cómo se 

integra o se realice la investigación correspondiente.

Por lo que, a criterio de este Juzgador, en el asunto 

sí se advierte la existencia de denuncia en los términos 

antes precisados, por lo que el requisito señalado en la 

fracción IV, también se encuentra  debidamente 

colmado.

En consecuencia, a criterio de este Juzgador se 
colmaron debidamente los requisitos señalados en 
las fracciones I, II, III y IV, relativos a que la orden de 
aprehensión se emita por escrito, medie solicitud de 
ministerio Público, que provenga de una autoridad 
judicial competente y preceda denuncia de un hecho 
que la ley señala como delito el cual se encuentra 
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sancionado con pena privativa de libertad, sin que en 
esos tópicos exista violación a los derechos 
humanos del quejoso. 

 EXISTENCIA DE DATOS QUE ESTABLEZCAN QUE SE 

HA COMETIDO UN HECHO QUE LA LEY SEÑALE COMO 

DELITO (REQUISITO V)

En relación a este requisito de fondo, la autoridad 

responsable refirió que con fundamento en los artículos 

265 del Código Nacional de Procedimientos Penales, 40 

y 41 del Ley Federal Contra la Delincuencia Organizada, 

se llega a la convicción de la existencia de un hecho 
con connotación de delito, bajo dos vertientes, una 
general y otra específica.

No obstante, este juzgado, de manera 
respetuosa, advierte que en este apartado existen 
aspectos de fundamentación y motivación que a 
criterio particular del suscrito no quedaron 
plenamente colmados para cumplir con el principio 
de legalidad.

La responsable al inicio de la resolución indicó entre 

otras cosas, que se solicitaba orden de aprehensión 

contra ELÍAS ZAGA HANONO, y otros por el hecho que 

la ley tipifica como delito de:

DELINCUENCIA ORGANIZADA CON EL FIN DE 
COMETER UN DELITO DE OPERACIONES CON 
RECURSOS DE PROCEDENCIA ILÍCITA, previsto en el 
artículo 2°, párrafo primero, fracción I y sancionado en el 
4° fracción I, inciso b), hipótesis, quien no tenga las 
funciones administrativas, directivas o de 
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supervisión, de la Ley Federal Contra la Delincuencia 
Organizada

Sin embargo, de la lectura integral de la orden de 

aprehensión no se advierte la cita del contenido de este 

tipo penal que resulta necesario para que el quejoso 

tenga pleno conocimiento de la legislación que se 

analizó y cómo es que el hecho consignado, se encuadra 

en ella.

No se inadvierte que, en el acto reclamado en el 

considerando cuarto, se realizó una explicación abstracta 

sobre la naturaleza de la delincuencia organizada, sin 

embargo, no se hizo mayor referencia de contenido legal 

sobre el tipo penal que sería motivo de estudio, pues se 

insiste no se textuaron los preceptos legales por los 

cuales se solicitó orden de aprehensión, es decir su 

contenido.

En ese sentido, si bien se trata de una orden de 

aprehensión, para cumplir con la suficiente 

fundamentación, además de enunciar, citar y poder 

explicar sus componentes, resultaba necesario que en 

principio se hiciera referencia al contenido de los 

artículos aplicables, para poder advertir los elementos 

del tipo penal de que se trata y así garantizar el principio 

de legalidad al quejoso, habida cuenta que la orden de 

captura como todo acto de autoridad produce una 
afectación en la esfera jurídica del gobernado al cual 
se dirige, por lo que es importante que todo indiciado 
tenga total conocimiento sobre el tipo penal al que 
se adecua el hecho que le es imputado por la 
representación social de la federación, para poder 
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constatar el contenido, vigencia, identidad, etc, entre 

otras cuestiones relacionadas con la exacta aplicación 

de la ley que impera en materia penal.

La anterior consideración, no quiere decir que no 

sean aplicables los preceptos que se citaron, sino que la 

referencia a su contenido constituye la base para la 

explicación de los elementos que realizó la responsable 

y verificar su congruencia con la norma invocada.

En efecto, sirve para verificar que la solicitud 

respectiva que se hizo por el delito de delincuencia 

organizada, previsto en el artículo 2°, párrafo primero, 

fracción I, de la Ley Federal Contra la Delincuencia 

Organizada, con relación al artículo 4°, fracción I, inciso 

b), hipótesis de quien no tenga funciones de 

administración, dirección o supervisión, se corresponda 

con los hechos consignados, de ahí la importancia de 

citar el enunciado normativo específico que se contiene 

en tales preceptos legales y al no hacerlo, el acto 

reclamado adolece de fundamentación insuficiente.

Continuando con el estudio de la orden de 

aprehensión, se advierte que la autoridad responsable, 

consideró acreditada como vertiente general de los 

hechos, que desde abril de dos mil catorce a marzo 
de dos mil dieciocho, en la Ciudad de México, al 
menos cinco sujetos se organizaron de hecho para 
realizar algunas conductas que tenían como finalidad 
la comisión de un delito de operaciones con 
recursos de procedencia ilícita.
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Sin embargo, tal consideración que se realizó en la 

estimación de la vertiente general debe ajustarse a los 

hechos que el fiscal refirió tanto en su solicitud como en 

su aclaración de hechos en torno a la temporalidad y 

demás circunstancias particulares, sobre la intervención 

de los activos, que incluyó de manera genérica en esa 

primera vertiente.

Atinente al tema de temporalidad e integración 
de los sujetos (tres o más), se aprecia que el fiscal 
en su escrito de solicitud de la orden de aprehensión 
adujó lo siguiente:

“
(…)
Así las cosas, los datos de prueba hasta ahora 
obtenidos, indican la existencia de una organización, 
que tuvo como finalidad operar recursos de procedencia 
ilícita, conformada por servidores públicos y 
particulares, quienes organizados y con roles definidos,  
ingresaron al sistema financiero nacional, recursos que 
provenían de una actividad ilícita, pues son 
producto de un pago indebido; teniendo identificado, 
hasta este momento, como integrantes de esta empresa 
criminal a 1) RAFAEL ZAGA TAWIL, 2) TEÓFILO 
ZAGA TAWIL, 3) ELÍAS ZAGA HANONO, 4) OMAR 
CEDILLO VILLAVICENCIO y 5) ALEJANDRO 
GABRIEL CERDA ERDMANN, organizándose de 
hecho, por lo menos desde el año 2014 (año en que se 
constituyeron las morales ZATYS, TELRA y GRUPO 
INMOBILIARIO TELRA) hasta el 2018 (año en la que se 
tiene detectada la última operación de dispersión en el 
sistema financiero) a fin de dificultar su rastreo; 
recursos que la moral TELRA  REALTY S.A.P.I. de 
C.V., (en adelante TELRA ) recibió indebidamente del 
INSTITUTO DEL FONDO NACIONAL PARA LA 
VIVIENDA DE LOS TRABAJADORES (en adelante el 
INFONAVIT o Instituto)– provocando un daño en su 
patrimonio.

Recursos que se aseguran proveían de una actividad 
ilícita, pues son el resultado de una maquinación 
jurídica, que incluyó la constitución de empresas, 
celebración de diversos convenios y contratos que 
amparaban la prestación de servicios profesionales y 
técnicos a favor del INFONAVIT, que nunca se 
llevaron a cabo, y que culmino con una supuesta 
terminación anticipada de esos instrumentos jurídicos; 
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lo que derivó en un pago ilegal, por parte de los 
servidores públicos participes en el acto, se explica: 

A) La empresa no contaba con la capacidad 
estructural, financiera y de expertise, para realizar este 
tipo de contratación con el INFONAVIT; dado que fue 
creada de manera exprofeso (1 mes antes), para la 
celebración de los contratos con el INFONAVIT y 
nunca ejecutó los programas tecnológicos que se obligó 
a prestar. Destacando desde este momento a su 
Señoría como se expondrá a detalle más adelante que 
los sujetos activos de los delitos imputados realizaron 
un esquema de constitución de empresas con la 
finalidad de que posteriormente, operaran y se 
dispersaran recursos de procedencia ilícita entre ellas, 
teniendo el control administrativo y societario de ellas y;

B) Derivado de la terminación anticipada, se inició, 
llevó a cabo y concluyó un proceso de mediación entre 
el INSTITUTO y TELRA en el cual, el Instituto tomó 
como referencia para concluir que se debía de realizar 
el pago de daños y perjuicios por terminación anticipada 
que solicitó TELRA, opiniones contables y financieras 
externas ofrecidas por TELRA, que no tenían ningún 
sustento jurídico, financiero, valuatorio y documental 
real, lo que implicó que el INFONAVIT pagara una 
indemnización ilegítima a través de una sobrevaluación 
de daños y perjuicios, pues mediante opiniones 
basadas en proyecciones futuras e inciertas y de 
comparativa del valor de mercado, violando incluso las 
cláusulas de exclusividad pactadas en el convenio y 
contratos celebrados entre el INFONAVIT y TELRA, 
ésta última se hizo de recursos económicos ilícitos para 
posteriormente y hasta el momento detectado que una 
parte, fue transferido y recibido por los señores 
RAFAEL ZAGA TAWIL y TEÓFILO ZAGA TAWIL, así 
como a GRUPO INMOBILIARIO TELRA por conducto 
de sus accionistas RAFAEL ZAGA TAWIL y ELIAS 
ZAGA HANONO. 

(…)”

 (fojas 8 y 9 del oficio con terminación 402/2020)

Además, delimitó la participación de cada 
implicado, a saber: 

“(…) 
Así, lo anterior resultó en la obtención de recursos de 
manera ilícita del patrimonio del INFONAVIT en 
beneficio de los sujetos activos pues, una vez 
recibidos los recursos, realizaron una dispersión de 
los mismos, a través de transferencias bancarias, a 
diversas morales en las que los sujetos activos son 
socios y/o tienen un cargo dentro de su consejo de 
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administración. Destacando que, tanto los que 
participaron en el proceso de mediación e 
indemnización por la terminación anticipada de 
contratos, como empresarios, sabían que los recursos 
involucrados son producto de una actividad ilícita, 
como es en el caso, la indemnización viciada a 
través de la sobrevaluación de daños y perjuicios, 
que derivó en un pago ilícito, pues: 

OMAR CEDILLO VILLAVICENCIO y ALEJANDRO 
GABRIEL CERDA ERDMANN, Apoderados Legales 
del INFONAVIT, quienes participaron el proceso de 
mediación y firmaron el contrato de transacción de 22 
de agosto de 2017, mediante el cual se estableció con 
el que se concluye el proceso de mediación entre el 
INFONAVIT y TELRA y por virtud del cual se acordó 
que se pagarían $5,088,000,000.00 (Cinco mil ochenta 
y ocho millones de pesos 00/100 M.N.) a dicha 
empresa bajo el concepto de indemnización de daños y 
perjuicios por la terminación anticipada de los contratos 
celebrados con el INFONAVIT. 

RAFAEL ZAGA TAWIL: (i) es socio y/o accionista de 
TELRA , (ii) en su carácter de representante legal de 
dicha persona moral firmó el contrato de transacción de 
22 de agosto de 2017, con el que se concluye el 
proceso de mediación entre el INFONAVIT y TELRA y 
por virtud del cual se acordó que se pagarían 
$5,088,000,000.00 (Cinco mil ochenta y ocho millones 
de pesos 00/100 M.N.) a dicha empresa bajo el 
concepto de indemnización de daños y perjuicios por la 
terminación anticipada de los contratos celebrados con 
el INFONAVIT; (iii) y el 28 de septiembre de 2017, 
firmó un acuerdo indemnizatorio con TELRA, en el que, 
básicamente, reconoció todo el proceso de mediación y 
monto de indemnización de daños y perjuicios que 
entregó INFONAVIT a TELRA y, por medio de dicho 
acuerdo a su vez, TELRA resarció a RAFAEL y 
TÉOFILO ZAGA TAWIL de los supuestos daños 
patrimoniales y morales causados por la terminación 
anticipada de los contratos del INFONAVIT con 
TELRA, ya que ellos eran los autores de los programas 
tecnológicos que se iban a implementar derivado de los 
referidos contratos.

Por lo que dicha persona tenía pleno conocimiento de 
donde derivan los recursos que su empresa obtuvo, 
máxime que posterior a su obtención, el recibió, 
cuando menos lo detectado hasta el momento, 
$2,730´000,000.00 (dos mil setecientos treinta 
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millones de pesos 00/100 M.N.) de dichos recursos, 
en virtud del acuerdo de indemnización que celebró 
con TELRA. 

TÉOFILO ZAGA TAWIL es secretario del consejo de 
administración de TELRA y el 28 de septiembre de 
2017, firmó un acuerdo indemnizatorio con dicha 
persona moral, en el que, básicamente, reconoció todo 
el proceso de mediación y monto de indemnización de 
daños y perjuicios que entregó INFONAVIT a TELRA y, 
por medio de dicho acuerdo a su vez, TELRA resarció 
a RAFAEL y TÉOFILO ZAGA TAWIL de los supuestos 
daños patrimoniales y morales causados por la 
terminación anticipada de los contratos del INFONAVIT 
con TELRA, ya que ellos eran los autores de los 
programas tecnológicos que se iban a implementar 
derivado de los referidos contratos. 

Por lo que dicha persona tenía pleno conocimiento de 
donde derivan los recursos que TELRA obtuvo, 
máxime que posterior a su obtención, el recibió 
cuando menos, $270´000,000.00 (doscientos setenta 
millones de pesos 00/100 M.N.), de dichos recursos, 
en virtud del acuerdo de indemnización que celebró 
con TELRA. 

  ELIAS ZAGA HANONO constituyó junto con 
RAFAEL ZAGA TAWIL en abril del 2014, la diversa 
persona moral ZATYS S.A. de C.V., (en adelante 
ZATYS), la cual a su vez constituye en su capital 
accionario a TELRA. 

Respecto a lo anterior, es importante destacar que 
TELRA fue constituida en mayo de 2014 y está 
conformada por la participación accionaria de la diversa 
moral ZATYS y de RAFAEL ZAGA TAWIL. Asimismo, 
la moral GRUPO INMOBILIARIO TELRA, S.A.P.I. DE 
C.V., (en adelante GRUPO INMOBILIARIO) fue 
constituida en mayo de 2014 y está conformada por la 
participación accionaria de la moral ZATYS y de 
RAFAEL ZAGA TAWIL. Por lo que hace a la moral 
ZATYS, se reitera que esta fue constituida en abril del 
2014 es decir, un mes antes de la contratación de 
TELRA con el INFONAVIT y con la finalidad de 
constituir a las diversas TELRA y GRUPO 
INMOBILIARIO TELRA. Es decir, dichas empresas y 
socios formaron un grupo de hecho que, durante el 
periodo comisivo ya señalado, operó recursos de 
procedencia ilícita con conocimiento de su origen pues, 
como se verá más adelante, se tiene probado en la 
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carpeta de investigación que TELRA transfirió a 
GRUPO INMOBILIARIO, la cual recibió, 
$701´000,000.00 (Setecientos un millones de pesos 
00/100 M.N.) provenientes del patrimonio del 
INFONAVIT. 

(fojas 8 y 9 del oficio con terminación 402/2020)

En su aclaración en torno a la temporalidad de 
la organización delictiva, el fiscal en su oficio con 
terminación 412/2020, expusó: 

1. Desde cuándo existe en realidad esa organización de hecho 
para cometer la conducta que atribuye a los indiciados, ya que en 
la parte inicial de su solicitud señala que éstos se encuentran 
organizados desde el año dos mil catorce, que es en el que, afirma, 
se constituyeron las morales ZATYS, TELRA y GRUPO 
INMOBILIARIO TELRA, empero en la conclusión antes citada 
refiere que esa organización fue a partir del diez de octubre de dos 
mil diecisiete, momento en el que comenzó TELRA a recibir los 
montos obtenidos ilícitamente del patrimonio del INFONAVIT. 

ACLARACIÓN: 

EN RELACIÓN A ESTE PUNTO CABE PRECISAR QUE ESTA 
ESTRUCTURA TUVO ORIGEN CON LA CONSTITUCIÓN DE LAS 
MORALES ZATYS, TELRA Y GRUPO INMOBILIARIO TELRA EN 
ABRIL Y MAYO DEL 2014, ES DECIR, CREADAS EN 
EXPROFESO PARA ESTABLECER UNA RELACIÓN 
CONTRACTUAL CON EL INFONAVIT EL 09 JUNIO DE ESE 
MISMO AÑO Y AL SER ESTAS EMPRESAS DE RECIENTE 
CREACIÓN Y CONSTITUIDAS CON LAS APORTACIONES 
MÍNIMAS SE AFIRMA QUE NO CONTABAN CON LA 
INFRAESTRUCTURA ECONÓMICA, FINANCIERA Y HUMANA 
QUE RESPALDARA LOS SERVICIOS PROFESIONALES QUE SE 
OFRECIERON, LO QUE QUEDÓ ACREDITADO CON LAS 
ACTAS CONSTITUTIVAS MULTICITADAS EN LA SOLICITUD 
PRINCIPAL..

SIN EMBARGO, LA ORGANIZACIÓN ADQUIERE EL 
CALIFICATIVO DE DELICTIVA, DADA SU ORGANIZACIÓN DE 
HECHO, A PARTIR DE OCTUBRE DE 2017, QUE ES CUANDO 
DECIDEN ORGANIZARSE, TANTO EL GRUPO DE 
EMPRESARIOS, COMO EL GRUPO DE FUNCIONARIOS DEL 
INFONAVIT, CON LA FINALIDAD DE OBTENER RECURSOS 
DEL INFONAVIT DE MANERA ILEGAL Y POSTERIORMENTE 
PROCEDER A LAVARLOS PARA QUE PUDIERAN SER 
UTILIZADOS COMO SI SE TRATARA DE DINERO LÍCITO.

SE AFIRMA LO ANTERIOR, YA QUE EN ESE MES Y AÑO ES 
CUANDO EL INFONAVIT RESCINDE EL CONTRATO QUE 
TENÍA CELEBRADO CON LA EMPRESA TELRA REALTY Y 
ESTA DECIDE INICIAR EL AMAGO CON LA AMENAZA DE 
DEMANDAR DAÑOS Y PERJUICIOS, DANDO LUGAR A QUE EL 
PERSONAL DEL INFONAVIT ACCEDIERA APARENTEMENTE 
DE FORMA VOLUNTARIAMENTE A ACCEDER AL RECLAMO DE 
LA EMPRESA.

PERO DEBE CONSIDERARSE, QUE COMO TODA 
ORGANIZACIÓN DELICTIVA, ES EVIDENTE QUE SE 
ORGANIZAN DE FACTO, SIN DEJAR HUELLA DE LAS 
REUNIONES, PLATICAS O ACUERDOS QUE SE TOMAN, PARA 
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CONCLUIR EN INICIAR ACTIVIDADES DE MANERA 
ORGANIZADA, CON ROLES DE LOS PARTICIPANTES 
PERFECTAMENTE DEFINIDOS, TENDENTES TODOS ELLOS A 
LOGRAR EL OBJETIVO PRINCIPAL, QUE HICIERON 
CONSISTIR EN LLEVAR A CABO UNA SERIE DE 
OPERACIONES CON RECURSOS DE PROCEDENCIA ILÍCITA, 
PARA PODER INTRODUCIRLOS EN EL SISTEMA FINANCIERO 
NACIONAL COMO SI SE TRATARA DE RECURSOS LÍCITOS, 
FINALMENTE CON EL ARGUMENTO DE QUE SE TRATABA DE 
RECURSOS OBTENIDOS POR CONCEPTO DE 
INDEMNIZACIÓN PROVENIENTE DE UNA ENTIDAD 
TRIPARTITA, DE LA CUAL NO PODÍA DESCONFIARSE.

TRATÁNDOSE DE LA DELINCUENCIA ORGANIZADA, 
CUALQUIERA QUE SEA SU TIPO O SU ORIGEN 
(NARCOTRÁFICO O DELITOS DE CUELLO BLANCO), NO SE 
CUENTA CON UNA FECHA DETERMINADA DE SU CREACIÓN, 
DADO QUE ES DE FACTO, ES DE HECHO Y MUCHAS VECES 
SE VA FORMANDO DE MANERA COTIDIANA, SIN QUE 
PREVIAMENTE HAYAN TENIDO UN ACUERDO EXPRESO O 
FORMAL (ESCRITO), SINO QUE SON LAS CONDUCTAS DE 
SUS MIEMBROS LOS QUE VAN ESTABLECIENDO ESAS 
COMPLICIDADES Y ACUERDOS TÁCITOS PARA OPERAR Y 
DISTRIBUIR LAS FUNCIONES DE CADA PARTICIPANTE, PERO 
SIEMPRE CON UN COMÚN DENOMINADOR, CONSISTENTE EN 
EL DELITO FIN.

AHORA BIEN, LA ORGANIZACIÓN PUEDE CALIFICARSE COMO 
DELICTIVA SOLO HASTA EL 2107, PORQUE HASTA ESA 
FECHA ES CUANDO SE CUENTA CON EVIDENCIA OBJETIVA 
DOCUMENTAL DE LA FORMA EN QUE OPERABA.

PRIMERO PORQUE NO EXISTE UN ARGUMENTO RAZONADO 
BASADO EN ALGUNA DOCUMENTAL O DICTAMEN PERICIAL 
QUE LE PERMITIERA AL INFONAVIT FUNDAR Y MOTIVAR 
LEGALMENTE LA RESCISIÓN UNILATERAL DEL CONTRATO 
CELEBRADO CON TELRA REALTY.

SEGUNDO TAMPOCO EXISTE UNA EVIDENCIA DOCUMENTAL 
U OBJETIVA QUE PERMITA ESTABLECER QUE EL CONVENIO 
CELEBRADO ENTRE EL INFONAVIT Y TELRA REALTY, FUERA 
PARA ESTA ÚLTIMA FAVORABLE, SOBRE TODO DESPUÉS DE 
CONSIDERAR EL MONTO DE LOS DAÑOS Y PERJUICIOS 
PROYECTADOS POR EN EL SUPUESTO PROCESO DE 
MEDIACIÓN, PUES PARA EL INFONAVIT ERA UNA SUMA 
BASTANTE ELEVADA Y SIN JUSTIFICACIÓN, PERO BASADOS 
EN LOS DICTÁMENES PERICIALES SUPUESTAMENTE 
ELABORADOS (INDUCIDOS AL ALZA) REPRESENTABA UNA 
CANTIDAD MÍNIMA PARA LA EMPRESA TELRA REALTY.

EN UN SIMIL, PODRÍAMOS DECIR QUE EL 
NARCOTRAFICANTE “CHAPO GUZMÁN” NACIÓ EN UN 
DETERMINADO AÑO, PERO SI BIEN ESE ES UN 
ANTECEDENTE PARA QUE A FUTURO PUDIERA SER 
CONSIDERADO COMO DELINCUENTE, LO CIERTO, ES QUE LA 
FECHA DE NACIMIENTO SOLO ES UN REQUISITO PREVIO, UN 
ANTECEDENTE, PERO PARA ESTABLECER UNA FECHA EN 
QUE PUEDA SER CONSIDERADO COMO DELINCUENTE, NO 
LO ES LA DE SU NACIMIENTO, SINO LA FECHA EN QUE 
COMETE SU PRIMER DELITO.

LO ANTERIOR DENOTA UNA MAQUINACIÓN JURÍDICA A FIN 
DE OBTENER RECURSOS DE PROCEDENCIA ILÍCITA, SIENDO 
EL PRIMER ACTO QUE ESTA FISCALÍA ADVIERTE COMO EL 
HECHO QUE MATERIALIZÓ LA ORGANIZACIÓN, LA FIRMA 
DEL CONTRATO DE INDEMNIZACIÓN DEL 22 DE AGOSTO DE 
2020.
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ES DECIR, QUE SI BIEN ES CIERTO, EXISTE UNA 
ORGANIZACIÓN PREOPERATIVA CON LAS CONSTITUCIÓN DE 
LAS EMPRESAS CITADAS, TAMBIÉN LO ES QUE SU 
OPERATIVIDAD DELINCUENCIAL SE MATERIALIZÓ HASTA LA 
FIRMA DEL CONTRATO DE INDEMNIZACIÓN LO QUE 
PERMITIÓ LA LIBERACIÓN DE LOS RECURSOS GENERADOS 
DE UN PAGO INDEBIDO.

AHORA BIEN, EL 10 DE OCTUBRE DE 2017, ES CUANDO SE 
INICIA CON LA RECEPCIÓN DEL RECURSO PROVENIENTE DE 
LA MATERIALIZACIÓN DEL HECHO ILÍCITO, LO QUE OCURRIÓ 
A TRAVÉS DE NUEVE OPERACIONES BANCARIAS; COMO SE 
DEMUESTRA EN LA SIGUIENTE TABLA:

FECHA INSTRUMENTO BANCARIO NO. CLABE/ CUENTA ORIGEN BANCO NOMBRE ORDENANTE TOTAL
10/10/2017 TRANSFERENCIA 00687180001837673748  INFONAVIT 500,000,000.00 
10/10/2017 TRANSFERENCIA 00687180001837673748  INFONAVIT 500,000,000.00 
10/11/2017 TRANSFERENCIA 00687180001837673748  INFONAVIT 500,000,000.00 
10/11/2017 TRANSFERENCIA 00687180001837673748  INFONAVIT 500,000,000.00 
11/12/2017 TRANSFERENCIA 021180040328598454 HSBC INFONAVIT 500,000,000.00 
11/12/2017 TRANSFERENCIA 021180040328598454 HSBC INFONAVIT 500,000,000.00 
15/01/2018 TRANSFERENCIA 021180040328598454 HSBC INFONAVIT 696,000,000.00 
15/02/2018 TRANSFERENCIA 021180040328598454 HSBC INFONAVIT 696,000,000.00 
15/03/2018 TRANSFERENCIA 021180040328598454 HSBC INFONAVIT 696,000,000.00 

TOTAL    5,088,000,000.00 

Y QUE DE MANERA POSTERIOR DICHOS RECURSOS FUERON 
DISPERSADOS A TRAVÉS DEL SISTEMA FINANCIERO, MEDIANTE 
TRANSFERENCIAS BANCARIAS OTRAS MORALES CONSTITUIDAS POR 
LOS MIEMBROS DE LA ORGANIZACIÓN E INCLUSO DE MANERA DIRECTA 
POR RAFAEL Y TEÓFILO AMBOS DE APELLIDOS ZAGA TAWIL SIENDO LA 
ÚLTIMA OPERACIÓN QUE HASTA EL MOMENTO SE TIENE DETECTADA 
EN EL AÑO 2018.”

(fojas 1 a 3 del oficio con terminación 
412/2020)

Una vez precisado lo que expuso en su solicitud el 

fiscal y en su respectiva aclaración, en relación con la 

vertiente general que sostuvo el Juez responsable, este 

Juzgador considera, que en la citada vertiente se plasmó 

una temporalidad de dos mil catorce al dos mil 
dieciocho, en que al menos cinco sujetos se 

organizaron de hecho, aspecto que no se aprecia como 

tal en la exposición del fiscal, porque este último, hace 

referencia que en dos mil catorce, diversos sujetos (a 

saber tres) se organizaron para crear las empresas o 

morales privadas que contrataron con el INFONAVIT, y 

en dos mil diecisiete incorporaron a diversos sujetos 

activos (dos) que fungían como apoderados legales  del 

INFONAVIT, por lo que si bien se cumplía al inicio de la 

referida organización con el número mínimo que requiere 
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el tipo penal (en el año dos mil catorce), también lo es 

que por cuanto refiere a la intervención de otros sujetos 

activos señalados como servidores públicos, ésta fue 

posterior (dos mil diecisiete), de ahí que resulte 

necesario que atendiendo a la exposición en la solicitud 

y aclaración del Fiscal se establezca debidamente en la 

vertiente general la especificación de la temporalidad de 

la organización si es que para ello se atiende el número 

total de sujetos que se estiman implicados, a efecto de 

dotar de certeza jurídica al acto reclamado en torno a los 

hechos delictivos que son materia de la consignación.

Lo anterior no prejuzga sobre lo incorrecto o no de 

la temporalidad total que se maneja en el acto 

reclamado, como principio (dos mil catorce) y como fin 

(dos mil dieciocho) respecto de la organización que se 

considera criminal, sino al hecho de haber plasmado de 

manera genérica que desde dos mil catorce, al menos 

cinco sujetos se organizaron de hecho, pues en ese 

aspecto, lo que no resulta acorde a la solicitud y 

aclaración, es precisamente el señalamiento genérico 

sobre la intervención de al menos cinco sujetos desde el 

inicio de la organización, sin que ello implique que sus 

orígenes no hayan sido en esa época.

Entonces, es necesario aclarar tal aspecto y 

delimitar las circunstancias que fueron establecidas en la 

solicitud y aclaración de orden de aprehensión, para 

generar certidumbre jurídica a la parte quejosa; máxime 
que tal afirmación guarda relación con la probable 
intervención de los que se dice participaron en la 
organización delictiva, precisamente en cuanto a la 
temporalidad en que se aduce figuraron los sujetos 
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activos.

Luego, a criterio de este órgano jurisdiccional, el 

juez responsable en su vertiente general, si considera 

como temporalidad de la organización desde el dos mil 

catorce al dos mil dieciocho, debe tomar en cuenta que 

la fiscalía expuso que algunos implicados tuvieron una 

actuación activa en el año dos mil catorce, en tanto que, 

otros a partir del año dos mil diecisiete, por lo que, para 

el caso de esa vertiente general donde toma en cuenta a 

los sujetos intervinientes, debe mediar una 

especificación sobre su intervención en épocas 

diferentes.

Continuando con el análisis de la orden de 

aprehensión, el juez responsable consideró una 
vertiente específica del delito de delincuencia 
organizada en la que expuso segmentos que a su 

parecer revelan la comisión de las conductas que en su 

conjunto tenían como propósito la comisión de un 

antijuridico de operaciones, y enunció diversos 

segmentos o hechos que enlistó con los incisos de la a) 
a la i) y concluyó que con base en el material probatorio 

que aduce tener por reproducido, se arriba a la 

conclusión de que existió la organización de hecho de 

tres o más personas, para realizar en forma permanente 

o reiterada, conductas que por sí tuvieron como fin el 

cometer un delito de operaciones con recursos de 

procedencia ilícita.

Lo anterior, sin exponer en principio qué dato o 
datos de prueba en particular son idóneos y 
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pertinentes, para establecer cada uno de los hechos 
o segmentos que enunció.

Sin que obste que previamente en el considerando 

tercero, hubiese enlistado los datos de prueba referidos 

por la Fiscalía, pues lo trascendente aquí para cumplir 

con el principio de legalidad es no dejar al quejoso la 

decisión de escoger los datos de prueba que se vinculan 

con los hechos o segmentos mencionados; pues se 

considera imperativo especificar cuál es el dato o datos 

de prueba, de los que se adviertan las afirmaciones de la 

representación social, ello atendiendo a un ejercicio 

argumentativo simple que permita conocer de dónde se 

extrajo la información que posteriormente se conjuntó 

para obtener su conclusión final. 

Al respecto, los numerales 40 y 41 de la Ley 

Federal contra la Delincuencia Organizada (ley especial 
aplicable), los cuales son aplicables en relación con los 

diversos 261 y 265 del Código Nacional de 

Procedimientos Penales, en lo conducente establecen: 

“LEY FEDERAL CONTRA LA DELINCUENCIA 
ORGANIZADA

TÍTULO TERCERO DE LAS REGLAS PARA LA 
VALORACIÓN DE LA PRUEBA Y DEL PROCESO 
CAPÍTULO ÚNICO 

Artículo 40.- Para efectos de la comprobación de los 
elementos del tipo penal y la responsabilidad del 
inculpado, el juez valorará prudentemente la imputación 
que hagan los diversos participantes en el hecho y 
demás personas involucradas en la averiguación previa. 

Artículo 41.- Los jueces y tribunales, apreciarán el valor 
de los indicios hasta poder considerar su conjunto como 
prueba plena, según la naturaleza de los hechos, la 
prueba de ellos y el enlace que exista entre la verdad 
conocida y la que se busca. 
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[…]”

“CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS 
PENALES

Artículo 261. Datos de prueba, medios de prueba y 
pruebas 
El dato de prueba es la referencia al contenido de un 
determinado medio de convicción aún no desahogado 
ante el Órgano jurisdiccional, que se advierta idóneo y 
pertinente para establecer razonablemente la existencia 
de un hecho delictivo y la probable participación del 
imputado. Los medios o elementos de prueba son toda 
fuente de información que permite reconstruir los 
hechos, respetando las formalidades procedimentales 
previstas para cada uno de ellos.

[…]

Artículo 265. Valoración de los datos y prueba

 El Órgano jurisdiccional asignará libremente el valor 
correspondiente a cada uno de los datos y pruebas, de 
manera libre y lógica, debiendo justificar 
adecuadamente el valor otorgado a las pruebas y 
explicará y justificará su valoración con base en la 
apreciación conjunta, integral y armónica de todos los 
elementos probatorios.”

De la lectura de los artículos 40 y 41 de la Ley 

Federal contra la Delincuencia Organizada, se observan 

normas específicas de valoración de pruebas que los 

tribunales de instancia están jurídicamente obligados a 

seguir, precisamente porque la ley que rige el acto las 

distingue para ese fin, sin perjuicio de que, además del  

amplio arbitrio que los preceptos referidos conceden al 

juzgador para la evaluación de pruebas, también 

soporten su decisión en los dispositivos del código 

adjetivo respectivo, pero siempre fundando o vinculando 

esta valoración en las reglas especiales en comento 

(porque se trata de normas procesales y no 
sustantivas).
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Por su parte, el código adjetivo aplicable, esto es el 

Código Nacional de Procedimientos Penales, en su 

numeral 261 refiere que, dato de prueba es la 
referencia al contenido de un determinado medio de 
convicción aún no desahogado ante el Órgano 
jurisdiccional, que se advierta idóneo y pertinente para 

establecer razonablemente la existencia de un hecho 

delictivo y la probable participación del imputado.

Mientras que el numeral 265 del mismo código, 

refiere que el Órgano jurisdiccional asignará libremente 

el valor correspondiente a cada uno de los datos y 

pruebas, de manera libre y lógica, debiendo explicar y 
justificar por otro lado su valoración con base en la 
apreciación conjunta, integral y armónica de todos 
los elementos probatorios.

En el asunto en comento no es suficiente que para 

cumplir con la valoración individual y conjunta que se 

indica en tales preceptos, en la resolución reclamada 

primero se enuncien diversos datos de prueba y en un 

considerando por separado sin hacer la vinculación 

respectiva, se tengan por sentados diversos hechos o 

segmentos, sin explicar qué datos de prueba son los que 

contienen esa información, lo cual es importante para 

poder sostener válidamente la conclusión final y poder 

considerar explicada y justificada la apreciación 
conjunta, integral y armónica de los mismos, lo 

anterior en correlación con los numerales 40 y 41 de la 

Ley Federal Contra la Delincuencia Organizada; todo lo 

cual permita a la autoridad considerar si son idóneos y 

pertinentes para establecer razonablemente la existencia 

de un hecho delictivo, con mayor razón si también se 
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considera que sirven de apoyo para sostener la probable 

participación del imputado y se pretende en ese apartado 

tener por reproducidos valoraciones previas.

Así, la vertiente especifica como método que 

escogió el Juez responsable para analizar la existencia 

de un hecho delictivo, carece de vinculación o referencia 

al dato de prueba con que se corrobora (sin exigir su 

demostración) la información que segmentó, por lo que 

en ese apartado su exposición resultó dogmática; es 

decir en la enunciación de los segmentos o hechos sin 

precisar por cada uno de ellos con qué dato se prueba 

se sustentan, es donde se incumple con la motivación 

que su actuación debe contener, sobre todo porque de 

ahí saltó a su conclusión final respeto de que esos 

hechos se adecuan al del tipo penal de delincuencia 

organizada.

La anterior exigencia no implica de modo alguno 

someter a escrutinio los datos de prueba a estándares 

que corresponden a otras etapas del proceso, sino 

cumplir con el ejercicio informativo más no demostrativo 

que dote de certeza a la orden de aprehensión.

Sirve de apoyo lo anterior el criterio jurisprudencial 

II.4o.P.19 P (10a.), sostenido por el Cuarto Tribunal 

Colegiado en Materia Penal del Segundo Circuito, con el 

registro digital 2023128,  de la  Undécima Época, 

publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la 

Federación. Libro 1, Mayo de 2021, Tomo III, página 

2549, cuyo rubro y texto refiere:
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“ORDEN DE APREHENSIÓN EN EL SISTEMA DE 
JUSTICIA PENAL ACUSATORIO. POR SU 
NATURALEZA RESTRICTIVA DE LA LIBERTAD 
AMERITA CERTEZA JURÍDICA, PERO NO IMPLICA 
SOMETER A ESCRUTINIO LOS DATOS DE PRUEBA 
BAJO EL ESTÁNDAR DE ETAPAS MÁS TARDÍAS 
DEL PROCESO. Para pronunciarse respecto a la orden 
de captura, una vez superado el tema de necesidad de 
la medida, el órgano jurisdiccional debe analizar que 
consten los datos que establezcan que fue cometido un 
hecho que la ley señala como delito y que exista la 
probabilidad de que el imputado lo cometió o participó 
en su comisión y, para ello, el representante social debe 
hacer una relación precisa de los hechos sustentados 
en los registros de la investigación, exponiendo las 
razones por las que considera que ese "hecho real de 
vida" fue cometido y la posibilidad de intervención del 
imputado en ese ilícito, bajo la premisa de que dicho 
requisito es informativo, no demostrativo. Ahora bien, el 
alcance valorativo del "dato" de prueba referenciado al 
dictado de la orden de aprehensión, se limita al 
contenido del medio de convicción que se advierta 
idóneo, pertinente y, en su conjunto, suficiente para 
establecer razonablemente el hecho delictuoso; 
entonces, aun cuando la orden de aprehensión, por su 
naturaleza restrictiva de la libertad amerita certeza 
jurídica, ello no implica que para su dictado el Juez 
someta a escrutinio los datos de prueba bajo el 
estándar de etapas más tardías del proceso, por eso, si 
realiza valoraciones integrales de la prueba, confronta 
versiones y destaca inconsistencias a partir de la 
capacidad narrativa del órgano de prueba, desnaturaliza 
el sistema, porque confiere a los "datos de prueba" 
estándar de "prueba", lo que incrementa la exigencia de 
la etapa por la que transita el proceso y desdeña los 
principios de inmediación y contradicción, porque esos 
datos no fueron desahogados en su presencia, ni 
sometidos al contradictorio por las partes.

Hasta aquí, el anterior contexto narrativo, destaca 

diversas cuestiones que transgreden la garantía de 

legalidad en su vertiente de fundamentación y motivación 

en perjuicio del quejoso, al tenor de lo siguiente:

Es cierto que en la orden de aprehensión, se realizó 

una exposición del marco normativo abstracto sobre el 

delito de delincuencia organizada, sin embargo, no se 

hizo mayor pronunciamiento sobre el contenido del tipo 
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penal que sería motivo de contrastación con los hechos 

consignados, esto es, no se citó el contenido de los 

preceptos legales aplicables según la Ley Federal contra 

la Delincuencia Organizada, en específico de las 

hipótesis a que alude el artículo 2, párrafo primero, 

fracción I, de la Ley Federal Contra la Delincuencia 

Organizada en comento, teniendo como fin o resultado 

cometer un delito de Operaciones con Recursos de 

Procedencia Ilícita, con relación al artículo 4°, fracción I, 

inciso b), de la misma legislación.

En diverso contexto, se abordó que la responsable 

estableció una vertiente general de los hechos, desde 

abril de dos mil catorce a marzo de dos mil dieciocho, en 

la que estableció que al menos cinco sujetos se 

organizaron de hecho para realizar algunas conductas 

que tenían como finalidad la comisión de un delito de 

operaciones con recursos de procedencia ilícita, premisa 

que no es acorde en cuanto a la intervención de los 

cinco sujetos que adujó el agente del ministerio público 

en su solicitud y su respectiva aclaración, pues del 

contexto que narró este último, se advierte que cuando 

menos tres personas desde el año dos mil catorce 

constituyeron diversas morales privadas con el fin de 

realizar algunas contrataciones con el INFONAVIT; 

posterior a ello adujo o incorporó a dos personas que 

figuraban como apoderados legales del organismo antes 

señalado, lo cual aconteció en el año dos mil diecisiete, y 

que posterior a ello por medio de diversas operaciones 

se dispersó el recurso ilícito, a través del sistema 

financiero hasta la última operación detectada en el dos 

mil dieciocho.
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En otro orden de ideas, se destacó el actuar de la 

autoridad responsable al considerar que en el caso se 

advierte la comisión de las conductas que en su conjunto 

tenían como propósito la comisión de un antijuridico de 

operaciones con recursos de procedencia ilícita, y 

enunció diversos segmentos o hechos que enlistó con 

los incisos de la a) a la i) y determinó que con base en el 

material probatorio que aduce tener por reproducido, se 

arriba a la conclusión de que existió la organización de 

hecho de tres o más personas, para realizar en forma 

permanente o reiterada, conductas que por sí tuvieron 

como fin el cometer un delito de operaciones con 

recursos de procedencia ilícita; lo anterior, sin exponer 

qué dato o datos de prueba en particular son 
idóneos y pertinentes, para establecer cada uno de 
los hechos o segmentos que enunció, dejando de 

realizar el análisis o ejercicio al que todo juzgador de 

instancia está obligado, previsto en los numerales 40 y 

41 de la Ley Federal contra la Delincuencia Organizada, 

y diversos 261 y 265 del Código Nacional de 

Procedimientos Penales, sobre todo porque después de 

enlistar los hechos o segmentos se saltó a su conclusión 

final respeto de que esos hechos se adecuan bajo el 

ejercicio argumentativo simple a la descripción del tipo 

penal de delincuencia organizada.

Ahora bien, continuando con el análisis de la 

resolución reclamada se tiene que, la autoridad 

responsable, en torno a la existencia de datos que 

establezcan que se ha cometido un hecho que la ley 

señale como delito, arribó a la siguiente conclusión:
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Que existió una organización de hecho de tres o 
más personas para realizar, en forma permanente o 
reiterada, conductas que por sí o unidas a otras, tuvieron 
como fin el cometer un delito de operaciones con 
recursos de procedencia ilícita, al ser patente que en el 
año dos mil catorce RAFAEL, TEÓFILO Y ELÍAS se 
organizaron para conformar las empresas ZATYS, S.A. 
de C.V., TELRA REALTY, S.A.P.I. de C.V. y GRUPO 
INMOBILIARIO TELRA, S.A.P.I. de C.V., de las que la 
segunda de ellas, creada el siete de mayo de dos mil 
catorce, mediante adjudicación directa y sin contar con el 
capital suficiente, profesionistas expertos para el 
desarrollo del Programa Movilidad Hipotecaria y la 
Plataforma de Informática, fue favorecida por los 
servidores públicos del Instituto, para la conformación de 
un proyecto del que a la postre se firmaron diversos 
contratos para su concretización.

Que los contratos, los cuales, dados los términos y 
condiciones en que se suscribieron, sin razón 
administrativa o jurídica, el instituto indicado determinó 
rescindir, dando así inicio a un proceso de mediación 
entre ambas partes, en el cual participaron en 
representación de la paraestatal los servidores públicos 
Omar Cedillo Villavicencio y Alejandro Gabriel Cerda 
Erdmann, de lo que éste último y sin razón contundente 
alguna, aceptó someter a consideración del Consejo de 
Administración de su representada el pago de la 
indemnización de los daños y perjuicios reclamados por 
TELRA REALTY, S.A.P.I. de C.V., no obstante que en 
negociaciones previas se había negado a tal tópico e 
incluso señalando que el pago propuesto era excesivo.

Pero además el veintidós de agosto de dos mil 
diecisiete, Omar Cedillo Villavicencio y Alejandro Gabriel 
Cerda Erdmann, en calidad de Apoderados Legales del 
INFONAVIT, como se sostiene en la solicitud ministerial 
que se provee, suscribieron el Contrato de Transacción, 
en el cual, en ese acto, la empresa señalada estuvo 
representada por Rafael Zaga Tawil, lo que realizaron 
aún y cuando existían inconsistencias en los contratos 
respectivos, así establecidas por Federico García 
Villanueva, Gerente de Investigación y Sanciones de la 
Contraloría General del propio instituto, además de las 
diversas opiniones jurídicas y contables de expertos 
recabadas y que señalaban que el terminar 
anticipadamente los contratos en los términos en que se 
resolvieron, afectaría negativamente su patrimonio.
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No obstante, dichos apoderados sometieron el 
Contrato de Transacción a la autorización, aprobación y  
aceptación de su mandante y el treinta de agosto de 
dos mil diecisiete, mediante resolución 08/17 el 
Consejo de Administración del INFONAVIT, resolvió 
autorizar en sus términos y condiciones dicho contrato, 
por lo que a partir del diez de octubre de dos mil 
diecisiete y en diversas fechas y depósitos, indicados por 
la fiscalía, TELRA REALTY, recibió depósitos hasta por 
la cantidad total de $5,088’000,000.00 (cinco mil ochenta 
y ocho millones de pesos 00/100 moneda nacional).

Que esa organización de hecho de tres o más 
personas, que crearon las empresas indicadas, siendo 
una de ellas TELRA REALTY (constituida 
aproximadamente un mes antes de la primera relación 
contractual), no contaba con el capital, infraestructura y 
personal suficientes para afrontar el proyecto que le fue 
adjudicado de forma directa y aún y con ello, se 
determinó por los funcionarios involucrados, el aceptar 
las condiciones de pago de la indemnización peticionada 
por la empresa señalada, sin justificación fehaciente 
alguna, sometiendo al Consejo de Administración el 
contrato de transacción, que fue aprobado por éste aun 
cuando existían opiniones de expertos en contra, por lo 
que posterior a ello, el Instituto pagó a TELRA REALTY 
la indemnización reclamada mediante transferencias 
bancarias por un total de $5,088’000,000.00 (cinco mil 
ochenta y ocho millones de pesos 00/100 moneda 
nacional), en detrimento del patrimonio del INFONAVIT y 
por ende de la sociedad trabajadora del país; esto es, 
Omar Cedillo Villavicencio, Alejandro Gabriel Cerda 
Erdmann y Rafael Zaga Tawil bajo una posibilidad legal 
considerable es posible que estuvieran involucrados en 
maquinaciones tendientes para obtener el pago de una 
suma de dinero exorbitante a favor de la moral indicada.

De lo anterior, este Juzgador puede advertir que 

además de la importancia en este caso de citar los 

preceptos del tipo penal aplicable y explicar su 

contenido, era necesario que se expusiera bajo un 

ejercicio de razonabilidad sencillo y simple, cómo es que 

ese hecho que se llegue a obtener luego de su 

vinculación con los datos de prueba enunciados por la 

fiscalía, se corresponde con el tipo penal que la ley 
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señala como delincuencia organizada.

Sin que esa exigencia de razonabilidad implique 
de modo alguno someter a escrutinio los datos de  
prueba a estándares que corresponden a otras 
etapas del proceso, sino sólo cumplir con el ejercicio 
informativo que dote de certeza a la orden de 
aprehensión, pues el estándar para dictar una orden de 

aprehensión en el sistema procesal penal acusatorio y 

oral, no implica realizar un análisis exhaustivo de los 

elementos del delito (conducta, tipicidad, antijuricidad y 

culpabilidad), ni de valoraciones integrales de los datos 

de prueba, como confrontar versiones y destacar 

inconsistencias a partir de la capacidad narrativa del 

órgano de prueba, sino que tal ejercicio, se limita al 

contenido del medio de convicción que se advierta 

idóneo, pertinente y, en su conjunto, suficiente para 

establecer razonablemente la existencia de un hecho y 

bajo un ejercicio argumentativo simple con el método 

que la autoridad considere prudente, se establezca que 

ese hecho se encuadra en el tipo penal respectivo; lo 

cual incluso puede variarse posteriormente (solo la 

clasificación legal no lo hechos).

En el caso, se aprecia que además de los aspectos 

sobre la existencia de la organización, faltó un 

pronunciamiento específico sobre el tópico de la 
permanencia o reiteración respeto de la organización 

criminal y que el agente del ministerio en su solicitud de 

orden de aprehensión estableció conforme a lo siguiente:

“(…)
d) QUE ESA ORGANIZACIÓN SEA PARA 
REALIZAR EN FORMA REITERADA DETERMINADAS 
CONDUCTAS, 
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Conforme lo manifestado por esta Fiscalía en párrafos 
precedentes y entendiendo la reiteración como una 
referencia a repetir o volver a ejecutar una conducta, es 
dable determinar que este elemento se encuentra colmado 
con la concatenación de los datos de prueba ya vertidos, 
puesto que ha quedado de manifiesto que los imputados 1) 
RAFAEL ZAGA TAWIL, 2) TEÓFILO ZAGA TAWIL, 3) 
ELÍAS ZAGA HANONO, 4) OMAR CEDILLO 
VILLAVICENCIO y 5) ALEJANDRO GABRIEL CERDA 
ERDMANN, realizaron de manera reiterada, múltiples 
operaciones dentro del sistema financiero, con las cuales 
recibieron y transfirieron recursos de un instrumento a 
otro, a manera de triangulación, para pretender darle una 
apariencia de legalidad a dichos recursos. Operaciones 
financieras que fueron ejecutadas desde el 2014 y por lo 
menos, hasta el 2018; como quedó acreditado con los 
informe rendidos por las instituciones bancarias, 
remitidos mediante los oficios emitidos por la Comisión 
Nacional Bancaria y de Valores que ya fueron descritos 
previamente, así como con el dictamen contable, cuyas 
conclusiones ya fueron citadas y del que se desprenden las 
operaciones que ordenaron los imputados como autorizados 
en las cuentas bancarias de las entidades comerciales, es 
decir que ejecutaron, de forma reiterada las acciones 
necesarias, tendentes a la realización del hecho que la ley 
señala como delito de Operaciones con Recursos de 
Procedencia Ilícita. 

Tal como quedó demostrado con el Dictamen contable de 21 
de diciembre de 2020, con oficio 
UEIORPIFAM/CG/178/2020, suscrito por la Licenciada 
Lucina Soledad Mendoza Luna, adscrita a esta Unidad 
Especializada en Investigación de Operaciones con 
Recursos de Procedencia Ilícita y de Falsificación o 
Alteración de Moneda, del que se desprenden las diversas 
operaciones de transferencia que se llevaron a cabo entre 
las personas morales constituidas por 1. Rafael Zaga Tawil, 
2. Teófilo Zaga Hanono y 3. Elias Zaga Hanono, las 
cuales fueron ordenadas y ejecutadas desde 2014 y por lo 
menos, hasta 2018.

Como se desprende a continuación:

 Recepción del recurso del INFONAVIT.

FECHA
INSTRUMENTO 

BANCARIO
No. CLABE/ CUENTA ORIGEN BANCO

NOMBRE 
ORDENANTE

TOTAL

10/10/2017 TRANSFERENCIA 00687180001837673748  INFONAVIT 500,000,000.00 
10/10/2017 TRANSFERENCIA 00687180001837673748  INFONAVIT 500,000,000.00 
10/11/2017 TRANSFERENCIA 00687180001837673748  INFONAVIT 500,000,000.00 
10/11/2017 TRANSFERENCIA 00687180001837673748  INFONAVIT 500,000,000.00 
11/12/2017 TRANSFERENCIA 021180040328598454 HSBC INFONAVIT 500,000,000.00 
11/12/2017 TRANSFERENCIA 021180040328598454 HSBC INFONAVIT 500,000,000.00 
15/01/2018 TRANSFERENCIA 021180040328598454 HSBC INFONAVIT 696,000,000.00 
15/02/2018 TRANSFERENCIA 021180040328598454 HSBC INFONAVIT 696,000,000.00 
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15/03/2018 TRANSFERENCIA 021180040328598454 HSBC INFONAVIT 696,000,000.00 
TOTAL   5,088,000,000.00 

 Dispersión del recurso.

REFERENCIAS DE LOS RETIROS 
AÑ
O INSTRUMENTO

No. CLABE/ 
CUENTA NOMBRE

No. 
OP IMPORTE

201
7 TRANSFERENCIA 196373569 GRUPO INMOBILIARIO TELRA SAPI DE CV 25 197,326,472.41
201
8 CHEQUES S/REF GRUPO INMOBILIARIO TELRA SAPI DE CV 1 174,000,000.00
201
8 TRANSFERENCIA 196373569 GRUPO INMOBILIARIO TELRA SAPI DE CV 33 403,951,992.90
201
9 TRANSFERENCIA 196373569 GRUPO INMOBILIARIO TELRA SAPI DE CV 15 163,954,500.00

TOTAL RECURSOS ENVIADOS A GRUPO INMOBILIARIO TELRA SAPI DE CV 74 939,232,965.31
201
8 TRANSFERENCIA

0021807002294895
23 POWERGREEN TECHNOLOGIES SA 1 3,000,000.00

TOTAL RECURSOS ENVIADOS A POWERGREEN TECHNOLOGIES SA 1 3,000,000.00
201
7 TRANSFERENCIA 185616417 RAFAEL ZAGA TAWIL 5

1,430,041,011.
51

201
7 TRANSFERENCIA

0141806056723852
15 RAFAEL ZAGA TAWIL 2 15,946.53

201
8 CHEQUES S/REF RAFAEL ZAGA TAWIL 1

1,000,000,000.
00

201
8 TRANSFERENCIA 185616417 RAFAEL ZAGA TAWIL 1 14,716.55
201
8 TRANSFERENCIA

0141806056723852
15 RAFAEL ZAGA TAWIL 1 2,485.15

201
9 TRANSFERENCIA

0141806056723852
15 RAFAEL ZAGA TAWIL 1 17,128.88

TOTAL RECURSOS ENVIADOS A RAFAEL ZAGA TAWIL 11
2,430,091,288.

62
201
8 CHEQUES S/REF TEOFILO ZAGA TAWIL 1 240,000,000.00

TOTAL RECURSOS ENVIADOS A TEOFILO ZAGA TAWIL 1 240,000,000.00

TOTAL RECURSOS ENVIADOS A PERSONAS RELACIONADAS 87
3,612,324,253.

93
201
8 TRANSFERENCIA 111289683  1

1,000,000,000.
00

201
8 TRANSFERENCIA S/REF  46 906,842,469.11
201
8 TRANSFERENCIA 185616417  4 630,015,211.69
201
9 TRANSFERENCIA S/REF  135 409,025,684.55
201
7 TRANSFERENCIA 185616093  1 270,000,000.00
201
8 TRANSFERENCIA S/REF  1 200,000,000.00
201
8 TRANSFERENCIA

0141809200210519
01 ALVICZA COMERCIAL SA DE CV 9 127,600,000.00

201
8 TRANSFERENCIA

0721800022218934
50 ALVICZA COMERCIAL SA DE CV 9 127,600,000.00

TOTAL RECURSOS ENVIADOS A ALVICZA COMERCIAL SA DE CV  18 255,200,000.00
201
8 TRANSFERENCIA

0021807010736727
47

DESARROLOS INMOBILIARIOS 
REGIONALES SA 4 117,396,000.00

201
8 TRANSFERENCIA 186861326  12 113,644,000.00
201
8 TRANSFERENCIA

0721800032281515
18 YEZLIO SA DE CV 138 107,055,826.67

201
8 TRANSFERENCIA 196374557  2 103,000,000.00
201
8 TRANSFERENCIA

0301809000137357
92 METODO IG SA DE CV 6 48,692,000.00

201
7 TRANSFERENCIA

0726100041980565
00 DON APOYO SAPI DE CV 4 35,000,000.00

201
9 TRANSFERENCIA 2892826  5 28,390,610.39
201
8 TRANSFERENCIA 2892826  1 19,110,000.00
201
8 TRANSFERENCIA

0721800028351316
50 HILVITEX SA DE CV 3 17,400,000.00

201
7 TRANSFERENCIA

0721800032281515
18 YEZLIO SA DE CV 41 16,630,413.19

201
7 TRANSFERENCIA 196374557  5 16,067,992.00
201
9 TRANSFERENCIA 186861326  4 15,958,334.63
201 TRANSFERENCIA 0441800010114679 INGENIERIA JURIDICA ECONOMICA 1 13,039,598.28
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REFERENCIAS DE LOS RETIROS 
AÑ
O INSTRUMENTO

No. CLABE/ 
CUENTA NOMBRE

No. 
OP IMPORTE

7 31 INTEGRA
201
9 TRANSFERENCIA

0721800036200453
16 GRUPO VICZAMEX SA DE CV 12 12,300,000.00

201
9 TRANSFERENCIA

0021800525662665
00

CREEL, GARCIA CUELLAR, AIZA Y ENRIQEZ 
SC 11 11,539,165.41

201
7 TRANSFERENCIA 186861326  3 10,783,439.11
201
8 TRANSFERENCIA S/REF  1 10,556,000.00
201
9 CHEQUES EFECTIVO  12 10,170,000.00
201
9 TRANSFERENCIA S/REF PROVEEDORES TKT SA DE CV 72 9,392,115.71
201
8 TRANSFERENCIA

0726100041980565
00 DON APOYO SAPI DE CV 1 9,280,000.00

201
9 TRANSFERENCIA S/REF  1 8,000,000.00
201
9 TRANSFERENCIA

0721800032281515
18 YEZLIO SA DE CV 42 7,090,601.57

201
9 TRANSFERENCIA

0721000059217868
60 IMPULSORA Y DESARROLLO DE PROY 3 6,100,000.00

201
7 TRANSFERENCIA

0021807010736727
47

DESARROLOS INMOBILIARIOS 
REGIONALES SA 1 5,000,000.00

201
9 TRANSFERENCIA

0421800160040255
97  1 5,000,000.00

201
9 TRANSFERENCIA

0721800015341027
32 FABIAN MARIA AGUINACO BRAVO 2 4,738,065.01

201
7 TRANSFERENCIA 159230327  1 3,640,000.00
201
8 TRANSFERENCIA 196525733  8 2,078,333.34
201
8 TRANSFERENCIA 111794337  1 2,000,000.00
201
9 TRANSFERENCIA

0721800067800478
24 SOCIEDAD ALIANZA MONTE SINAI 1 1,500,000.00

201
7 TRANSFERENCIA 196525733  7 1,450,000.00
201
7 TRANSFERENCIA 191429876  5 1,374,194.00
201
7 TRANSFERENCIA 135894050  1 1,055,757.76
201
7 TRANSFERENCIA

0304209000112119
10 EVIS CONSULTING LATIN AMERICA 10 853,553.42

201
8 TRANSFERENCIA

0304209000112119
10 EVIS CONSULTING LATIN AMERICA 7 621,388.31

201
8 SERVICIOS/CONSUMOS S/REF  15 619,956.60
201
9 TRANSFERENCIA

0721800044517454
28 TORRES DE LA ROA ASOCIADOS SC 1 580,000.00

201
7 TRANSFERENCIA S/REF TRUJILLO BETANZOS Y ASO 2 522,000.00
201
7 TRANSFERENCIA

0021807008832208
69 ESTRATEGICO SOLBE SA DE CV 1 406,000.00

201
7 TRANSFERENCIA 193555151  4 308,478.35
201
8 TRANSFERENCIA 197327870  3 254,103.36
201
8 TRANSFERENCIA 191429876  2 239,150.00
201
8 TRANSFERENCIA

0721800001820244
67 MANSUR BIRMAN GUAKIL Y WOLFE 1 208,800.00

201
7 TRANSFERENCIA

0721800001820244
67 MANSUR BIRMAN GUAKIL Y WOLFE 2 202,738.71

201
8 TRANSFERENCIA

0721800061654181
46 SALOMON LEVI ZAED MOHADEB 1 200,000.00

201
7 TRANSFERENCIA

0021800525662665
00

CREEL, GARCIA CUELLAR, AIZA Y ENRIQEZ 
SC 1 174,000.00

201
9 TRANSFERENCIA 196374557  2 150,000.00
201
7 TRANSFERENCIA

0021800194705971
46 SOULTECH S DE RL DE CV 1 104,400.00

201
9 TRANSFERENCIA

0441800010534156
95 TEODORO HARRSCH AMERENA 1 91,519.97

201
9

ORDEN PAGO 
EXTRANJERO S/REF  1 86,566.50

201
7 TRANSFERENCIA

0304209000109730
39 EVIS CONSULTING LATIN AMERICA 2 80,040.00

201
8 TRANSFERENCIA 193555151  6 76,443.33
201 TRANSFERENCIA 0021800224417830 DURAN ABOGADOS SC 2 58,464.00
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REFERENCIAS DE LOS RETIROS 
AÑ
O INSTRUMENTO

No. CLABE/ 
CUENTA NOMBRE

No. 
OP IMPORTE

7 02
201
8 TRANSFERENCIA

0721800001298665
81 EFFECTIVE PEOPLE SA DE CV 1 58,000.00

201
8 TRANSFERENCIA

0721800001089015
77

ALFONSO FRANCISCO DE PAULA 
RODRIGUEZ 4 49,464.86

201
7 TRANSFERENCIA

0441800010037646
13 JOSE RAMON CLARK GUZMAN 1 28,600.00

201
7 TRANSFERENCIA

0211800404388156
45 BRAND GROUP MEXICO 1 27,213.60

201
7 TRANSFERENCIA 108544972  1 25,520.00
201
8 TRANSFERENCIA

0021800125412723
68 ROMAN MERCADO FLORES 10 22,272.00

201
8

ORDEN PAGO 
EXTRANJERO S/REF  2 20,511.37

201
7 TRANSFERENCIA

0721800001761477
58 OPERADORA HOTELERA IAB SA DE CV 2 20,211.83

201
8 TRANSFERENCIA

0721800001761477
58 OPERADORA HOTELERA IAB SA DE CV 1 20,000.00

201
7 TRANSFERENCIA 197327870  3 18,065.00
201
9 TRANSFERENCIA

0441800010031455
33 KARINA MATA 1 16,584.98

201
9 SERVICIOS/CONSUMOS S/REF  12 15,749.00
201
7 CHEQUES S/REF  2 14,530.00
201
9 TRANSFERENCIA

0141806550457634
72 TOWER SOLUTIONS 2 14,476.80

201
9

PAGO TARJETA DE 
CREDITO S/REF  1 11,037.22

201
7

ORDEN PAGO 
EXTRANJERO S/REF  1 9,921.31

201
9 TRANSFERENCIA

0141806057822741
35 MARICRUZ FLORES 1 9,280.00

201
8 TRANSFERENCIA 448547114  5 9,153.00
201
8 TRANSFERENCIA 163471276  1 7,826.52
201
8 TRANSFERENCIA 176738826  1 7,797.62
201
8 TRANSFERENCIA

0021807006207813
67 CONCIERTO ENOLOGICO 1 7,280.00

201
9 TRANSFERENCIA

0721800067497539
84 NAYELI HERNANDEZ PEREZ 1 7,219.84

201
7 TRANSFERENCIA

0721800001089015
77

ALFONSO FRANCISCO DE PAULA 
RODRIGUEZ 2 6,923.49

201
8 TRANSFERENCIA 2950372986  4 6,860.00
201
7 TRANSFERENCIA

0441800010025433
43 BGMSA SA DE CV 1 6,385.00

201
7 TRANSFERENCIA 447506538  1 6,293.93
201
9 TRANSFERENCIA 185616417  1 5,614.36
201
8 TRANSFERENCIA

0211800631748720
84 GUSTAVO MARTINEZ GARCIA 1 5,568.00

201
7 SERVICIOS/CONSUMOS S/REF  4 4,966.00
201
9 TRANSFERENCIA 145860180  2 4,873.00
201
8 TRANSFERENCIA

0021800261373769
65 DMINF 1 4,131.00

201
9 TRANSFERENCIA

0211800401289269
12  KYOCERA 1 3,480.00

201
8 TRANSFERENCIA

0721800089751533
30 BENJAMIN RODRIGO MEDINA TAPIA 1 2,726.00

201
7 TRANSFERENCIA 448547114  5 2,674.00
201
8 TRANSFERENCIA 194866150  1 2,088.00
201
7 TRANSFERENCIA

0721800089751533
30 BENJAMIN RODRIGO MEDINA TAPIA 1 1,531.20

201
9 TRANSFERENCIA

0721800001089015
77

ALFONSO FRANCISCO DE PAULA 
RODRIGUEZ 1 1,520.00

201
7 TRANSFERENCIA

1271800017728307
40

ATT COMERCIALIZACION MOVIL S DE RL DE 
CV 1 1,372.00

201
9 TRANSFERENCIA

0211800637325204
19 NICOLE HAIDAR 1 1,329.00

201 TRANSFERENCIA 163471276  1 868.84
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REFERENCIAS DE LOS RETIROS 
AÑ
O INSTRUMENTO

No. CLABE/ 
CUENTA NOMBRE

No. 
OP IMPORTE

7
201
9 TRANSFERENCIA

0721800049620168
24 ASOCIACION NACIONAL DE ABOGADO 1 750.00

201
8 TRANSFERENCIA 182776685  2 648.80
201
7 TRANSFERENCIA 2950372986  1 548.00
201
7 TRANSFERENCIA

0140105663605578
65 GERARDO OLGUIN 1 450.00

201
7 TRANSFERENCIA S/REF  1 243.99

TOTAL 861
8,064,170,228.

46

Además del dictamen contable ya referido y los datos de 
prueba invocados en el capítulo anterior, se cuenta con los 
siguientes datos de prueba, que acreditan la reiteración de 
las operaciones y actos llevados a cabo, para cumplir con la 
finalidad.

 Resolución dictada por el Juez Cuarto de Control, adscrito 
al Centro Nacional de Justicia Especializado en Técnicas de 
Investigación, Arraigos e Intervención de Comunicaciones, 
de 03 de octubre de 2020, con número de expediente 
1022/2020-VI.

 Oficio 214-4/9086782/2020 suscrito por el Director General 
Adjunto de Atención a Autoridades de la Comisión Nacional 
Bancaria y de Valores, mediante el cual remitió el informe 
número 214-4/9750851/2020 emitido por la institución de 
Banca Múltiple Grupo Financiero BBVA BANCOMER, con la 
información autorizada por su señoría.

 Oficio 214-4/9086775/2020 suscrito por el Director General 
Adjunto de Atención a Autoridades de la Comisión Nacional 
Bancaria y de Valores, mediante el cual remitió el informe 
número 214-4/9750853/2020 emitido por la institución de 
Banca Múltiple CI Banco, con la información autorizada por 
su señoría.

 Oficio 214-4/9086779/2020 suscrito por el Director General 
Adjunto de Atención a Autoridades de la Comisión Nacional 
Bancaria y de Valores, mediante el cual remitió el informe 
número 214-4/9750381/2020 emitido por la institución de 
Banca Múltiple Intercam Banco, S. A, con la información 
autorizada por su señoría.

 Oficio 214-4/9086784/2020 suscrito por el Director General 
Adjunto de Atención a Autoridades de la Comisión Nacional 
Bancaria y de Valores, mediante el cual remitió el informe 
número 214-4/9750858/2020 emitido por la institución de 
Banca Múltiple Intercam Banco, S. A, con la información 
autorizada por su señoría.

 Oficio 214-4/9086785/2020 suscrito por el Director General 
Adjunto de Atención a Autoridades de la Comisión Nacional 
Bancaria y de Valores, mediante el cual remitió el informe 
número 214-4/9750863/2020 emitido por Intercam Casa de 
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bolsa S.A, de C.V. con la información autorizada por su 
señoría.

 Oficio 214-4/9086765/2020 suscrito por el Director General 
Adjunto de Atención a Autoridades de la Comisión Nacional 
Bancaria y de Valores, mediante el cual remitió el informe 
número 214-4/9735774/2020 emitido por HSBC, con la 
información autorizada por su señoría.

 Oficio 214-4/9086773/2020 suscrito por el Director General 
Adjunto de Atención a Autoridades de la Comisión Nacional 
Bancaria y de Valores, mediante el cual remitió el informe 
número 214-4/9750852/2020 emitido por la Institución de 
Banca Múltiple Grupo Financiero SANTANDER MÉXICO, 
con la información autorizada por su señoría.

 Oficio 214-4/9086766/2020 suscrito por el Director General 
Adjunto de Atención a Autoridades de la Comisión Nacional 
Bancaria y de Valores, mediante el cual remitió el informe 
número 214-4/9735308/2020 emitido por la Institución de 
Banca Múltiple Grupo Financiero BANCO VE POR MAS, 
S.A., con la información autorizada por su señoría.

 Oficio 214-4/9086712/2020 suscrito por el Director General 
Adjunto de Atención a Autoridades de la Comisión Nacional 
Bancaria y de Valores, mediante el cual remitió el informe 
número 214-4/9735775/2020 emitido por CASA DE BOLSA 
FINAMEX, S.A.B. DE C.V., con la información autorizada por 
su señoría.

 Oficio 214-4/9086903/2020 suscrito por el Director General 
Adjunto de Atención a Autoridades de la Comisión Nacional 
Bancaria y de Valores, mediante el cual remitió el informe 
número 214-4/9750864/2020 emitido por Banco Nacional de 
México, S.A. BANAMEX, con la información autorizada por 
su señoría.

 Oficio sin número suscrito por el Representante Legal de 
UNIFIN, FINANCIERA, S.A.B. DE C.V. a través del cual 
remitió respuesta a la solicito realizada por esta autoridad 
ministerial.

 Oficio SGJ/GSrJCONT/173/2020 de fecha veinte de abril de 
dos mil veinte, signado por el Mtro. En Derecho Pablo Jesús 
Gonzalez Martinez, Gerente Sr Contencioso del INFONAVIT, 
a través del cual informa lo siguiente: Hago de su 
conocimiento que unan vez que se revisó la documentación 
que fuera remitida por ese Instituto a través del oficio 
DG/024/2020 de fecha 24 de febrero del presente año, 
signado por Carlos Martinez Velazquez, Director General y 
Apoderado Legal de dicho Instituto, en el que anexa oficio 
número SGPF/CG047/2020,  de fecha 21 de febrero de 
2020, signado por Esteban Iván Juárez Arellano (sic), 
Gerente Sr. De Contaduría General, con el cual remite copia 
de las transferencias Electrónicos, únicamente remite las 
siguientes:
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No. FECHA INFORMAVIL
BANCO/CUENTA

TALLER REALITY/
BANCO/CUENTA

REF. CANTIDAD

1 11-DIC-
201 7

HSBC
04032859845

HSBC
012180001963742477

F321 $
500,000,000.00

2 11-DIC-
201
7

HSBC
04032859845

HSBC
012180001963742477

F322 $
500,000,000.00

3 15-
ENE-20
18

HSBC
04032859845

HSBC
012180001963742477

F37 $
696,000,000.00

4 15-
FEB-20
18

HSBC
04032859845

HSBC
012180001963742477

F38 $
696,000,000.00

5 15-
MZO-
20
18

HSBC
04032859845

HSBC
012180001963742477

F39 $
696,000,000.00

                                                                           TOTAL $
3,088,000,000.00

 En el citado oficio expone que, de acuerdo con lo establecido en 
el Contrato de Transacción en cumplimiento a la condición 
suspensiva, se pactó el pago de los siguientes conceptos:

CONCEPTO MONTO IVA TOTAL
Indemnización por

daño
$3,000 mdp $------ $3,000 mdp

Indemnización por
perjuicios

$1,800 mdp $288 mdp $2,088 mdp

contraprestación $100 mdp $16 mdp $116 mdp

De los cuales únicamente se liquidaron los conceptos de 
indemnización por un monto total de 5,0088 (sic) mdp, debido a 
que no se recibió la instrucción por parte de la Subdirección 
General de Tecnologías de Información para liquidar el pago de 
la contraprestación por $116 mdp.

Sin embargo, únicamente remito comprobantes que ampara la 
cantidad de $3´088,000.000.00 (tres mil millones (sic) ochenta y 
ocho millones de pesos 00/100),  faltando los comprobantes por 
la cantidad de $2´000, 000,000.00 (dos millones de pesos 00/100 
M.N); por lo que, le solicito gire sus instrucciones a quien 
corresponda remitan a esta Representación (sic) Social a la 
brevedad posible la documentación faltante.”.

Adjunto remito a usted copias de todas las Transacciones 
Interbancarias via SPEI (9), referentes: a 2 operaciones de fecha 
10 de octubre de 2017, por un importe cada una de 
$500,000,000.00;  a 2 operaciones de fecha 10 de noviembre de 
2017, por un monto cada una de $500,000,000.00, estas 
operaciones de la cuenta No. 687180001837673748;  a 2 
operaciones de fecha 11 de diciembre de 2017, por un monto 
cada una de $500,000,000.00; a 1 operación de fecha 15 de 
enero de 2018 por un monto de $696,000,000.00; a una 
operación de fecha 15 de febrero de 2018 por un monto de 
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$696,000,000.00 y a 1 operación de fecha 15 de marzo de 2018 
por un monto de $696,000,000.00 de la cuenta No. 
021180040328598454; cuyos comprobantes de pago amparan la 
totalidad de la  cantidad de $5´088,000,000.00 que fue pagada 
por INFONAVIT  a la empresa TELRA REALTY, S.A.P.I. de C.V. 
por concepto de indemnización.

No omito comentar que dichos comprobantes fue remitido en la 
respuesta que dio este Instituto a través del oficio No. 
DG/024/2020.

Por lo que hace a su solicitud: “… de la documentación solicitada 
consistente en los, lineamientos de trasparencia, acceso a la 
información, archivos y protección de datos personales del 
INFONAVIT, aprobados por la H. Junta Asamblea General en su 
sesión ordinaria número 102, celebrada el 27 de abril de 2012, se 
remitió el Acuerdo por el que se aprueban las modificaciones a 
los lineamientos de transparencia, acceso a la información, 
archivos y protección de datos personales del Instituto del Fondo 
Nacional de la Vivienda para los Trabajadores, publicado en el 
Diario Oficial de la Federación el 19 de junio de 2018, por lo cual, 
solicito de nueva cuenta remita el Acuerdo solicitado o en su 
caso haga saber a esta Representación Social las causas que 
justifiquen  el incumplimiento de la falta de remisión del Acuerdo 
solicitado..”

Adjunto remito a usted, copia de los Lineamientos de 
Transparencia, Acceso a la Información, Archivos y Protección 
de Datos Personales del Instituto del Fondo Nacional de la 
Vivienda para los Trabajadores, aprobado por la H. Asamblea 
General en su sesión ordinaria número 102, celebrada el 27 de 
abril de 2012.

Ahora bien, el vocablo reiterada hace una referencia a repetir o volver a 
ejecutar una conducta, la cual se ve materializada en las múltiples 
operaciones que fueron ordenadas a las instituciones bancarias por 1. 
Rafael Zaga Tawil, 2. Teófilo Zaga Hanono, y Elias Zaga Hanono, a 
través de las personas morales TELRA REALTY, S.A.P.I. de C.V., 
GRUPO INMOBILIARIO TELRA S.A.P.I. DE C.V., y ZATYS, S.A. DE 
C.V. durante el periodo comprendido entre 2014 y 2018. 

Todo ello con la finalidad de hacer uso del sistema financiero para hacer 
circular los recursos de procedencia ilícita, mediante transferencias 
entre las distintas cuentas bancarias y así disipar el rastro de su origen 
ilícito y pretender darles una apariencia de legalidad. 

Con lo anterior, esta Fiscalía estima que se demuestra que los hoy 
imputados, SE ORGANIZARON DE HECHO PARA INTEGRAR UNA 
ORGANIZACIÓN DELICTIVA EN LA QUE REPARTIERON EL 
TRABAJO O FUNCIONES A CADA UNO DE LOS MIEMBROS, A FIN 
DE REALIZAR DE MANERA REITERADA EL DELITO DE 
OPERACIONES CON RECURSOS DE PROCEDENCIA ILÍCITA, 
realizando así las conductas que se les reprochan, de forma reiterada.”
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De lo anterior, esencialmente se puede advertir que 

la representación social consideró en su exposición a la 

reiteración como una referencia a repetir o volver a 

ejecutar una conducta, en el caso la hizo consistir en que 

Rafael Zaga Tawil, Teófilo Zaga Tawil, Elías Zaga 

Hanono, Omar Cedillo Villavicencio y  Alejandro Gabriel 

Cerda Erdmann, realizaron de manera reiterada, 

múltiples operaciones dentro del sistema financiero, con 

las cuales recibieron y transfirieron recursos de un 

instrumento a otro, a manera de triangulación, para 

pretender darle una apariencia de legalidad a dichos 

recursos, refiriendo que las operaciones financieras que 

fueron ejecutadas desde el dos mil catorce y por lo 

menos hasta el dos mil dieciocho, se corroboraban con 

los datos de prueba  que enunció en su solicitud.

Sin embargo, el Juez responsable en la orden de 

aprehensión solo hizo referencia genérica sobre la 

reiteración, sin exponer las circunstancias especiales, 
razones particulares o causas inmediatas sobre su 

existencia al menos hasta este estadio procesal.

Por lo que es de importancia para cumplir con el 

principio de legalidad y con la motivación suficiente, que 

la autoridad responsable realice los pronunciamientos 

correspondientes en torno a lo que el ministerio público 

adujo sobre el tópico relacionado con la comisión de 

conductas, para el efecto de que la resolución sea 

dotada de certeza jurídica, y se atienda lo dispuesto en 

los numerales 68 y 143 tercer párrafo del Código 

Nacional de Procedimientos Penales. 

Lo mismo aconteció por lo que hace al tema de la 
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finalidad de la organización criminal, pues el fiscal en 

su solicitud de orden de aprehensión, refirió lo siguiente:

e) “QUE LAS CONDUCTAS, POR SI O UNIDAS A OTRAS 
TENGAN COMO FIN O RESULTADO COMETER EL DELITO 
DE OPERACIONES CON RECURSOS DE PROCEDENCIA 
ILÍCITA.

A lo largo de la exposición de hechos y la relación de los 
datos de prueba, que a la fecha ha recabado esta Fiscalía, 
se puede determinar que este requisito se encuentra 
satisfecho, puesto que ha sido acreditada que la finalidad de 
la organización criminal compuesta por 1) RAFAEL ZAGA 
TAWIL, 2) TEÓFILO ZAGA TAWIL, 3) ELÍAS ZAGA 
HANONO, 4) OMAR CEDILLO VILLAVICENCIO y 5) 
ALEJANDRO GABRIEL CERDA ERDMANN, tuvo como 
finalidad, el echar a andar un esquema de lavado de activos, 
es decir ejecutar conductas que la ley señala como el delito 
de operaciones con recursos de procedencia ilícita. 

Lo anterior se establece así, en razón que de los informes 
rendidos por las instituciones bancarias, se desprende la 
información financiera de las entidades mercantiles 
constituidas por los imputados que fue analizada y 
procesada, dando como resultado el dictamen contable con 
número de oficio UEIORPIFAM/CG/178/2020 ya referido 
previamente, en el que se advierten las diversas operaciones 
realizadas entre las propias empresas que se encuentran 
bajo investigación de la Fiscalía, lo que, concatenado con 
todos los demás datos de prueba que se han vertido, nos 
lleva a la conclusión que dichas operaciones fueron 
realizadas con recursos de procedencia ilícita, atendiendo a 
los fundados indicios que se describieron en el apartado 
correspondiente. 

Asimismo, se cuentan con diversos datos de prueba, que 
aunados a los ya referidos a lo largo de esta exposición, se 
demuestra que la organización tenía como fin operar 
recursos de procedencia ilícita, con pleno conocimiento, 
siendo los siguientes:

 Oficio 500-02-04-2020-21280, de veinticinco de agosto de 
dos mil veinte, suscrito por Raúl Gustavo Villaseñor Vázquez, 
en suplencia por ausencia del Administrador Central de 
Análisis Técnico Fiscal del Servicio de Administración 
Tributaria de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, a 
través del cual, remitió el diverso 500-05-08-2020-13808 de 
fecha 06 de agosto de 2020 de la Administración Central de 
Fiscalización Estratégica informó que solo a la contribuyente 
GRUPO INMOBILIARIO TELRA, SAPI DE CV con R.F.C.: 
GIT140507UI9 se le ha iniciado el procedimiento establecido 
en el artículo 69-B del Código Fiscal de la Federación, 
respecto del resto de ellos no existe información en ese 
sentido, constituida por la moral ZATYS, S.A. DE .C.V y 
RAFAEL ZAGA TAWIL, con participación de TEÓFILO ZAGA 
TAWIL como secretario del Consejo de Administración.

 Oficio 500-02-04-2020-21511, de 03 de septiembre de 
2020, suscrito por Raúl Gustavo Villaseñor Vázquez, en 
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suplencia por ausencia del Administrador Central de Análisis 
Técnico Fiscal del Servicio de Administración Tributaria de la 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público, a través del cual, 
remitió los comprobantes Fiscales Digitales por Internet 
(CFDI´S) de los 9 involucrados.

 Oficio 500-02-04-2020-24190, de veintitrés de septiembre 
de dos mil veinte, suscrito por Raúl Gustavo Villaseñor 
Vázquez, en suplencia por ausencia del Administrador 
Central de Análisis Técnico Fiscal del Servicio de 
Administración Tributaria, a través del cual informó que 
Teófilo Zaga Tawil, ZATYS, S.A. de C.V.; GRUPO 
INMOBILIARIO TELRA, S.A.P.I. DE C.V. TELRA REALTY, 
S.A.P.I. DE C.V.; Rafael Zaga Tawil, cuentan con una orden 
de visita domiciliaria, respecto de los ejercicios 2017 y 2018, 
por contar con elementos para determinar que se encuentran 
realizando operaciones simuladas; sin embargo, en el mes 
de mayo, junio y julio de 2020 promovieron amparo indirecto 
para que no se continuara con la visita.

 Oficio 0954624A2/3940, de veintiséis de agosto de dos mil 
veinte, suscrito por la licenciada Alma Delia Sánchez 
Orihuela, Apoderada Legal del Instituto Mexicano del Seguro 
Social, a través del cual informó que de acuerdo a sus 
sistemas la empresa TELRA REALTY, S.A.P.I. DE C.V. 
ZATYS, S.A. DE C.V., EAIS GROUP, S.A.P.I. DE C.V. y 
GRUPO INMOBILIARIO TELRA REALTY, S.A.P.I. DE C.V. 
no cuentan con registros en carácter de patrón o asegurado; 
así como tampoco resultaron registrados ante dicha 
institución las personas físicas Rafael Zaga Tawil, Teófilo 
Zaga Tawil, Max El Mann Arazi y André El Mann Arazi; lo 
que corrobora la denuncia realizada por la Unidad de 
Inteligencia Financiera y de donde se advierte que TELRA 
REALTY, S.A.P.I. DE C.V. no contaban con personal que 
llevara a cabo las actividades necesarias para cumplir con el 
convenio que firmó con INFONAVIT.

 Entrevista  de 21 de diciembre de 2020, que realizo el 
suboficial de la Policía Federal Ministerial a ALFREDO 
TRUJILLO BETANZOS, Corredor Publico número 65 de la 
Ciudad de México, quien emitió reporte valuación de daños y 
perjuicios que le fue solicitado por la Empresa Telra Realty. 
Manifestando lo siguiente:

Se realizó la presente entrevista a quien dijo llamarse: 
Alfredo Trujillo Betanzos, mexicano, originario de la Ciudad 
de México, por haber nacido el día 23 de marzo de 1972, 
casado, corredor público número 65 de la plaza de la Ciudad 
de México, con domicilio en Cerro del aire número 48, 
colonia Romero de Terreros, Alcaldía Coyoacán, Ciudad de 
México, C.P. 04310, correo electrónico 
alfredo.trujillo@tbya.net, número telefónico 5518495659, 
quien se identifica con credencial de corredor público número 
0906550, expedida por la Secretaría de Economía. 

16. ¿Me puede decir cuáles son las credenciales o 
documentación que lo avala como experto en valuación? 

Soy licenciado en Derecho por la Escuela Libre de Derecho, 
con grado de Especialista en Derecho Empresarial por la 
Universidad Nacional Autónoma de México; grado de 
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Maestro en Valuación Inmobiliaria e Industrial por el Instituto 
Tecnológico de la Construcción de la Cámara Nacional de la 
Industria de la Construcción, con Cédula Profesional número 
08813535; grado de Master Internacional en Catastros 
Multipropósito y Avalúos por la Universidad de Jaén; además 
de contar con certificación profesional como valuador de 
inmuebles a nivel nacional por el Colegio de Valuadores 
Profesionales del Estado de Sonora y a nivel internacional en 
avalúos de inmuebles urbanos por el Registro Nacional de 
Avaluadores de Colombia; ejerciendo profesionalmente como 
Corredor Público 65 de la Plaza de la Ciudad de México con 
número de habilitación 0906550.

También soy autor de diversos artículos relacionados con la 
valuación y la correduría pública, así como del libro 
Introducción a la Correduría Pública y coautor del libro 
Norma Mexicana de Servicios de Valuación. He impartido 
diversos cursos y conferencias en México y el extranjero 
sobre valuación y en particular sobre las normas 
internacionales de valuación y la Norma Mexicana de 
Servicios de Valuación, habiendo formado parte integrante 
del comité que elaboró la mencionada norma.

17. ¿En relación con el avalúo de fecha 30 de junio 
de 2017, el cual en este momento le pongo a la vista, lo 
reconoce?

Sí, es un reporte de valuación de daños y perjuicios de la 
empresa TELRA REALTY, S.A.P.I. de C.V., que realicé yo en 
esa fecha en conjunto con el contador público certificado 
Benito Revah Meyohas. El reporte lo firma el contador 
también conmigo pues si bien yo soy el responsable del 
mismo, el dictamen fue elaborado por ambos, realizando yo 
la metodología de trabajo y el contador los cálculos 
financieros en los cuales se basaron las conclusiones.

18. ¿Me puede indicar el nombre de la persona que le 
solicito realizar el reporte de valuación que emitió el 30 de 
junio del 2017?

R.- Rafael Zaga Tawil por conducto de su abogada Nicole 
Hadair para la empresa TELRA REALTY S.A.P.I. de C.V. 

19. ¿Una vez que lo ha tenido a la vista, nos puede 
explicar en qué consistió dicho reporte?

En términos generales, se utilizó el enfoque de ingresos y 
específicamente el método de ingresos conocido como 
Método de Flujos de Efectivo Descontado, considerando los 
posibles beneficios futuros que la empresa esperaba obtener 
de ciertos contratos que fueron celebrados con el Instituto del 
Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores 
(INFONAVIT) y me basé en las proyecciones que fueron 
proporcionadas por la propia empresa por conducto de sus 
apoderados, en específico por los señores RAFAEL ZAGA 
TAWIL y Alfonso de Paula Rodríguez, las cuales fueron 
proyecciones a 5 años y a partir del año 6 tomando en 
cuenta una perpetuidad, ya que la empresa consideró como 
hipótesis principal que los Contratos celebrados con el 
INFONAVIT serían renovados. 
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Mi reporte se basó en la información que me dio la empresa 
TELRA y en el diverso “Reporte de la Estimación del Rango 
de Valor de Mercado de los Programas de Movilidad 
Hipotecaria y de regularización de cartera que conforman la 
Solución integral”, que fue elaborado por la empresa de 
contadores conocida como “Deloitte”, de abril de 2017, es 
decir, que tomé en cuenta una contraprestación del 10% 
sobre los ingresos brutos que se esperaba fueran obtenidos 
por la empresa, porcentaje que fue directamente señalado 
por el solicitante, es decir Rafael Zaga Tawil a través de su 
abogada Nicole Hadair.

Con esa información y proyecciones, de acuerdo con la 
metodología de Flujos de Efectivo Descontados (FDC), se 
aplicó una tasa de descuento (WACC) y se sumaron los 
valores presentes de los Flujos de Efectivos Descontados y 
así arroja el valor total de los flujos, los cuales se multiplican 
por un factor de ajuste por descuento al tratarse de una 
valuación efectuada a mitad de año.

20. ¿Nos puede decir qué documentos analizó para 
emitir su reporte?

Sí, (i) copia de testimonio de la escritura constitutiva de 
TELRA REALTY, S.A.P.I., escritura pública número 15080 de 
fecha 7 de mayo de 2014, otorgada ante la fe del licenciado 
Edgar Rodolfo Macedo Núñez, titular de la notaria 142 del 
Estado de México; (ii) Copia de testimonio de la escritura 
pública número 53336 de fecha 11 de marzo de 2016, 
otorgada ante la fe de la licenciada Paloma Villalba Ortiz, 
titular de la notaría 64 del Estado de México, en la que 
consta la ppersonalidad de los apoderados; (iii) Fotografías 
de los PROGRAMAS INMOBILIARIOS registrados en el 
INDAUTOR. (PROGRAMA DE MOVILIDAD HIPOTECARIA y 
PROGRAMA DE REGULARIZACIÓN DE CARTERA DEL 
RÉGIMEN ESPECIAL DE AMORTIZACIÓN VÍA 
FIDEICOMISO (REA), Tomos I y II); (iv) Copia del 
CONVENIO DE COLABORACIÓN celebrado entre TELRA y 
el INFONAVIT con fecha 9 de junio de 2014; (v) Copia del 
CONTRATO DE LICENCIA celebrado entre TELRA y el 
INFONAVIT con fecha 2 de marzo de 2015; (vi) Copia del 
CONTRATO DE PRESTACIÓN DE SERVICIOS 
PROFESIONALES PARA EL PROGRAMA DE MOVILIDAD 
celebrado entre TELRA y el INFONAVIT de fecha 6 de 
noviembre de 2015; (vii) Copia del CONTRATO DE 
PRESTACIÓN DE SERVICIOS PROFESIONALES PARA EL 
PROGRAMA REA celebrado entre TELRA y el INFONAVIT 
con fecha 24 de febrero de 2016; (viii) Copia del Oficio de 
fecha 1 de junio de 2017, emitido por el Secretario General y 
Jurídico del INFONAVIT por el que se le notifica a TELRA la 
terminación anticipada de los CONTRATOS; (ix) Copia de 
Estado de Posición Financiera, Balance General y Estado de 
Resultados “TELRA REALTY” SOCIEDAD ANÓNIMA 
PROMOTORA DE INVERSIÓN DE CAPITAL VARIABLE al 
31 de diciembre de 2016; (x) Copia de REPORTE DE LA 
ESTIMACIÓN DE VALOR DE MERCADO DE LOS 
PROGRAMAS DE MOVILIDAD HIPOTECARIA Y DE 
REGULARIZACIÓN DE CARTERA REA (la Solución 
Integral) al 31 de diciembre, que fue elaborado por Deloitte, 
en abril de 2017.
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21. ¿Puede precisar quién le proporcionó los 
documentos e información en la que se basó para su 
reporte?

Si, fue el señor Rafael Zaga, por conducto de la licenciada 
Nicole Hadair.

22. ¿Me puede decir qué factores pueden incidir en 
el resultado o conclusiones de su reporte?

Hay múltiples factores que pueden incidir en el resultado o 
conclusiones de un reporte, por ejemplo, la existencia de 
cualquier documento o información adicional a la que haya 
sido exhibida por los solicitantes, yo realicé un estudio 
basado en la información que se me proporcionó y lo que 
exactamente se me pidió. 

23. ¿Me puede decir si revisó detalladamente toda la 
información que le fue proporcionada?

Si fue revisada la información que me fue proporcionada, 
pero ello no implica que pueda dar certeza de la veracidad 
de la misma, tal y como se hace hincapié en mi dictamen. 
Además de que, por solicitud expresa de los solicitantes, 
únicamente se trabajo con las proyecciones que ellos 
mismos me proporcionaron, no con lo que estrictamente 
establecían los contratos. 

24. ¿Una vez que ha vuelto a revisar su reporte, en 
su opinión, las cifras o conclusiones a las que arriba son 
confiables y/o correctas?

Por cuanto hace a la metodología utilizada, mi reporte es 
totalmente confiable y correcto, pero los resultados obtenidos 
pueden no serlo, ya que, como he mencionado con 
anterioridad, estos dependieron únicamente de los 
documentos, información e insumos que fueron 
proporcionados por los solicitantes, si esos insumos son 
erróneos, falsos o se me pide solo la opinión basado en 
datos que no son acordes a la realidad, el resultado del 
reporte puede no ser confiable. 

Pues como ya lo mencioné la solicitud que me hizo el señor 
Rafael Zaga, fue precisa respecto a la utilización de los 
documentos que sostendrían mi valuación, así como a la 
perpetuidad de los contratos.
 
25. ¿Usted verificó la información financiera y 
contable de la empresa?

No, ya que únicamente me fue proporcionada Estados 
financieros elaborados por la empresa consistentes en copia 
del Estado de Posición Financiera, Balance General y Estado 
de Resultados de “TELRA REALTY” SOCIEDAD ANÓNIMA 
PROMOTORA DE INVERSIÓN DE CAPITAL VARIABLE al 
31 de diciembre de 2016. Toda vez que no fue un reporte 
para efectos fiscales o financieros, no tuve la obligación de 
revisar la información y cerciorarme de su veracidad. Se me 
pidió un reporte de valuación que inclusive no podía ser 
utilizado más que para fines informativos del peticionario, de 
haberme solicitado para otros fines mi opinión, habría 
verificado la información. 
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26. ¿Me puede explicar en qué consisten los estados 
financieros, balance general y estado de resultados de una 
empresa? 

Es información financiera preparada por la propia empresa y 
que son parte integrante de su contabilidad, dicha 
información financiera no necesariamente está auditada por 
un tercero por lo que los datos son elaborados 
exclusivamente por la empresa. En el presente caso, no 
tengo información de que los estados financieros que se me 
pusieron a la vista hayan sido auditados por un tercero. 

¿Usted indicó en su reporte que el mismo no podía ser 
utilizado más que para fines informativos, dado su 
naturaleza? 

Si, en principio se infiere de todo el contenido del documento 
pero además, de manera clara y precisa se puede apreciar 
que en la página 1 o portada del documento señalé 
textualmente: “la información aquí contenida es de carácter 
confidencial y está destinada al uso exclusivo de la persona 
o personas para quien fue preparado. Está prohibida la 
reproducción, publicación o difusión parcial o total del 
presente estudio sin la previa aprobación por parte de los 
peritos y/o Trujillo Betanzos y asociados S.C.”

Además, en la página 16 del reporte dice: “PROPÓSITO DEL 
AVALUÓ: Fines informativos”

Finalmente, quiero reiterar que además de lo que refiero en 
el documento, se le informó al solicitante RAFAEL ZAGA 
TAWIL a través de su abogada de manera verbal dicha 
circunstancia.

27. ¿De haber tenido a la vista toda la información 
financiera, contable y legal de la empresa y del 
INFONAVIT, específicamente para cuantificar con base 
en dicha información los daños y perjuicios que 
supuestamente sufrió la empresa, el resultado de su 
reporte sería diferente?

Así es, en caso de haber contado con información adicional a 
la que me fue proporcionada, ya sea financiera, contable, 
legal, etc., ciertamente el resultado obtenido en mi reporte 
sería diferente, sin embargo como ya lo mencione la solicitud 
fue precisa para valuar a perpetuidad. 

28. ¿En qué porcentaje podría variar el resultado 
obtenido en su reporte, si le hubieran proporcionado 
información adicional?

Hasta en un 100%, aunque el porcentaje específico 
dependería de qué tanta información adicional a la exhibida 
me fuera proporcionada. Inclusive podría haber determinado 
que no hubo daños y perjuicios o que habrían sido 90% 
menos a los que señalé, de haber hecho la valuación con los 
documentos e información financiera de la empresa y de 
INFONAVIT referente a este asunto en particular y que 
pudieran ser verificados y auditados y no basado en 
proyecciones que me dio exclusivamente la empresa TELRA. 
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29. ¿Usted fue informado que los contratos estaban 
terminados anticipadamente?

Si, ya que me exhibieron copia del Oficio de fecha 1 de junio 
de 2017, emitido por el Secretario General y Jurídico del 
INFONAVIT por el que se le notificó a TELRA la terminación 
anticipada de los contratos, sin embargo, insisto que se me 
pidió valuar los posibles daños y perjuicios de esa 
terminación sobre la base de una contraprestación del 10% 
sobre los ingresos brutos que se esperaba fueran obtenidos 
por la empresa TELRA, porcentaje que fue directamente 
señalado por el solicitante como una especie de regalía y a 
perpetuidad y no a los 5 años que se pactaron los contratos.

¿Puede señalar si las precisiones de la solicitud que le hizo 
la empresa TELRA, fueron hechas de manera escrita o 
verbalmente y en caso de ser haber sido verbal, indique la 
persona le hizo dichas precisiones?

Como ya dije, fueron verbales y fueron hechas tanto por el 
señor Rafael Zaga Tawil como por su abogada Nicole 
Hadair. 

30. ¿Refirió que su reporte fue emitido para efectos 
informativos, por lo que, puede ser utilizado para 
cualquier otro propósito o fin?
No. De hecho, cualquier avalúo, de conformidad con las 
normas internacionales y la Norma Mexicana Servicios de 
Valuación Metodología NMX-R-081-SCFI-2015, debe tener 
un objeto y propósito específicos, puesto que de ello 
depende la metodología a ser utilizada y en general el 
análisis que se realice. En el caso en particular, le reitero que 
el objeto del avalúo fue proporcionar un estimado de valor de 
los daños y perjuicios presumiblemente ocasionados por la 
terminación anticipada de los contratos. El propósito 
únicamente fue para fines informativos, lo que implica que 
solo es para su uso interno por parte del solicitante, y más 
porque únicamente se realizó con información presentada 
por él. No se puede utilizar ese reporte en juicio o en algún 
procedimiento en el que haya involucradas más partes que 
TELRA, lo cual le reitere en diversas ocasiones al señor 
Rafael Zaga a través de su abogada y se puntualizó en dicho 
reporte.

En resumen, los datos de prueba que se han expuesto, 
analizados a la luz de los artículos 40 y 41 de la Ley Federal 
contra la Delincuencia Organizada y 265 del Código Nacional 
de Procedimientos Penales, son aptos y suficientes para 
demostrar la existencia de una ORGANIZACIÓN DE HECHO 
DE MÁS DE TRES PERSONAS, INTEGRADA PARA 
REALIZAR DE FORMA REITERADA CONDUCTAS QUE 
TIENEN COMO FIN COMETER EL DELITOS DE 
OPERACIONES CON RECURSOS DE PROCEDENCIA 
ILÍCITA; utilizando el sistema financiero mexicano.

De manera tal que 1) RAFAEL ZAGA TAWIL, 2) TEÓFILO 
ZAGA TAWIL, 3) ELÍAS ZAGA HANONO, 4) OMAR 
CEDILLO VILLAVICENCIO y 5) ALEJANDRO GABRIEL 
CERDA ERDMANN, desplegaron las acciones consistentes 
en organizarse de hecho o facto, para realizar de forma 

G
uillerm

o G
onzález T

orres
70.6a.66.20.63.6a.66.00.00.00.00.00.00.00.00.00.00.00.dd.6c
30/01/23 13:47:31



Juicio de Amparo 146/2021-III.
217

reiterada conductas que tuvieron como fin cometer el delito 
de Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita.

Luego, el juez responsable en el punto 4 de sus 

requerimientos realizados a la fiscalía mediante auto 

de veintitrés de diciembre de dos mil veinte, señaló:

“(…)
4.. El Fiscal Federal sostiene que está acreditado que 
los imputados se organizaron para cometer el delito de 
recursos de procedencia ilícita, por lo que sobre ese 
tópico, deberá señalar cuál fue esa organización que ya 
tenían y la finalidad que refirió, lo que deberá emitir con 
sustento en argumentos lógico jurídicos y datos de 
prueba que aporte, pues de su solicitud se advierte que 
la finalidad de la persona moral “TELRA REALTY” lo fue 
prestar sus servicios en los términos indicados en cada 
uno de los contratos que suscribió, los cuales, en su 
caso, posiblemente hubieren continuado en su vigencia 
de no haberse rescindido por parte del INFONAVIT, tan 
es así que aún y cuando el fiscal refiere que aquélla 
jamás cumplió con el objeto de su contratación, de los 
datos de prueba aportados, en específico el Contrato de 
Transacción de veintidós de agosto de dos mil 
diecisiete, dentro de los términos y condiciones 
pactados, se dijo que el INFONAVIT adquiriría de 
“TELRA REALTY, S.A.P.I. DE C.V.” la titularidad y 
propiedad de los programas y la Plataforma Informática 
respectiva, que al parecer constituye parte del trabajo 
de los indiciados.

(…)”

En vía de aclaración respectiva mediante oficio 

con terminación 412/2020 en lo conducente preciso:

“[…]
AL RESPECTO, INFORMO A SU SEÑORÍA QUE LA 
ORGANIZACIÓN DELICTIVA A QUE ME REFIERO EN MI 
SOLICITUD DE ORDEN DE APREHENSIÓN ES LA QUE 
INTEGRARON LOS SEÑORES RAFAEL ZAGA TAWIL, TEÓFILO 
ZAGA TAWIL Y ELIAS ZAGA HANONO CON PARTICIPACIÓN 
DE OMAR CEDILLO VILLAVICENCIO Y ALEJANDRO GABRIEL 
CERDA ERDMANN.

ESTA ORGANIZACIÓN DELICTIVA NO LA TENÍAN INTEGRADA 
SUS MIEMBROS DESDE EL 2014, SINO QUE SURGE COMO 
UNA ORGANIZACIÓN DE HECHO O FACTO A PARTIR DEL 
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2017, FECHA EN QUE COMO YA SE DIJO EL GRUPO DE 
EMPRESARIOS SE ORGANIZÓ DE FACTO CON LOS 
FUNCIONARIOS DEL INFONAVIT PARA OBTENER RECURSOS 
DE ESTA ENTIDAD DE MANERA ILEGAL Y POSTERIORMENTE 
REALIZAR UNA SERIE DE ACTIVIDADES REITERADAS QUE 
TENÍAN COMO FINALIDAD LA DE RECIBIR Y TRANSFERIR 
ESOS RECURSOS DE PROCEDENCIA ILÍCITA PARA 
INTEGRARLOS EN EL SISTEMA FINANCIERO COMO SI SE 
TRATARA DE RECURSOS LÍCITOS.

DICE USTED, QUE DE MI SOLICITUD DE ORDEN DE 
APREHENSIÓN SE ADVIERTE QUE LA FINALIDAD DE LA 
PERSONA MORAL TELRA REALTY, LO FUE PRESTAR SUS 
SERVICIOS EN LOS TÉRMINOS INDICADOS EN CADA UNO DE 
LOS CONTRATOS QUE SUSCRIBIÓ, LOS CUALES, EN SU 
CASO, POSIBLEMENTE HUBIEREN CONTINUADO EN SU 
VIGENCIA DE NO HABERSE RESCINDIDO POR PARTE DEL 
INFONAVIT, Y QUE NO SE CUMPLIÓ CON EL OBJETO DEL 
CONTRATO PERO QUE DE LOS DATOS DE PRUEBA QUE 
APORTE EN ESPECIFICO EL CONTRATO DE TRANSACCIÓN 
DEL 22 DE AGOSTO DE 2017, SE DESPRENDE QUE EL 
INFONAVIT ADQUIRIÓ DE TELRA REALTY LA TITULARIDAD Y 
PROPIEDAD DE LOS PROGRAMAS Y PLATAFORMA 
INFORMÁTICA RESPECTIVA QUE CONSTITUYE PARTE DEL 
TRABAJO DE LOS INDICIADOS, AL RESPECTO DEBO 
ACLARAR AL JUZGADOR QUE EL CONTRATO DE 
TRANSACCIÓN FORMA PARTE DE LAS ACTIVIDADES DE LA 
ORGANIZACIÓN DELICTIVA.

EN EFECTO, EL CONTRATO DE TRANSACCIÓN ES UN 
ELEMENTO DOCUMENTAL OBJETIVO QUE SIRVE PARA 
ESTABLECER LA MAQUINACIÓN REALIZADA ENTRE EL 
GRUPO DE EMPRESARIOS Y LOS FUNCIONARIOS DEL 
INFONAVIT, PUES DEL MISMO SE DESPRENDEN 
AFIRMACIONES QUE NO CONCUERDAN CON LA REALIDAD Y 
QUE NO ESTÁN SOPORTADAS CON ELEMENTOS OBJETIVOS 
QUE HAGAN CIERTOS LOS HECHOS QUE AHÍ SE AFIRMAN, 
COMO EL CASO DE LOS SUPUESTOS PROGRAMAS Y 
PLATAFORMA INFORMÁTICA A QUE SE REFIERE, LA CUAL 
FUE BASE PARA ESTABLECER EL MONTO DE LOS DAÑOS Y 
PERJUICIOS PERO SE TRATA DE PROGRAMAS CUYO VALOR 
ES MÍNIMO, EN EL MEJOR DE LOS CASOS PUDIERA 
ASCENDER A LOS $100 MPD (CIEN MILLONES DE PESOS 
00/10 MN).

LA CANTIDAD DE REFERENCIA RESULTA MÍNIMA 
COMPARADA CON LO QUE LOS AHORA INDICIADOS 
ACORDARON QUE PAGARA EL INFONAVIT POR LA RECISIÓN 
INFUNDADA DEL CONTRATO CELEBRADO POR TELRA 
REALTY Y QUE, COMO PUEDE VERSE, FUE DE $ 5’088 MDP 
(CINCO MIL OCHENTA Y OCHO MILLONES DE PESOS 00/100 
M.N.)

AHORA BIEN, LA ORGANIZACIÓN PUEDE CALIFICARSE 
COMO DELICTIVA SOLO HASTA EL 2107, PORQUE HASTA 
ESA FECHA ES CUANDO SE CUENTA CON EVIDENCIA 
OBJETIVA DOCUMENTAL DE LA FORMA EN QUE OPERABA.
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PRIMERO PORQUE NO EXISTE UN ARGUMENTO RAZONADO 
BASADO EN ALGUNA DOCUMENTAL O DICTAMEN PERICIAL 
QUE LE PERMITIERA AL INFONAVIT FUNDAR Y MOTIVAR 
LEGALMENTE LA RESCISIÓN UNILATERAL DEL CONTRATO 
CELEBRADO CON TELRA REALTY.

SEGUNDO TAMPOCO EXISTE UNA EVIDENCIA DOCUMENTAL 
U OBJETIVA QUE PERMITA ESTABLECER QUE EL CONVENIO 
CELEBRADO ENTRE EL INFONAVIT Y TELRA REALTY, FUERA 
PARA ESTA ÚLTIMA FAVORABLE, SOBRE TODO DESPUÉS 
DE CONSIDERAR EL MONTO DE LOS DAÑOS Y PERJUICIOS 
PROYECTADOS POR EN EL SUPUESTO PROCESO DE 
MEDIACIÓN, PUES PARA EL INFONAVIT ERA UNA SUMA 
BASTANTE ELEVADA Y SIN JUSTIFICACIÓN, PERO BASADOS 
EN LOS DICTÁMENES PERICIALES SUPUESTAMENTE 
ELABORADOS (INDUCIDOS AL ALZA) REPRESENTABA UNA 
CANTIDAD MÍNIMA PARA LA EMPRESA TELRA REALTY.

EN UN SIMIL, PODRÍAMOS DECIR QUE EL 
NARCOTRAFICANTE “CHAPO GUZMAN” NACIÓ EN UN 
DETERMINADO AÑO, PERO SI BIEN ESE ES UN 
ANTECEDENTE PARA QUE A FUTURO PUDIERA SER 
CONSIDERADO COMO DELINCUENTE, LO CIERTO, ES QUE 
LA FECHA DE NACIMIENTO SOLO ES UN REQUISITO PREVIO, 
UN ANTECEDENTE, PERO PARA ESTABLECER UNA FECHA 
EN QUE PUEDA SER CONSIDERADO COMO DELINCUENTE, 
NO LO ES LA DE SU NACIMIENTO, SINO LA FECHA EN QUE 
COMETE SU PRIMER DELITO.

LO ANTERIOR DENOTA UNA MAQUINACIÓN JURÍDICA A FIN 
DE OBTENER RECURSOS DE PROCEDENCIA ILÍCITA, 
SIENDO EL PRIMER ACTO QUE ESTA FISCALÍA ADVIERTE 
COMO EL HECHO QUE MATERIALIZÓ LA ORGANIZACIÓN, LA 
FIRMA DEL CONTRATO DE INDEMNIZACIÓN DEL 22 DE 
AGOSTO DE 2020.

ES DECIR, QUE SI BIEN ES CIERTO, EXISTE UNA 
ORGANIZACIÓN PREOPERATIVA CON LAS CONSTITUCIÓN 
DE LAS EMPRESAS CITADAS, TAMBIÉN LO ES QUE SU 
OPERATIVIDAD DELINCUENCIAL SE MATERIALIZÓ HASTA LA 
FIRMA DEL CONTRATO DE INDEMNIZACIÓN LO QUE 
PERMITIÓ LA LIBERACIÓN DE LOS RECURSOS GENERADOS 
DE UN PAGO INDEBIDO.

AHORA BIEN, EL 10 DE OCTUBRE DE 2017, ES CUANDO SE 
INICIA CON LA RECEPCIÓN DEL RECURSO PROVENIENTE 
DE LA MATERIALIZACIÓN DEL HECHO ILÍCITO, LO QUE 
OCURRIÓ A TRAVÉS DE NUEVE OPERACIONES BANCARIAS; 
COMO SE DEMUESTRA EN LA SIGUIENTE TABLA:

FECHA INSTRUMENT
O BANCARIO

NO. CLABE/ 
CUENTA ORIGEN

BAN
CO

NOMBRE 
ORDENANTE TOTAL

10/10/20
17

TRANSFEREN
CIA

0068718000183767
3748

 INFONAVIT
500,000,00

0.00 
10/10/20 TRANSFEREN 0068718000183767  INFONAVIT 500,000,00
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17 CIA 3748 0.00 
10/11/20

17
TRANSFEREN
CIA

0068718000183767
3748

 INFONAVIT
500,000,00

0.00 
10/11/20

17
TRANSFEREN
CIA

0068718000183767
3748

 INFONAVIT
500,000,00

0.00 
11/12/20

17
TRANSFEREN
CIA

0211800403285984
54

HSB
C

INFONAVIT
500,000,00

0.00 
11/12/20

17
TRANSFEREN
CIA

0211800403285984
54

HSB
C

INFONAVIT
500,000,00

0.00 
15/01/20

18
TRANSFEREN
CIA

0211800403285984
54

HSB
C

INFONAVIT
696,000,00

0.00 
15/02/20

18
TRANSFEREN
CIA

0211800403285984
54

HSB
C

INFONAVIT
696,000,00

0.00 
15/03/20

18
TRANSFEREN
CIA

0211800403285984
54

HSB
C

INFONAVIT
696,000,00

0.00 

TOTAL    
5,088,000,0

00.00 

Y QUE DE MANERA POSTERIOR DICHOS RECURSOS 
FUERON DISPERSADOS A TRAVÉS DEL SISTEMA 
FINANCIERO, MEDIANTE TRANSFERENCIAS BANCARIAS 
OTRAS MORALES CONSTITUIDAS POR LOS MIEMBROS DE 
LA ORGANIZACIÓN E INCLUSO DE MANERA DIRECTA POR 
RAFAEL Y TEÓFILO AMBOS DE APELLIDOS ZAGA TAWIL 
SIENDO LA ÚLTIMA OPERACIÓN QUE HASTA EL MOMENTO 
SE TIENE DETECTADA EN EL AÑO 2018.

POR CUANTO HACE AL CONTRATO CELEBRADO ENTRE EL 
INFONAVIT Y LA EMPRESA TELRA REALTY EN EL AÑO 2014, 
ES UNA CIRCUNSTANCIA INICIAL Y ANTECEDENTE DE LA 
CONSTITUCIÓN DE LA ORGANIZACIÓN DELICTIVA, QUE 
COMO YA HEMOS DICHO CON ANTERIORIDAD, EN REALIDAD 
LA ORGANIZACIÓN DELICTIVA SE CONSTITUYE COMO 
DELINCUENCIA ORGANIZADA HASTA EL AÑO DEL 2017, QUE 
ES CUANDO PARTICIPAN EN TODOS LOS EVENTOS Y 
HECHOS QUE ARRIBA SE HAN SEÑALADO Y SE DA LA 
CONCRECIÓN MATERIAL DE LOS FINES DE ESTA 
ORGANIZACIÓN, QUE SE HACEN CONSISTIR EN LA 
OBTENCIÓN DE UN PAGO ILÍCITO POR LA CANTIDAD DE 
$5,088 MDP (CINCO MIL OCHENTA Y OCHO MILLONES DE 
PESOS 00/100 MN) Y LAS POSTERIORES ACTIVIDADES PARA 
DISPERSARLO E INTEGRARLO EN EL SISTEMA FINANCIERO 
NACIONAL COMO SI SE TRATARA DE RECURSOS 
OBTENIDOS DE MANERA LICITA.

DE LO ANTERIOR TENEMOS COMO ACTO GENERADOR UN 
PROCESO DE MEDIACIÓN IRREGULAR CON ACEPTACIONES 
DE CONDICIONES DESPROPORCIONALES Y FUERA DE 
TODA LÓGICA, EL CUAL TENÍA COMO FINALIDAD PROVEER 
DE RECURSOS A ALGUNOS MIEMBROS DE LA 
ORGANIZACIÓN, SIN QUE SE HUBIERA PODIDO CUMPLIR 
CON ESTE PROPÓSITO SIN LA PARTICIPACIÓN DE LOS 
OTROS MIEMBROS, SE EXPLICA:
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NO HUBIERA SIDO POSIBLE LA LIBERACIÓN DE LOS 
RECURSOS SI LOS APODERADOS DEL INFONAVIT OMAR 
CEDILLO VILLAVICENCIO Y ALEJANDRO GABRIEL CERDA 
ERDMANN, NO HUBIERAN ACEPTADO LAS CONDICIONES 
QUE IMPUSO EL REPRESENTANTE DE LA MORAL TELRA 
REALTY, ESTE HECHO ES TOMADO COMO DETONANTE 
PUES SE PRESENTA COMO CIERTO ANTE EL CONSEJO DE 
ADMINISTRACIÓN DEL INSTITUTO PARA QUE SE REALIZARA 
UNA APROBACIÓN VICIADA QUE PERMITIERA LA 
REALIZACIÓN DEL PAGO.

POR SU PARTE, SIN LOS DICTÁMENES SOBREVALUADOS 
PRESENTADOS POR RAFAEL ZAGA TAWIL EN 
REPRESENTACIÓN DE LA MORAL TELRA REALTY, NO 
HUBIERA SIDO POSIBLE QUE LA MORAL Y SUS 
ACCIONISTAS RECIBIRÁN EL RECURSO PROVENIENTE DEL 
INFONAVIT, A TRAVÉS DE UNA INDEMNIZACIÓN POR DEMÁS 
IRREGULAR. LO QUE SE SOSLAYA FUE DE VITAL 
IMPORTANCIA PUES COMO LO DETERMINO EL DICTAMEN 
DE VALUACIÓN CON FOLIO 42089/2020, EMITIDO EL 13 DE 
OCTUBRE DE 2020, POR SORAIDA GODOY REYES, PERITO 
OFICIAL EN MATERIA DE VALUACIÓN ADSCRITA A LA 
COORDINACIÓN DE SERVICIOS PERICIALES DE LA FISCALÍA 
GENERAL DE LA REPÚBLICA, OBTENIDO MEDIANTE 
INSPECCIÓN DE POLICÍA FEDERAL MINISTERIAL REALIZADA 
A LA CARPETA DE INVESTIGACIÓN FED/SEIDF/UNAI-
CDMX/0001015/2019, EL 21 DE DICIEMBRE DE 2020, QUE SE 
LOCALIZA EN LA FISCALÍA DE DELITOS COMETIDOS POR 
SERVIDORES PÚBLICOS DE LA UNIDAD ESPECIALIZADA EN 
INVESTIGACIÓN DE DELITOS COMETIDOS POR SERVIDORES 
PÚBLICOS Y CONTRA LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA, 
ESTA EMPRESA NO HUBIERA PODIDO ACCEDER A DICHO 
PAGO.

CON LO ANTERIOR, SE ESTABLECE LA FINALIDAD DE LA 
ORGANIZACIÓN DELICTIVA CREADA POR LOS ACCIONISTA Y 
REPRESENTANTES DE LAS MORALES, Y DE LOS 
FUNCIONARIOS DE INFONAVIT.

[…]”

Circunstancias anteriores, que no fueron materia de 

las consideraciones que emitió el juez responsable, pues 

de manera dogmática tuvo por cierta la finalidad de la 

organización criminal, sin explicar cuáles hechos en 

concreto la actualizan, pese a que el fiscal esbozó 

argumentos al respecto.

Cabe precisar que la finalidad que debe existir en 

los miembros de la agrupación respecto del propósito de 
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cometer algunos de los delitos que limitativamente se 

prevén en el artículo 2o. de la Ley Federal contra la 

Delincuencia Organizada, constituye un elemento 
subjetivo específico distinto del dolo, que resulta 
indispensable, para la constitución de este delito.

Pero, además, se puede advertir que dicha finalidad 

de la organización criminal, en este caso específico y 

según la fiscalía es el de realizar el delito de operaciones 

con recursos de procedencia ilícita, previsto en el artículo 

400 bis del Código Penal Federal, lo cual implicaba una 

mayor explicación para el gobernando de cómo está 

compuesto este tipo penal finalístico, no para su 

acreditación, sino para exponer cuales son las conductas 

que lo componen y que en el caso estarían asociadas a 

los hechos que el fiscal refirió y pueda quedar claro que 

la organización de hecho tenia precisamente esa 

finalidad delictiva.

Entonces si en este apartado de la orden de 

aprehensión tampoco se encuentra el ejercicio 

argumentativo conforme a los numerales 40, 41 de la 

Ley Federal Contra la Delincuencia Organizada ni del 

265 de Código Nacional de Procedimientos Penales, en 

torno a los datos de prueba enunciados por el Fiscal 

General y menos a un sobre los enunciados descriptivos 

hechos valor por la representación social al momento de 

haber hecho su solicitud y al haber realizado su 

respectiva aclaración, ello conduce a estimar que el acto 

reclamando carece de fundamentación y motivación, en 

el apartado integral de la existencia de un hecho 

delictuoso.
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 QUE EXISTA LA PROBABILIDAD DE QUE EL 
INDICIADO LO COMETIÓ O PARTICIPÓ EN SU 
COMISIÓN.

Continuando con el estudio de las consideraciones 

emitidas por la autoridad responsable, se tiene que en 

diversa parte de la sentencia, el juez responsable arribó 
a la conclusión de que el hecho en ambos 
segmentos, acredita el siguiente delito por lo que 
hace al aquí quejoso:

Elías Zaga Hanono, el de delincuencia organizada 

con el fin de cometer un delito de operaciones con 

recursos de procedencia ilícita, previsto en el artículo 2°, 

párrafo primero, fracción I y sancionado en el 4° fracción 

I, inciso b), hipótesis, quien no tenga las funciones 

administrativas, directivas o de supervisión, de la Ley 

Federal Contra la Delincuencia Organizada.

En este mismo tópico, se advierte que la autoridad 

responsable textualmente consideró:

“Ahora en lo tocante, a la intervención de los 
imputados en la comisión de esos hechos, de 
las referencias de los multicitados datos de 
prueba se llega a una convicción indiciaria de 
que RAFAEL ZAGA TAWIL, TEÓFILO ZAGA 
TAWIL y ELÍAS ZAGA HANONO, constituyeron 
dolosamente las empresas que sirvieron para 
recibir y dispersar en el sistema financiero las 
recursos obtenidos a la postre por parte del 
Instituto, máxime que dichas empresas no 
tenían un soporte fiscal, infraestructura ni 
experiencia profesional para llevar a cabo el 
proyecto planteado; lo que probablemente 
realizaron en contubernio con los servidores 
públicos OMAR CEDILLO VILLAVICENCIO y 
ALEJANDRO GABRIEL CERDA ERDMANN, 
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pues fueron éstos quienes firmaron el contrato 
de transacción respectivo, sometiéndolo 
ilógicamente a aprobación del Consejo de 
Administración, lo que así sucedió y el 
patrimonio del Instituto y, por ende, de la 
sociedad trabajadora del país resultó afectado 
por la cantidad de $5,088’000,000.00 (cinco mil 
ochenta y ocho millones de pesos 00/100 
moneda nacional), que correspondió al pago de 
la indemnización de daños y perjuicios 
supuestamente causados, esto aun cuando 
dichos funcionarios sabían del posible 
detrimento patrimonial de acuerdo a las 
opiniones de expertos recabadas, de entre las 
cuales se encuentra la emitida por el despacho 
PEÑA BRISEÑO-PEÑA BARBA-PALOMINO, 
que como conclusión señaló la improbabilidad 
de que los tribunales validaran los contratos 
firmados con TELRA y obligaran al INSTITUTO 
a cumplirlos, es decir, el cumplimiento de los 
contratos correspondientes pudo haber sido 
sometido al arbitrio judicial y aun así, los citados 
mandatarios desplegaron el actuar indicado; 
como corolario, se tiene referencia de que 
fueron esos servidores públicos los que 
participaron tanto en una repentina rescisión de 
contratos sin fundamento alguno como en el 
proceso de mediación, en el cual al saber de la 
referidas opiniones de expertos, pudieron 
haber, de manera contundente, negarse a 
pagar daños y perjuicios y someter el asunto a 
controversia judicial, lo que no sucedió al ser 
patente el contubernio o acuerdo que existía 
entre dichos servidores con las empresas 
señaladas y por ende, los mencionados 
indiciados.

Adicionalmente, por lo que respecta a la 
probable intervención de ELÍAS ZAGA 
HANONO, la misma se tiene por acreditada al 
haber fungido como parte integrante de la 
empresa delincuencial, pues su intervención 
deriva de haberse constituido como socio de 
RAFAEL ZAGA TAWIL para conformar la 
empresa ZATYS, S.A. de C.V., constituida en 
abril de dos mil catorce, la que a su vez formó 
parte junto con RAFAEL ZAGA TAWIL de la 
moral denominada GRUPO INMOBILIARIO 
TELRA S.A.P.I. de C.V., empresa ésta que 
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recibió depósitos por cantidades importantes 
derivadas del pago hecho por el INFONAVIT. 

La intervención de los imputados en el hecho 
de referencia es como autores materiales en 
términos del artículo 13, fracción II, del Código 
Penal Federal; cuyo grado de ejecución, a 
saber, de consumación permanente de 
conformidad con el artículo 7, fracción II, del 
aludido código; amén de que esa conducta fue 
cometida de manera dolosa atento a lo 
establecido a los numerales 8 y 9 del citado 
código; máxime que no está acreditada alguna 
causa de exclusión de la acción penal o de 
justificación.”

No obstante, el que suscribe considera que el 

juzgador responsable de nueva cuenta dejó de señalar 

en este apartado cuál es el dato o datos de prueba que 

evidencian que ELIAS ZAGA HANONO, constituyó la 

empresa ZATYS S.A. de C.V. junto con diverso 

indiciado, de donde se extrajo su intervención criminal.

Cabe señalar que el ministerio Público al momento 

de realizar su petición, estableció lo siguiente:
“[…]

Así, lo anterior resultó en la obtención de recursos de 
manera ilícita del patrimonio del INFONAVIT en 
beneficio de los sujetos activos pues, una vez recibidos 
los recursos, realizaron una dispersión de los mismos, 
a través de transferencias bancarias, a diversas 
morales en las que los sujetos activos son socios y/o 
tienen un cargo dentro de su consejo de administración. 
Destacando que, tanto los que participaron en el 
proceso de mediación e indemnización por la 
terminación anticipada de contratos, como empresarios, 
sabían que los recursos involucrados son producto de 
una actividad ilícita, como es en el caso, la 
indemnización viciada a través de la sobrevaluación 
de daños y perjuicios, que derivó en un pago ilícito, 
pues: 

[…]

  ELIAS ZAGA HANONO constituyó junto con 
RAFAEL ZAGA TAWIL en abril del 2014, la diversa 
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persona moral ZATYS S.A. de C.V., (en adelante 
ZATYS), la cual a su vez constituye en su capital 
accionario a TELRA. 

Respecto a lo anterior, es importante destacar que 
TELRA fue constituida en mayo de 2014 y está 
conformada por la participación accionaria de la diversa 
moral ZATYS y de RAFAEL ZAGA TAWIL. Asimismo, 
la moral GRUPO INMOBILIARIO TELRA, S.A.P.I. DE 
C.V., (en adelante GRUPO INMOBILIARIO) fue 
constituida en mayo de 2014 y está conformada por la 
participación accionaria de la moral ZATYS y de 
RAFAEL ZAGA TAWIL. Por lo que hace a la moral 
ZATYS, se reitera que esta fue constituida en abril del 
2014 es decir, un mes antes de la contratación de 
TELRA con el INFONAVIT y con la finalidad de 
constituir a las diversas TELRA y GRUPO 
INMOBILIARIO TELRA. Es decir, dichas empresas y 
socios formaron un grupo de hecho que, durante el 
periodo comisivo ya señalado, operó recursos de 
procedencia ilícita con conocimiento de su origen pues, 
como se verá más adelante, se tiene probado en la 
carpeta de investigación que TELRA transfirió a 
GRUPO INMOBILIARIO, la cual recibió, 
$701´000,000.00 (Setecientos un millones de pesos 
00/100 M.N.) provenientes del patrimonio del 
INFONAVIT.”

Luego entonces, respecto del citado quejoso debió 

especificar cuál es el dato de prueba que se vincula con 

esas afirmaciones y con la intervención a título de 

probable del quejoso y valorar si es idóneo y pertinente 

para establecer razonablemente ese requisito de fondo.

Por todo lo antes expuesto, este juzgador considera 

que en los siguientes requisitos:
V. Que existan datos que establezcan que se ha cometido ese hecho.

VI. Que exista la probabilidad de que el indiciado lo cometió o participó 
en su comisión.

El juez responsable incumplió la garantía de 

legalidad en torno a la obligación de fundamentación y 

motivación, por los aspectos que hasta ahora se han 

verificado, por lo que se estima necesario que sean 

subsanadas, tales formalidades para poder restablecer al 

quejoso de esa garantía constitucional violada.

G
uillerm

o G
onzález T

orres
70.6a.66.20.63.6a.66.00.00.00.00.00.00.00.00.00.00.00.dd.6c
30/01/23 13:47:31



Juicio de Amparo 146/2021-III.
227

 QUE EL MINISTERIO PÚBLICO JUSTIFIQUE, LA 

NECESIDAD DE CAUTELA. 

Finalmente por cuanto refiere a la necesidad de 

cautela, se tiene que el juez responsable (en la página 

55 y vuelta de la resolución impugnada) justificó que en 
el caso existe necesidad de cautela, atendiendo del 

dato certero de que uno de los delitos materia de la 

captura es por delincuencia organizada, que amerita 

prisión preventiva oficiosa, en términos del artículo 19 

constitucional; y que sin prejuzgar las penas que 

pudieran imponerse al entro otros al quejoso, no les 

permitiría obtener algún beneficio, y esto motivaría para 

sustraerse de la acción de la justicia; máxime que al ser 

evidente la cantidad de dinero entregada también le 

permite ausentarse fácilmente del país, por lo que resulta 

que la orden de aprehensión es la única forma de 

conducirlos al proceso, en términos del numeral 141 
fracción III.

Lo cual este juzgador, estima correcto, pues como 

se puede verificar además de la solicitud realizada por la 

agente del ministerio público consignador, no sólo se 

basó en el tema de la prisión preventiva oficiosa sino en 

otras circunstancias y eventualidades, y con ello acreditó 

la necesidad de cautela, pues consideró que se 
actualizaba el peligro de sustracción del imputado, 
en términos del numeral 168 fracción II del Código 
Nacional de Procedimientos Penales.
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Principio de mayor beneficio, en torno a este 

asunto.

Una vez realizado el estudio formal sobre la orden 

de aprehensión, en el cual se destacaron algunas 

violaciones a la parte quejosa al principio de legalidad, 

en su variante de fundamentación y motivación, es 

pertinente verificar que el artículo 17 de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, en su párrafo 

tercero señala que: 

"Siempre que no se afecte la igualdad entre las partes, 
el debido proceso u otros derechos en los juicios o 
procedimientos seguidos en forma de juicio, las 
autoridades deberán privilegiar la solución del conflicto 
sobre los formalismos procedimentales.", 

Lo que resuelta acorde con lo previsto en los 

artículos 77, fracción II, segundo párrafo, 174, párrafo 

segundo, 182, párrafo primero y 189 de la Ley de 

Amparo. 

Luego, con base en dichos postulados 

constitucionales y legales, los órganos federales pueden 

sustituirse en la función de la autoridad responsable, no 

sólo para negar el amparo, sino también para 

concederlo, siempre que no exista duda de que en la 
ley, en la jurisprudencia aplicable o en el análisis de 
las pruebas desahogadas en el juicio de origen se 
resuelva claramente el conflicto pues, de esa forma, 
se privilegia la emisión de sentencias que resuelvan 
el fondo del asunto sobre los formalismos 
procedimentales.
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Debe decir que el juicio de amparo ha 

evolucionado en los últimos años y, en especial, a partir 

de las reformas constitucionales de dos mil once y de la 

emisión de la Ley de Amparo de dos mil trece; evolución 

que efectivamente ha incorporado el tan conocido 
principio de mayor beneficio y, por ende, la institución 

preponderante de dar preferencia a las cuestiones de 

fondo que impliquen violaciones graves y cuya decisión 

redunde en mayor beneficio para el quejoso; siendo 

preferible atender esos aspectos de manera prioritaria en 

comparación con las cuestiones meramente procesales 

o de forma, lo que se advierte de los artículos 79, último 

párrafo, y 189 de la Ley de Amparo. 

Sin embargo, los juzgadores pueden ponderar en 

cada caso concreto y de acuerdo con las circunstancias, 

sobre su aplicación, ya que este está supeditado al 

carácter notorio, indiscutible y evidente de la violación de 

que por su gravedad y tipo de consecuencias derivadas.

Entonces, el ejercicio ponderado respecto de lo 

evidente, notorio o manifiesto de ese mayor beneficio 

advertido de las circunstancias del caso concreto, de 
acuerdo a los potencialidad de los efectos 
restitutorios determinados. 

En el presente asunto este Juzgador considera que 

los vicios de forma advertidos en el acto reclamado, 

tienen potencial efecto restitutorio al derecho humano de 

legalidad violado, en su vertiente de fundamentación y 

motivación, que no permite vislumbrar de manera clara el 
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fondo de la controversia, precisamente por las 

circunstancias destacadas a lo largo de la presente 

resolución, esto es, derivado de los vicios en torno a la 

forma en el acto de la autoridad responsable y este 

Juzgador no puede realizar un pronunciamiento de la 

controversia considerando el principio de mayor 

beneficio para la parte quejosa, pues se estaría 

sustituyendo en los puntos torales del fondo, pudiendo 

incurrir incluso en una agravación de la situación jurídica 

del impetrante.

Sobre esa base, este Juzgador está impedido 
para analizar temas de fondo del asunto, a pesar de 
que en el presente sumario la parte quejosa haya 
efectuado conceptos de violación para referir que no 
existen datos de prueba, pertinentes y suficientes 
para poder establecer la existencia de un hecho 
delictuoso y la probable intervención del quejoso, lo 
anterior, pues se reitera existe violación a la garantía 
de legalidad y ello basta para otorgar la protección 
constitucional. 

No sobra decir que se está ente el análisis 

constitucional de la orden de aprehensión librada bajo el 

nuevo sistema de justicia penal que implica para este 

Juzgador evitar realizar cualquier pronunciamiento que 

transgreda los principios de dicho sistema, entre ellos, el 

acusatorio mismo y por ello es que ante los aspectos que 

debe atender la autoridad judicial responsable, se debe 

reservar cualquier tema de fondo; excepto si se trata de 

un tema de prescripción lo cual no acontece en el caso.

Sirve de apoyo, el criterio jurisprudencial 
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II.2o.P.101 P (10a.), emitido por el Segundo Tribunal 

Colegiado en Materia Penal del Segundo Circuito, bajo el 

registro digital 2022687, de la Décima Época, publicado 

en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. 

Libro 83, Febrero de 2021, Tomo III, página 2898, que al 

rubro y texto refiere lo siguiente:

“PRINCIPIOS DE MAYOR BENEFICIO Y NON 
REFORMATIO IN PEIUS EN EL RECURSO DE 
REVISIÓN EN AMPARO INDIRECTO. LA 
OBLIGACIÓN DEL ÓRGANO DE AMPARO DE 
OBSERVAR EL SEGUNDO DE AQUÉLLOS 
CONSTITUYE UNA REGLA GENERAL, POR LO QUE 
LA DECISIÓN DE MODIFICAR UNA CONCESIÓN DE 
AMPARO PREVIA Y HACERLO DE FONDO 
APLICANDO EL PRIMERO, ES UNA EXCEPCIÓN 
QUE DEPENDERÁ DEL EJERCICIO PONDERADO 
RESPECTO DE LO EVIDENTE, NOTORIO O 
MANIFIESTO DE ESE MAYOR BENEFICIO 
ADVERTIDO DE LAS CIRCUNSTANCIAS QUE 
REVELEN DE MANERA PALPABLE LA AUSENCIA 
DE RIESGO DE QUE LA MODIFICACIÓN 
TRASCIENDA EN PERJUICIO DEL QUEJOSO. 
Hechos: El quejoso promovió amparo indirecto contra 
el auto de vinculación a proceso dictado en su contra 
por un Juez de Control y su confirmación por el tribunal 
de alzada; el Juez de Distrito sobreseyó en el juicio en 
relación con el primer acto reclamado y concedió la 
protección constitucional para efectos respecto del 
segundo. En contra de esta determinación interpuso el 
recurso de revisión, en el que planteó la modificación de 
la concesión de amparo previa y hacerlo de fondo bajo 
el principio de mayor beneficio. 
Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito 
determina que la obligación de observar el principio non 
reformatio in peius en el recurso de revisión constituye 
una regla general, por lo que la decisión de modificar 
una concesión de amparo previa y hacerlo de fondo 
bajo el principio de mayor beneficio, es una excepción 
que dependerá del ejercicio ponderado respecto de lo 
evidente, notorio o manifiesto de ese mayor beneficio 
advertido de las circunstancias que revelen de manera 
palpable la ausencia de riesgo de que la modificación 
trascienda en perjuicio del quejoso.

Justificación: El juicio de amparo ha evolucionado en 
los últimos años y, en especial, a partir de las reformas 
constitucionales de dos mil once y de la emisión de la 
Ley de Amparo de dos mil trece; evolución que 
efectivamente ha incorporado el principio de mayor 
beneficio y, por ende, la institución preponderante de 
dar preferencia a las cuestiones de fondo que impliquen 
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violaciones graves y cuya decisión redunde en mayor 
beneficio para el quejoso; siendo preferible atender 
esos aspectos de manera prioritaria en comparación 
con las cuestiones meramente procesales o de forma, 
lo que se advierte de los artículos 79, último párrafo, y 
189 de la Ley de Amparo. Sin embargo, ello conlleva a 
replantearse también aspectos como los siguientes: ¿El 
principio de mayor beneficio y su reconocimiento en el 
juicio de amparo, produce la exclusión de posible 
observancia al diverso principio non reformatio in peius, 
reconocido por la jurisprudencia del Máximo Tribunal 
del País, e igualmente exigible para los tribunales de 
revisión en el amparo? La respuesta es en sentido 
negativo, es decir, dichos principios no se excluyen, 
sino que son de observancia obligatoria y, en su caso, 
concurrentes; de manera que lo que ahora sucede es 
que el órgano de amparo debe ponderar en cada caso 
concreto y de acuerdo con las circunstancias, la forma 
adecuada y pertinente en la que dichos principios 
pueden operar. Así, la obligación de atender al principio 
de mayor beneficio compete, como regla general, al 
órgano que tiene la facultad y competencia para decidir 
el eventual sentido de la sentencia que se dicte; en 
tanto que el diverso non reformatio in peius, por su 
naturaleza esencial, compete exclusivamente al órgano 
que asume la función de revisor del fallo inicial que ya 
otorgó el amparo al quejoso, y aun cuando esto no 
significa que el tribunal revisor estuviere impedido para 
eventualmente atender preponderantemente al principio 
de mayor beneficio, ello estaría supeditado al carácter 
notorio, indiscutible y evidente de la violación de fondo 
que por su gravedad y tipo de consecuencias derivadas, 
permitiese realmente al tribunal revisor atender a ese 
mayor beneficio sin riesgo de trastocar el principio non 
reformatio in peius, emitiendo un fallo que resultare 
perjudicial a quien ya había obtenido el amparo ante el 
Juez Federal. Por tanto, se puede afirmar que para los 
tribunales revisores, la obligación de observar el 
principio non reformatio in peius es inexorable y 
constituye una regla general, de manera que la decisión 
de modificar una concesión de amparo previa y hacerlo 
de fondo bajo el principio de mayor beneficio 
establecido en el artículo 189 referido, constituye una 
excepción que dependerá, precisamente, del ejercicio 
ponderado respecto de lo evidente, notorio o manifiesto 
de ese mayor beneficio advertido de las circunstancias 
del caso concreto que revelen de manera palpable la 
ausencia de riesgo de que la modificación trascienda en 
perjuicio del quejoso, privándolo de una concesión de 
amparo que ya había alcanzado y que apriorísticamente 
no pueda descalificarse la potencialidad de los efectos 
restitutorios determinados. Por esa razón, al no 
contarse con esas condiciones que permitan advertir 
con tal grado de evidencia el mayor beneficio, debe 
prevalecer por razón lógica y técnicamente jurídica el 
principio non reformatio in peius, que sigue rigiendo las 
sentencias de revisión.”
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Luego, al existir los vicios de forma destacados en 

torno a la orden de aprehensión, este Juzgado está 
impedido para analizar el fondo del asunto, a pesar 
de que en el presente sumario la parte quejosa haya 
efectuado conceptos de violación para combatir 
esos aspectos sustanciales, pues se reitera existe 
violación a la garantía de legalidad y ello basta para 
otorgar la protección constitucional. 

En ese orden de ideas, al resultar esencialmente 

fundados los conceptos de violación del quejoso 

apuntalados en suplencia de la queja en cuanto a que la 

resolución impugnada en la presente instancia 

constitucional viola en su perjuicio el contenido del 

artículo 16 de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, ante la falta de fundamentación y 

motivación en algunos aspectos, lo procedente es 

conceder la protección constitucional para los efectos 

que se precisarán enseguida.

EFECTOS DE LA CONCESIÓN DEL AMPARO.

En términos de lo previsto en el artículo 77 de la 

Ley de Amparo, atendiendo a que el acto reclamado es 

de carácter positivo, a fin de restituir al quejoso en el 

pleno goce de derecho violado, se concede el amparo y 

la protección federal para que el Juez de Distrito 
Especializado en el Sistema Penal Acusatorio del 
Centro de Justicia Penal Federal en el Estado de 
México, con residencia en Almoloya de Juárez, deje 
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insubsistente la orden de aprehensión de veinticinco 
de diciembre de dos mil veinte, ÚNICAMENTE por lo 
que refiere al quejoso ELIAS ZAGA HANONO y en su 

lugar emita otra en la que, teniendo en cuenta las 

consideraciones destacadas en esta resolución, realice 

bajo su más estricta responsabilidad lo siguiente: 

A) Respecto del requisito consistente en la 
existencia de datos que establezcan que se ha 
cometido un hecho que la ley señale como delito 
(requisito v):

 Deberá hacer referencia legal al tipo penal 

motivo de solicitud, esto es, el delito de delincuencia 

organizada, previsto en el artículo 2°, párrafo primero, 

fracción I, de la Ley Federal Contra la Delincuencia 

Organizada, teniendo como fin o resultado cometer un 

delito de Operaciones con Recursos de Procedencia 

Ilícita, con relación en el artículo 4°, fracción I, inciso b), 

hipótesis de quien no tenga funciones de administración, 

dirección o supervisión, que corresponde al quejoso.

En este punto, además de enunciar y citar su 

contenido, deberá explicar sus componentes, por las 

razones expuestas en el apartado respectivo de esta 

sentencia.

  Por cuanto refiere a la vertiente general de 

los hechos, en donde indicó que desde abril de dos mil 
catorce a marzo de dos mil dieciocho, en la Ciudad 
de México, al menos cinco sujetos se organizaron de 
hecho para realizar algunas conductas que tenían 
como finalidad la comisión de un delito de 
operaciones con recursos de procedencia ilícita, 
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deberá hacer la precisión pertinente de acuerdo a lo 

destacado en esta resolución, en cuanto al tema de los 

intervinientes y la época o temporalidad de su actuación.

 En lo que se refiere a su vertiente específica, 

exactamente donde enunció diversos segmentos o 

hechos que enlistó con los incisos de la a) a la i), deberá 

exponer qué dato o datos de prueba en particular son 
idóneos y pertinentes, para establecer cada uno de 
esos los hechos o segmentos que enunció y que 
posteriormente conjunto para obtener su conclusión.

 En el tópico de pertenencia o reiteración y la 

finalidad de la organización, deberá emitir argumentos 

lógico jurídicos en cuanto a las circunstancias 
especiales, razones particulares o causas inmediatas 
para sustentar tales aspectos que fueron destacadas por 

el Fiscal peticionario, debiendo observar el principio de 

congruencia y exhaustividad previsto en el numeral 68 y 

el diverso 143 párrafo tercero del Código Nacional de 

Procedimientos Penales.

En este punto, deberá ser explicativo en el tema 

del tipo penal finalístico, de operaciones con recurso de 

procedencia ilícita, que se atribuye a la organización de 

acuerdo con lo que se indicó en el apartado 

correspondiente, donde además de enunciar el 

contenido del numeral que lo prevé, se exponga 

conforme a lo expuesto por el fiscal, cuál o cuales 

conductas finalistas se relacionaron con ese tipo penal.

B) respecto de que exista la probabilidad de 
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que el indiciado lo cometió o participó en su 
comisión:

 Deberá indicar cuál es el dato o datos de 

prueba que se relacionan con la intervención del quejoso 

ELÍAS ZAGA HANONO, en correlación con lo que 

estableció el Ministerio Público.

Todo lo anterior, atendiendo a las 

consideraciones de la presente resolución, con lo cual se 

tendrá por cumplida, sin que en el caso, esta concesión 

por aspectos de forma de la orden de aprehensión tenga 

efectos inmediatos, ya que se libró por un delito que 

amerita prisión preventiva oficiosa, por lo que el juez 

responsable, deberá esperar a que cause ejecutoria para 

su debido cumplimiento.

Finalmente, la nueva resolución que emita podrá ser 

en el mismo sentido que la que aquí se revisa, pero 

purgando los vicios de forma que quedaron antes 

precisados, aspectos en el cual, si decide resolver en los 

mismos términos, deberá reiterar los aspectos que no 

fueron materia de la concesión.

La concesión del amparo se hace extensiva a los 

actos de ejecución atribuidos a las siguientes autoridades 

responsables:

 Fiscal General de la Republica.  

 Titular de la Policía Federal Ministerial de la 
Fiscalía General de la República.

 Director General de Investigación Policial en 
Apoyo a Mandamientos de la Fiscalía General 
de la República.

 Director General de Asuntos Policiales 
Internacionales e INTERPOL. 
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 Ya que si se consideró violatoria de garantías solo 

por cuanto hace a la orden de aprehensión, igual 

declaración debe hacerse respecto de los actos de 

ejecución, si no se reclaman especialmente vicios de 

aquéllos.

Cobra aplicación la jurisprudencia 88, publicada en la 

página 70, Tomo VI, Materia Común, Primera Parte, del 

Apéndice al Semanario Judicial de la Federación, 

correspondiente a los años de 1917 al 2000, del tenor 

siguiente:

“AUTORIDADES EJECUTORAS, ACTOS DE, 
NO RECLAMADOS POR VICIOS PROPIOS. 
Si la sentencia de amparo considera violatoria 
de garantías la resolución que ejecutan, igual 
declaración debe hacerse respecto de los actos 
de ejecución, si no se reclaman, 
especialmente, vicios de ésta.”

Por lo expuesto y fundado, con apoyo, además, en 

los artículos 73, 74, 75, 76, 77, 215 y 217 de la Ley de 

Amparo, se

R E S U E L V E

PRIMERO. Se SOBRESEE en el juicio de amparo 

promovido por ELÍAS ZAGA HANONO, respecto de los 

actos y autoridades precisados en el considerando 

segundo, por los motivos expuestos en los 

considerandos tercero, quinto y sexto de esta 

sentencia.

SEGUNDO. La Justicia de la Unión AMPARA Y 
PROTEGE a ELÍAS ZAGA HANONO, contra los actos 

atribuidos a las autoridades responsables especificados 

en el considerando octavo, conforme a lo expuesto y 

para los efectos establecidos en la última parte de dicho 
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considerando de esta sentencia.

NOTIFÍQUESE Y PERSONALMENTE A LAS 
PARTES.

Así lo resolvió y firma Adrián Rivera López Juez 

Segundo de Distrito en Materia de Amparo y Juicios 

Federales en el Estado de México, hasta el día de hoy 
trece de julio de dos mil veintiuno, en que las 

labores del Juzgado así lo permitieron, quien actua con 

el Secretario Guillermo González Torres, que 

autoriza, firma y da fe. (ok)

12016, 12017, 12018, 12019, 12020, 12021 y 
12022
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